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TÍTULO EN ESPAÑOL: 
 
JUSTICIABILIDAD DEL DERECHO A LA SALUD EN EL DERECHO COMPARADO 
DE ARGENTINA Y COLOMBIA. 
TÍTULO EN INGLÉS: 
 
JUSTICIABILITY OF THE RIGHT TO HEALTH IN COMPARATIVE LAW OF 
ARGENTINA AND COLOMBIA. 
RESUMEN EN ESPAÑOL 
 
 
Se aborda el tema de la justiciabilidad del derecho a la salud, como poder de los titulares para 
exigir de los Estados que lo respeten, protejan y garanticen, a través de una de las formas para 
hacerlos efectivos, cual es: la obligación de los Estados de ofrecer recursos judiciales para tales 
fines. La justiciabilidad es un camino para hacer valer los derechos ante los juzgados, tribunales o 
cortes de justicia tanto a nivel nacional, regional e internacional; esto es, ante un ORGANISMO. 
Para que la justiciabilidad sea efectiva se requiere una norma jurídica que los declare, es decir, un 
INSTRUMENTO. Al mismo tiempo se requiere la existencia de un MECANISMO, acción o 
recurso para la reclamación ante los organismos competentes. 
 
El estudio inicia con un contexto histórico, político, económico y social de los sistemas de salud; 
seguidamente, se comparan los ORGANISMOS del poder judicial; luego se analizan los 
INSTRUMENTOS jurídicos que consagran el derecho a la salud, tanto en el plano internacional, 
como en el ámbito interno en los dos países. Llegado a este punto, se comparan los 
MECANISMOS mediante los cuales se hace justiciable el derecho, haciéndose énfasis en la 
acción de amparo y la acción de tutela. El estudio comparado se completa con una selección de 
CASOS EMBLEMÁTICOS de la jurisprudencia argentina y colombiana.  Finalmente se 
presenta una síntesis de la comparación de los sistemas, los organismos, los instrumentos y los 
mecanismos.  
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RESUMEN EN INGLÉS 
 
 
In this work is make an approach to justiciability of the right to healthcare, as a power of the 
holders for requiring States that respect, protect and secure them through one of the ways to make 
them effective, which is: the obligation of States of provide judicial remedies for such purposes. 
The justiciability is a way to enforce the rights before the courts and  tribunals nation and 
worldwide. To make justiciability effective its requires a legal standard that declares its, it means 
an instrument. At the same time it requires a mechanism, an action or a remedy for the complaint 
before the competent agencies. 
 
The study begins with a historical, political, economic and social development of healthcare 
systems, then, compare the organs of justice, then examines the legal instruments that enshrine 
the right to healthcare, both at the international level, as domestically in both countries. Then, 
was compared the mechanisms by which justice is done right, making emphasis on action under 
writ and action guardianship for protection of fundamental rights.The comparative study is 
completed with a selection of emblematic cases of Argentinian and Colombian law. Finally, this 
work contains a summary of the comparison of systems, agencies, instruments and mechanisms. 
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INTRODUCCIÓN 
 
La situación en salud a nivel mundial no es la mejor. Según el último informe de la OMS, los 
progresos científicos registrados en este ámbito han sido muy desiguales; la propagación de 
enfermedades transmisibles se mantiene; se verifica una atención no regulada de carácter 
comercial; el sector de la salud adolece de una enorme falta de fondos en muchos países; los 
sistemas sanitarios se fijan prioridades a corto plazo, de manera cada vez más fragmentada,  
evolucionando en direcciones que contribuyen poco a la equidad y la justicia social, sin obtener 
los mejores resultados posibles para los recursos invertidos1. Latinoamérica no es ajena a la 
situación mundial de inequidad en materia de salud. Como derecho humano, su disfrute se ha 
visto condicionado a la pugna entre economía y justicia, dominada actualmente por la primera, 
que “hace que la salud sea en la práctica más un servicio accesible según el estatus económico 
que un verdadero derecho humano básico”2
El problema se agrava si relacionamos estrechamente el derecho a la salud con otros derechos 
humanos, esto es: si lo analizamos desde la perspectiva de la interdependencia, tomando en 
cuenta las condiciones mínimas para una vida saludable
.  
 
3: el acceso al agua potable y a medios de 
higienización4, alimentación adecuada5, vivienda digna6 y protección laboral suficiente7
                                                 
1 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. Informe sobre la salud en el mundo 2008. 
2 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Procuraduría delegada para la prevención en materia de 
derechos humanos y asuntos étnicos. DEJUSTICIA. El derecho a la salud en perspectiva de derechos humanos y el 
sistema de inspección, vigilancia y control del estado colombiano en materia de quejas en salud. Documento 
elaborado bajo la coordinación de Patricia Linares Prieto, investigadores UPRIMNY, Rodrigo y otros. Bogotá, D.C., 
2008.  
3 Esta relación entre derechos en: KRENNERICH, Michael; GÓNGORA MERA, Manuel Eduardo. Los derechos 
sociales en América Latina: Desafíos en justicia, política y economía. Centro de Derechos Humanos de Nuremberg, 
Enero 2006. 
4 Aproximadamente el 20% de la población carece de acceso al agua potable segura, mientras que el 50% no tiene 
acceso a un sistema seguro de saneamiento. Más de 3 millones de personas mueren cada año por enfermedades 
relacionadas con el agua, como la diarrea; y millones de personas sufren enfermedades, como la disentería y el 
tracoma. Las enfermedades causadas por unos saneamientos e higiene deficientes provocan la muerte de 2 millones 
de niños cada año. Citado en la Declaración de la CIE: http://www.icn.ch/PS_E15_UniversalAccessCleanWater-
Sp.pdf 
.  
5 El hambre en el mundo está aumentando, el número de personas hambrientas en el mundo era de 923 millones en 
2007; los precios elevados de los alimentos están llevando a millones de personas a la inseguridad alimentaria; los 
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El Sistema Interamericano de Derechos Humanos ha establecido el acceso a la justicia como 
garantía de los derechos sociales. Esto significa contar con recursos judiciales, debido proceso 
judicial y tutela judicial efectiva, que resulten idóneos  para reclamar por la vulneración de estos 
derechos, lo que implica la obligación de los Estados de no impedir el acceso a esos recursos y la 
de organizar el aparato institucional de modo que todos los individuos puedan acceder a esos 
recursos.  Dentro de las medidas que consagra el SIDH para la garantía de estos derechos se 
tienen: a) remover obstáculos económicos o financieros en el acceso a los tribunales, b) 
disponibilidad de la defensa pública gratuita para las personas sin recursos y los costos del 
proceso, c) información adecuada a la población sobre los derechos que poseen y los recursos 
judiciales disponibles para su tutela,  d) el debido proceso legal, y e) el derecho a contar con una 
decisión fundada sobre el fondo del asunto. El SIDH ha identificado, además,  un principio de 
igualdad de armas como parte integrante del debido proceso legal,  por cuanto el tipo de 
relaciones reguladas por los derechos sociales suelen presentar y presuponer condiciones de 
desigualdad entre las partes de un conflicto, como entre el beneficiario de un servicio social y el 
Estado prestador del servicio8
En el presente trabajo se aborda el tema de la justiciabilidad del derecho a la salud, como poder 
de los titulares para exigir de los Estados que lo respeten, protejan y garanticen, a través de una 
de las formas para hacerlos efectivos, cual es: la obligación de los Estados de ofrecer recursos 
.     
  
                                                                                                                                                              
hogares más pobres, los que no tienen tierras y los que están a cargo de mujeres son los más perjudicados; las 
respuestas iníciales de los gobiernos en materia de políticas han tenido un efecto limitado. FAO. El estado de la 
inseguridad alimentaria en el mundo. 2008. 
6 A comienzos del milenio el 80% de la población mundial residía en viviendas definidas como inadecuadas (que 
algún servicio le falta o desde el punto de vista cualitativo no cumple con las condiciones de área según el tipo de 
familia). Citado en: http://www.chasque.net/vecinet/psh7.htm.  
Mil millones de personas sufren actualmente a causa de la inseguridad habitacional y 15% de la población mundial 
se encuentra bajo amenaza de desalojo. Citado en:  
http://www.streetnewsservice.org/index.php?page=archive_detail&articleID=936.  
7 La OIT calcula que cada año mueren aproximadamente 2,3 millones de hombres y mujeres a causa de accidentes o 
enfermedades relacionadas con el trabajo, incluyendo cerca de 360.000 accidentes mortales y cerca de 1,95 millones 
enfermedades mortales. Las enfermedades pulmonares en la minería e industrias relacionadas, producidas por la 
exposición al asbesto, el carbón y el silicio, siguen siendo temas de preocupación. Citado en: OIT. Día Mundial de la 
Seguridad y la Salud en el Trabajo 2009, información sobre seguridad y salud en el trabajo. 
8 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. El acceso a la justicia como garantía de los 
derechos económicos, sociales y culturales.  Estudio de los estándares fijados por el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos. En: http://www.cidh.org/countryrep/AccesoDESC07sp/Accesodesci-ii.sp.htm. 
 
9 
judiciales para tales fines. El estudio se desarrolla, realizando un paralelo de los organismos, 
instrumentos y mecanismos de Argentina y Colombia, haciendo énfasis en la acción de amparo y 
la acción de tutela, teniendo como referente algunos casos emblemáticos de la jurisprudencia 
argentina y colombiana.  
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1.  MARCO TEÓRICO Y METODOLÓGICO 
 
1.1.  MARCO TEÓRICO 
 
1.1.1.  LOS DERECHOS SOCIALES Y SU JUSTICIABILIDAD. 
 
1.1.1.1. APROXIMACIONES AL CONCEPTO DE DERECHOS SOCIALES 
 
La cuestión de los derechos humanos  ha tenido diferentes elaboraciones teóricas, marcadas por 
diversos enfoques, por ello se habla de “teorías de los derechos humanos”9. En este sentido, 
podríamos decir, con el profesor González Amuchastegui, que los derechos humanos, como 
teoría de la justicia, intentan ofrecer una respuesta a muchos de los principales interrogantes que 
plantean la convivencia humana en sociedad: “¿cuáles son los bienes básicos de los que los 
individuos deben poder disfrutar?, ¿quién es el depositario del poder?, ¿cuáles son los límites de 
ese poder?, ¿cuáles son los límites entre lo público y lo privado?, ¿qué obligaciones tenemos 
para con los demás individuos?, o ¿qué obligaciones tiene el Estado para con los particulares?” 
10
Ante la multiplicidad de miradas que se tienen sobre el tema, el sustento teórico de la presente 
investigación se nutre de autores que entienden los derechos sociales como verdaderos derechos 
susceptibles de justiciabilidad
. Así,  las diferentes concepciones de los derechos humanos, nos remitirían a hablar de los 
diferentes modelos de Estado y las diferentes concepciones de justicia.  
 
11
                                                 
9 Por ejemplo GONZÁLEZ AMUCHASTEGUI, Jesús. Autonomía, Dignidad y Ciudadanía: Una Teoría de los 
Derechos Humanos. Editorial Tirant Lo Blanch. Valencia, 2004. 
10 GONZÁLEZ AMUCHASTEGUI, Jesús.  Concepto y Fundamento de los Derechos Humanos. Defensoría del 
Pueblo, Bogotá, diciembre de 2001. 
11 Se hace referencia a que los derechos implican el poder de sus titulares para exigir de los Estados que los respeten, 
protejan y garanticen, a través de una de las formas para hacerlos efectivos, cual es: la obligación de los Estados de 
ofrecer recursos judiciales para tales fines. En el siguiente acápite se desarrollará el tema de manera más concreta.  
. En esta dirección, es importante señalar, tal como lo hacen 
Abramovich y Courtis, que la utilización de los términos “derechos económicos, sociales y 
culturales” (DESC) y “derechos sociales” se toman como sinónimos para efectos prácticos, pese 
11 
a que existen diferencias históricas y conceptuales entre ambos. Los primeros provendrían del 
derecho internacional de los derechos humanos, constituyendo la denominación que ha adoptado 
la juridificación internacional, cuyo sujeto obligado por excelencia es el Estado. Los segundos, en 
tanto referencia teórica como normativa, provendrían más del derecho constitucional y de la 
matriz  nacional disciplinaria del derecho social, en la cual entran como sujetos obligados 
también los particulares12. En adelante nos seguiremos refiriendo a los DESC como “derechos 
sociales”13
Partiendo de las anteriores líneas, diríamos que los derechos sociales "fijan los límites mínimos 
que debe cubrir el Estado en materia económica y social para garantizar el funcionamiento de 
sociedades justas y para legitimar su propia existencia"
, teniendo en cuenta la aclaración realizada. 
 
14. Vistos así, los derechos sociales como 
garantía de sociedades justas, tenderían también a minimizar la brecha de desigualdad, como lo 
señala Norberto Bobbio al afirmar que "La razón de ser de los derechos sociales como la 
educación, el derecho al trabajo, el derecho a la salud, es una razón igualitaria. Los tres tienden 
a hacer menos grande la desigualdad entre quienes tienen y quienes no tienen, o para poner un 
número de individuos siempre mayor en condiciones de ser menos desiguales respecto a 
individuos más afortunados por nacimiento o condición social."15 En consonancia con lo anterior 
podríamos mencionar, recordando la teoría de la justicia de Rawls16
                                                 
12 ABRAMOVICH, Víctor; COURTIS, Christian. Los derechos sociales como derechos exigibles. Prologo de Luigi 
Ferrajoli. Editorial Trotta, Madrid. 2002. 
13 Se hace referencia a derechos consagrados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Adoptado por la Asamblea General de la ONU en 1966, tales como: El derecho al trabajo; a crear 
sindicatos; a la huelga; a la seguridad social; a la protección de la familia, la maternidad, la niñez y la adolescencia; a 
la alimentación, vestido y vivienda adecuados; al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental; a la 
educación; a participar en la vida cultural y gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones.  
14 DECLARACION DE QUITO. Acerca de la exigibilidad y realización de los derechos económicos, sociales y 
culturales en América Latina y el Caribe. Principios sobre la exigibilidad y realización de los DESC. 24 de julio, 
1998. 
15 BOBBIO, Norberto. Derecha e Izquierda. Editorial Santillana, S.A. Taurus, 1995 (Traducción por Alessandra 
Picone), 4ª Edición, España, 1995.  
16 RAWLS, John. Teoría de la Justicia. Fondo de Cultura Económica. 4ª reimpresión. México, 1971. 
, que la forma de abordar las 
desigualdades sociales con el objetivo de lograr la igualdad material, es la aplicación de la 
discriminación positiva, esto es: estableciendo otras desigualdades que equilibren la 
desprotección de los sujetos. Esta discriminación positiva se orientaría a atender los derechos 
sociales de quienes no tienen los medios económicos para hacerlo por su propia cuenta. 
 
12 
Los derechos sociales implican la atención esencial de las personas menos favorecidas 
económicamente, por ello se menciona que su promoción corresponde al campo de las políticas 
económicas y las políticas sociales. El problema de la implementación de los derechos sociales se 
encuentra entonces ligado a los recursos estatales, que en muchos casos son limitados, razón por 
la cual se estima que el concepto de aplicación progresiva17 implica en la práctica inexigibilidad 
de estos derechos.18
Por su parte, los profesores argentinos Abramovich y Courtis en “Los derechos sociales como 
derechos exigibles” someten a la crítica los argumentos esgrimidos en contra de estos como 
verdaderos derechos y con ello su no justiciabilidad. Los autores muestran la falta de 
fundamentación empírica de estos argumentos y constatan a través de ejemplos, que tanto los 
derechos civiles y políticos como los derechos sociales incluyen expectativas positivas como 
negativas de parte de los Estados. Al no existir diferencia de estructura entre los derechos civiles 
y políticos y los derechos sociales, estos últimos serían derechos justiciables, sancionables y/o 
reparables
 
 
19
Más allá de la consideración anterior, el profesor Rodolfo Arango en su libro “El concepto de 
derechos sociales fundamentales”,  entrega un importante aporte a la dogmática jurídica, al 
considerar los derechos sociales como derechos subjetivos susceptibles de ser considerados 
fundamentales y caracterizarlos dentro del concepto de “poder legal reconocido a un sujeto por 
medio de una norma legal, para la persecución de intereses propios mediante la exigencia a otro 
de hacer, permitir u omitir algo”. Arango, al afirmar que “la reducción de los derechos a las 
libertades y su clasificación como derechos negativos, es injustificada, incompleta e induce a 
.  
 
                                                 
17 Se hace mención a los principios de progresividad y no regresividad contemplados en el artículo 26 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Art. 1 del Protocolo del Salvador y el Art. 2.1 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que comprometen a los Estados partes a adoptar 
medidas progresivas para lograr la plena efectividad de los derechos sociales. Estos principios se consideran rectores 
de los derechos sociales como derechos fundamentales, e mplican una inversión estatal sistemática en la vía de la 
universalidad y el no retroceso en los logros alcanzados.  
18 ORDÓÑEZ, Jaime. Los derechos fundamentales como referente del paradigma de ciudadanía civil y de la 
definición de la frontera de exclusión social. En: Exclusión Social y reducción de la pobreza en América Latina y el 
Caribe / Editores Estanislao Gacitúa, Carlos Sojo, Shelton Davis. -- 1a. ed. San José, C.R. FLACSO, Banco Mundial, 
2000. 
19 ABRAMOVICH, Víctor; COURTIS, Christian. Op. Cit.  
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error”; prepara el terreno para justificar su teoría sobre la fundamentalidad de los derechos 
sociales20
Esta fundamentalidad de los derechos sociales la sustenta Arango en dos pilares: 1) la teoría de la 
argumentación racional, que utiliza para justificar los “desequilibrios” que genera la protección 
individual de intereses por parte del Estado; y 2) una teoría de la interpretación no positivista, que 
no limite el reconocimiento de derechos únicamente a la disposición expresa, sino que se le 
otorgue a la norma jurídica un alcance amplio que adopte derechos subjetivos, no referenciados 
en el texto expreso. Paso seguido, Arango da las razones de la fundamentabilidad de los derechos 
sociales encuadrándolos como derechos subjetivos “tan importantes que su otorgamiento o no 
otorgamiento, no puede quedar en manos de la simple mayoría parlamentaria”. Así, frente a la 
situación de que un derecho subjetivo se encuentre escrito en el texto constitucional, adquiriría 
inmediatamente el carácter de fundamental; de no ser así, se afirma que la posición jurídica 
fundamental se resalta en importancia porque “mientras más graves sean las consecuencias de la 
falta de reconocimiento de una posición jurídica individual, más peso tienen las razones para el 
reconocimiento de esa posición jurídica iusfundamental”, requiriendo para ello de las 
herramientas de interpretación racional y de lectura amplia del texto superior, con el propósito de 
develar su vulneración como contraria a los principios constitucionales que afecta derechos 
fundamentales subjetivos, causándole a su titular un daño inminente injustificado 
jurídicamente
.  
 
21
La titularidad de un derecho social fundamental la asigna Arango exclusivamente en los sujetos 
que pueden reclamar individualmente, por ejemplo argumentando la necesidad de salud como 
condición de igualdad para ejercer sus derechos y lograr un estándar mínimo que potencialmente 
lo incorpore al pacto social, generando condiciones de convivencia armoniosa y pacifica.  De esta 
manera, el derecho social presupondría una desigualdad que buscaría compensarse mediante 
acciones u omisiones del Estado, como obligado exclusivo, sin que medie para su consecución, la 
. 
 
                                                 
20 ARANGO R., Rodolfo. El concepto de derechos sociales fundamentales. Prólogo de Robert Alexy. Universidad 
Nacional de Colombia, Legis, primera edición, Bogotá, 2005.  
21 ARANGO, Op. Cit. 
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pertenencia a una colectividad o minoría, como debe ocurrir en el ámbito de los derechos 
colectivos22
Finalmente, agregaríamos para el pleno reconocimiento de los derechos sociales, que la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena en 1993, concluyó que estos 
derechos tienen la misma categoría, importancia, origen, titular y destinatario que los demás; que 
pertenecen a todos los miembros de la familia humana (universales) y son reclamables al Estado, 
obligado a su promoción y protección
. 
 
23
Exigibilidad y justiciabilidad son dos expresiones que muchas veces se asumen como idénticas, 
pero en realidad guardan una relación de género a especie. Para mostrar la diferencia que puede 
darse entre esta dos expresiones, podríamos decir que la exigibilidad es un concepto amplio que 
básicamente alude a la capacidad que tienen las personas para reclamar y obtener del Estado, y en 
ciertos casos de otros actores, el goce efectivo de sus derechos humanos
. 
 
 
1.1.1.2. EXIGIBILIDAD Y JUSTICIABILIDAD DE LOS DERECHOS SOCIALES 
 
24. La exigibilidad de los 
derechos humanos sería vista como un proceso social, político y legal que puede ser ejercido 
individual o colectivamente25. Por justiciabilidad se entendería la capacidad de procesar 
judicialmente el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el Estado en razón de haber 
ratificado un instrumento internacional de derechos humanos o de haber reconocido estos 
derechos en el ordenamiento jurídico interno26. Por tanto, la justiciabilidad sería una posibilidad 
de reclamación del cumplimiento al menos de algunas de las obligaciones que constituyen el 
objeto del derecho.27
                                                 
22 ARANGO, Op. Cit. 
23 CONFERENCIA MUNDIAL DE DERECHOS HUMANOS. Declaración y Programa de Acción de Viena. Viena, 
14 a 25 de junio de 1993. 
24 JURADO VARGAS, Romel. Exigibilidad de los derechos humanos relacionados con la comunicación desde el 
ámbito de las políticas públicas. Revista Aportes Andinos, Noviembre 2002. 
25 DECLARACION DE QUITO, Op. Cit.   
26 Informe Alternativo DESC Ecuador 2001, PIDHDD. Quito, 2001.   
27 INTERNATIONAL HUMAN RIGHTS INTERNSHIP PROGRAM, Una onda en aguas tranquilas. Washington, 
1997.    
 Para algunos autores, la justiciabilidad hace parte del contenido esencial de 
un derecho fundamental y, en el caso de los derechos sociales, es responsabilidad de los Estados 
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nacionales28, posición incorporada por el Comité de DESC en la Observación General No. 329
Respecto a la justiciabilidad de los derechos sociales, reiteramos, existen argumentos a favor y en 
contra.  Dentro de los primeros está el argumento que afirma que los derechos sociales son bienes 
o servicios básicos para la dignidad, la autonomía y la libertad de las personas, y son 
precondiciones para la participación democrática, y en esa medida no pueden quedar 
abandonados a la suerte de las mayorías, por tanto deben estar protegidos por los jueces. Los 
segundos se resumen en dos: el de la legitimidad democrática que entiende los derechos sociales 
como muy indeterminados, al no ser claros, por ejemplo frente al alcance de las obligaciones 
estatales correlativas; a esto se le suma la afirmación que la asignación de recursos es propia de 
las decisiones del proceso político y legislativo y no de los jueces. El otro argumento en contra, el 
de la inadecuación procesal, se refiere a que el proceso judicial es una mala vía para resolver 
controversias de derechos sociales, porque es difícil saber quiénes son los actores relevantes en 
relación con un problema específico y además se presentan muchas dificultades para que los 
fallos sean ejecutados en pos de solucionar los litigios
.  
 
 
30
Así es, como la justiciabilidad de los derechos sociales, a pesar de que presenta muchas 
posibilidades, también presenta limitaciones por la imprecisión de los derechos, la viabilidad 
económica, la determinación del obligado a satisfacer el derecho y los mecanismos procesales 
que le dan vida al derecho. Un derecho cuya violación no da lugar a ninguna sanción, sería 
finalmente, un derecho inexigible.
.  
 
31
Se dijo entonces, que uno de los caminos para hacer valer los derechos es la justiciabilidad, 
demandar las amenazas o violaciones ante los juzgados, tribunales o cortes de justicia tanto a 
 
 
                                                 
28 ROSSI, J. Exigibilidad y justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y culturales. En: Beuren I, Soto O. 
(eds.). Derechos humanos y globalización alternativa: una perspectiva iberoamericana. Universidad Iberoamericana 
Puebla .México D. F., 2004. 
29 Párrafo 5. “Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las legislativas, está la de ofrecer 
recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, de acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan 
considerarse justiciables”. 1990. 
30 ABRAMOVICH, Víctor; COURTIS, Christian. Op. Cit. 
31 DE ROUX, Carlos Vicente; RAMÍREZ J., Juan Carlos. (Editores). Derechos económicos, sociales y culturales, 
política pública y justiciabilidad. CEPAL – Serie estudios y perspectivas. Oficina de la CEPAL en Bogotá. 2005. 
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nivel nacional, regional e internacional; esto es, ante un ORGANISMO. Para que la 
justiciabilidad sea efectiva se requiere una norma jurídica que los declare, es decir, un 
INSTRUMENTO, como en efecto lo hacen a nivel internacional, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,  la 
Declaración Americana de Derechos del Hombre, la Convención Americana sobre derechos del 
Hombre, y en general, los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, los Convenios 
regionales, las constituciones de los países o algunas leyes nacionales o federales entre otros. Al 
mismo tiempo se requiere la existencia de un MECANISMO, acción o recurso para la 
reclamación o demanda de las violaciones ante los organismos competentes. 
 
Así las cosas, diríamos que la noción de exigibilidad rebasa la esfera de su justiciabilidad, no solo 
por los múltiples y complejos contextos en que debe producirse su aplicación, sino también por 
su cuestionada eficacia respeto de la masiva problemática social que subyace a las exigencias de 
aplicabilidad de estos derechos.32 Con lo anterior, se quiere decir que la exigibilidad de los 
derechos no se agota en lo justiciable. Para la comprensión más exacta del término exigibilidad, 
faltaría hacer mención a dimensión de exigibilidad política y social, que incluiría algunas de estas 
estrategias: los informes alternativos ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de Naciones Unidas; estrategias propias de los movimientos y organizaciones sociales 
y populares (huelga, manifestación pública, plantones, paros, marchas, movilizaciones, mítines, 
etc.); mecanismos de participación ciudadana; comisiones de la verdad; tribunales internacionales 
de opinión; foros sociales; campañas de solidaridad; declaraciones de los movimientos sociales; 
audiencias públicas populares; parlamentos populares33
En resumen, diríamos que la justiciabilidad no le otorga a un derecho calidad de tal, pero refuerza 
esa calidad en la medida en que se establecen parámetros de protección para el mismo”
.  
 
34
                                                 
32 JURADO VARGAS,  Op. Cit.  
33 VALBUENA LEGUÍZAMO, José Alfonso. Exigiendo los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
Universidad Nacional de Colombia; Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Bogotá, 2004. Es importante 
destacar el papel que han jugado los Encuentros Internacionales en Defensa de la Salud de los Pueblos,  realizados en 
2002 y 2003 en  Porto Alegre  y en 2004 en Mumbai; los  Foros Mundiales de la Salud realizados en Porto Alegre en 
2005,  en Nairobi en 2007 y en Belém do Para en el 2009; las Asambleas Mundiales de la Salud de los Pueblos 
celebradas en Savar en el 2000 y en Cuenca en el 2005. 
34 PROVEA. Mecanismos nacionales para la justiciabilidad del derecho humano a la salud. VII Seminario El derecho 
Humano a  la salud: Una visión integral. Caracas 26-30 de junio de 2006. 
. Así, la 
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posibilidad de acceder a la vía judicial para reclamar el cumplimiento de obligaciones que 
constituyen el contenido del objeto del derecho es lo que se entiende por justiciabilidad35
Por su parte, el profesor Diego López Medina menciona que la “judiciabilidad” consiste en la 
facilidad con la cual las partes interesadas pueden llevar el conflicto ante conocimiento de un juez 
para que lo dirima, y la “justiciabilidad” radica en los poderes y habilidades que tiene la rama 
judicial para dictar sentencia sobre un conflicto de manera que dicha intervención es considerada 
como técnicamente competente y políticamente legítima dentro de un determinado subsistema 
social
. 
 
36
En este tema de la justiciabilidad de los derechos sociales fundamentales, Arango aclara que estos 
necesitan un ámbito de aplicación abierta, no discreta, frente a los otros derechos subjetivos, dado 
que la vulneración aparece cuando se hace una interpretación estrecha y estricta de la norma 
negando la existencia de valores y principios dentro del derecho, que aparecen con una lectura 
holística y sistemática del ordenamiento, como cuando se habla del mínimo vital. También es de 
resaltar en este tema, la consideración ya mencionada, acerca de que si el mercado desiguala las 
condiciones de ejercicio de los derechos subjetivos, el Estado social de derecho entra a equilibrar 
las cargas, bajo el principio de coherencia, generando condiciones igualitarias
. 
 
37
Esta tarea del estado social de derecho, la de generar condiciones igualitarias, sin embargo, ha 
sido muy discutida. Antonio Baldasarre ilustra los tropiezos de los derechos sociales como 
producto de la visión de que estos no pasaban de ser "programas", en un nivel jurídico inferior al 
de los derechos civiles y políticos. A propósito comenta Baldasarre:  “mientras en los años 20 la 
relación entre los derechos de libertad clásicos y los nuevos «derechos sociales» se vio como un 
«mal compromiso» entre liberalismo y socialismo, cuya «contradicción insoluble» debía 
.   
 
                                                 
35 RODRÍGUEZ, María Elena. La Justiciabilidad del Derecho Humano a la Salud en la Experiencia del Programa 
Venezolano de Educación Acción en Derechos Humanos. Pág. 95. En: Derechos Humanos y Salud: Encontrando los 
Lazos. Memorias del Primer Taller Latinoamericano “Derechos Humanos y Salud: Encontrando los Lazos”. 
Asociación Civil para la Educación en Derechos Humanos con Aplicación en Salud 
28 febrero - 3 marzo 2001 Lima, junio 2002. 
36 LÓPEZ MEDINA, Diego. “Sistema de salud” y “derecho a la salud”: Historia de su interrelación en la 
jurisprudencia constitucional. Memorias del Foro “Contexto Económico y Jurisprudencial del Sistema de Salud en 
Colombia”, celebrado en Bogotá el 25 de junio. Universidad de los Andes, Facultad de Derecho. Disponible en: 
http://derecho.uniandes.edu.co/derecho_uniandes/export/derecho_uniandes/facultad/rel_eventos3.html 
37 ARANGO, Op. Cit. 
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resolverse considerando sólo a los primeros como «derechos fundamentales propiamente 
dichos» y reduciendo a los segundos a «principios programáticos» dirigidos esencialmente al 
legislador futuro, en seguida después de la entrada en vigor de las constituciones democráticas, 
el mismo resultado se obtuvo interpretando la relación entre los dos géneros de derechos como 
una oposición (inconciliable) entre los principios del «Estado de derecho» y los del «Estado 
social» o, para usar términos más precisos, entre los principios del «Estado (de derecho) 
liberal» y los del «Estado (social) democrático» (si se considera que el «Estado social» es una 
forma histórica de los sistemas democrático-pluralistas)”38
Se ha precisado que la visión restringida de los derechos sociales no ha ayudado en nada para su 
justiciabilidad. Esta perspectiva ha sido atacada por los argentinos Abramovich y Courtis en 
varios trabajos. En el texto citado, al referirse a la estructura de los derechos sociales, contestan a 
dos argumentos. Frente al argumento que se repite de que los derechos civiles y políticos generan 
exclusivamente obligaciones negativas o de abstención (un no hacer por parte del Estado), 
mientras que los derechos económicos, sociales y culturales implican el nacimiento de 
obligaciones positivas (un hacer por parte del Estado), se expone la situación de que muchos de 
los derechos tradicionalmente catalogados como civiles y políticos han sidos reinterpretados en 
clave social y muchos de los derechos sociales han sido considerados como casos especiales de 
los primeros. En este sentido, las distinciones absolutas perderían sentido. Se citan como 
ejemplos la pérdida de carácter absoluto del derecho de propiedad sobre la base de 
consideraciones sociales y la consideración como derechos civiles y políticos de los derechos de 
sindicalización y huelga. La unidad entre unos y otros derechos se reforzaría con la interpretación 
de “niveles” de obligaciones estatales
. 
 
39, pues estos tipos de obligaciones pueden hallarse en los 
dos tipos de derechos40
Ante el argumento de que la fuerza vinculante, la exigibilidad o la propia juridicidad de los 
derechos sociales resulta dudosa en razón a que la satisfacción de éstos depende de la 
disponibilidad de recursos por parte del Estado (condicionamiento económico), los autores 
. 
 
                                                 
38 BALDASARRE, Antonio. Los derechos spciales. Traductor Santiago Perea Latorre. Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, 2001. 
39 Se cita la clasificación propuesta por G. H. J. van Hoof: Obligaciones de respetar, de proteger, de garantizar y de 
promover el derecho en cuestión. 
40 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
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afirman que las obligaciones positivas no se agotan en la disponibilidad de reservas 
presupuestarias, pues el Estado puede asegurar el goce de un derecho a través de otros medios en 
los que pueden tomar parte activa otros sujetos obligados: estableciendo algún tipo de regulación, 
restringiendo facultades o imponiendo obligaciones a las personas privadas41
En consideración de los profesores argentinos, la justiciabilidad de los derechos sociales se 
convierte en el requisito para que un derecho social pueda calificarse como derecho pleno. La 
vaguedad en los textos normativos en los cuales se formulan los derechos sociales, la ausencia de 
mecanismos y de acciones idóneas para reclamarlos, señalaría simplemente un estado de cosas, 
susceptible de ser modificado. Dado que muchas de las violaciones de derechos sociales 
provienen del incumplimiento de obligaciones negativas por parte del Estado, se abriría un 
importante campo para su justiciabilidad en la impugnación de la actividad estatal no respetuosa, 
mediante acciones judiciales tradicionales (de inconstitucionalidad, de impugnación o de nulidad 
de actos reglamentarios, de amparo o reclamo de daños y perjuicios). Al tiempo, si la violación 
de un derecho social afecta a un grupo generalizado de personas, numerosas decisiones judiciales 
individuales pueden constituirse en señal de alerta hacia los poderes políticos para una agenda 
pública
. 
 
42
En este contexto, como fuente de interpretación del contenido de los derechos sociales, el 
PIDESC
. 
 
43
                                                 
41 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
42 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
43 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 16 de diciembre de 1966. 
 consagra la obligación de adoptar medidas para hacer efectivos los derechos incluidos 
en el Pacto, sin embargo esta obligación está restringida por la cláusula que la condiciona a la 
disponibilidad de recursos y a la realización progresiva de estos derechos. El sentido de las 
obligaciones de los Estados ha sido clarificado en las Observaciones Generales que emite el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, con carácter prescriptivo para los 
Estados en relación al procedimiento de informes; también los Principios de Limburgo sobre la 
Implementación del PIDESC (Maastricht, 1986) adoptados por la ONU, orientan sobre los 
deberes jurídicos de los Estados al respecto; igual función cumplen los Principios de Maastricht 
(1997). Estos documentos deben ser tomados en cuenta por los estados, en virtud al artículo 31 de 
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la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados (1969), máxime cuando se da la jerarquía 
constitucional a los tratados de derechos humanos44
Abramovich y Courtis señalan las obligaciones que el Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales establece para los Estados con relación a los derechos sociales. 1) La obligación de 
adoptar medidas inmediatas. a) La adecuación del marco legal. Dentro de este contexto se 
registra la derogación de las normas que resultan manifiestamente contrarias a sus obligaciones, 
la eliminación de cualquier discriminación de iure o de facto y la disposición de medidas 
apropiadas para que las personas y grupos agraviados dispongan de medios de reparación, 
recursos y mecanismos. b) El relevamiento de información, vigilancia efectiva y formulación del 
plan de acción para la implementación progresiva. c) La provisión de recursos judiciales y otros 
recursos efectivos. Dentro de las obligaciones de efecto inmediato se mencionan: garantizar que 
los derechos se ejerzan sin discriminación. 2) La obligación de garantizar niveles esenciales de 
los derechos, conforme al máximo de los recursos de que disponga el Estado, y proteger a la 
población vulnerable aún en períodos graves de recursos. 3) La obligación de progresividad y 
prohibición de regresividad. Implica mejorar las condiciones de goce y ejercicio de los derechos 
sociales y la carga probatoria del Estado para argumentar a favor de la racionalidad de la 
legislación propuesta
. 
 
45
En “Los derechos sociales como derechos exigibles” se presentan algunos de los obstáculos 
destacados para la exigibilidad de los derechos sociales. 1) Los problemas de determinación de la 
conducta debida. El problema de la determinación del contenido de un derecho radica en la 
vaguedad característica del lenguaje natural en el que se expresan las normas jurídicas, 
particularmente las normas constitucionales o de tratados de derechos humanos, ya que se trata de 
las normas de mayor nivel de generalidad del orden jurídico. Pero además de la determinabilidad 
semántica, que puede ser especificada por vía reglamentaria, jurisprudencial o dogmática, está la 
determinabilidad fáctica que define los cursos de acción para el respeto, garantía o satisfacción 
del derecho de que se trate. 2) La autorestricción del poder judicial frente a cuestiones políticas y 
técnicas. Cuando la reparación de una violación de un derecho social importa una acción positiva 
. 
 
                                                 
44 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
45 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
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del Estado que pone en juego recursos presupuestales, o afecta de alguna manera alguna política 
pública, o implica decidir sobre los grupos o sectores sociales que tendrán prioridad en el auxilio 
o tutela del Estado, los jueces suelen considerar tales cuestiones como propias de la competencia 
de los órganos políticos del sistema. 3) La ausencia de mecanismos procesales adecuados para la 
tutela de derechos sociales. Como obstáculos concretos tenemos: la incidencia colectiva de la 
mayoría de los derechos sociales provoca problemas de legitimación activa, las violaciones de los 
derechos sociales requieren al mismo tiempo satisfacción urgente y amplitud de prueba, pero 
estas dos cuestiones son excluyentes para la elección de los mecanismos de tutela, finalmente, las 
sentencias que condenan al Estado a cumplir obligaciones de hacer no cuentan con resguardos 
procesales suficientes y resultan por ello de dificultosa ejecución. 4) La escasa tradición de 
control judicial en la materia. La manera de revertir este obstáculo es plantear casos judiciales 
sólidos en los que se reclame ante las violaciones de derechos sociales, pues con la gradual 
acumulación de precedentes se obtiene un cambio de actitud por parte de los tribunales y una 
mayor visibilidad de la posibilidad de reclamo judicial por parte de las víctimas46
Ante lo reseñado, Abramovich y Courtis formulan algunas vías de exigibilidad de los derechos 
sociales
. 
 
47
1) Exigibilidad directa. Se presentan como aquellas estrategias en las que el objeto de la 
actuación judicial tiene como sustento la invocación directa de un derecho social y se muestran 
dos segmentos diferenciables en la exigencia del derecho a partir del reclamo judicial y los 
mecanismos útiles para la exigibilidad. a) La declaración de que la omisión estatal constituye una 
violación del derecho en cuestión.  Ya que se trata de un juicio de comparación de las medidas 
que el Estado debió tomar con las efectivamente adoptadas, el uso de indicadores estadísticos es 
de vital importancia. b) El emplazamiento al Estado a realizar la conducta debida. Se trata de 
buscar en la sentencia que declare violado un derecho social la manifestación de la conducta que 
debe realizar el Estado para garantizar o satisfacer dicho derecho. En este sentido es de utilidad la 
.  
 
                                                 
46 ABRAMOVICH y COURTIS, Op. Cit. 
47 Los autores ilustran el tema de la exigibilidad con gran cantidad de ejemplos provenientes de diferentes países, 
cuyo conocimiento se dio en el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU; en la Comisión 
Europea de Derechos Humanos; en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos; y en el Sistema Interamericano.  
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información pública disponible y los reconocimientos de los “actos propios” del Estado 
relacionados con los hechos.  
 
2) Exigibilidad indirecta. Se trata de estrategias para proteger un derecho social cuando resulta 
imposible la tutela judicial directa. a) Principio de igualdad y prohibición de discriminación. Se 
busca que cuando un determinado derecho social ha sido reconocido a determinadas personas o 
grupos, se realicen juicios de comparación entre la situación de los beneficiarios y la de quienes 
aún no lo son, controlando la legalidad y razonabilidad del factor de diferenciación utilizado por 
el Estado. El Art. 2.2. del PIDESC establece la obligación de los Estados de garantizar el 
ejercicio de los derechos consagrados sin discriminación; con similar limitación expresa esta 
obligación el Art. 2.1. del PIDCP y el Art. 26 del PIDCP.  En el Sistema Interamericano, el Art. 
24 de la Convención consagra un derecho autónomo a la igualdad y a no ser discriminado. La 
prohibición de discriminación actúa como un presupuesto o garantía general de todos los 
derechos humanos, que potencialmente pueden resultar violados en sí o por vía de un trato 
discriminatorio. b) Debido proceso. En esta vía se consideran tres contextos. i) La denuncia de la 
omisión del Estado de garantizar el acceso a la justicia, proveer recursos judiciales efectivos y 
garantías procesales para la tutela del derecho social. ii)  La condición económica y social de los 
justiciables, la garantía de “tiempo razonable” aplicada a los procesos, la ausencia de mecanismos 
judiciales adecuados para una revisión amplia de las decisiones administrativas y la desigualdad 
procesal de los litigantes. iii) El debido proceso legal ante la afectación de un derecho social. c) 
La protección de derechos sociales a través de derechos civiles y políticos. Se formulan 
estrategias aprovechando la interdependencia de derechos civiles y políticos y derechos sociales, 
dado  que en muchos casos, de  las violaciones de los primeros resultan también afectaciones a 
los segundos, y viceversa. i) La “traducción” de la violación de un derecho social a violación de 
un derecho civil, cuya justiciabilidad no está puesta en duda48
                                                 
48 Como ejemplos se registran: la conexión entre derecho a la vida y derecho a la salud, entre derecho a la propiedad 
y derecho a la vivienda, derecho de asociación y derechos sindicales. 
. ii) La consideración del contexto 
socio-económico en el ejercicio de derechos civiles y políticos. d) La protección de derechos 
sociales por otros derechos sociales. Se busca la utilización de de derechos sociales “fuertes” 
como los derechos de los consumidores y los derechos que protegen el ambiente, en tutela de 
derechos sociales “debilitados” como el derecho al trabajo y a la seguridad social. e) Límites a los 
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derechos civiles y políticos justificados por derechos sociales. Dos contextos se presentan en esta 
estrategia. i) Como justificación de las medidas adoptadas por el Estado para garantizar derechos 
sociales. ii) Como defensa de grupos desventajados ante amenazas de recorte o liquidación de un 
derecho social. f) El uso de información como medio o instrumento para el ejercicio de derechos 
y herramienta para hacer efectivo el control ciudadano de las políticas públicas49
Podríamos afirmar que existen tantas aproximaciones al concepto de salud como autores se han 
arriesgado a expresar definiciones, por esta razón, nos restringiremos a presentar algunos 
conceptos representativos de los diferentes paradigmas dominantes en las diferentes épocas de la 
historia. Abordaremos algunos conceptos sobre la salud en dos dimensiones: individual y 
colectiva. De esta forma encontramos, desde el punto de vista personal/individual el concepto 
tradicional, propio del paradigma mecanicista o biomédico: la salud vista como un “Estado en 
que el ser orgánico ejerce normalmente todas sus funciones”
.  
 
 
 
1.1.2.  LA SALUD Y EL DERECHO A LA SALUD. 
 
1.1.2.1. CONCEPTOS ACERCA DE LA SALUD 
 
50
En 1948, la Constitución de La Organización Mundial de la Salud (OMS) ofrece una definición 
en términos positivos: "La salud es un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 
. Se trata de una visión negativa y 
estática, la salud como ausencia de enfermedades o invalideces. Ante esta concepción de salud 
que podríamos llamar “restringida”, propia del tradicionalismo, se presentan otras, en perspectiva 
biopsicosocial, tras el surgimiento del paradigma integracionista que pone en el centro no a la 
enfermedad, sino al individuo. Algunas de los conceptos de salud que se han registrado en esta 
óptica se exponen a continuación en orden cronológico. 
 
                                                 
49 Se parte de la idea de que los Estados deben producir y poner a disposición, información sobre el estado de la 
situación de las diferentes áreas y sobre el contenido de las políticas públicas desarrolladas o proyectadas 
(fundamentos, objetivos, plazos de realización y recursos involucrados). 
50 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la lengua española.  Vigésima segunda edición. Madrid, 2001. 
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solamente la ausencia de afecciones o enfermedades”51. Se hace referencia a lo físico, a lo 
mental y a lo social; sin embargo se entiende la salud como algo estático y se asume como un fin; 
esta definición ha sido criticada por utópica. En términos globales, ecológicos  y evolutivos de la 
especie humana, el microbiólogo René Dubos, en 1959 se plantea el tema de salud como “un 
estado físico y mental razonablemente libre de incomodidad y dolor, que permite a la persona en 
cuestión funcionar efectivamente por el más largo tiempo posible en el ambiente donde por 
elección está ubicado"52. En el mismo año, Herbert L. Dunn presenta una definición más 
compleja, la salud como “Un alto nivel de bienestar, un método integrado de funcionamiento 
orientado hacia maximizar el potencial de que el individuo es capaz. Requiere que el individuo 
mantenga un continuo balance y de dirección con propósito dentro del ambiente en que está 
funcionado.  Comprende tres dimensiones: Orgánica o Física, Psicológica y Social”.53
La salud ha sido vista también “como un proceso, como una capacidad o disposición para vivir 
de forma autónoma, solidaria y con capacidad para la alegría, para el gozo”
 
54; o como “El 
logro del más alto nivel de bienestar físico, mental y social y de capacidad de funcionamiento 
que permitan los factores sociales en los que viven inmersos el individuo y la colectividad”55
A nivel colectivo o social, tenemos que hacer referencia al concepto de salud pública. En 1920 
Winslow definió la salud pública como: "la ciencia y el arte de prevenir las enfermedades, 
prolongar la vida y fomentar la salud y la eficiencia física mediante esfuerzos organizados de la 
comunidad para sanear el medio ambiente, controlar las infecciones de la comunidad y educar 
al individuo en cuanto a los principios de la higiene personal; organizar servicios médicos y de 
enfermería para el diagnóstico precoz y el tratamiento preventivo de las enfermedades, así como 
. 
                                                 
51 ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. La Constitución fue adoptada en Nueva York, el 22 de julio de 
1946, por la Conferencia Institucional de la Salud. Fue firmada por los representantes de 61 Estados y entró en vigor 
el 7 de abril de 1948. 
52 DUBOS R. El espejismo de la salud: utopías, progreso y cambio biológico. Fondo de Cultura Económica, México, 
D. F., 1975:304-305.   
53Citado por LOPATEGUI, Edgar. El concepto de salud. 
En: www.saludmed.com/Salud/CptSalud/CptSaCon.html  
54 X Congreso de Médicos y Biólogos de Lengua Catalana, 1977. 
55 SALLERAS Sanmartí, L. La salud y sus determinantes. En: Educación Sanitaria: principios, métodos y 
aplicaciones. Madrid. Díaz de Santos, 1985. 
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desarrollar la maquinaria social que le asegure a cada individuo de la comunidad un nivel de 
vida adecuado para el mantenimiento de la salud"56
En 1990 Milton Terris propone algunas modificaciones al concepto de salud pública: "La ciencia 
y el arte de prevenir las dolencias y las discapacidades, prolongar la vida y fomentar la salud y 
la eficiencia física y mental, mediante esfuerzos organizados de la comunidad para sanear el 
medio ambiente, controlar las enfermedades infecciosas y no infecciosas, así como las lesiones; 
educar al individuo en los principios de la higiene personal, organizar los servicios para el 
diagnóstico y tratamiento de las enfermedades y para la rehabilitación, así como desarrollar la 
maquinaria social que le asegura a cada miembro de la comunidad un nivel de vida adecuado 
para el mantenimiento de la salud"
.  
57
La Asociación Médica Estadounidense concibe la salud pública como “arte y ciencia dirigida al 
mantenimiento, protección y mejoramiento de la salud de la población, mediante esfuerzos 
organizados de la comunidad. La salud pública se relaciona con la prevención y control de las 
enfermedades”
.   
58
Según algunos autores como J. Frenk, el término “salud pública” tendría a grandes rasgos, cinco 
connotaciones: 1) Equiparación del adjetivo pública con la acción gubernamental, 2) Inclusión de 
la participación del Estado y de la comunidad, 3) Identificación de la salud pública con los 
llamados servicios personales de salud, 4) Ampliación del tercero, añadiendo serie de servicios 
personales. 5) Referencia a padecimientos de alta frecuencia o peligrosidad en la población
. 
59
Finalmente, la Carta de Ottawa para la Promoción de la Salud
. 
60
 
, enumera como  prerrequisitos 
para la salud: la paz, la educación, la vivienda, la alimentación, la renta, un ecosistema estable, la 
justicia social y la equidad. En esta Carta se afirma que cualquier mejora de la salud ha de basarse 
necesariamente en estos prerrequisitos. 
                                                 
56 WINSLOW C.E.A. The Untilled Fields of Public Health, Science 51:23:33, 1920. Citado en español por: 
http://escuela.med.puc.cl/Recursos/recepidem/introductorios1.htm#ref, Universidad Católica de Chile.  
57 TERRIS M. Tendencias actuales de la Salud Pública de las Américas. En: La crisis de la Salud Pública. 
Publicación Científica Nº 540, OPS, 1992. 
58 Citado en http://escuela.med.puc.cl/Recursos/recepidem/introductorios1.htm#ref, Universidad Católica de Chile 
59 FRENK J. La nueva Salud Pública. En: La crisis de la Salud Pública.  
En: http://es.geocities.com/amokuali/EPIDEMIOLOGIA.ppt 
60 OMS. Carta de Ottawa para la Promoción de la Salud. Ginebra, 1986. 
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1.1.2.2. JUSTICIABILIDAD DEL DERECHO A LA SALUD 
 
Actualmente el derecho a la salud se ha movido entre dos enfoques: el enfoque de la reforma y el 
de la salud como derecho fundamental. Tal como lo expone Esperanza Echeverry, desde la 
primera óptica, las reformas a la salud se han inscrito dentro de en un proyecto estratégico 
mundial estructural de transformación del modelo de acumulación del capital, uno de cuyos ejes 
es la reforma del Estado y la redefinición del alcance y contenido de la política social. En este  
contexto se contempla la reconfiguración del sector salud para convertirlo en espacio estratégico 
de rentabilidad financiera internacional. En América Latina, la reforma del Estado se ha 
presentado en los años ochenta orientada hacia el ajuste y en los noventa hacia la sustentación 
técnica de las propuestas, sin embargo, las líneas gruesas de la estrategia se han mantenido 
articuladas por la disminución del papel del Estado en lo social y por una nueva concepción de 
política social y de derechos centrada en: 1) la responsabilidad individual, 2) la rentabilidad de 
servicios y 3) el mercado como agente en la asignación de recursos. Estas directrices han guiado 
el proceso de reforma de la salud en América latina, promovidas por el Banco Mundial y 
condicionadas por los préstamos de los organismos financieros multilaterales. Los efectos de la 
reforma a la salud han sido negativos: 1) aumento de la segmentación en el acceso a los servicios, 
2) profundización de iniquidades socio-sanitarias y 3) abandono de las funciones estatales en 
salud pública. 61
El enfoque de la reforma, asociado al Consenso de Washington, recurre a estrategias que 
implican un recorte de las responsabilidades del Estado en materia de salud. Se sustenta en el 
principio utilitarista de justicia distributiva, según el cual el Estado otorga un mínimo de 
servicios, más como concesiones que como derechos. Este mínimo se concreta en política pública 
a través de: (i) descentralización de la política social; (ii) focalización de los servicios, con 
preferencia por los subsidios a la demanda; (iii) mercantilización, para introducir la competencia 
y eliminar el monopolio que tenía el Estado; y (iv) el desarrollo de los servicios sociales 
  
 
                                                 
61 ECHEVERRI L., María Esperanza. Derecho a la salud, Estado y globalización. En: Revista Facultad Nacional 
Salud Pública, Vol. 24, número especial marzo de 2006, Universidad de Antioquia. Disponible en: 
http://guajiros.udea.edu.co/fnsp/Paginas/Congreso/ini/d9b.pdf. 
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preferenciando proyectos que compitan por los recursos públicos62
Por su parte, el enfoque de la salud dentro del marco de los derechos sociales como derechos 
humanos fundamentales, no ha sido dominante. Basada en los instrumentos jurídicos 
internacionales, esta tendencia incorpora las características y los principios rectores de los 
derechos humanos, que son: 1) Universalidad y accesibilidad en la asistencia sanitaria. 2) 
Indivisibilidad e interdependencia, que suponen el reconocimiento y el disfrute de otros derechos 
sociales. 3) Dimensión individual y colectiva. 4) Progresividad e irreversibilidad, que implican 
una inversión estatal sistemática y el no retroceso en los logros alcanzados. 5) Irrenuciabilidad, 
porque ningún ser humano puede renunciar a sus derechos fundamentales.  6) Gratuidad, 
entendida como la no sujeción a restricciones económicas para el acceso y la equidad.  7) 
Contenido: los FDBS
. 
 
63 y el CME64 como un piso y no un techo. 8) Provisión de recursos 
jurídicos, rápidos, eficaces y sencillos al alcance de la población para reclamar ante el Estado el 
cumplimiento de ese derecho65.  El derecho a la salud como derecho fundamental, se refrenda 
con la consagración en el artículo 12 del Pacto, de la salud como un “derecho humano 
fundamental” (Párr. 1)66
En esta última perspectiva, precisaríamos con Morales Aché, que por “justiciabilidad del derecho 
a la protección de la salud”, se entiende “la posibilidad de que sus titulares (por sí o por 
terceros) puedan accionar judicialmente ante la afectación de su propio derecho, de modo que su 
incumplimiento produzca o actualice consecuencias normativas, que pueden ser: la imposición 
coactiva de la conducta debida; la imposición de sanciones (de diversa índole); y el 
resarcimiento del daño causado por la violación del derecho”. Morales entiende el derecho a la 
. 
 
                                                 
62 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Op. Cit. 
63 Factores Determinantes Básicos de la Salud: alimentación esencial mínima y nutritiva, la vivienda, las condiciones 
sanitarias básicas, el suministro de agua potable, condiciones de trabajo seguras y alto nivel de salud física y mental, 
en sus dimensiones individual, colectiva, participativa y promocional. 
64 Contenido Mínimo Esencial: acceso universal a bienes y servicios de salud, a medicamentos esenciales, a 
asistencia médica y sanitaria preventiva y curativa, a un plan nacional de salud pública, a la provisión de seguro y de 
servicios de salud para quienes carecen de recursos; además, a la educación e información en salud y a la 
cooperación internacional 
65 Programa Venezolano de Educación-acción en Derechos Humanos (PROVEA). La salud como derecho. Marco 
nacional e internacional de protección al derecho humano a la salud. En: Currea V, Hernández M, Paredes N, PRO-
VEA. La salud está grave. Una visión desde los derechos humanos. Bogotá: Plataforma Colombiana de Derechos 
Humanos; 2000. p 27-132.  
66 ECHEVERRI L. Op. Cit. 
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salud como derecho fundamental, caracterizado como un auténtico derecho público subjetivo que 
permite a su titular exigir su cumplimiento, o un resarcimiento ante su violación, lo que implica 
la posibilidad de que las contravenciones al derecho a la protección de la salud indefectiblemente 
produzcan consecuencias jurídicas67
La investigación a desarrollar parte de la idea de que para comprender los fenómenos 
organizativos de la sociedad que se correlacionan con el derecho, se requiere de un método, para 
este caso, el método jurídico comparativo. El derecho comparado es producto de una 
construcción histórica que al decir del profesor Zweigert influyó en la modernización del 
derecho. Para el profesor alemán, en el continente europeo existió una unidad sobrenacional en el 
derecho y la jurisprudencia, mientras que el derecho romano, como “derecho con carácter 
mundial”, fue la fuente esencial de todo derecho, escapando a ello el Common Law. La unidad de 
la ciencia del derecho en el continente europeo se vería desmoronada desde el siglo XVIII con la 
aparición de los grandes códigos nacionales
. 
 
 
 
 
 
 
1.2.  MARCO METODOLÓGICO 
 
1.2.1.  ACERCA DEL DERECHO COMPARADO 
 
68
                                                 
67 MORALES ACHÉ, Pedro Isabel. Algunas paradojas de la justiciabilidad del derecho a la protección de la salud. 
Disponible en: http://www.colbio.org.mx/simposium_colbio/Pedro_Isabel_Morales_Ache.pdf 
68 Zweigert menciona: el Derecho Común Prusiano, en 1804 el Código Civil francés, en 1900 el Código Civil 
Alemán, en 1908-1912 las codificaciones de Suiza, en 1942 el nuevo Código civil italiano y en 1940 el Código Civil 
Griego. ZWEIGERT, Konrad. El derecho comparado y la modernización del derecho. En: Universitas, Revista 
Alemana de Letras, Ciencias y Arte. Vol. XI, Número 2, Stuttgart, Noviembre de 1973 
, en tanto los juristas tuvieron como horizonte el 
campo nacional. Sin embargo, el aislamiento nacional se fue reduciendo lentamente por las 
asociaciones regionales como la Comunidad Económica Europea, a tal punto que actualmente en 
la ciencia del derecho con el método de comparación se busca dar solución a un problema social 
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concreto, independientemente del estado en que este se ubique, contribuyendo así al 
perfeccionamiento del derecho en general69
Para Gustavo Mireles, el derecho comparado ganó carta de reconocimiento con el Congreso 
Internacional de Derecho Comparado celebrado en París en 1900. Mireles encuentra el origen de 
la comparación del derecho en la antigüedad griega y romana, época en la cual se pensaba en la 
importancia del derecho para la vida social desde un punto de vista dinámico que busca su 
adecuación. Cita como ejemplos de trabajos en los que se hace uso de la comparación del 
derecho, obras como “Las Leyes” de Platón, “La Política” de Aristóteles, la Ley de las XII tablas 
en Roma, la “Historia Universal durante la República Romana” de Polibio de Megalópolis, 
“Tratado de la República” y “Tratado de las Leyes” de Cicerón, y la Collatio Mosaicorum 
Romanarum Legum de autor desconocido
. 
 
70
Posteriormente, en la Edad Media, la Escuela de Pavía surgida en el siglo VI, con sus análisis 
simultáneos del derecho longobardo, el romano y el canónico, constituiría un hito en la 
comparación del derecho. Igualmente la Escuela de Bolonia, surgida en el siglo XII, daría sus 
aportes, en especial la obra “Gran Glosa”escrita por Accursio. Durante los siglos XIV y XV, los 
posglosadores abordarían el estudio del derecho romano en conjugación con los derechos 
medievales y germánicos, contexto en el cual se destacó Bartolo de Sassoferrato. A partir del 
siglo XVI y hasta la primera mitad del siglo XIX se forman los estados nacionales modernos, los 
trabajos más destacados en el campo de la comparación jurídica durante este período son los 
desarrollados por los Humanistas (Alciato en Italia, Zasio en Alemania, Cuiacio y Donello en 
Francia, Vannius y Voet en Holanda), orientados por la idea de la universalidad del derecho 
derivada de la autoridad del derecho romano y la realización de compilaciones y comparaciones 
de los derechos locales. Durante el último período señalado, también fueron importantes los 
trabajos de Feuerbach en Alemania, Selden y Bacon en Inglaterra, Grocio en Holanda, Bodino y 
Montesquieu en Francia; Vico y los hermanos Baldosseroni en Italia, entre otros. Para la segunda 
mitad del siglo XIX aparecen autores como Gallini, Fluvio, Vigliani y Amari en Italia; Gans, 
. 
 
                                                 
69 ZWEIGERT, Op. Cit. 
70 MIRELES QUINTANILLA, Gustavo. El derecho comparado: Ensayo sobre una reconstrucción histórica desde la 
antigüedad hasta la época contemporánea. Universidad Autónoma de Nuevo León, Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales y Colegio de Criminología. Nuevo león, 2000. 
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Thiabaut, Mittermaier, Zachariae, Kohler e Ihering en Alemania; Lerminier, Lobulaye, Flach y 
Foelix en Francia; Burge, Levi, Holdsword, Bentham, Austin, Summer y Maine en Inglaterra71
Mireles comenta que la idea de formalizar el derecho comparado “no fue desarrollada, sino 
hasta principios del siglo XX por algunos tratadistas contemporáneos, entre los que se destaca 
Georgia Del Vecchio”, en obras como: “Sobre la idea de una ciencia del derecho universal”, “La 
unidad del espíritu humano como base de la comparación jurídica” y “Las bases del derecho 
comparado y los principios generales del derecho”. Para esta época, autores como Brugi, Lambert  
y Levy Ullmann, dieron sus aportes para el desarrollo del derecho comparado. Se crean el 
Instituto Internacional de Roma para la Unificación del Derecho con el auspicio de la Sociedad 
de Naciones Unidas y la Academia Internacional de Derecho Comparado de la Haya
. 
 
72
Entre tanto, el tema del derecho comparado no ha sido pacífico en muchos aspectos. Uno de ellos 
es el de considerarlo o no como ciencia. Desde algunas ópticas se ha afirmado, por ejemplo, que 
el Derecho Comparado no es una ciencia, sino un método, o que es ciencia sólo porque se vale de 
un método propio
. 
 
73
                                                 
71 MIRELES, Op. Cit. 
72 MIRELES, Op. Cit. 
73 Héctor Fix Zamudio, por ejemplo, rememora al destacado comparatista Léontin-Jean Constantinesco en los 
siguientes términos: “El profesor Contantinesco sostuvo que era posible afirmar que, además de un método 
comparativo, existía una rama del derecho que calificó como ciencia autónoma de los derechos comparados, que 
tenía por objeto el  estudio de los elementos determinantes que precisan la estructura fundamental de los 
ordenamientos jurídicos, y que permite la distinción entre ellos, aun cuando pertenezcan a un mismo sistema 
jurídico. Estos elementos determinantes deben diferenciarse de los que este autor denominó elementos de carácter 
fungible, es decir, los que pueden ser sustituidos sin modificar los aspectos esenciales y específicos de un orden 
jurídico determinado”.FIX-ZAMUDIO, Héctor. Tendencias actuales del derecho comparado. En: Metodología del 
Derecho Comparado. Memoria del Congreso Internacional de Culturas y Sistemas Jurídicos Comparados. 
Coordinador: Serna de La Garza, José María. IIJ -UNAM, México, 2005. 
. Ante estas situaciones, diríamos con el profesor Pegoraro, que las 
consecuencias positivas de considerar el Derecho Comparado como una ciencia, tienen que ver 
en primer lugar con que la conciencia de investigar en un sector autónomo, orienta y especializa 
el campo del saber, contribuyendo así a la ampliación, circulación y divulgación de los 
conocimientos. En segundo lugar, potencia la capacidad de organizar investigaciones con un 
método propio; en tercer lugar, favorece la formulación de clasificaciones y modelos, que se 
utilizarán para verificar la coherencia de las recepciones o exportaciones, de instituciones y 
disciplinas, sus potenciales funcionalidades o su rendimiento. Finalmente, el considerar al 
derecho comparado como ciencia, vitaliza comunidades de estudiosos que, reivindicando su 
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autonomía científica, pueden contribuir también al incremento y a la transmisión de tales 
conocimientos gracias a la unión entre investigación y academia.74
En lo metodológico, Pegoraro refiere que para que una actividad pueda ser adscrita al Derecho 
Comparado, como ciencia cuyo propósito persigue finalidades preeminentemente cognoscitivas, 
es necesario “escoger, al menos, dos «objetos» que puedan compararse; que la finalidad sea la 
de ofrecer esa comparación; que el método no se reduzca a una mera exposición paralela de dos 
o más sistemas, o de dos o más institutos pertenecientes a diferentes ordenamientos; que las 
referencias de la comparación no sean instrumentales del análisis del ordenamiento interno o —
dicho de otro modo— que el fin sea el de ofrecer una clasificación o configurar un modelo”. 
Para lograr este propósito, las investigaciones de Derecho Comparado se valen de dos actividades 
centrales: la macrocomparación y la microcomparación. “La microcomparación tiene por objeto 
determinados institutos, actos, procedimientos, funciones, entes, derechos, poderes, deberes, etc., 
que operan o se prevén en dos o más ordenamientos jurídicos. … una vez identificados los 
troncos comunes… la investigación ha de proseguir no sólo con la confirmación de las 
semejanzas ; sino, sobre todo, con la de las divergencias que se registren y las diferencias en 
cada tipo de desarrollo (legislativo, jurisprudencial, etc.) a la luz del conjunto de ordenamientos 
en los que opera la institución estudiada. El estudio macrocomparativo se propone finalidades 
completamente distintas; como lo son sus presupuestos. El punto de partida es la existencia de 
“diversidades” (de diversidades a veces profundas), que, sin embargo, no excluyen la 
comparación, sino que, al contrario, constituyen la propia razón de ser del mismo”. En 
consonancia con lo anterior, siendo uno de los objetivos principales de la comparación la 
clasificación de los objetos del análisis, de acuerdo con semejanzas y diferencias, se busca 
reconducir los mismos en el ámbito de un sistema lógico articulado sobre construcciones teóricas 
comunes, es decir, sobre “modelos”. 
 
 
75
Así las cosas, los estudios jurídicos comparativos se convierten en instrumento necesario para 
una mejor comprensión del derecho nacional, su utilidad se hace indispensable en el ámbito de la 
 
 
                                                 
74 PEGORARO, Lucio. Derecho Constitucional y método comparativo. Traducción de Daniel Berzosa López y Jari 
Donatella Lorenzo Vidales. Febrero de 2004. En: http://www.mexicanos.org.es/conts/pdf/Messico2.pdf 
 
75 PEGORARO, Op. Cit. 
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elaboración legislativa y en la elaboración y modificación de textos constitucionales para casos 
concretos. Muchos juristas han dado luces teóricas y metodológicas para acercarnos al derecho 
comparado: Antonio Hernández Gil, Mario Sarfatti, H. C. Gutteridge, Hessel E. Yntema, Felipe 
de Solá Cañizares y José Castán Tobeñas, entre otros76
Tendríamos que agregar, por ejemplo, a Paolo Biscaretti, para quien el derecho comparado es 
visto como “sede” propia de la contrastación de experiencias jurídicas, sean afines o distintas por 
razones históricas, ideológicas, políticas o prácticas y de opciones culturales típicas, dirigidas a 
un peculiar modo de ser del conocimiento de la experiencia jurídica
. 
 
77. El derecho comparado 
tiene un conjunto de instrumentos lógicos, históricos, sociológicos, culturales, que son 
congruentes con el fin y, por tanto con la razón instrumental que constituye al mismo tiempo la 
naturaleza y el modo de ser, distinguiéndolo de otros sectores de la ciencia jurídica78. En este 
contexto, las técnicas del derecho comparado constituyen el horizonte hermenéutico común a los 
juristas como instrumental de trabajo depurado que pone de presente semejanzas y disimilitudes 
de los ordenamientos jurídicos. Es así como hoy se habla de la ciencia del derecho constitucional 
comparado aludiendo a la disciplina cuyo objeto es el estudio de los ordenamientos 
constitucionales de los Estados, utilizando el método comparativo para equiparar entre sí las 
normas e instituciones consagradas en los diversos ordenamientos, con el propósito de poner en 
evidencia además de las características más significativas, las similitudes y diferencias79
Dentro de las etapas de un estudio jurídico comparativo, señala Biscaretti di Ruffia las 
siguientes
. 
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76 FIX ZAMUDIO, Héctor. Derecho comparado y derecho de amparo. En:  
www.buap.mx/investigacion/invesjuri/tlame/19y20/p_5.pdf. El profesor mexicano hace referencia a las siguientes 
obras: SARFATTI, Mario. Introducción al estudio del derecho comparado. Traducción del Instituto de Derecho 
Comparado de México. México, 1945. GUTTERIDGE, H. C. El derecho comparado. Introducción al método 
comparativo en la investigación y en el estudio del derecho. Traducción de Enrique Jardi. Barcelona, 1954.  
YNTEMA, Hessel E. Los estudios comparativos de derecho a la luz de la unificación legislativa. En: Revista jurídica 
La Ley. Tomo 29. Buenos Aires, Enero – Marzo de 1943. DE SOLÁ CAÑIZARES, Felipe. Iniciación al derecho 
comparado. Barcelona, 1954. CASTÁN TOBEÑAS, José. Reflexiones sobre el derecho comparado y el método 
comparativo. En: Revista General de Legislación y Jurisprudencia. Madrid, 1957. 
77 BISCARETTI DI RUFFÍA, Paolo. Introducción al derecho constitucional comparado. Traducción de Héctor Fix-
Zamudio. Fondo de Cultura Económica, Bogotá, 1997. 
78 LOMBARDI, Giorgio. Introducción al derecho público comparado. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 
1987. 
79 BISCARETTI DI RUFFÍA, Op. cit. 
80 BISCARETTI DI RUFFÍA, Op. cit. 
: 1) Recopilación metódica y cuidadosa de datos, encuadrando los diversos datos 
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parciales en el marco constitucional general. 2) Sistematización de los datos, de tal forma que a 
través de analogías y diferencias que surjan de la comparación, se obtengan los elementos 
necesarios para llegar a una elaboración constructiva. 3) Realización de la elaboración 
constructiva crítica. 4) Exposición sistemática de los resultados obtenidos: por Estado, por temas 
particulares y mediante síntesis sumaria con generalizaciones apropiadas. 
 
 
 
1.2.2.  PLANTEAMIENTO METODOLÓGICO  
 
Pensar en el derecho a la salud, nos sitúa en un campo en el cual no es suficiente con realizar 
diagnósticos internos, sino que de alguna manera, se requiere encontrar aportes de otros 
ordenamientos jurídicos y políticos, en el sentido que manifestó Emein: “Se compara para mejor 
comprender”81
• ¿Qué vamos a comparar? 
. En esta vía, nacen varios interrogantes: 
 
• ¿Qué ordenamientos jurídicos vamos a comparar?  
• ¿Cómo vamos a comparar? 
 
Para responder a estas preguntas, debemos señalar que el estudio se propone comparar la 
JUSTICIABILIDAD DEL DERECHO A LA SALUD dentro del contexto de ORGANISMOS, 
INSTRUMENTOS y MECANISMOS en los ordenamientos jurídicos de Argentina y Colombia, 
analizando un grupo de CASOS EMBLEMÁTICOS que nos ofrecerán mayor claridad en el 
estudio comparado. 
 
El hecho de seleccionar Argentina para el análisis comparado, no es casual; pues al momento de 
hacerlo, se satisficieron por lo menos dos criterios señalados con antelación:   1) Que el Estado 
con el cual se realizara el estudio comparativo hiciera parte de la región latinoamericana, en 
                                                 
81 Nos referimos a la expresión utilizada por Emein en el Congreso Internacional de derecho Comparado de 1900, 
celebrado en París. Ver: GÓMEZ SERRANO, Laureano. Título: Metodología y técnicas en el derecho comparado. 
En: Revista Temas Socio jurídicos, Vol. 12, no.28, Mayo de 1995. Centro de investigaciones socio-jurídicas, 
Facultad de Derecho, Universidad Autónoma de Bucaramanga, Bucaramanga, 1995.p. 23-44. 
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razón a la historia común que guardan los países, pero también por la diversidad de antecedentes 
jurídicos y políticos de que se hubieren nutrido. 2) Que en las últimas clasificaciones sobre salud 
del IDH (Índice de Desarrollo Humano) hubieren ocupado un puesto superior al de Colombia. Es 
así como Argentina vino a cumplir con estos criterios en atención a su pasado común con 
Colombia en los procesos históricos de “descubrimiento”, conquista y colonia por parte de 
Europa, pero también por las diversas recepciones en las instituciones jurídicas y políticas entre 
los dos países. En cuanto a la clasificación que realiza el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD), basado en el IDH sobre salud, Argentina, Estado federal, ocupó en los tres 
últimos informes el primer puesto a nivel latinoamericano y puesto 38 a nivel mundial en el 
último informe, mientras que Colombia ocupó el décimo en Latinoamérica y 75 en el mundo, tal 
como se aprecia en la Tabla No. 1 82
 
 
PAÍS 
.    
Tabla No. 1. Clasificación según el IDH en salud 
 
Clasificación según el IDH  
Gasto en salud 
 
Médicos (por cada 10.000 
habitantes)  2004 2005 2006 2007 Público 
(% del PIB)  
Privado (% del 
PIB)  
Per cápita (% 
del PIB)  
Argentina (IDH 
Alto) 
34 34 38 
 
38 4,3 5,3 1274 301 
Colombia (IDH 
Medio) 
73 69 75 
 
75 6,7 1,1 570 135 
 
En este contexto general, el estudio comparativo del derecho a la salud en los ordenamientos 
mencionados, nos brindará elementos que posibiliten una mejor comprensión del derecho, 
abordando temas como el contexto histórico de los sistemas de salud, los organismos, los 
instrumentos y los mecanismos, haciendo énfasis en estos últimos en términos de justiciabilidad. 
 
Así las cosas, abordaremos el contexto histórico y la situación de los sistemas de salud en los dos 
países, para hacer luego una aproximación al tema de los diferentes organismos en los 
ordenamientos jurídicos que pueden atender los casos de justiciabilidad del derecho; en el 
capítulo 3 estudiaremos los instrumentos normativos que consagran el derecho a la salud; en el 
capítulo 4 señalaremos el marco jurídico de la acción de amparo y la acción de tutela, 
contextualizando el tema de los mecanismos con algunos casos emblemáticos, referenciados por 
                                                 
82 Se adaptó la tabla con base en los cuatro últimos informes (2004-2007) sobre desarrollo humano en salud 
publicados por el Programa de las Naciones Unidas Para el Desarrollo (PNUD).  
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autores que han desarrollado el tema del derecho a la salud en los dos países. Se trata de casos 
que ofrecen un importante panorama para los análisis de la justiciabilidad del derecho a la salud, 
promovidos mediante acciones de amparo (Argentina) y acciones de tutela (Colombia).  
 
Los criterios que utilizamos para la selección de los casos, además de la referencia hecha por 
estudiosos del tema, están basados en alguna medida por la sustentación hecha por la RED-DESC 
para la configuración de la Base de Datos de Jurisprudencia83
Para el análisis de los casos confeccionamos un formato
. Estos criterios son: “(i) el carácter 
vinculante de la decisión, (ii) el nivel del tribunal u órgano decisorio, (iii) el carácter de la 
decisión, (iv) la importancia del caso para la defensa de los DESC, (v) el valor como precedente, 
(vi) el tipo de orden emitida y (vii) los posibles usos de la decisión por parte de abogados/as o 
defensores/as de otros países”. 
 
84
Respecto al tema del derecho a la salud en los ordenamientos jurídicos objeto del presente 
trabajo, se tienen importantes insumos. En Argentina el trabajo de Rodolfo Ariza "El Derecho a 
la Salud en la Corte Suprema de Justicia de la Nación”
 que da cuenta de: 1) nombre del caso, 
2) recurso o acción, 3) tribunal, 4) fecha, 5) identificación, 6) fuentes documentales, 7) 
recurrentes o accionantes, 8) recurridos o accionados, 9) magistrados, 10) derechos involucrados, 
11) normas, 12) resumen del caso, 13) peticiones, 14) consideraciones del tribunal, 15) decisión, 
y 16) comentarios.   
 
Al final de cada capítulo realizaremos el análisis comparado acerca de cada tema; finalmente se 
presentará un síntesis macro entre los dos países. 
 
85 y el capítulo sobre “La construcción del 
derecho a la salud en la jurispudencia de la Corte Suprema Argentina” de Isaac Damsky86
                                                 
83 Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) de Argentina, Centre on Housing Rights and Evictions (COHRE) 
de Ginebra y Social Rights Advocacy Centre (SRAC) de Canadá. Casos DESC - Base de Datos de Jurisprudencia de 
la Red-DESC 
84 Ver Anexo. 
85 ARIZA CLERICI, Rodolfo. El Derecho a la Salud en la Corte Suprema de Justicia de la Nación. JURIDICE- 
Servicios Legales Integrales. En: http://www.juridice.com.ar/doctrina/salud.htm   
86 DAMSKY, Isaac Augusto. La construcción del derecho a la salud en Argentina a partir de la internacionalización 
de los ordenamientos jurídicos. En: www.bibliojuridica.org/libros/5/2252/10.pdf 
. En 
Colombia serán de gran importancia para nuestro estudio, los trabajos del profesor Rodolfo 
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Arango “El Concepto de Derechos Sociales Fundamentales”87  en el que se hace referencia al 
derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional colombiana, la investigación sobre “El 
derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional”88; el capítulo en libro del profesor Rodrigo 
Uprimny89 “El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional colombiana”, la 
investigación de la Procuraduría General de la Nación coordinada por Patricia Linares con la 
participación del profesor Uprimny “El derecho a la salud en perspectiva de derechos humanos y 
el sistema de inspección, vigilancia y control del estado colombiano en materia de quejas en 
salud”90; el texto de Oscar Parra91 “El derecho a la salud en la Constitución, la jurisprudencia y 
los instrumentos internacionales”; los trabajos de de Mónica Arbeláez “Derecho a la salud en 
Colombia” 92, “Diez años de protección constitucional del derecho a la salud: La jurisprudencia 
de la Corte Constitucional Colombiana (1991-2001)” y “La protección constitucional del derecho 
a la salud: la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana”; finalmente, la investigación 
del profesor Diego López Medina en “Sistema de salud” y “derecho a la salud”: Historia de su 
interrelación en la jurisprudencia constitucional93
Las anteriores fuentes se tendrán en cuenta conjuntamente con otra cantidad de textos que nos 
permitirán abordar el tema central de investigación. Dejamos sentado que el presente trabajo se 
fundamenta en el método jurídico comparativo. Los “objetos” a comparar son las formas de 
justiciabilidad del derecho a la salud en Argentina y Colombia. Para lograr el objetivo planteado, 
nos basamos en un estudio microcomparativo y en uno macrocomparativo. La microcomparación 
tendrá por objeto la identificación de semejanzas y divergencias entre los organismos, los 
.  
 
                                                 
87 ARANGO RIVADENEIRA, Op. Cit. 
88 ARANGO RIVADENEIRA, Rodolfo. El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional. Fundación Ford – 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004. 
89 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional colombiana. En: La Salud 
pública Hoy: Enfoques y dilemas contemporáneos en Salud Pública. Editor: Saúl Franco Agudelo. Memorias de la 
Cátedra Manuel Ancizar, I semestre de 2002.Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2005.Págs. 327 – 331. 
90 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Procuraduría delegada para la prevención en materia de 
derechos humanos y asuntos étnicos. DEJUSTICIA. El derecho a la salud en perspectiva de derechos humanos y el 
sistema de inspección, vigilancia y control del estado colombiano en materia de quejas en salud. Documento 
elaborado bajo la coordinación de Patricia Linares Prieto, investigadores UPRIMNY, Rodrigo y otros. Bogotá, 
D.C.,2008.  
91 PARRA VERA, Oscar El derecho a la salud en la Constitución, la jurisprudencia y los instrumentos 
internacionales. Defensoría del Pueblo. Bogotá, 2003. 
92 ARBELÁEZ RUDAS, Mónica. Derecho a la salud en Colombia: El acceso a los servicios del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. Centro de Investigación y Educación popular, CINEP; Institut de Pret Públic – 
Barcelona; Ediciones Antropos Ltda.., Bogotá, 2006. 
93 LÓPEZ MEDINA, Diego. Op. Cit. 
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instrumentos y los mecanismos94
                                                 
94 Este enfoque lo hemos utilizado con anterioridad en: VALBUENA LEGUÍZAMO, José Alfonso; MAHECHA, 
Pedro. Módulo de Derechos Humanos. Formación para la prevención de la violación de los derechos humanos en 
Colombia. Nacional Education Association, Internacional de la Educación, FECODE. Bogotá, 2004. Además: 
VALBUENA LEGUÍZAMO, José Alfonso. Exigiendo los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Universidad 
Nacional de Colombia; Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, Bogotá, 2004. 
 que intervienen en el tema de la justiciabilidad del derecho a la 
salud en los ordenamientos jurídicos de Argentina y Colombia; una vez conocidas las semejanzas 
y diversidades, emprenderemos el estudio macrocomparativo en su conjunto.  
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2. LOS ORGANISMOS 
 
2.1.  BREVE CONTEXTO  
 
Argentina y Colombia comparten una historia común de pueblos indígenas que resistieron la 
expansión guerrera y colonizadora de los españoles95. Durante el Virreinato de la Plata, 
constituido en 1776, el poder político no tenía una distinción nítida de competencias, ya que las 
instituciones desempeñaban funciones ejecutivas, legislativas y judiciales, a veces, de manera 
superpuesta. En mayo de 1810, en Buenos Aires se convocó a un cabildo abierto para tomar 
medidas frente a la caducidad del gobierno del virrey, fomentar la reversión de los derechos de 
soberanía al pueblo y la instalación de un nuevo gobierno.  Entre 1810 y 1816 se sucedieron 
diferentes formas institucionales: juntas, triunviratos y Asamblea Constituyente (1812), que 
estableció un Poder Ejecutivo unipersonal, el Director Supremo de las Provincias Unidas del Río 
de la Plata. En 1816, un Congreso General Constituyente reunido en Tucumán, declaró la 
independencia de las Provincias Unidas. A raíz de la batalla de Cepeda en 1820, el Congreso 
General fue disuelto y el Cabildo de Buenos Aires reasumió el mando de esta ciudad y de su 
territorio provincial, a la vez que nombró un gobernador interino, lo cual implicó la extinción del 
gobierno nacional96
  
En diciembre de 1826, un nuevo Congreso Constituyente sancionó la Constitución de la 
República Argentina, rechazada mayoritariamente por los desacuerdos respecto de su texto. 
En 1831, se firmó el Pacto Federal entre Santa Fe, Buenos Aires y Entre Ríos, al cual adhirieron 
las demás provincias, por el que se reconocía la existencia de un estado organizado como 
república, conformado por las provincias agrupadas en una federación. En 1852 se convoca a un 
Congreso General Constituyente, con el objeto de dictar una constitución para la Confederación. 
. 
                                                 
95 En Argentina: wichi, chorote, guaraní, chané, kolla, diaguita, iche, rankulche, selk`nam, yámana, tapieté, tonocote. 
En Colombia: muisca, sinú, tayrona, quimbaya, calima, malagana, san agustín, tierradentro, tumaco 
96 PORTAL OFICIAL DEL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ARGENTINA. Disponible en: 
http://www.argentina.gov.ar/argentina/portal/paginas.dhtml?pagina=320 
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El texto fue promulgado en 1853, se estableció la forma federal de la república y se mantuvo el 
esquema de la Carta Magna de 185397
La Nueva Granada estuvo gobernada por la Real Audiencia de Santa Fe de Bogotá, pero las 
decisiones importantes para la Colonia se tomaban desde España por el Consejo de Indias. En 
1717 se creó el Virreinato de Santa Fe. El conflicto que condujo a la independencia de España se 
desarrolló en Colombia entre 1810 y 1819. El 20 de julio de 1810 se organizó una Junta Suprema 
de Gobierno del Nuevo Reino de Granada, dirigida por los criollos, que llevó a declarar cabildo 
abierto, a deponer al Virrey y a suscribir un Acta de Independencia, replicada en otras capitales y 
en las provincias. La victoria en la Batalla de Boyacá, el 7 de agosto de 1819 selló la derrota 
definitiva del ejército español. En Diciembre de ese mismo año se creó en Angostura La Gran 
Colombia, formada por lo que serían Panamá, Colombia, Venezuela y Ecuador. El sueño 
bolivariano de unidad, sin embargo, se vería truncado en el Congreso Anfictiónico de Panamá 
(l.826)
.  
 
98
Hasta 1830, surgieron ocho constituciones de distintos departamentos. En 1830 nace una nueva 
Constitución, pero esta resulta casi inservible al producirse, a menos de cuatro meses de 
expedida, la separación de Venezuela y Ecuador. De 1830 a 1886 Colombia contó con seis 
constituciones. La constitución de mayor continuidad fue la de 1886, impulsada por el 
movimiento de la Regeneración Conservadora, movimiento que era presidido por el Presidente 
Rafael Núñez
. 
99
Esta información sobre el final de siglo, nos permite hacer tránsito al contexto en que se van 
configurando los sistemas de salud en los dos países. El  profesor Mario Hernández encuentra 
una característica común en Argentina y Colombia: una “fragmentación en la organización de 
los servicios, relacionada con la capacidad de pago de las personas”. Para llegar a esta 
conclusión,  Hernández realiza una comparación histórica, social y política, durante el período 
1880 – 1950, que inicia con una configuración de los servicios de salud similar a final del siglo 
XIX.  En Argentina se creó el Departamento Nacional de Higiene, con presupuesto, en el año 
.  
                                                 
97 PORTAL OFICIAL DEL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ARGENTINA, Op. Cit. 
98 Historia de Colombia. Disponible en: http://www.todacolombia.com/historiacolombiana.html 
99 Constituciones que han existido en Colombia. Disponible en: 
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/poli/poli57.htm 
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1891 y se expidió la ley sobre accidentes de trabajo en 1915. En Colombia se crea en 1913 la 
Junta Central de Higiene, sin presupuesto, que se transformaría en 1918 en el Consejo Superior 
de Sanidad; además, en 1915 se expide la Ley sobre reparaciones por accidentes de trabajo100
Finalizando el siglo XIX, los dos países contaban con seis formas de organización de la atención 
en salud: beneficencia y asistencia pública dirigidas a los pobres; mutualismo para trabajadores 
con algún tipo de ingreso estable, más presente en Argentina; higiene, con acciones y programas 
preventivos; atención privada profesional para quienes podían pagarla; y prácticas médicas 
populares, más en Colombia que en Argentina, en razón al componente indígena y negro
. 
 
101
La higiene en Colombia se relacionó con el progreso, en cuanto al comercio internacional, se 
adoptaron convenios internacionales sobre cuarentena y sanidad de los puertos; en cuanto al 
capital humano, se pensó en la capacidad de trabajo y la calidad de la fuerza laboral, como el 
caso de la lucha contra la uncinariasis. La higiene también la relaciona Hernández con la 
educación y la civilización, para sacar de la barbarie a la masa iletrada; con la resolución de 
problemas sociales como el tema urbanístico y epidemiológico. Según el autor, en Argentina, la 
relación higiene y progreso se evidenció antes que en Colombia, por el aumento poblacional, la 
urbanización, la inmigración y la formación positivista temprana de las élites. La práctica médica 
liberal para ricos, se presentó en este período de manera fuerte en los dos países, pero en 
. 
 
Durante el período 1880 – 1915, en Argentina la beneficencia se caracterizó por la participación 
de la mujer como administradora de las instituciones de asistencia social, en Colombia, también 
existió dicha participación, pero la mujer no administraba. La beneficencia se basó en la caridad 
cristiana y era ofrecida por familias ricas y caudillos políticos. La asistencia pública en Colombia 
se confundía con la beneficencia. En Argentina, la asistencia pública para pobres se concentraba 
en Buenos Aires, en competencia con la beneficencia; en 1883 se crea la Dirección de Asistencia 
Pública de Buenos Aires; los hospitales más importantes se crearon entre 1887 y 1910, 
constituidos por sociedades de ayuda mutua de inmigrantes. El mutualismo para trabajadores se 
presenta de manera débil en Colombia desde 1838, en Argentina desde 1853 de manera fuerte.  
 
                                                 
100 HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, Mario. La fragmentación de la salud en Colombia y Argentina: Una comparación 
sociopolítica, 1880 – 1950. Universidad nacional de Colombia, Bogotá, Bogotá, 2004 
101 HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, Op. Cit. 
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Argentina también cubría capas medias poblacionales. Entre tanto, las prácticas médicas 
populares, fue más fuerte en Colombia que Argentina102
En la década del cuarenta del siglo XX, en los dos países se crearon las instituciones que 
definirían el futuro de los sistemas de salud. En Argentina las secretarías de Trabajo y Previsión, 
encargadas de la seguridad social de los trabajadores públicos y privados; y  la secretaría de 
Salud pública, encargada de la higiene y asistencia pública. En Colombia la Caja Nacional de 
Previsión, encargada de la seguridad social de los trabajadores del Estado, el Instituto 
Colombiano de Seguros Sociales, para los trabajadores del sector industrial privado; y el 
Ministerio de Higiene
. 
 
Durante el período 1915 – 1943, estudiado por el profesor Hernández, se crea el Ministerio del 
Trabajo, Higiene y Previsión Social en Colombia (1938), y la Dirección Nacional de Higiene y 
Asistencia Social en Argentina (1942). El mutualismo aumenta como organización empresarial 
en Argentina, mientras que en Colombia se expande la higiene; los médicos inician organización 
gremial en Colombia y en Argentina. 
 
103
La creación de estas instituciones estuvo acompañada, continuando con el relato de Hernández,  
de viejas formas de organización de la caridad privada, de prácticas médicas populares para las 
clases bajas, de clínicas privadas y práctica profesional para la gente adinerada. En Argentina, 
además, los médicos contrataban con las mutualidades, que servirían de base a las obras sociales,  
posteriormente instituciones centrales de la seguridad social en este país. De este panorama se 
deduce la prestación de servicios para ricos, para asalariados o sectores medios, y para pobres. 
Sin embargo, el autor en mención encuentra diferencias en la fragmentación de los servicios: 
mayor cobertura de servicios para los asalariados en Argentina y diferente tipo de control en 
términos económicos y políticos. Esto último sería verificable al encontrar que en la seguridad 
social en Argentina quedó bajo el control de los sindicatos de trabajadores, mediante la 
.  
 
                                                 
102 HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, Op. Cit. 
103 HERNÁNDEZ ÁLVAREZ, Op. Cit.  
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adaptación de las mutualidades o sociedades de socorro mutuo, y en Colombia en manos de las 
instituciones del Estado104
En líneas generales, dentro del período comprendido entre 1938 y 1950, Hernández resume la 
configuración de los servicios de salud en Argentina y Colombia, bajo las características 
particulares que se señalan en seguida. En Argentina la beneficencia se transforma y compite por 
recursos para la salud pública
. 
 
105, el mutualismo se transforma en Direcciones de Previsión y 
Asistencia Social por sectores, las prácticas médicas populares son débiles. En Colombia la 
beneficencia se sostiene con autonomía y escaso control estatal, se consolidan los servicios 
autónomos para cafeteros, las prácticas medicas populares son autónomas.106
En Argentina las provincias son las unidades responsables del cuidado y protección de la salud de 
la población por mandato constitucional, los municipios administran sus propios recursos y tienen 
atribuciones para realizar acciones de salud en forma independiente. El Consejo Federal de Salud 
es el órgano que articula consensos, metas, políticas y decisiones entre sectores y jurisdicciones. 
El Gobierno Nacional tiene delegaciones provinciales del Ministerio de Salud y Acción Social 
(MSAS), de la Superintendencia de Servicios de Salud y, de la Superintendencia de Riesgos de 
Trabajo. El Ministerio cuenta con organismos descentralizados como la Administración Nacional 
de Medicamentos, Alimentos y Tecnología, la Administración Nacional de Laboratorios e 
Institutos de Salud, el Instituto Nacional Central Único Coordinador de Ablación e Implante, el 
Centro Nacional de Reeducación Social y el Instituto Nacional de Rehabilitación y Promoción de 
Personas con Discapacidad. También depende del MSAS la Superintendencia de Servicios de 
Salud, algunos hospitales nacionales y el Instituto de Servicios Sociales para Jubilados y 
 Este panorama 
mencionado brevemente nos sirve de antesala para conocer los sistemas de salud de Argentina y 
Colombia en la actualidad.  
 
 
 
2.2.  EL SISTEMA DE SALUD EN ARGENTINA 
 
                                                 
104 HERNÁNDEZ, Op. Cit. 
105 Se menciona la Fundación Eva Duarte de Perón constituida en 1948. 
106 HERNÁNDEZ, Op. Cit. 
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Pensionados. El sector de la salud en la Argentina se estructura con base en tres subsectores: a) 
un subsector público, b) un subsector de seguro social obligatorio, y c) un subsector privado107
El subsector privado está compuesto por prestadores directos, por entidades financiadoras y por 
las cooperativas y mutuales de salud. Este sistema se financia mediante pagos directos y primas 
de seguros; incluye tanto la oferta de profesionales de la salud independientes como la de 
establecimientos de salud que atienden demandantes individuales pero, sobre todo, a los 
beneficiarios de las OS mediante acuerdos individuales y colectivos que prevén diferentes 
modalidades de pago de servicios. Asimismo, el sector privado comprende entidades de seguro 
voluntario llamadas Empresas de Medicina Prepagas. Entre 1995 y 1996 se diseñó un nuevo 
sistema para la protección contra los riesgos del trabajo, basado en el funcionamiento de 
. 
 
El subsector público se financia con recursos públicos y está integrado por las estructuras 
administrativas provinciales y nacionales de nivel ministerial y la red de Hospitales Públicos, que 
ha ido desplazándose hacia los niveles provincial y municipal. La atención brindada por el 
subsector público se considera gratuita para toda la población y se realiza a través de los 
Hospitales Públicos de Gestión Descentralizada, Centros de Atención Primaria de la Salud y 
Centros Médicos Barriales.  
 
El subsector  de seguro social obligatorio está organizado alrededor de entidades que agrupan a 
los trabajadores y personal directivo según ramas de actividad denominadas Obras Sociales (OS). 
Existen alrededor de 300 obras sociales nacionales además de las 24 obras sociales provinciales 
que cubren a los empleados públicos de su jurisdicción. Algunos organismos públicos, como las 
Fuerzas Armadas y los poderes legislativo y judicial tienen sus propias OS. La mayoría de las OS 
brindan servicios a través de contratos con terceros prestadores. La fuente de financiamiento está 
constituida por contribuciones de empleados y empleadores, correspondiendo entre el 7 y el 
12,5% de la nómina. 
 
                                                 
107 ORGANIZACIÓN PANAMERICANA DE LA SALUD. División de Desarrollo de Sistemas y Servicios de 
Salud, Programa de Organización y Gestión de Sistemas y Servicios de Salud. Perfil del Sistema de Servicios de 
Salud República Argentina. 2da. Ed., 25 de Febrero de 2001.  
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operadores privados (Aseguradoras de Riesgo de Trabajo) que atienden las necesidades de 
prevención y reparación de los daños laborales108
Respecto al subsector público, particularmente en lo que concierne a los hospitales públicos, a 
finales de la década de 1990, el proceso de descentralización administrativa trasladó el manejo de 
los hospitales públicos nacionales a las Provincias y a los Municipios, sin mecanismos adecuados 
de coordinación y buscando su autofinanciación, creándose así la figura del Hospital Público de 
Autogestión, que ya no tiene la característica de universalidad, si no que busca la segmentación 
de la población según su nivel de ingresos
.  
 
109
En el subsector de seguro social obligatorio, que se consolidó en 1970 con la Ley 18.610, se 
encuentran alrededor de 19 millones de personas, y las primeras 20 Obras Sociales aglutinan el 
65,7% de los beneficiarios totales. En el subsector privado, se encuentra ubican 3,6 millones de 
personas; la afiliación se concentra fundamentalmente en la Capital Federal y, en menor medida, 
en el Gran Buenos Aires, existiendo algunas importantes entidades en las provincias de Santa Fe, 
Córdoba, Mendoza, Entre Ríos y Tucumán
.  
 
110
Durante las décadas de 1960 y 1970, se consolidó en Argentina el modelo prestador segmentado 
y en la de 1990 se profundizó la mercantilización a través de la Reforma del Sector Salud. Existe 
una fuerte dependencia del crédito externo en la financiación de programas de salud nacionales y 
provinciales. La descentralización realizada profundizó las brechas de inequidad entre economías 
regionales prósperas y deficitarias. En el subsector público los recursos humanos se contratan a 
través de diferentes modalidades según jurisdicción. En los subsectores de Obras Sociales y 
medicina prepaga, se contratan los recursos humanos por acto médico, capitas o módulos de 
atención. En toda la República Argentina existen 1.319 hospitales públicos que totalizan 
alrededor de 76.000 camas; el subsector estatal cuenta con 6.290 Centros de Atención Primaria 
.  
 
                                                 
108 OPS. Op. Cit. 
109 PAUTASSI, Laura C. Democracia, estabilización económica y arreglos normativos: Argentina... ¿Una 
experiencia exitosa...?. En: Ecuador Debate Nº 51, Quito, diciembre de 2000. 
110 El Sistema de Salud Argentino. Evento SAS para la salud. Junio de 2009.  
Disponible en: www.analyticsconosur.com/action/file/download 
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de la Salud (CAPS). La capacidad instalada del sistema argentino se completa con otras 1.500 
instituciones prestadoras privadas con aproximadamente 67.000 camas111
Por medio del Decreto de Emergencia Sanitaria Nacional, se creó el Comité Nacional de Crisis 
del Sector Salud para la organización y coordinación de la utilización de los recursos disponibles, 
destinados a la atención de la emergencia sanitaria declarada. Se facultó al Consejo Federal de 
Salud (COFESA) para establecer los criterios de uso racional y asignación de los medicamentos e 
insumos y de evaluación y control durante la emergencia sanitaria. Igualmente, se asignaron 
recursos y procedimientos para la contratación necesaria en la compra de medicamentos e 
. 
 
A la problemática que vive el sistema de salud argentino, se suma la ausencia de un sistema de 
información en salud que facilite el diseño y evaluación de políticas públicas en el sector. 
 
A finales del siglo XX e inicios del XXI, se agudizó en Argentina la problemática económica y 
financiera argentina. En el año 2001, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 de la 
Constitución Nacional, se sancionó la Ley N° 25.561 de emergencia pública en materia, social, 
económica, administrativa, financiera y cambiaria. El 13 de marzo de 2002, el Presidente 
Duhalde, en uso de las atribuciones dadas por el artículo 99, incisos 1 y 3 de la Constitución 
Nacional, dictó el Decreto 486 que declaró la Emergencia Sanitaria Nacional hasta el 31 de 
diciembre de 2002. En los considerandos se tuvo en cuenta, entre otras situaciones,  la dificultad 
de acceso a los medicamentos y a insumos esenciales para la salud; la grave crisis económica, 
financiera e institucional del Sistema Nacional de Obras Sociales, con cubrimiento de casi once 
millones de personas, y del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y 
Pensionados, con afectación de la prestación de servicios médicos y sociales de aproximadamente 
tres millones quinientos mil afiliados; la sensible disminución en la recaudación del Sistema 
Nacional de Obras Sociales, incluyendo al Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados 
y Pensionados, que afecta el cumplimiento de la totalidad de las prestaciones del Programa 
Médico Obligatorio-PMO (Resolución del Ministerio de Salud Nº 939 de 2000); y la necesidad 
de suspensión de ejecución de sentencias que condenen a estas entidades al pago de sumas de 
dinero.  
                                                 
111 REDSALUD. Descripcion de sistema de salud de Argentina. Disponible en: 
http://www4.ensp.fiocruz.br/parcerias/redsalud/spanishversion/pdf/taller/argentina_sistemasalud.pps 
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insumos sanitarios de uso hospitalario y atención primaria de la salud. Se facultó al Ministerio de 
Salud para definir las prestaciones básicas esenciales (las necesarias e imprescindibles para la 
preservación de la vida) y la atención de las enfermedades en el marco del Programa Médico 
Obligatorio; para establecer un mecanismo de monitoreo de precios de insumos y medicamentos 
del sector salud y de alternativas de importación directa; para dictar normas complementarias 
tendientes a: a) implementar el listado de medicamentos e insumos a ser adquiridos, b) precios de 
referencia de insumos y medicamentos críticos, c) prescripción de medicamentos por su nombre 
genérico y d) sustitución en la dispensación, por parte de profesional farmacéutico, del 
medicamento recetado con marca registrada, por un medicamento que contenga los mismos 
principios activos, concentración, forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase y menor 
precio. 
Con el Decreto en mención, se creó el Programa Nacional de Universalización del acceso a 
Medicamentos, integrado por el Subprograma de Seguro de Medicamentos de Uso Ambulatorio 
para Jefes de Hogar y el Subprograma de Medicamentos Genéricos para Atención Primaria de la 
Salud, destinado a garantizar la provisión de insumos y medicamentos críticos a través de centros 
de atención Provinciales o gubernamentales, y con financiación del Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID). La incorporación de nuevos medicamentos, procedimientos terapéuticos y 
tecnologías médicas a cargo del Sistema Nacional del Seguro de Salud quedó sujeta a la 
autorización por Resolución Conjunta de la Superintendencia de Servicios de Salud y de la 
Administración Nacional de Medicamentos, Alimentos y Tecnología Médica (ANMAT). El 
Decreto de Emergencia Sanitaria, además, incrementó  a los empleadores, en su carácter de 
agentes de retención, la contribución a su cargo junto con los aportes que hubieran debido retener 
a sus empleados; y ordenó a la ANMAT dictar y/o armonizar las normas sobre reesterilización y 
reutilización de marcapasos y otros implantes, aplicables en los organismos bajo su jurisdicción. 
El 31 de Diciembre de 2002, el Presidente de la República expidió el Decreto Nº 2724, 
prorrogando la Emergencia Sanitaria Nacional declarada por el Decreto N° 486 de 2002 hasta el 
10 de diciembre de 2003. En los considerandos, se contempló, necesidad de priorizar las tareas de 
inmunización de la población, la ejecución de los programas protegidos y del Programa 
Remediar, el suministro de leche a menores de dos años, así como la difusión e implementación 
de los mecanismos atinentes a la salud reproductiva; la necesidad de tutela a la salud de la mujer 
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en edad fértil, la mujer embarazada y los menores de cinco años de edad, a través de la creación 
de un Seguro Materno-Infantil de gradual implementación y de adhesión voluntaria de las 
Provincias; la prioridad de  Programas de Lucha contra el SIDA y ETS, Enfermedades Crónicas y 
Conductas Adictivas. Se consideran igualmente importantes las dificultades financieras del 
Sistema de Obras Sociales para cumplir los compromisos asumidos a causa de la acumulación de 
sus pasivos producidos, en buena medida, por la caída de las recaudaciones originadas por una 
elevada morosidad de los empleadores cuando no por una evasión lisa y llana. El Decreto 2724 
extendió las medidas de suspensión de sentencias destinadas al pago de sumas de dinero, a los 
prestadores médico-asistenciales de los servicios de internación públicos o privados. Mediante 
esta disposición, se creó también el Consejo Nacional Consultivo de Salud y el Seguro de Salud 
Materno-Infantil para la atención de la cobertura médico-asistencial y de las prestaciones sociales 
en forma integral y universal, para la mujer embarazada, la mujer en edad fértil y los niños de 
hasta cinco años de edad, bajo la dependencia del Ministerio de Salud. La emergencia sanitaria 
fue renovada por última vez el 10 de diciembre de 2008, con vigencia hasta el 31 de diciembre de 
2009.  
 
2.3.  ORGANISMOS DEL PODER JUDICIAL EN ARGENTINA112
                                                 
112 Las fuentes consultadas para el presente acápite son: Constitución de la Nación Argentina; el portal oficial del 
Poder Judicial de la Nación: http://www.pjn.gov.ar/; el portal oficial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: 
http://www.csjn.gov.ar/; el portal http://www.mapadelestado.org.ar; el Portal de la Justicia Argentina: 
http://www.justiciaargentina.gov.ar 
 
 
Argentina está dividida en 23 provincias más la Ciudad  Autónoma de Buenos Aires que tiene 
atribuciones similares a una provincia. Por derecho consagrado en el artículo 121 de la 
Constitución Nacional, las provincias tienen los poderes que no han sido delegados expresamente 
en el gobierno federal. Conforme al el artículo 5 de la Constitución de la Nación, cada provincia 
dicta su propia Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los 
principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, asegurando la administración 
de justicia y el régimen municipal. En consonancia, cada provincia elige sus poderes ejecutivo y 
legislativo, y pueden entre ellas celebrar convenios de tipo judicial, económico o social. 
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El Gobierno federal está facultado para intervenir en el territorio provincial sólo para garantizar  
la forma republicana de gobierno o repeler invasiones exteriores, y por pedido de las autoridades 
constituidas para sostenerlas o restablecerlas, si hubiesen sido depuestas por la sedición, o por 
invasión de otra provincia (artículo 6 de la Constitución de la Nación).  
 
El Poder Ejecutivo en las provincias está a cargo de un Gobernador con un período de cuatro 
años. El Poder Legislativo, unicameral o bicameral dependiendo de la provincia, tiene la facultad 
de sancionar leyes en las materias no delegadas al Poder Legislativo Nacional señaladas en el 
artículo 75 de la Constitución Nacional. El Poder Judicial provincial cuenta con un Tribunal 
Superior de Justicia que puede adoptar otros nombres (Superior tribunal de Justicia, Corte de 
Justicia, Suprema Corte de justicia o Corte suprema de Justicia), Cámaras de Apelaciones y 
Tribunales inferiores.  Las provincias se dividen a su vez en departamentos (partidos en el caso 
de la provincia de Buenos Aires).  
 
En los municipios, los intendentes o jefes comunales (a cargo del ejecutivo municipal) son 
elegidos por sus propios habitantes. Recientemente se aprobó la división de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires en 15 comunas administrativamente independientes. 
De conformidad con el sistema federal adoptado, la Constitución Nacional establece una 
jerarquía de normas mediante la supremacía del derecho federal sobre el derecho local y la 
supremacía de la Constitución Nacional sobre el resto del ordenamiento jurídico. La justicia 
provincial entiende en los casos en que debe aplicarse el derecho común, es decir el Código Civil, 
Penal, Comercial,  leyes laborales,  etc., mientras que la federal entiende en las causas en las que 
el Estado Nacional es parte, se plantea una cuestión constitucional o conflictos 
interjurisdiccionales o internacionales. Dentro del Poder Judicial de la Nación se encuentran 
distintos fueros, los cuales funcionan separadamente unos de otros. Estos fueros están dados, en 
general, en razón de la materia. Así tenemos fuero civil, fuero comercial, fuero penal, fuero 
laboral, contencioso-administrativo federal, etc. Dentro de cada fuero actúan los Juzgados de 
Primera Instancia y las Cámaras de Apelaciones. Estas Cámaras son Tribunales que revisan lo 
actuado en Primera Instancia, se dividen en "Salas" y son tribunales pluripersonales.  
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A continuación nos referiremos a la Corte suprema de Justicia, a los Tribunales Superiores de 
Justicia de las provincias, a las Cámaras Nacionales y a las Federales de Apelaciones. 
 
 
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 
La Corte Suprema de Justicia es el único tribunal creado por la Constitución Nacional como 
órgano de gobierno del Poder Judicial y de control de la constitucionalidad de las leyes. Es la 
cabeza del Poder Judicial y ejerce las facultades inherentes a la superintendencia general sobre 
todos los órganos judiciales. En cualquier controversia judicial la Corte actúa como árbitro 
jurídico final e infalible. La Corte Suprema está integrada por nueve jueces inamovibles si 
conservan buena conducta, designados mediante decisión discrecional del Presidente.  
 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene competencia originaria y exclusiva, y apelada. 
Cuando la competencia es originaria y exclusiva, entiende como tribunal de instancia única, y 
cuando es apelada, lo hace por recurso de una Sentencia de un tribunal inferior. Este recurso 
puede ser ordinario o extraordinario. Por medio de la apelación ordinaria la Corte actúa como una 
tercera instancia del fuero federal, y por la vía de la apelación extraordinaria, la Corte ejerce el 
control de constitucionalidad de las decisiones judiciales de todos los jueces del país, sean 
federales o provinciales. 
 
Son causas de competencia originaria de la Corte: las causas entre dos o más provincias, y las de 
entre una provincia y algún vecino o vecinos de otra o ciudadanos o súbditos extranjeros, o 
aquellas  entre una provincia y un Estado extranjero. Las causas concernientes a embajadores u 
otros ministros diplomáticos extranjeros, a las personas que compongan la delegación, a los 
individuos de su familia, o sirvientes domésticos. Las causas sobre los privilegios y exenciones 
de los cónsules y vicecónsules  extranjeros en su carácter público. 
 
La Competencia apelada se define por los tipos de recursos para acudir a la Corte. Recurso 
Ordinario: la Corte revisa causas ya sentenciadas por Cámaras Federales o Nacionales cuando 
son causas en que la Nación es parte y el pleito supere un monto. Recurso Extraordinario: la 
50 
Corte también conoce de causas donde existe posible inconstitucionalidad,  un recurso de 
amparo, debido a un  acto de manifiesta arbitrariedad, un agravio de imposible o insuficiente 
reparación ulterior a la sentencia.  
 
El procedimiento interno de estudio de los asuntos se basa en decisiones tomadas por simple 
mayoría. La Corte no tiene división en salas y todas sus decisiones son tomadas en pleno. Su 
organización interna es definida en una numerosa cantidad de "acordadas" que toma la Corte113
En cada provincia existe un Tribunal Superior de Justicia, como máxima autoridad judicial  
provincial: Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires, Corte de Justicia de Catamarca, Superior 
Tribunal de Justicia de Chaco, Superior Tribunal de Justicia de Chubut, 
.  
 
En Argentina los jueces pueden decidir no aplicar una norma si consideran que la misma está en 
contradicción con los principios constitucionales. Todos ellos tienen capacidad para declarar la 
inconstitucionalidad, es decir, para descartar la aplicación de una norma en el caso concreto; 
dicha declaración no es obligatoria para otros casos. La Corte Suprema de Justicia de la Nación 
tiene la última palabra en materia de inconstitucionalidad de las normas. Sin embargo, carece de 
facultades para derogar las normas así declaradas. Por ello quienes vean afectados sus derechos 
deben recurrir a la justicia y solicitar la declaración de inconstitucionalidad en cada caso. 
 
 
LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA. 
 
Tribunal Superior de 
Justicia de Córdoba, Superior Tribunal de Justicia de Corrientes, Superior Tribunal de Justicia de 
Entre Ríos, Superior Tribunal de Justicia de Formosa, Superior Tribunal de Justicia de Jujuy, 
Superior Tribunal de Justicia de La Pampa, Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, Suprema 
Corte de Justicia de Mendoza, Superior Tribunal de Justicia de Misiones, Tribunal Superior de 
justicia de Neuquén, Superior Tribunal de Justicia de Río Negro, Corte de justicia de Salta, Corte 
de justicia de San Juan, Superior tribunal de Justicia de San Luis, Tribunal Superior de justicia de 
Santa Cruz, Corte Suprema de Justicia de Santa Fe, Superior Tribunal de Justicia de Santiago del 
                                                 
113 DALLA VIA, Op. Cit. 
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Estero, Superior Tribunal de Justicia de Tierra del Fuego, Corte Suprema de Justicia de Tucumán, 
Tribunal Superior de justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
 
LAS CÁMARAS NACIONALES DE APELACIONES 
 
En Argentina existen las siguientes Cámaras Nacionales de Apelaciones: 1) en lo Civil, 2) en lo 
Comercial, 3) del Trabajo, 4) en lo Criminal y Correccional. 
 
 
LAS CÁMARAS FEDERALES DE APELACIONES 
 
Las Cámaras Federales de Apelaciones en el territorio argentino son: 1) en lo Penal Económico; 
2) en lo Civil y Comercial Federal; 3) en lo Contencioso Administrativo Federal; 4) en lo 
Criminal y Correccional Federal; además están las Cámaras Federales de Apelaciones de: Bahía 
Blanca, Comodoro Rivadavia, Córdoba, Corrientes, General Roca, La Plata, Mar del Plata, 
Mendoza, Paraná, Santa Fe, Misiones, Resistencia, Salta, San Martín y Tucumán. 
 
En Argentina el control constitucional tiene las siguientes características: 
 
• Es difuso. Heredado de la doctrina de Marbury, los órganos judiciales están facultados 
para analizar la constitucionalidad de normas actos y omisiones. Todos los jueces 
nacionales o provinciales pueden llevar a cabo el control constitucional. 
• Requisitos del control de constitucionalidad: a) Causa judicial: el control siempre se 
ejerce dentro de un proceso judicial. b) Petición de parte: el juez no puede ejercer el 
control de constitucionalidad de oficio. c) Titular de un derecho propio: el control sólo 
puede pedirlo el titular actual de un derecho propio que vea amenazados sus derechos por 
la aplicación de la norma en cuestión.  
• Actualmente, la Corte admite el ejercicio del control por vía de acción, a través de: acción 
meramente declarativa, acción de amparo, habeas corpus y la demanda incidental.  
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• La forma de acceder al control de constitucionalidad es la vía incidental, indirecta o de 
excepción en la cual la cuestión de constitucionalidad se articula o introduce de modo 
incidental dentro de un proceso cuyo objeto principal no es la posible declaración de 
inconstitucionalidad, sino otro distinto. Esto es: no se puede iniciar un proceso con el 
solo objetivo de que el juez analice la constitucionalidad de una norma.  
• La sentencia declarativa de inconstitucionalidad sólo implica no aplicar la norma en el 
caso concreto, el  efecto es limitado, restringido o inter-partes, dejando subsistente la 
vigencia de la norma fuera de ese caso. Dicha norma únicamente puede ser derogada por 
el órgano que la dictó. Los fundamentos jurisprudenciales de la doctrina prohibitiva del 
control "de oficio" son los siguientes: a) Altera el equilibrio de poderes en beneficio 
Poder Judicial. b) Atenta contra el principio de presunción de legitimidad de los actos y 
normas estatales. c) Atenta contra el derecho de defensa en juicio. 
• La Corte Suprema de Justicia, ejerce control de constitucionalidad en forma originaria y 
exclusiva en los casos del artículo 117 de la Constitución, por apelación en las materias 
propias de la  competencia de la Justicia Federal y por vía del "recurso extraordinario"114
 
 
en los casos del art. 14 de la Ley 48 y en los supuestos de "arbitrariedad" y de "gravedad 
institucional". En esa tarea controla: constituciones provinciales; leyes e interpretaciones 
concretas que se ha hecho de las leyes; tratados internacionales sin jerarquía 
constitucional; decretos, reglamentos y actos administrativos; sentencias; la actividad de 
los particulares. No todas las normas ni todos los actos gubernativos son susceptibles de 
control. La exclusión se refiere a "las cuestiones políticas" y "facultades privativas o 
reservadas" que se encuentran exentas de control.  
 
                                                 
114 El denominado "recurso extraordinario de constitucionalidad" está regulado en la Ley N° 48 del 26 de agosto de 
1863, artículos 14, 15 y 16. Por el mismo, es posible llegar por vía de apelación a la Corte Suprema, una vez agotada 
la instancia ante el supremo tribunal de la causa. Los supuestos de procedencia son tres: 1) Cuando se trata de una  
"cuestión federal simple" (interpretación), 2) Cuando se trata de "cuestiones federales  complejas" en disputa de 
normas de derecho común con  preceptos constitucionales, y 3) Cuando un acto de una autoridad local esté 
controvertido con una norma de la Constitución Nacional (art. 14 Ley 48).  Aparte de los casos mencionados, el 
recurso sólo procede en los supuestos de "arbitrariedad" y de "gravedad institucional", que se  encuentran legislados 
y que son producto de la elaboración de  la Corte Suprema. DALLA VIA, Alberto. Justicia Constitucional en 
Iberoamérica: Argentina. Instituto de Derecho Público Comparado. Universidad Carlos II de Madrid. 10 de 
diciembre de 2003.  
http://www.uc3m.es/uc3m/inst/MGP/JCI/00-portada.htm  
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2.4.  EL SISTEMA DE SALUD EN COLOMBIA 
 
En Colombia, la Constitución Nacional de 1991 consagró la seguridad social como un servicio 
público obligatorio coordinado y controlado por el Estado que se desarrolla de forma 
descentralizada y por niveles de atención. El sistema se organiza según la Ley 100 de 1993 con la 
cual se crea el Sistema General de Seguridad Social (SGSSS). Las Leyes 10 de 1990 y 60 de 
1993 (y actualmente la Ley 715 de 2001) asignaron a los municipios la competencia operativa en 
la atención de salud en el primer nivel de atención, y a los gobiernos departamentales los 
hospitales de segundo y tercer nivel de complejidad. La Ley 100 modificó el sistema de provisión 
de servicios de salud, cambiando el subsidio a la oferta por el subsidio a la demanda, 
planteándose como meta para el año 2001 un aseguramiento de cobertura universal. La Ley 100 
creó dos regímenes de afiliación: el contributivo y el subsidiado. Al subsidiado se afilia la 
población más pobre y vulnerable sin capacidad de pago. Las personas que no logran ser afiliadas 
a ninguno de los regímenes por ausencia de los oferentes o falta de recursos se denominan 
“participantes no asegurados”, siendo responsabilidad de las alcaldías de cada municipio la 
prestación de servicios de salud a esta población. Los principios rectores del proceso son la 
eficiencia, la universalidad, la solidaridad, la integralidad, la unidad y la participación social. Para 
el régimen contributivo se crearon las Empresas Promotoras de Salud (EPS) y para el subsidiado 
las Administradoras del Régimen Subsidiado (ARS). Una forma de ARS son las Empresas 
Solidarias de Salud que se formaron como asociaciones cooperativas. Las EPS y ARS planean, 
organizan y ejecutan las actividades necesarias para controlar las enfermedades y mantener la 
salud de la población asegurada. Ambas entidades y las Secretarías de Salud Municipal contratan 
a IPS (Instituciones Prestadoras de Salud) y a ESE (Empresas Sociales del Estado, los antiguos 
hospitales públicos) para la prestación de servicios a los asegurados. El nuevo sistema separó 
funciones: Dirección (Consejo Nacional de Seguridad Social, Ministerio de Salud, Direcciones 
departamentales y municipales), Financiamiento (FOSYGA, fondo de solidaridad y garantía); 
Administración (EPS, ARS); Prestación de Servicios (IPS, ESE), y Vigilancia y Control 
(Superintendencia de Salud). El sistema prevé un Plan General de Beneficios que incluye, entre 
otros, un Plan de Atención Básica (PAB) y un Plan Obligatorio de Salud (POS). Los municipios 
se encargan de las actividades de promoción y prevención a nivel colectivo para lo que 
desarrollan el Plan de Atención Básica (PAB), que incluye la vigilancia en salud pública, y 
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diseñan un Plan Local de Salud para las acciones colectivas. Las EPS y las ARS están obligadas a 
ofrecer servicios de diagnóstico y tratamiento y, también, acciones de promoción y prevención 
individuales, definidas en el Plan Obligatorio de Salud (POS) y el Plan Obligatorio de Salud 
Subsidiado (POS-S) 115
La cobertura en los regímenes de salud es familiar, por tanto las personas que componen el 
núcleo familiar del afiliado tienen la calidad de beneficiarios de los servicios. Con regímenes 
especiales o excepcionales, están los servidores y pensionados de Ecopetrol, los miembros de las 
Fuerzas Militares y la Policía Nacional; el personal civil que presta sus servicios en el Ministerio 
de Defensa, la Policía Nacional y en la Justicia Penal Militar y su Ministerio Público, los 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el Presidente de la 
República y los miembros nos remunerados de corporaciones públicas. Así mismo, las 
universidades públicas tienen la posibilidad de organizar su seguridad social en salud por fuera de 
los dos regímenes generales. La financiación del sistema se maneja a través del Fondo de 
Solidaridad y Garantía (FOSYGA) que es un mecanismo creado para la administración de los 
recursos del sistema. Las EPS son las encargadas de recaudar las cotizaciones de los afiliados del 
contributivo, de las cuales se deben descontar el valor de las Unidades de Pago por Capitación 
(UPC), los costos de las incapacidades, las licencias de maternidad y de actividad de promoción. 
La solidaridad opera a través del 1,% de la contribución de los afiliados al régimen contributivo, 
regímenes especia les y de excepción, que es destinada para el régimen subsidiado (artículo 11.2, 
lit.a de la Ley 1122 de 2007), así como los aportes de las cajas de compensación familiar de que 
trata el artículo 217 de la Ley 100 de 1993
. 
 
116
La Ley 1122 de 2007 consagró la evaluación por resultados a través de indicadores de gestión de 
los actores que operan en el SGSS; estableció, a partir de las cotizaciones del periodo enero de 
2007, un incremento en la tarifa de cotización al sistema de seguridad social en salud: 12,5% 
(8,5% a cargo del empleador y 4% a cargo del empleador), esa misma tarifa del 12,5% también 
se aplica a los cotizantes en calidad de trabajadores independientes; estableció que la base 
. 
 
                                                 
115 Organización Panamericana de la Salud, División de Desarrollo de Sistemas y Servicios de Salud, Programa de 
Organización y Gestión de Sistemas y Servicios de Salud. Perfil del Sistema de Servicios de Salud de Colombia. 2da. 
edición, Mayo del 2002. 
 
116 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Op. Cit. 
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máxima de cotización al sistema de salud de los trabajadores independientes que prestan servicios 
mediante la suscripción de contratos para prestación de servicios, es del 40% del valor 
mensualizado de los pagos.  
 
La meta del sistema que fue puesto en marcha entre 1995 y 1996, era la de universalizar en un 
periodo de siete años y hacia el año 2001, un seguro de salud que garantizara un paquete igual de 
servicios, Plan Obligatorio de Salud (POS), para toda la población. Sin embargo, a partir de 1999 
se expresó una disminución en la cobertura de aseguramiento para el régimen contributivo y en 
estancamiento para el subsidiado, lo que implicó un incumplimiento en la meta. Con lo 
mencionado, se presenta exclusión en el sistema por que la selección de la población pobre 
beneficiaria del régimen subsidiado no considera las reales cifras de pobreza del país; por que no 
todos los que están asegurados al régimen deberían estarlo; y por que los vinculados cada vez son 
más numerosos y tienen menos posibilidades reales de aseguramiento. Adicionalmente, el POS 
del régimen subsidiado tiene un paquete de servicios más reducido (30% menos) que el del 
régimen contributivo117
La tendencia del aseguramiento en salud  entre 2000 y 2007 en el Régimen Contributivo, muestra 
un porcentaje que varía entre el 30 y el 40%, con incremento importante a partir de 2002; 
mientras que en Régimen Subsidiado inicia con un porcentaje cercano al 20% para llegar al 50% 
al final del mismo período, con un marcado incremento a partir de 2003. En términos absolutos, 
encontramos un porcentaje de afiliación menor del 60% en el 2000, que se mantiene con un leve 
incremento hasta el 2003, año en el cual se empieza a lograr un importante incremento hasta 
lograr casi el 90% en el 2007
.  
 
118
Un elemento adicional en la problemática del sistema de salud en Colombia lo constituye la 
paridad en el monto de las cotizaciones obligatorias para salud en el caso de los afiliados al 
régimen contributivo (12 %), independientemente del salario devengado, ya que la cotización 
máxima se hace sobre 20 salarios mínimos. Este 12%, en el caso de los trabajadores 
. 
 
                                                 
117 ECHEVERRY LÓPEZ, Esperanza. La salud en Colombia: Abriendo el siglo… y la brecha de las inequidades. 
En: Revista Gerencia y Políticas de Salud, No 3, Pontificia Universidad Javeriana, Diciembre de 2002. 
118 Las cifras se infieren de la información presentada por: LATORRE, María Luisa. Indicadores de seguimiento del 
sector salud en Colombia. Así vamos en Salud. Diciembre de 2008. 
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independientes, debe ser pagado en su totalidad por él; mientras que los trabajadores con contrato 
laboral pagan el 4% y el resto lo paga el empleador.  
 
Finalmente, en Colombia no existe un sistema de información de la política de salud con 
indicadores de disponibilidad, de accesibilidad, de calidad y aceptabilidad de las prestaciones 
médicas y de resultado o de goce del derecho a la salud, que muestren los avances e inequidades 
en el estado de salud de los colombianos119
Siete años más tarde, mediante Decreto 4975 de diciembre 23 de 2009, fundamentado en el 
artículo 215 de la Constitución Política, el presidente Uribe declaró el Estado de Emergencia 
Social en Colombia. En la parte considerativa se expresó que la jurisprudencia constitucional 
había reconocido que la salud es un derecho fundamental autónomo, que requiere por parte del 
Estado la garantía de su goce efectivo para todos los habitantes del territorio nacional; que el 
Sistema debe suministrar, por fuera del aseguramiento obligatorio, medicamentos y servicios no 
incluidos en los Planes de beneficios, ni previstos en la Ley 100 de 1993, lo cual actualmente es 
financiado a través del mecanismo de recobro por parte de las Entidades Promotoras de Salud, en 
. 
 
El 5 de febrero de 2002, durante el mandato del Presidente Pastrana Arango, el Ministro de 
Salud, Gabriel Riveros, en ejercicio de las atribuciones conferidas en el artículo 4 del Decreto 
1152 de 1999; y por el literal b, artículo 96, del Decreto 677 de 1995; mediante Resolución 122 
declaró emergencia sanitaria por el término de seis meses, para suplir las necesidades ante el 
desabastecimiento en el país de biológicos como antiofídicos, antirrábicos, tétanos, fiebre 
amarilla, BCG, DPT, TD, Hepatitis B, Triple Viral, Hemophilus Influenza Tipo B, entre otros; 
necesarios para el desarrollo del Programa Ampliado de Inmunizaciones, PAI, que enfrenta la 
presentación de epidemias por enfermedades inmunoprevisibles. La situación descrita, se 
presentó como grave, en la medida en que Colombia adolece de falta de capacidad instalada y 
debidamente autorizada para producir dichos productos. Posteriormente, el 11 de septiembre de 
2002, el Ministro de Salud, Juan Luis Londoño, durante la presidencia de Uribe Vélez, mediante 
Resolución 1191 declaró igualmente la emergencia sanitaria hasta el 31 de Diciembre de ese año, 
por las mismas razones del Decreto anterior.  
 
                                                 
119 PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Op. Cit. 
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el Régimen Contributivo ante el Fondo de Solidaridad y Garantía, FOSYGA, y en el Régimen 
Subsidiado ante las Entidades Territoriales, generando un grave deterioro de la liquidez de 
numerosas Entidades Promotoras de Salud e Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud y de 
la sostenibilidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
 
En el Decreto de emergencia también consideró que en el Régimen Contributivo, el número de 
recobros presentados al FOSYGA por eventos No POS se incrementó y en el Régimen 
Subsidiado también se evidencia el incremento en la demanda de servicios y medicamentos no 
incluidos en el Plan Obligatorio de Salud; que los procedimientos y mecanismos para la 
distribución y giro de recursos resultan insuficientes poniendo aún más en evidencia la grave 
situación de iliquidez en las Entidades Promotoras de Salud e Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud, que amenaza al goce efectivo del derecho a la salud de los colombianos. Ante 
los hechos descritos, se considera que desbordan la capacidad y los mecanismos preventivos, 
sancionatorios y de naturaleza jurisdiccional de los que dispone el Sistema de Inspección, 
Vigilancia y Control del sector salud, necesarios para la protección eficaz del goce efectivo del 
derecho a la salud en todo el territorio nacional.  que de mantenerse las actuales condiciones, se 
identifica una elevada probabilidad de que se materialicen algunos de los siguientes riesgos: 
cierre de hospitales públicos, quiebra de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud y 
Entidades Promotoras de Salud, inviabilidad financiera de entidades territoriales, cesación de 
pagos al talento humano en salud y demás proveedores, así como la consecuente parálisis de la 
prestación de los servicios de salud; que, en medio de las críticas circunstancias descritas, se 
requiere crear las condiciones institucionales, financieras, fiscales y operativas para la unificación 
de los Planes Obligatorios de Salud en los regímenes Contributivo y Subsidiado, a través de un 
plan básico, sostenible y progresivo; que, de conformidad con lo anterior, es igualmente 
necesario optimizar los recursos existentes y generar nuevos recursos originados en la 
explotación de los monopolios de juegos de suerte y azar y licores, vinos y aperitivos, así como 
los provenientes de los cigarrillos y tabaco elaborado, las cervezas, sifones y refajos y, los de 
otras fuentes;  
 
Mediante Sentencia C-252/10, M.P. Jorge Iván Palacio, la Corte Constitucional declaró 
inexequible este Decreto. Para tomar esta decisión, se consideró que las situaciones de abuso, 
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elusión, evasión, ineficiencia administrativa y corrupción no se muestran como hechos 
sobrevinientes y extraordinarios, si no que vienen de tiempo atrás y pueden conjurarse con el uso 
de las herramientas ordinarias que ofrece el ordenamiento jurídico; que la solución al déficit 
presupuestal en salud no puede limitarse a aliviar el aspecto fiscal del sistema de salud, pues 
deben atacarse las causas que propician el desequilibrio financiero antes que sus efectos.  
 
Con base en el Decreto 4975 de 2009, se expidieron varios decretos legislativos. El Decreto 4976 
de 2009, expedía medidas excepcionales con el fin de liberar recursos para la continuidad en la 
prestación de los servicios de salud. Mediante Sentencia C-254 de 2010, M.P. Mauricio González 
Cuervo, se declaró inexequible este Decreto. El Decreto 073 de 2010,  buscaba liberar recursos 
para financiar la atención a la población pobre que no está asegurada y solventar los eventos no 
cubiertos por el Plan Obligatorio de Salud, POS, del régimen subsidiado. El Decreto 074  de 
2010, introducía modificaciones al régimen del Fondo de Seguro Obligatorio de Accidentes de 
Tránsito -FONSAT-, entre otras disposiciones. El Decreto 075 de 2010, expedía disposiciones 
para agilizar la solución de controversias entre las diferentes entidades y organismos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. El Decreto 126 de 2010, dictaba disposiciones en materia 
de inspección, vigilancia y control para la lucha contra la corrupción dentro el sistema de salud y 
establecía modificaciones y adiciones al Código Penal, destinadas a establecer sanciones para los 
responsables; fijaba controles específicos a los precios de los medicamentos y los insumos 
médicos; reforzaba funciones de la Superintendencia Nacional de Salud y de los entes 
territoriales.  
El Decreto 127 de 2010, adoptó medidas en materia tributaria: IVA del 14 por ciento sobre las 
ventas de cervezas nacionales y extranjeras, por un año (hasta diciembre del 2010), con destino a 
la financiación de servicios no POS; incremento en el impuesto al consumo de cigarrillos y 
tabaco, con destino a la salud; recaudo por consumo de licores, vinos, aperitivos y similares, con 
destinación del 8 por ciento para la unificación de los planes de salud (POS). Mediante Sentencia 
C-253 de 2010, M.P. Nilson Pinilla Pinilla, la Corte Constitucional declaró inexequible este 
decreto, pero estimó necesario diferir los efectos de la inconstitucionalidad de esta norma a partir 
del 16 de diciembre de 2010,para que el órgano legislativo pueda, dentro del marco de sus 
competencias, considerar el tema de que trata este Decreto y adoptar, a la mayor brevedad 
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posible, las medidas que estime necesarias para proveer al Sistema de Seguridad Social en Salud 
de fuentes de financiación adecuadas, estables y suficientes. Además, la Corte precisó que los 
recursos que se recauden en virtud de este Decreto deberían estar destinados a cubrir los costos 
del suministro de medicamentos y servicios no comprendidos en el Plan Obligatorio de Salud, 
para la población inscrita en el Régimen Subsidiado de Salud y para la red hospitalaria pública.  
 
Mediante el Decreto  128 de 2010, se regulaban las prestaciones excepcionales en salud 
(servicios no POS), con la autorización de un comité técnico, que también crea la norma. El 
decreto ordenaba que dichas prestaciones debían ser financiadas, total o parcialmente, por los 
afiliados que las solicitaran, previo análisis de sus ingresos y de su patrimonio individual y 
familiar. Se daba la posibilidad de que los pacientes sin solvencia económica pagaran el servicio 
médico con cesantías, ahorros pensionales o con préstamos bancarios. Para los casos de 
ciudadanos sin recursos, se creó el Fondo de Prestación Excepcional en Salud FONPRÉS,  
administrado por una fiducia y con un consejo de administración conformado por los ministros de 
Protección Social, de Hacienda, el director de Planeación, el Instituto Nacional de Salud, el 
INVIMA y un representante del Presidente de la República.  
 
En el Decreto 129 de 2010 se adoptan medidas en materia de control a la evasión y elusión de 
cotizaciones y aportes al sistema de la protección social.  El Decreto 130 de 2010, dictaba 
disposiciones del monopolio rentístico de juegos de suerte y azar, y de control a la ilegalidad y a 
la fiscalización de estos juegos. El Sistema Técnico Científico en Salud, compuesto por los 
ministerios de la Protección Social, Hacienda, COLCIENCIAS y tres profesionales de la 
investigación en economía en salud, se creó mediante el Decreto 131 de 2010. Sus funciones 
estaban orientadas a la regulación de la autonomía profesional y a la definición de aspectos del 
aseguramiento del plan obligatorio de salud. Se dejaba sentado en este decreto, que sólo se 
admitiría el manejo especializado de condiciones de salud cuando se contar con evidencia 
científica y evidencia de costo-efectividad que lo aconsejara. Se creaban sanciones con multas 
para los médicos que se apartaran de los estándares definidos en un POS taxativo y generaba 
pautas para la reforma de la Ley de Ética Médica. Los Decretos 358 y 398 de 2010 
reglamentaban este decreto legislativo. 
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El Decreto 132 de 2010 establecía mecanismos para administrar y optimizar el flujo de recursos 
que financian el Régimen Subsidiado de Salud del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
Con el Decreto 133 de 2010 dictaba medidas para racionalizar los servicios de los hospitales 
públicos y disponía que las EPS del régimen subsidiado contrataran hasta el sesenta por ciento 
del gasto con estas instituciones. En Sentencia C-255 de 2010, M.P. Mauricio González Cuervo, 
este decreto se declaró inexequible. En el Decreto  134 de 2010, se modificaba el Presupuesto 
General de la Nación para la vigencia fiscal de 2010, adicionando capital con destino al 
FONPRÉS y al presupuesto de la CRES. Finalmente, el Decreto  135 de 2010 distribuía recursos 
para el fortalecimiento de la Política Nacional para la Reducción del Consumo de Sustancias 
Psicoactivas y su Impacto. 
 
 
2.5.  ORGANISMOS DEL PODER JUDICIAL EN COLOMBIA120
El poder judicial está organizado en las siguientes jurisdicciones: Constitucional, contencioso 
administrativa y ordinaria. Los máximos organismos en cabeza de estas jurisdicciones son, 
respectivamente: la Corte Constitucional, el Consejo de Estado y la Corte Suprema de Justicia. 
La jurisdicción constitucional, además de la Corte, se vale de los jueces de las otras jurisdicciones 
para el tema de tutelas. La jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, cuya autoridad máxima 
 
 
La división administrativa de Colombia es el departamento. Existen 32 departamentos y Bogotá 
Distrito Capital. El poder ejecutivo está en cabeza del Presidente de la República, elegido por 
votación popular para un período de cuatro años. De la misma manera se eligen los gobernadores 
de cada departamento cada tres años y los alcaldes municipales. 
 
El poder legislativo lo encarna el Congreso de la República, Senado y Cámara, cuyos miembros 
son elegidos cada cuatro años. En cada departamento existe una Asamblea Departamental, 
conformada por diputados, electos cada tres años, y en los municipios un Consejo Municipal que 
se elige también cada tres años.  
 
                                                 
120 Las fuentes consultadas para el presente acápite son: La Constitución Política de la República de Colombia, el 
portal de la Corte Constitucional: http://www.constitucional.gov.co/corte/, y de la Rama Judicial: 
www.ramajudicial.gov.co 
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es el Consejo de Estado, cuenta con distritos judiciales administrativos con la titularidad de los 
Tribunales Administrativos. La jurisdicción ordinaria, cuyo órgano de cierre es la Corte Suprema 
de Justicia, está organizada a través de Distritos Judiciales liderados por los Tribunales 
Superiores. 
 
A continuación nos referiremos a la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, los Tribunales Superiores de Distrito y los Tribunales Administrativos.  
 
 
LA CORTE CONSTITUCIONAL 
De acuerdo con el artículo 239 de la Constitución Política, la Corte Constitucional deb tener un 
número impar de miembros y en su integración se atiende el criterio de designación de 
magistrados pertenecientes a diversas especialidades del Derecho. Los Magistrados de la Corte 
Constitucional son elegidos por el Senado de la República para períodos individuales de ocho 
años, de sendas ternas que presenta el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y 
el Consejo de Estado. Los Magistrados de la Corte Constitucional no pueden ser reelegidos.  
Las funciones de esta Corte están consagradas en el artículo 241 de la Constitución. : Se le confía 
la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, con las siguientes funciones: Decidir 
sobre las demandas de inconstitucionalidad que promueven los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, sólo por vicios de procedimiento en su formación. Decidir sobre 
la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y plebiscitos del 
orden nacional, sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y realización. Decidir sobre 
las demandas de inconstitucionalidad que presentan los ciudadanos contra las leyes, tanto por su 
contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. Decidir sobre las 
demandas de inconstitucionalidad que presentan los ciudadanos contra los decretos con fuerza de 
ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. Decidir 
definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicta el Gobierno con 
fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. Decidir definitivamente sobre la 
constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados por el Gobierno como 
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inconstitucionales, y de los proyectos de leyes estatutarias, tanto por su contenido material como 
por vicios de procedimiento en su formación. Revisar las decisiones judiciales relacionadas con 
la acción de tutela de los derechos constitucionales. Decidir definitivamente sobre la 
exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los aprueben.    
 
El artículo 242 de la Constitución Política refiere las siguientes disposiciones: Cualquier 
ciudadano puede ejercer las acciones públicas previstas e intervenir como impugnador o defensor 
de las normas sometidas a control en los procesos promovidos por otros, así como en aquellos 
para los cuales no existe acción pública.  En correspondencia con el artículo 243, los fallos que la 
Corte dicta en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional.  
La Corte Constitucional fue creada por la actual Constitución Política vigente desde el 7 de julio 
de 1991. Según lo dispuesto en el artículo 239 de la Constitución y el artículo 44 de la Ley 270 de 
1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia, la Corte Constitucional está integrada por 
nueve magistrados, para periodos individuales de ocho años. La Corte está organizada 
internamente de la siguiente manera: Presidente, Vicepresidente, Sala Plena, Salas de Tutela (o 
de Revisión) y Salas de Selección, que se integran mensualmente y se componen de dos 
Magistrados.    
LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA  
La Corte Suprema de Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria. Se compone de 
23 magistrados elegidos por la misma corporación, de listas conformadas por el Consejo Superior 
de la Judicatura, para períodos de ocho años. Está dividida en salas. Como principal atribución de 
la Corte Suprema de Justicia está la de actuar como tribunal de casación; además investiga y 
juzga a los miembros del Congreso. Juzga, previa acusación del Fiscal General de la Nación, a 
los Ministros del Despacho, al Procurador General de la Nación, al Defensor del Pueblo, a los 
agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los tribunales; a los 
directores de los departamentos administrativos, al Contralor General de la República, a los 
embajadores y jefes de misión diplomática o consular, a los gobernadores, a los magistrados de 
tribunales y a los generales y almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les 
imputen. Conoce de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante 
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el gobierno de la nación, en los casos previstos por el derecho internacional. Juzga también al 
Presidente de la República. 
 
EL CONSEJO DE ESTADO 
 
Las atribuciones del Consejo de Estado están consagradas en el artículo 237 de la Constitución: 
desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo; conocer de las 
acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, 
cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional; actuar como cuerpo supremo 
consultivo del Gobierno en asuntos de administración. Se divide en tres salas: Sala plena, 
integrada por la totalidad de los consejeros; Sala de lo contencioso administrativo, compuesta por 
23 consejeros y subdividida en cinco secciones; Sala de consulta y servicio civil, integrada por 4 
consejeros. Sus miembros son nombrados por la propia corporación de ternas enviadas por el 
Consejo Superior de la Judicatura. Actualmente son 27 los consejeros que integran esta alta 
corporación. 
 
LOS TRIBUNALES SUPERIORES DE DISTRITO 
 
En Colombia existen 32 Distritos Judiciales a los que corresponde igual número de Tribunales 
Superiores de la jurisdicción ordinaria, son estos: Antioquia, Arauca, Archipiélago de San Andrés 
y Providencia, Armenia, Barranquilla, Bogotá, Bucaramanga, Buga, Cali, Cartagena, Cúcuta, 
Cundinamarca, Florencia, Ibagué, Manizales, Medellín, Montería, Neiva, Pamplona, Pasto, 
Pereira, Popayán, Quibdó, Riohacha, San Gil, Santa Marta, Santa Rosa de Viterbo, Sincelejo, 
Tunja, Valledupar, Villavicencio y Yopal.   
 
 
LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS 
 
Existen 26 Distritos Judiciales Administrativos a los que corresponde igual número de Tribunales 
Administrativos: Antioquia, Arauca, Archipiélago de San Andrés Santa Catalina y Providencia, 
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Atlántico, Bolívar, Boyacá, Caldas, Caquetá, Casanare, Cauca, Cesar, Chocó, Córdoba, 
Cundinamarca, La Guajira, Huila, Magdalena, Meta, Nariño, Norte de Santander, Quindío, 
Risaralda, Santander, Sucre, Tolima, Valle. 
  
En Colombia el control constitucional tiene las siguientes características:  
 
• Existe una jurisdicción constitucional, que tiene como máxima autoridad a la Corte 
Constitucional, que ejerce cuatro tipos de Control Constitucional. El primero, es el control 
abstracto de normas contenidas en actos legislativos, leyes, decretos con fuerza de ley, 
decretos legislativos, proyectos de ley o tratados121  El segundo, es el control por vía de 
revisión de las Sentencias de Tutela122, El tercero, es el control por vía excepcional en el 
curso de un proceso concreto mediante la aplicación preferente de la Constitución123  El 
cuarto, es el control de los mecanismos de participación ciudadana en sus diversas 
manifestaciones124
• Es mixto, ya que se sirve de mecanismos propios de los modelos concentrado  y difuso. El 
control de constitucionalidad se puede presentar por vía de acción y por vía de excepción, 
además el control puede ser previo o posterior.  
  
• Los controles por vía de acción son: la acción pública de inconstitucionalidad, la acción 
pública de nulidad y la acción de tutela. La primera, también denominada acción de 
inexequibilidad, es una facultad que tienen todos los ciudadanos colombianos de 
impugnar ante la Corte Constitucional, por ser violatorios de la norma fundamental, los 
siguientes actos125: 1) Actos reformatorios de la Constitución por vicios de procedimiento 
en su formación126
• Estas son las características más importantes de esta acción: es pública, puede incoarse 
por cualquier ciudadano y en defensa del interés público. Requiere solicitud ciudadana, la 
 2)  Leyes. 3) Decretos con fuerza de ley dictados por el Gobierno en 
uso de facultades extraordinarias.  
                                                 
121 Artículo 241 de la C.P. 
122 Artículo 86 y 241 de la C.P. 
123 Artículo 4 de la C.P. 
124 Artículo 241 de la C.P. 
125 Artículo 241 de la C.P. 
126 Artículo 241 de la C.P. 
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Corte no realiza el control a través de esta acción oficiosamente. Dicha acción puede 
intentarse en cualquier tiempo, salvo que se trate de vicios de forma para lo cual existe un 
término de caducidad de un año contado a partir de la publicación del acto.  
• La sentencia decide la cuestión debatida de manera definitiva y constituye según lo indica 
la misma Carta Política, cosa juzgada constitucional. Además tiene efectos erga omnes, es 
decir, validez para todos y no sólo para quienes intervinieron en el proceso. 
• La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tiene la cláusula residual de 
competencia respecto del control de constitucionalidad de los actos jurídicos dictados por 
el Gobierno Nacional, pues las competencias de la Corte Constitucional son expresas.  
• La Acción pública de nulidad127
• La Acción de tutela, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, la 
puede ejercer toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales.   
 tiene dos modalidades: 1) La acción de "nulidad por 
inconstitucionalidad" que es de conocimiento de la Sala Plena del Consejo de Estado, 
contra decretos del gobierno, cuando no sea  competencia de la Corte Constitucional". 
Puede ser promovida por cualquier ciudadano (hoy desarrollada por la Ley 446 de 1998 
en una norma que quedo incorporada al artículo 97 del Código Contencioso 
Administrativo). 2) La acción pública de nulidad (tradicional), consagrada en el artículo 
84 del C.C.A, que puede ser promovida por cualquier persona, que tiene como propósito 
el respeto del orden jurídico objetivamente considerado y que procede contra actos 
administrativos y es de conocimiento del Consejo de Estado si el acto es del orden 
nacional, si es del orden territorial corresponde a los Tribunales Administrativos 
Departamentales. 
 
 
                                                 
127 Atículo 237 de la C.P. 
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2.6.  ANÁLISIS COMPARADO DE ORGANISMOS 
 
 
2.6.1.   SOBRE LOS SISTEMAS DE SALUD. 
 
¿Qué es un sistema de salud? La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha definido un 
sistema de salud como el conjunto de las organizaciones, instituciones y recursos dedicados a la 
actividad sanitaria, lo que involucra a los servicios de salud personales, los servicios de salud 
pública o el desempeño de una actividad intersectorial128
En ese orden, Argentina y Colombia comparten una característica común de fragmentación y 
segmentación  en los servicios de salud  relacionada con la capacidad de pago de los usuarios, 
que tienen efectos en la garantía de equidad y universalidad del derecho. Estas fragmentaciones, 
sin embargo, como lo expone el profesor Mario Hernández, se trata de fragmentaciones 
diferentes, que vienen de tiempo atrás y que en las dos últimas décadas se expresaron con 
diferentes reformas sanitarias, en el marco de las presiones del ajuste estructural y del consenso 
de Washington
. Por lo anterior, para analizar sistemas 
de salud, se hace necesario dar cuenta de diversos factores, entre ellos, el contexto histórico, 
político, económico y social en que estos surgen y se desarrollan; algunos indicadores 
demográficos, socioeconómicos y epidemiológicos; integración, articulación, segmentación del 
sistema; oferta y demanda; servicios, fuentes de financiamiento, cobertura. 
Complementariamente, se hace necesario entender la regulación jurídica propia del sistema de 
salud. 
 
129
                                                 
128 GRANADOS R, Gómez M. La reforma de los sistemas de salud en Chile y Colombia: resultados y balance. Revista de 
Salud Pública 2002; 2:97-120. 
129 HERNÁNDEZ, Mario. Op. Cit. 
. En Argentina se han presentado diversos intentos de reforma que no han 
pasado de ser reformas parciales al sistema. En 1974 se estableció el Sistema Integrado de Salud 
(SNIS), que representaba el objetivo de conformar un sistema de salud de eje estatal que otorgara 
a la población un acceso igualitario; intento que no logró la participación de todos los sectores 
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sociales ni de todas las jurisdicciones político – administrativas del país. Un segundo intento de 
reforma se produjo en 1985, cuando se formuló el proyecto del Seguro Nacional de Salud, cuyo 
eje se encontraba en las Obras Sociales, pero que encontró una oposición en el sindicalismo por 
motivos políticos. El objetivo del proyecto era otorgar al Estado la conducción del sistema, 
fortalecer al sector público como prestador en conjunto con el sector privado y las Obras 
Sociales. También entre 1991 y 1997 se gestó el proyecto de la Organización Solidaria de 
Atención Médica (OSAM), que a pesar del apoyo ciudadano, no pasó de la categoría de 
anteproyecto de ley. Con la expedición del Decreto 292 de 1995, se disminuyó el aporte patronal 
del 6% al 5% de los salarios de sus empleados y se estableció la canasta básica de prestaciones. 
En 1995 se presentó un nuevo marco regulatorio para la reconversión de las Obras Sociales, con 
el objetivo de desregularizar el sistema130
El artículo 14 bis de la Constitución de Argentina
.   
 
Entre tanto, en Colombia se adoptó una reforma estructural, el Sistema de Seguridad Social 
Integral, que nace con la Ley 100 de 1993,  por la vía del mercado regulado de aseguramiento 
con subsidio a la demanda. 
 
131 fue redactado con el propósito de suplir la 
derogación de los derechos sociales previstos por la Constitución peronista de 1949132
                                                 
130 ACUÑA, Cecilia. Evolución y reforma de los sistemas de protección de la salud en los países del MERCOSUR 
y en Chile. Diciembre de 2000. Disponible en: 
http://www.fes.org.ar/PUBLICACIONES/serie_prosur/Prosur_CeciliaAcunia.pdf 
131 “Art. 14 bis.- El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al 
trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; 
retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea; participación en las ganancias de 
las empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección; protección contra el despido arbitrario; 
estabilidad del empleado público; organización sindical libre y democrática, reconocida por la simple inscripción 
en un registro especial. Queda garantizado a los gremios: concertar convenios colectivos de trabajo; recurrir a la 
conciliación y al arbitraje; el derecho de huelga. Los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias 
para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. El Estado otorgará 
los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley 
establecerá: el seguro social obligatorio, que estará a cargo de entidades nacionales o provinciales con autonomía 
financiera y económica, administradas por los interesados con participación del Estado, sin que pueda existir 
superposición de aportes; jubilaciones y pensiones móviles; la protección integral de la familia; la defensa del bien 
de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna”. 
, que fue 
132 Dicho texto constitucional consagraba en el capítulo III los “Derechos del trabajador, de la familia, de la 
ancianidad y de la educación y la cultura”: derecho de trabajar, derecho a una retribución justa, derecho a la 
capacitación, derecho a condiciones dignas de trabajo, derecho a la preservación de la salud, derecho al bienestar, 
derecho a la seguridad social, derecho al mejoramiento económico, derecho a la defensa de los intereses 
profesionales; derecho a la protección de la familia; derechos de los ancianos: a la asistencia de la ancianidad, 
derecho a la vivienda, derecho a la alimentación, derecho al vestido, derecho al cuidado de la salud física, derecho al 
68 
derogada por el golpe de estado del 16 de septiembre de 1955. Este artículo da acceso al 
constitucionalismo social, introduciendo principios como la justicia social (art. 75, inc. 19), la 
igualdad real de oportunidad (arts. 37; 43; 75, inc. 23), el intervencionismo estatal (art. 42), el 
crecimiento sostenido (art. 41), etc.133
Esa apuesta en Colombia por el Estado social de derecho, que replantea las relaciones entre 
Estado y sociedad, se contradice con las medidas de ajuste estructural que se han implementado 
con procesos de privatización y desregulación de actividades económicas y prestación de 
servicios en la lógica del mercado, orientados en el modelo económico neoliberal. Así se 
constata, por ejemplo, con la implementación de la Ley 100 de 1993. Esta reforma estructural de 
la salud, sustentada en el modelo de aseguramiento con mercado regulado, en la focalización y el 
subsidio de la oferta, entró en conflicto con el carácter universal y fundamental del derecho, 
desarrollado por los organismos e instrumentos internacionales y nacionales
. Sin embargo no podemos afirmar que el estado argentino 
esté constituido como un Estado social de derecho, como sí sucede en el caso colombiano, al 
consagrarse en el artículo 1 que: “Colombia es un Estado social de derecho, organizado en 
forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el 
trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”. 
 
134
                                                                                                                                                              
cuidado de la salud moral,  derecho al esparcimiento, derecho a la tranquilidad, derecho al respeto; derechos a la 
educación y a la cultura. 
133 CALDERÓN, Rafael; ELLERMAN, Ilse. La ideología y axiología de la Constitución Nacional 
Argentina. En: Revista Telemática de Filosofía del Derecho, No. 6, 2002/2003, pp. 119-135. Disponible en: 
http://www.filosofiayderecho.com/rtfd/numero6/8-6.pdf 
134 Para ampliar este análisis, ver, por ejemplo: HERNÁNDEZ, Mario. (2003a) Neoliberalismo en salud: desarrollos, 
supuestos y alternativas. En: Restrepo D.I. (Editor) La falacia neoliberal. Crítica y alternativas. Bogotá: Vicerrectoría 
Académica y Sede Bogotá, Universidad Nacional de Colombia: 347-361. 
Hernández M. (2003b) El debate sobre la Ley 100 de 1993: antes, durante y después. En: Franco, S. (editor) La Salud 
Pública hoy. Enfoques y dilemas contemporáneos en Salud Pública. Bogotá: Facultad de Odontología, Sede Bogotá, 
Universidad Nacional de Colombia: 463-479. 
 
.  
 
Las declaratorias de emergencia en salud, tanto en Argentina como en Colombia, nos muestran 
claramente el fracaso de los sistemas. Las situaciones que motivaron dichas medidas aún se 
mantienen y no hay muestras importantes que permitan pensar que se haya superado la crisis.  
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En la Tabla 2 se reseñan algunos indicadores,  demográficos, socioeconómicos y epidemiológicos 
de los dos países, que nos sirven como insumo para el análisis comparado de los sistemas de 
salud en Argentina y Colombia. 
 
Tabla 2. Algunos indicadores demográficos, socioeconómicos y epidemiológicos135
INDICADORES 
 
ARGENTINA COLOMBIA 
Población total (millones de habitantes) 40,276 45,660 
Crecimiento anual de la población (%) 0,917 1,405 
Proporción de población urbana (%) 92,2 74,8 
Pobreza, % población bajo la línea internacional de pobreza 4,5 16 
Coeficiente de Gini136 0,519  0,584 
PIB per cápita (dólares internacionales) 13.238,06 8.586,78 
Esperanza de vida al nacer (años) 76,52 73 
Mortalidad materna por 100.000 nacidos vivos 43,7 75 
Tasa estimada de mortalidad menores de 1 año, por 1.000  nacidos vivos 12,8 18 
Gasto anual en salud, % del PIB137 Total:  
10,0%    
 Total:  
6,10% - 7,3% 
En cuanto a la población total, Colombia tiene alrededor de cinco millones más de habitantes que 
Argentina y su población crece anualmente 0.5% más que la de Argentina. Argentina cuenta con 
mayor proporción de población urbana que Colombia y el total de población bajo la línea 
internacional de pobreza es 11,5% menor que la de Colombia. Colombia está más alejada de la 
igualdad, según el coeficiente de Gini, que Argentina. 
El PIB en Colombia es mucho menor que el de Argentina. La esperanza de vida al nacer es 
mayor en Argentina que en Colombia y la mortalidad materna por número de nacidos vivos, 
como la tasa de mortalidad de menores de un año, es mucho mayor en Colombia. Tanto el gasto 
público, como el gasto privado,  anual en salud, es mayor en Argentina.  
 
Pero, los análisis de los sistemas de salud van más allá de la simple presentación de indicadores. 
En esta tarea, se han presentado múltiples metodologías. A continuación realizamos una 
                                                 
135 Los datos están actualizados o proyectados a 2008 y fueron generados por la herramienta de consultas de 
PAHO/WHO - OPS/OMS, disponible en: www.paho.org/Spanish/dd/ais/coredata.htm 
136 El coeficiente de Gini es un número entre 0 y 1, en donde 0 se corresponde con la perfecta igualdad (todos tienen 
los mismos ingresos) y 1 se corresponde con la perfecta desigualdad (una persona tiene todos los ingresos y los 
demás ninguno). 
137 OMS. Estadísticas sanitarias mundiales. 2010. Las cifras corresponden al año 2007. Disponible en:  
http://www.who.int/whosis/whostat/ES_WHS10_Full.pdf. Para el caso colombiano, sin embargo, las cifras en el 
portal de la OMS presentan un 7,3%  como porcentaje del PIB: http://www.who.int/countries/col/es/ 
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aproximación comparativista, teniendo en cuenta las clasificaciones presentadas por varios 
autores. Inicialmente, apoyados en la clasificación de Carmelo Mesa-Lago138, encontramos que 
Argentina se ubica dentro de la categoría de país pionero, caracterizado por una cobertura 
superior en el seguro social en salud. Colombia se ubicaría como país intermedio entre los 
pioneros y los tardíos139
Según la clasificación de Maceira
. 
 
140
Analizando la integración de los componentes esenciales de los sistemas de salud: las 
instituciones y la población,  diríamos con Frenk y Londoño
,  que define en bloques a los países de acuerdo con la 
organización de sus sistemas proveedores de servicios de salud; Argentina se ubicaría en el 
“bloque intensivo en mecanismos de contratación”, Colombia, entre tanto,  haría parte de los 
sistemas segmentados. 
141
De otro lado, nos apoyamos en el análisis entre países (cross -  national), del método comparado, 
utilizado por Gómez-Camelo en el “Análisis comparado de los sistemas de salud de la región 
, que la  integración es entendida 
como el grado de acceso de diferentes grupos de población a las instituciones del sistema. La 
integración puede ser vertical, referida a las instituciones u horizontal con respecto a las 
poblaciones. La integración de la población está referida al grado en que los diferentes grupos 
tienen acceso a las instituciones del sistema de salud; entre tanto, la integración de las 
instituciones, se refiere a los arreglos que permiten llevar a cabo las funciones de financiamiento, 
prestación, modulación y articulación. Esta clasificación establece polaridades para la 
integración: sistemas altamente integrados o atomizados bien sea referida a cualquiera de las dos 
dimensiones (vertical u horizontal). Como resultado, se obtiene una clasificación así: Argentina: 
Modelo privado atomizado, atomización vertical y horizontal. Colombia: Modelo segmentado, 
integrado verticalmente y con segregación horizontal. 
                                                 
138 MESA-LAGO, Carmelo: “Desarrollo Social, reforma del estado, y de la seguridad social al umbral del siglo 
XXI”. Serie Políticas Sociales, CEPAL. Mesa-Lago introduce como clave para la clasificación de los sistemas de 
protección social, sus inicios históricos y los grados de maduración. En lo que compete particularmente a esta 
comparación, se hace referencia a la cobertura por el seguro social en salud. 
139 Los países tardíos presentan una baja cobertura poblacional, un limitadísimo menú de opciones en materia de 
servicios y una desproporcionada calidad y cantidad de beneficios a los sectores efectivamente protegidos.  
140 Citada en: www.revmed.unal.edu.co/politicas/analisis.htm#arriba 
141 Citada en: www.revmed.unal.edu.co/politicas/analisis.htm#arriba 
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Andina y el Caribe”142
COMPONENTES 
. Se cruza la integración institucional, los grados de articulación y 
segmentación poblacional; la oferta y la demanda; los servicios; y las fuentes de financiamiento. 
También se identifican y comparan otras características de los sistemas: aseguramiento (seguros 
públicos), principios de ingreso, modelo de atención y cobertura. En la Tabla 3 se resume la 
coparación. 
 Tabla 3. Organización y resultados de los sistemas. 
ARGENTINA COLOMBIA 
Grado de maduración Pionero. Intermedio. 
Sistemas proveedores de 
servicios de salud 
Intensivo en mecanismos de contratación. Segmentado. 
Integración institucional Modelo privado atomizado, atomización 
vertical y horizontal. Falta de integración 
entre los diferentes subsistemas. 
Modelo segmentado, integrado 
verticalmente y con segregación 
horizontal.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Articulación 
Teóricamente la Nación, en la figura del 
Ministerio de Salud, asume las funciones 
de coordinación, regulación y asistencia 
técnica. En la práctica, el rol del nivel 
central es muy reducido por la 
transferencia de funciones a las provincias. 
Falta articulación entre las diferentes 
jurisdicciones del subsector público, los 
otros subsectores están compuestos por un 
gran número de organizaciones 
heterogéneas. El Consejo Federal de Salud 
– COFESA es el órgano de articulación 
para el subsector estatal; también están los 
Consejos Regionales provinciales; los 
Ministerios y Secretarías de Salud 
provinciales y municipales. La 
Administración Nacional del Seguro de 
Salud – ANSS se creó con la misión de 
garantizar a los beneficiarios de las obras 
sociales la equidad en la cobertura integral 
médico–asistencial, subsidia a las 
entidades que cuentan con menores 
aportes, administra los subsidios del Fondo 
de Redistribución de las Obras Sociales, 
creado con un porcentaje de las 
contribuciones. La Superintendencia de 
Servicios de Salud cumple las funciones de 
supervisión, fiscalización y control de los  
agentes que integran el Sistema Nacional 
del Seguro de Salud. Las empresas de 
La función de dirección está a cargo del 
Consejo Nacional de Seguridad Social, el 
Ministerio de la Protección Social, las 
direcciones departamentales y municipales. 
El Consejo Nacional de Seguridad Social 
es el máximo organismo de dirección del 
sistema, define el  Plan  Obligatorio  de   
Salud, el monto de la cotización de los 
afiliados del Sistema, el valor de la Unidad 
de Pago por Capitación, los medicamentos 
esenciales y genéricos que harán parte del 
POS. El Ministerio adelanta los procesos 
de coordinación con las instituciones 
prestadoras relacionadas con el sistema. 
La función de financiamiento está a cargo 
del Fondo de Solidaridad y Garantía – 
FOSYGA, que tiene cuatro subcuentas 
administradas bajo encargo fiduciario. La 
función de administración está a cargo de 
las EPS y las ARS. La Asociación 
Colombiana de Empresas de Medicina 
Integral – ACEMI, agremia a las EPS. 
La función de prestación de Servicios está 
a acrgo de las IPS (hospitales, consultorios, 
laboratorios) y las Empresas Sociales del 
Estado - ESE. 
La función de vigilancia y control es 
competencia de la Superintendencia de 
Salud. 
Dependiente del Ministerio de la 
                                                 
142 GÓMEZ-CAMELO, Diana. Análisis comparado de los sistemas de salud de la región Andina y el Caribe. En: 
Scielo Public Health. Revista de Salud Pública. vol.7 no.3 Bogotá Nov. 2005. Disponible en: 
www.scielosp.org/pdf/rsap/v7n3/v7n3a06.pdf. Gómez Camelo utiliza métodos que incluye: CAIS, J. Metodología 
del análisis comparativo. Cuadernos Metodológicos Nº 21. Madrid: CIS; 1997. 
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Medicina Prepaga se agremian en la 
Cámara de Instituciones Médico 
Asistencial de la República Argentina - 
CIMARA y la Asociación de Entidades de 
Medicina Privada – ADEMP.  
A nivel laboral, existen las Aseguradoras 
de Riesgos del Trabajo – ART, 
supervisadas por la Superintendencia de 
Riesgos del Trabajo – SRT. 
Protección social, está la Dirección 
Técnica de Riesgos Profesionales. El 
Consejo Nacional de Riesgos 
Profesionales, es el organismo de dirección 
del Sistema conformado por miembros del 
Ministerio, Administradoras de Riesgos 
Profesionales - ARP, trabajadores, 
empleadores y asociaciones científicas de 
salud ocupacional. El Comité Nacional de 
Salud Ocupacional es el órgano consultivo. 
Segmentación 
poblacional 
Sí Sí 
 
Oferta / Demanda 
Alta concentración de la oferta en el 
subsector de Obras Sociales. En el 
subsistema privado dispersión de precios y 
servicios; concentración de demanda. 
Subsidio a la oferta y a la demanda en el 
régimen subsidiado. Competencia por 
recursos entre oferta y demanda en el 
régimen contributivo. 
 
 
Servicios 
Mezcla pública – privada. Servicios 
gratuitos en el subsistema público. Aportes 
obligatorios en OS. Planes voluntarios en 
mutuales y Prepagas. Programa de 
Asistencia Médico Integral – PAMI para 
jubilados del régimen nacional de 
previsión social. Todos los agentes del 
seguro de salud (financiadores) deben 
garantizar a sus beneficiarios un conjunto 
de prestaciones esenciales, el cual está 
reglamentado por el Programa Médico 
Obligatorio - PMO y el Programa Médico 
Obligatorio de Emergencia – PMOE. 
Mezcla pública – privada. Servicios 
gratuitos en régimen subsidiado. 
Aplicación del Plan Obligatorio de Salud – 
POS, en regímenes contributivo y 
subsidiado. El POS es definido por la 
Comisión de Regulación en Salud - CRES, 
contiene las actividades, los 
procedimientos, las intervenciones, los 
servicios hospitalarios y los medicamentos 
a los que se tiene derecho. 
 
 
 
 
 
 
Fuentes de 
financiamiento 
En el subsistema público los recursos 
provienen del sistema impositivo. El 
Estado Nacional (administración central y 
organismos descentralizados): se nutre 
fundamentalmente de recursos del 
presupuesto nacional, a excepción de la 
Administración Nacional del Seguro de 
Salud - ANSS y el Instituto Nacional de 
Servicios Sociales para Jubilados y 
Pensionados. En los Estados Provinciales y 
la Ciudad de Buenos Aires, los recursos 
provienen de la coparticipación federal de 
impuestos, la recaudación de tributos 
propios y transferencias del Estado 
nacional. Los municipios poseen recursos 
de la coparticipación provincial y de 
tributos locales. En el subsistema de obras 
sociales contribuciones de empleados y 
empleadores. Como norma general, la 
contribución a cargo del empleador es del 
6 % de la remuneración de los 
trabajadores, el aporte a cargo de los 
trabajadores es del 3% de su 
remuneración. Por cada beneficiario a 
cargo del afiliado titular se aporta el 1.5% 
En el régimen contributivo, el 
financiamiento depende de las cotizaciones 
de empleadores y empleados; de 
trabajadores independientes y pensionados. 
Los aportes a salud son del 12.5%, de los 
cuales el trabajador aporta 4 puntos 
porcentuales en tanto que el empleador 
aporta los restantes 8.5 puntos. El 
trabajador independiente paga el 100% de 
los aportes. En el régimen subsidiado, la 
selección de beneficiarios se hace mediante 
la encuesta de clasificación 
socioeconómica SISBEN. La financiación 
depende del  recaudo fiscal. Los 
municipios se hacen responsables de la 
prestación de servicios de salud para los no 
vinculados o participantes no asegurados. 
Las fuentes de financiación del régimen 
subsidiado son: recursos de la cuenta de 
solidaridad del FOSYGA, transferencias 
para inversión social con destino a los 
municipios, transferencias para salud 
dirigidas a los departamentos, esfuerzo 
propio de los entes territoriales, recursos de 
las cajas de compensación familiar. La 
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de la remuneración. Las contribuciones 
totales, sin embargo, pueden estar entre el 
7 % y el 12.5%. En el subsistema privado, 
la financiación está constituida por el 
aporte voluntario de los usuarios; los 
ingresos hogareños financian el gasto de 
bolsillo familiar destinado a la adquisición 
de seguros voluntarios y al pago de 
coseguros, copagos y compra directa de 
bienes y servicios.  
financiación se complementa con los 
gastos en seguros privados y gasto directo 
de bolsillo. 
 
Se identificaron y compararon otras características de los sistemas, las cuales se describen en la 
Tabla 4. 
Tabla 4. Otras características de los sistemas 
CARACTERÍSTICAS ARGENTINA COLOMBIA 
Aseguramiento (Seguros públicos) Seguro Obligatorio Seguro Obligatorio   
 
Principios de Ingreso 
Pobreza 
Mérito reconocido 
Poder de compra para Prepagas 
Pobreza 
Mérito reconocido 
Poder de compra para Prepagas 
Modelo de Atención Curativo 
Reparativo 
Curativo 
Reparativo 
Cobertura143 No universal  No universal 
 
En los dos casos existe un sector público que se encuentra limitado por factores presupuestarios y 
organizacionales que le impiden alcanzar su meta. Los dos países cuentan con sistemas de 
seguridad social en salud que cubren a la población bajo relación de dependencia y sus familias.  
La administración de los servicios de los sistemas de salud es pública, siendo sistemático el 
cruzamiento de financiamiento y pacientes, ya sea formal o informalmente.  
                                                 
143 Según datos de Mesa-Lago, Argentina en 1991 tenía una cobertura en salud de 100%, discriminada por sectores, 
así: público 36.4%, seguro social 57.6%, privado 4.6%, otros 1.4%. En Colombia, para 1993, el sector público 
albergaba el 50% de la población, el seguro social el 23.7%, para un 73.6% en total. Las cifras sobre cobertura en 
salud cambian en Argentina para 2001: público 37.4%, seguro social 54.4%, privado 7.9%, otros 0.3%. En 
Colombia, para 2002, los datos son: sector público 46.7% y sector de seguro social 53.3%, para un total del 100% de 
cobertura. Los estudios actuales, sin embargo, muestran que dichas cifras se toman de manera teórica, pues no existe 
cobertura efectiva, universal. MESA-LAGO, Carmelo. La extensión de la cobertura de salud en América Latina: 
problemas y políticas. Asociación Internacional de la Seguridad Social. Conferencia Regional Americana. Belice, 
28-31 de mayo de 2006. 
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En Argentina se destaca el hecho de la creación de un seguro de salud basado en la categoría de 
trabajadores formales y sujeto a la existencia de un mercado de trabajo, es decir, de asalarización. 
En Colombia, el seguro de salud se presenta tanto para trabajadores dependientes como 
independientes. 
El carácter fragmentado del sistema de salud argentino permite que algunas personas cuenten con 
más de una Obra Social ya sea porque tienen más de un empleo o porque cuentan con la 
cobertura de la Obra Social de sus cónyuges. Además, buena parte de los beneficiarios de los 
planes voluntarios de mutuales y Prepagas suelen tener también Obra Social. En Colombia, no se 
permite la doble afiliación, pero también se presenta la situación de que personas con EPS, 
cuentan adicionalmente con planes complementarios y medicina prepagada. 
El subsector privado argentino ha sido mínimamente regulado por el Estado. La Resolución 2181 
del año 1980 de la Secretaría de Comercio, apenas establece condiciones que deben registrarse en 
lo contratos: características de los convenios individuales o colectivos, porcentajes de descuentos 
sobre medicamentos y requisitos para obtenerlos, normas aplicadas a la provisión de servicios y, 
forma de pago de las primas y reintegros. En Colombia, los servicios de medicina prepagada se 
han regularizado, entre otras normas, mediante Ley 100 de 1993, Ley 10 de 1990, y el Decreto 
800 de 2003 que reglamenta sobre la calidad y las tarifas. Las empresas de medicina prepagada 
están bajo el control y la vigilancia de la Superintendencia de Salud, responden civil y 
administrativamente por los perjuicios que ocasionen a los usuarios en casos de incumplimiento 
contractual, se les prohíbe realizar actividades o anunciar servicios que excedan o contravengan 
su objeto social; para poder funcionar deben demostrar un capital no inferior a 3.100 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes al momento de su constitución. 
Los dos países se ubican en el modelo intensivo de contratos y se verifica un sector público con 
limitaciones presupuestales. En Argentina, se da una mayor cobertura de servicios para 
asalariados, producto de que el subsector de las Obras Sociales surgió del control de los 
sindicatos de trabajadores, mientras que en Colombia quedó en manos del estado, antes de la Ley 
100 de 1993. Sin embargo, la cobertura es mayor en Argentina que en Colombia, clasificándose 
el primero como país pionero y el segundo como intermedio. Los dos sistemas de salud 
reproducen la estructura social desigual y el beneficio económico prima sobre el acceso universal 
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e igualitario a los servicios.  
 
Finalmente debemos señalar que en lugar de contribuir a una mayor justicia en la distribución, el 
sistema estatal de seguridad social en salud de los dos países, reproduce la estructura social 
desigual y la heterogeneidad estructural de sus sociedades. Además, el acceso universal e 
igualitario a los servicios de salud, se ve resquebrajado por las políticas que buscan la 
maximización del beneficio económico, convirtiéndose el tema en responsabilidad individual más 
que estatal, generando verdaderas emergencias sanitarias en los dos países.  
 
 
2.6.2.  SOBRE LOS ORGANISMOS DEL PODER JUDICIAL 
 
En el poder judicial de Argentina se presenta “unidad de mando”, en cabeza de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación como máxima autoridad. En Colombia no sucede lo mismo, pues no 
existe un único órgano de cierre. Existen cuatro altas cortes, la Corte Constitucional, la Corte 
Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y el Consejo Superior de la Judicatrura, que son las 
máximas autoridades en sus jurisdicciones, constitucional, ordinaria, contencioso administrativa 
y disciplinaria, respectivamente, pues con la Constitución Política de 1991 se separó de la Corte 
Suprema el poder constitucional que ésta venía ejerciendo a través de una de sus salas. Esta 
configuración ha llevado a que no pocas veces se presente el famoso “choque de trenes” entre 
ellas, por la diversidad de criterios sobre aspectos importantes de los derechos de los ciudadanos 
y la tutela contra sentencias. 
 
La estructura jurisdiccional de Argentina es más compleja que la de Colombia, ya que coexisten 
en su territorio dos organizaciones judiciales: la federal y la provincial. El orden jurídico federal 
tiene preeminencia sobre el provincial. La justicia provincial entiende en los casos en que debe 
aplicarse el derecho común, mientras que la federal entiende en las causas en las que el Estado 
Nacional es parte. En Colombia, el derecho común es resorte de toda la jurisdicción ordinaria, 
diseminada en los diversos juzgados promiscuos, municipales, de circuito, tribunales superiores 
del distrito judicial y Corte Suprema de Justicia. La labor que cumple en Argentina la justicia 
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federal, la realiza en Colombia toda la jurisdicción de lo contencioso administrativo (jueces 
administrativos, tribunales administrativos y Consejo de Estado). 
 
El control judicial de constitucionalidad de las normas dictadas por el poder ejecutivo y 
legislativo, se ha clasificado por la doctrina constitucional comparada conforme a: 1) los 
tribunales encargados de ejercer este control, 2) la capacidad procesal que debe revestir la parte 
que impugna la constitucionalidad de la norma general o individual, 3) el mecanismo procesal 
por el cual se tramita la impugnación, y 4) la fuerza vinculante de la declaración de 
inconstitucionalidad144
Los mecanismos procesales por los cuales se tramita la impugnación en Argentina por vía de 
acción: acción meramente declarativa, acción de amparo, habeas corpus y demanda incidental. 
Los mecanismos en Colombia ya fueron mencionados. Finalmente, la fuerza vinculante de 
declaración de inconstitucionalidad  en Argentina aplica para la no aplicación de la norma en el 
.  Respecto del primer criterio, en Argentina todos los jueces nacionales o 
provinciales pueden llevar a cabo el control constitucional, sin embargo, al tenor del artículo 117 
de la Constitución, la Corte ejerce el control en forma originaria y exclusiva en todos los asuntos 
concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia sea 
parte. En Colombia, todos los jueces tienen la facultad para conocer de la acción de tutela, que es 
uno de los controles por vía de acción; el Consejo de Estado y los Tribunales Administrativos 
conocen de las acciones públicas de nulidad; y la Corte Constitucional conoce de las acciones 
públicas de inconstitucionalidad. 
 
En relación con la capacidad procesal que debe revestir la parte que impugna la 
constitucionalidad de la norma, en Argentina se requiere que se haga a petición de parte dentro de 
un proceso judicial por el titular de un derecho propio. En Colombia, cualquier ciudadano puede 
promover la inconstitucionalidad de las normas, pero la Corte Constitucional tiene reservado el 
control abstracto de normas, el control por vía de revisión de sentencias de tutela, el control por 
vía excepcional en el curso de un proceso y el control de mecanismos de participación ciudadana. 
 
                                                 
144 GARRO, Alejandro M. Eficacia y autoridad del precedente constitucional en América Latina: las lecciones del 
derecho comparado. Seminario de Derecho Constitucional Comparado (México-Estados Unidos de Norteamérica), 
realizado en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, entre el 13 y 
18 de junio de 1988. 
77 
caso concreto, pero la norma sólo puede ser derogada por el órgano que la dictó. La declaración 
de inconstitucionalidad de la norma en Colombia, surte efectos erga omnes, como cosa juzgada 
constitucional. 
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3.  LOS INSTRUMENTOS 
 
 
3.1. RECEPCIÓN DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN 
MATERIA DE DERECHO A LA SALUD EN ARGENTINA 
 
Según el Artículo 75, numeral 22 de la Constitución de la Nación Argentina, que enumera la 
Declaración Universal de los Derechos humanos, la Declaración americana de los derechos y 
deberes del hombre y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
“Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes” y “en las condiciones de su 
vigencia, tienen jerarquía constitucional”. El Protocolo adicional a la Convención americana 
sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de 
San Salvador", tuvo depósito de ratificación el 23 octubre 2003. 
  
 
3.2.  CONSAGRACIÓN CONTITUCIONAL DEL DERECHO A LA SALUD EN  
ARGENTINA 
 
Argentina está constituida como una república federal representativa y democrática, con 23 
provincias y la Capital Federal autónoma. La Constitución vigente data de 1853, pero ha sido 
reformada en varias ocasiones, la última, el 22 de agosto de 1994. El Artículo 14 bis de la 
Constitución Argentina registra el deber del Estado de otorgar los beneficios de la seguridad 
social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. Por su parte, en el Artículo 41 se menciona 
el derecho al ambiente sano. En el Articulo 42 se hace mención a la protección de la salud desde 
el ámbito reducido de los consumidores y usuarios: Los consumidores y usuarios de bienes y 
servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e 
intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección y a 
condiciones de trato equitativo y digno”. El Artículo 33 consagra, además, que “Las 
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declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no serán entendidos como 
negación de otros derechos y garantías no enumerados; pero que nacen del principio de la 
soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno”. 
 
Los textos constitucionales se acompañan con la consagración del derecho a la salud en las 
constituciones provinciales. Las siguientes son las constituciones de las provincias, que se han 
tomado como fuente primaria para analizar la consagración del derecho: Constitución de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) del 1º de octubre de 1996145; Constitución de la 
Provincia de Buenos Aires del 13 de septiembre de 1994146; Constitución Provincial de 
Catamarca del 5 de septiembre de 1988147; Constitución de la Provincia del Chaco del 27 de 
octubre de 1994148; Constitución de la Provincia de Chubut del 11 de octubre de 1994149; 
Constitución de la Provincia de Córdoba del 26 de abril de 1987150; Constitución de la Provincia 
de Corrientesdel 12 febrero 1993151; Constitución de la Provincia de Entre Ríos del 18 de agosto 
de 1993152; Constitución de la Provincia de Formosa del 7 de julio de 2003153; Constitución de la 
Provincia de Jujuy del 29 de octubre de 1986154; Constitución de la Provincia de La Pampa, 
sancionada en 1960 y reformada el 6 de octubre de 1994155; Constitución de la Provincia de La 
Rioja, reformada en el año 2002156; Constitución de la Provincia de Mendoza, sancionada en 
1916, con reformas de 1985157; Constitución de la Provincia de Misiones del 21 de abril de 
1958158; Constitución de la Provincia del Neuquén del 17 de febrero de 2006159; Constitución de 
la Provincia de Río Negro del 3 de junio de 1988160; Constitución de la Provincia de Salta del 2 
de julio de 1986161; Constitución de la Provincia de San Juan del 23  abril de 1986162
                                                 
145 http://www.ciudadyderechos.org.ar/normativa_constitucion_caba.php 
146 http://www.gob.gba.gov.ar/legislacion/constitucion/cpppal.htm 
147 http://www.diputados-catamarca.gov.ar/datos/conti-prov.pdf 
148 http://www.chaco.gov.ar/tribunalelectoral/Constitucion_Provincial.htm 
149 http://www.sup-trib-delsur.gov.ar/sup-trib-delsur/cbconst.htm 
150 http://www.legiscba.gov.ar/Docs/Constituci%F3n%20de%20la%20Provincia%20de%20C%F3rdoba.pdf 
151 http://www.corrientes.gov.ar/pdfs/Constitucion%20Provincial.pdf 
152 http://www.entrerios.gov.ar/constitucion.html 
153 http://www.legislaturaformosa.gov.ar/documentos/constitucion%202003.htm 
154 http://www.jujuy.gov.ar/constitucion/index.htm 
155 http://www.lapampa.gov.ar/CConstit.htm 
156 http://www.larioja.gov.ar/servicios/documentos/constitucion2002.pdf 
157 http://www.mendoza.gov.ar/Paginas/leyes/constmza/constmza.htm 
158 http://www.misiones.gov.ar/legal/constitucion.htm 
159 http://www.neuquen.gov.ar/constitucion2006.htm 
160 http://www.legisrn.gov.ar/const_prov.htm 
161 http://www.camdipsalta.gov.ar/conprov.htm 
; 
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Constitución de la Provincia de San Luis del 26 de marzo de 1987163; Constitución de la 
Provincia de Santa Cruz del 22 de octubre de 1994164; Constitución de la Provincia de Santa Fe 
del 14 de abril de 1962165; Constitución de la Provincia de Santiago del Estero reformada el 26 de 
noviembre de 2005166; Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del 
Atlántico Sur, dada el 17de mayo de 1991167; Constitución de la Provincia de Tucumán del 6 de 
junio de 2006168
El análisis de la consagración del derecho a la salud en las constituciones provinciales es el 
siguiente. Las Constituciones de la CABA
. 
 
169
La protección en salud por “grupos poblacionales” se aprecia en las constituciones provinciales 
de la siguiente manera. Es expresa la protección de la salud de los niños en las constituciones de: 
; Chubut: Jujuy; Neuquén; Santiago del Estero; 
Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, son las más prolíficas en el desarrollo del 
tema de la salud; en contraposición, las constituciones de Corrientes, Entre Ríos, La Pampa, 
Mendoza y Misiones, se caracterizan por el limitado despliegue de la materia. En estas últimas 
constituciones provinciales, apenas se hace mención del deber de las municipalidades o las 
gobernaciones de dictar las normas sobre salud y tener a su cargo la materia. 
 
El derecho a la salud está consagrado como fundamental en las constituciones provinciales de 
Catamarca, La Rioja, Santa Fé, Santiago del Estero y Tucumán. Como bien social, la salud 
aparece en las constituciones de Chubut; Córdoba; Neuquén; Río Negro; Salta; Tierra del Fuego, 
Antártida e Islas del Atlántico Sur. También se consagra a los medicamentos como bien social en 
las constituciones de la Provincia de Buenos Aires, La Rioja, Río Negro, San Juan, San Luis, 
Santiago del Estero y Tucumán. La salud como derecho – deber se encuentra en las 
constituciones de Chubut; Córdoba; Jujuy; Río Negro; Salta; Tierra del Fuego, Antártida e Islas 
del Atlántico Sur.  
 
                                                                                                                                                              
162 http://www.legsanjuan.gov.ar/normas/Constitucion_ProvincialN.pdf 
163 http://www.diputadossanluis.gov.ar/ 
164 http://www.sup-trib-delsur.gov.ar/sup-trib-delsur/santacruz/SCconstitucion.htm 
165 http://www.santa-fe.gov.ar/gbrn/noticias/constitucion.htm 
166 http://www.sde.gov.ar/jefaturadegabinete/constitucion.php 
167 http://www.legistdf.gov.ar/sitio/documentos/conspro/ 
168 http://www.tucuman.gov.ar/legislacion/docs/constituciondetucuman.pdf 
169 Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
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la CABA; Catamarca; Chaco; Neuquén; Salta; San Juan; Santa Cruz; Santiago del Estero; Tierra 
del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur. La protección de la mujer y la maternidad: CABA, 
Chaco; Jujuy; Mendoza; Neuquén; Santiago del Estero; Tierra del Fuego, Antártida e Islas del 
Atlántico Sur. Ancianos: CABA; Catamarca; Salta; Santa Cruz; Santiago del Estero; Tierra del 
Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur. Trabajadores: Catamarca; Chaco; Jujuy; La Rioja; 
Mendoza; Neuquén; Salta; San Juan; San Luis; Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico 
Sur. Veteranos de Guerra: Buenos Aires, Chubut, Santiago del Estero. Tóxicodependientes, 
alcoholismo: CABA; Buenos Aires; San Luis; Santiago del Estero; Tierra del Fuego, Antártida e 
Islas del Atlántico Sur. Internos en las cárceles: Córdoba. Personas discapacitadas: CABA; Santa 
Cruz; Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur; Tucumán. Consumidores de bienes y 
usuarios de servicios: Chaco, Chubut, Formosa, La Rioja, Neuquén, Salta, San Juan, Santiago del 
Estero.   
 
La actividad de los profesionales de la salud se concibe como función social en las constituciones 
de: Jujuy, Misiones, San Juan, San Luis, Santa Fe. La educación para la salud se consagra en las 
constituciones de: Buenos Aires, Chubut, Formosa, Jujuy, La Rioja, Santiago del Estero. 
 
Adicional a la consagración del derecho a la salud en las constituciones provinciales, como 
consecuencia del avance del principio de la autonomía municipal, se han dictado más de 110 
Cartas Orgánicas Municipales. Ejemplo de ellas es la Carta Orgánica Municipal de la Ciudad de 
Córdoba, que en el Capítulo de Políticas Especiales y Sociales, en el Artículo 33, expresa que: 
“El municipio reconoce la salud como derecho fundamental del hombre desde su concepción y 
en consecuencia garantiza su protección integral como bien natural y social”170
Con las normas constitucionales expuestas sobre el derecho a la salud, se encuentran en 
Argentina un gran número de normas del poder legislativo nacional, entre ellas mencionamos, 
por ejemplo las leyes 23890 de 1990, 24423 de 1994, 24455 de 1995 y 24741 de 1996, sobre las 
obras sociales; Ley 24189 de 1992 - Sistema Nacional del Seguro de Salud; Ley 24734 de 1996 - 
sistema de cobertura médica; Ley 24754 de 1996 - empresas o entidades que presten servicios de 
. 
 
                                                 
170 HERNANDEZ,  Antonio M.  Reflexiones constitucionales sobre el Derecho a la Salud. Academia Nacional de 
Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba. Disponible en: http://www.acader.unc.edu.ar. 
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medicina prepaga; Ley 24788 de 1997 - Ley nacional de lucha contra el alcoholismo.  Ley 25281 
de 2000 - trasplantes de órganos y material anatómico humano; Ley 25421 de 2001 - creación del 
Programa de Asistencia Primaria de Salud Mental (APSM); Ley 25501 de 2001 - prioridad 
sanitaria del control y prevención de las enfermedades cardiovasculares; Ley 25634 y 25635 de 
2002 - sistema de protección integral de las personas con discapacidad; Ley 25673 de 2002 - 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable; Ley 25675 de 2002 - Ley 
general del ambiente; Ley 25929 de 2004 - prestaciones que las obras sociales de medicina 
prepaga deben brindar obligatoriamente, incorporación al Programa Médico Obligatorio, 
derechos de toda mujer en relación con el embarazo, trabajo de parto y postparto, derecho de toda 
persona recién nacida; Ley 26052 de 2005 - delitos contra la salud pública – estupefacientes; Ley 
26061 de 2005 - Ley de protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes; 
Ley 26066 de 2005 - Ley de trasplantes de órganos y tejidos; Ley 26150 de 2006 - Programa 
Nacional de Educación Sexual Integral; Ley 26270 de 2007 - Ley de promoción de la 
Biotecnología Moderna; Ley 26361 de 2008 - defensa del consumidor;  Ley 26529 de 2009 - 
derechos del paciente en su relación con los profesionales e instituciones de la salud.   
 
 
 
3.3.  RECEPCIÓN DE LOS INSTRUMENTOS INTERNACIONALES EN 
MATERIA DE DERECHO A LA SALUD EN COLOMBIA 
 
En Colombia, el Artículo 93 de la Constitución Política consagra que: “Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos 
y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”.  En tal sentido, el llamado 
“Bloque de constitucionalidad” da rango constitucional a instrumentos internacionales de 
derechos humanos como: El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
que entró en vigor el 3 de enero de 1976 en virtud de la Ley 74 de 1968; el Protocolo adicional a 
la Convención americana sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y 
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culturales "Protocolo de San Salvador", que entró en vigor el 16 de noviembre de 1999 en virtud 
de la Ley 319 de 1996. 
 
 
3.4. CONSAGRACIÓN CONSTITUCIONAL DEL DERECHO A LA SALUD EN 
COLOMBIA 
 
El artículo 44 de la Constitución Política de Colombia define el derecho a la salud de los niños 
como derecho fundamental. El artículo 49 precisa la atención de la salud y el saneamiento 
ambiental como servicios públicos a cargo del Estado y agrega que “Se garantiza a todas las 
personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. En este 
mismo artículo se asigna al Estado las funciones de organización, dirección y reglamentación de 
la prestación de servicios de salud y del saneamiento ambiental conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. Se agregan como funciones del Estado, el establecer las 
políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, la vigilancia y el control; 
también el establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, 
y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.  
El citado artículo 49 señala que los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, 
por niveles de atención y con participación de la comunidad; anotando que la ley señalará los 
términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria. 
Finalmente, se entiende la salud como derecho – deber al expresarse que: “Toda persona tiene el 
deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad”.  
Respecto de la protección de la salud por “grupos poblacionales”, en el artículo 50 se explicita la 
protección de la salud de los niños menores de un año en los siguientes términos: “Todo niño 
menor de un año que no esté cubierto por algún tipo de protección o de seguridad social, tendrá 
derecho a recibir atención gratuita en todas las instituciones de salud que reciban aportes del 
Estado”. El artículo 54 hace referencia a la necesidad de  garantizar a los minusválidos el 
derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud. El deber del Estado de promover el 
acceso de los trabajadores agrarios a los servicios de salud se consagra en el artículo 64. La 
protección de la salud de consumidores y usuarios se inscribe en el artículo 78. 
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El artículo 336 señala el destino exclusivo de las rentas obtenidas en el ejercicio de los 
monopolios de suerte y azar a los servicios de salud, y el destino preferente de las rentas 
obtenidas en el ejercicio del monopolio de licores a los servicios de salud y educación. En el 
artículo 356 se consagra que: “Los recursos del Sistema General de Participaciones de los 
departamentos, distritos y municipios se destinarán a la financiación de los servicios a su cargo, 
dándole prioridad al servicio de salud y los servicios de educación preescolar, primaria, 
secundaria y media, garantizando la prestación de los servicios y la ampliación de cobertura”.  
 
En el plano legislativo la Ley 100 de 1993, que crea el Sistema de Seguridad Social Integral, es la 
más importante en el tema de salud en Colombia. Complementariamente, encontramos, por 
ejemplo, otras leyes como la 60 de 1993 que establece normas sobre distribución de 
competencias y recursos; la Ley 361 de 1997 crea mecanismos de integración social de las 
personas con limitación; la Ley 982 de 2005 incorpora normas tendientes a la equiparación de 
oportunidades para las personas sordas y sordociegas; la Ley 972 de 2005 consagra disposiciones 
para mejorar la atención por parte del Estado colombiano de la población que padece de 
enfermedades ruinosas o catastróficas, especialmente el VIH/Sida;  la Ley 1122 de 2007 consagra 
la evaluación por resultados de los actores que operan en el SGSS y estableció un aumento en la 
tarifa de cotización al sistema de seguridad social en salud; y la Ley 1335 de 2009 que previene 
daños a la salud de los menores de edad, la población no fumadora y estipula políticas públicas 
para la prevención del consumo del tabaco y el abandono de la dependencia del tabaco. 
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3.5. ANÁLISIS COMPARADO DE INSTRUMENTOS 
 
La constitucionalización de los tratados internacionales en materia del derecho a la salud se 
evidencia en el Artículo 75, numeral 22 de la Constitución de la Nación Argentina, y en el 
Artículo 93 de la Constitución Política de Colombia. Explícitamente, en Argentina se consagran 
la Declaración Universal de los Derechos humanos, la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; en 
Colombia el “Bloque de constitucionalidad” da rango constitucional a instrumentos 
internacionales de derechos humanos como: El Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (Ley 74 de 1968) y el Protocolo adicional a la Convención americana sobre 
derechos humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de San 
Salvador" (Ley 319 de 1996).  
 
Con lo anterior, las siguientes normas internacionales hacen parte del ordenamiento interno de los 
dos países:  
 
La Declaración Universal de los Derechos humanos, adoptada y proclamada por la Resolución de 
la Asamblea General 217 A (III) del 10 de diciembre de 1948, en París. Consagra en el Artículo 
25, 1, el derecho a la salud, relacionado con el bienestar, como fruto de un nivel de vida adecuado 
en el que la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica juegan un papel 
definitivo. Menciona igualmente el derecho a cuidados y asistencia especial de la maternidad y la 
infancia171
                                                 
171 “1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros 
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 2. La maternidad 
y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de 
matrimonio, tienen derecho a igual protección social”. 
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La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la Novena 
Conferencia Internacional Americana celebrada en Bogotá en 1948; en su Artículo XI, incluye 
dentro de los derechos de las personas el de la preservación de la salud mediante medidas 
sanitarias y sociales referentes a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, 
condicionándolas económicamente a los recursos públicos y los de la comunidad.172
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Adoptado y abierto a la 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), en New 
York, a 16 de diciembre de 1966 (entrada en vigor el 3 de enero de 1976); en su Artículo 12 
reconoce el derecho “al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental”y presenta 
como deber de los Estados partes el tomar medidas para la reducción de la mortinatalidad y de la 
mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; el mejoramiento de la higiene del trabajo y 
del medio ambiente; la prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; la creación de condiciones que aseguren a 
todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad
  
173
El Protocolo adicional a la Convención americana sobre derechos humanos en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales "Protocolo de San Salvador", suscrito en San 
Salvador el 17 de noviembre de 1988 (entrada en vigor 16 de noviembre de 1999); consagra en el 
Artículo 10 el derecho a la salud como “el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y 
social” y el compromiso de  los Estados partes “a reconocer la salud como un bien público” y a 
adoptar medidas dirigidas a   la atención primaria de la salud, la extensión de los beneficios de los 
servicios de salud a todos los individuos, la total inmunización contra las principales 
enfermedades infecciosas, la prevención y el tratamiento de las enfermedades, la educación de la 
población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de salud, y “la satisfacción de las 
.  
 
                                                 
172 “Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relativas a la 
alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos 
públicos y los de la comunidad”. 
173 1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: a) La reducción de la mortinatalidad y 
de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo de los niños; b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene 
del trabajo y del medio ambiente; c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad. 
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necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza sean 
más vulnerables”174
En términos generales, por la vinculación de las normas internacionales a la normatividad interna, 
desde el momento en que un Estado ratifica el instrumento, y luego de su entrada en vigor; 
además por lo establecido por el principio del Pacta Sunt Servanda contenido en el artículo 26 de 
la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, el cual se traduce en que todo tratado 
.  
La Convención sobre los Derechos del Niño, dada en New York en 1989, en el Artículo 24 señala 
que los Estados Partes reconocen el derecho del niño “al disfrute del más alto nivel posible de 
salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud”. Se 
señala, igualmente, el compromiso de los Estados Partes por asegurar que ningún niño sea 
privado del derecho a los servicios sanitarios y por adoptar medidas apropiadas para reducir la 
mortalidad infantil, el desarrollo de la atención primaria de salud, combatir las enfermedades y la 
malnutrición, brindar la atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres, y 
desarrollar la atención sanitaria preventiva. Adicionalmente, el Artículo 27 consagra el derecho 
de los niños a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y 
social.  
La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 
1979, en el Artículo 10 incluye el derecho de acceder al material informativo específico que 
contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la familia, incluida la información y el 
asesoramiento sobre planificación de la familia. En el Artículo 11 de esta Convención, se 
consagra para la mujer, el derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones 
de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción. 
 
                                                 
174 1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, 
mental y social. 2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se comprometen a reconocer 
la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas para garantizar este derecho:  
a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial  
puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad; b. la extensión de los beneficios de los 
servicios de salud a todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado; c. la total inmunización contra las 
principales enfermedades infecciosas; d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, 
profesionales y de otra índole; e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas 
de salud, y f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que  
por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables.  
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en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe; los instrumentos incluidos 
en la Tabla 5 deberían ser tenidos en cuenta en las decisiones judiciales que sobre el derecho a la 
salud se tomen en Argentina y Colombia175
Instrumentos Internacionales Generales 
. Esta afirmación se refuerza con el contenido del 
Artículo 33 de la Constitución argentina y el 93 de la Constitución colombiana. 
 
Tabla  5. Instrumentos internacionales del derecho a la salud. 
Constitución de la Organización Mundial de la Salud, de 1946. 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948. 
Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de 1966. 
Comentario General 14 del Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales acerca del derecho a la salud, 
de 2000. 
Instrumentos internacionales relacionados con grupos específicos 
Grupos raciales y étnicos: Pacto Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, 
de 1965. Convención ILO No. 169 (respecto a los pueblos indígenas y tribales en países independientes), de 1989. 
Declaración sobre los Derechos de Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y 
Lingüísticas, de 1992.  
Mujeres: Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres, de 1979. 
Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres, de 1993. Recomendación General No 14 del 
Comité sobre la Eliminación de la Discriminación contra las Mujeres acerca de la circuncisión femenina, de 1990. 
Recomendación General No 19 de CEDAW sobre la violencia en contra de las mujeres, de 1992. Recomendación 
General No 24 de CEDAW sobre las mujeres y la salud, de 1999.  
Niños: Convención sobre los Derechos del Niño, de 1989. Convención ILO No. 138 (respecto a la edad mínima 
para la admisión en un empleo), de 1973. Convención ILO No. 182 (Convención sobre las Peores Formas de 
Trabajo de los Niños), de 1999. Reglas Estándares Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de 
Justicia Juvenil, de 1985. Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Jóvenes Privados de su Libertad 
,de 1990. Declaración sobre los Derechos del Niño, de  1959.  
Trabajadores Migratorios: Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familias, de 1990.  
Personas con discapacidades:  Declaración sobre los Derechos de las Personas Discapacitadas, de 1975. Reglas 
Estándar sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidades, de 1993. Principios para la 
Protección de Personas con Enfermedades Mentales y el Mejoramiento de la Atención a la Salud Mental, de 1991. 
Comentario General 5 de CESCR sobre las personas con discapacidades, de 1994. Comentario General 21 del 
Comité de Derechos Humanos, de 1992.  
Personas mayores: Principios de las Naciones Unidas para las Personas Mayores, de 1991. Comentario General No. 
6 de CESCR sobre los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores, de 1995.  
Refugiados: Convención relacionada con el Status de los Refugiados, de  1951. 
                                                 
175 El listado de instrumentos se encuentra en: Iniciativa del dolor ante las Naciones Unidas. Algunos de los 
instrumentos internacionales relevantes para el derecho a la salud. Disponible en: http://www.pain-initiative-
un.org/pain-initiative-es/international_instrum.htm 
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Instrumentos internacionales relacionados con contextos específicos 
Conflicto armado: Convención de Ginebra para el Mejoramiento de la Condición de los Heridos y Enfermos en las 
Fuerzas Armadas en el Campo de Batalla, de 1949. Convención de Ginebra para el Mejoramiento de la Condición 
de los Heridos, Enfermos y Náufragos Miembros de las Fuerzas Armadas en el Mar, de 1949. Convención de 
Ginebra relativa al Tratamiento de los Prisioneros de Guerra, de 1949. Convención de Ginebra Relativa a la 
Protección de los Civiles en Tiempos de Guerra, de 1949. Protocolo Adicional a las Convenciones de Ginebra 
relacionadas con la Protección de las Víctimas en Conflictos Armados Internacionales, de 1977. Protocolo 
Adicional II a las Convenciones de Ginebra relacionadas con la Protección de las Víctimas en Conflictos Armados 
No Internacionales, de 1977. Declaración sobre la Protección de las Mujeres y los Niños en Emergencia y 
Conflictos Armados,  de 1974. Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones acerca del uso de Minas, de 1980.  
Seguridad y Salud Ocupacional: Convención ILO No. 155 (Convención sobre la Seguridad y la Salud Ocupacional), 
de  1981. Convención ILO No. 148 (Convención sobre el ambiente de trabajo), de 1977). 
Salud Ambiental: Convención de Basilea sobre el Control de Movimientos Transfronterizos de Desechos peligrosos 
y su Eliminación, de 1989. Código de Práctica sobre el Movimiento Transfronterizo Internacional de Desechos 
Radiactivos, de 1990. Convención sobre Seguridad Nuclear, de 1994.  
Administración de justicia: Pacto Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles, de 1966. Pacto contra la Tortura 
y Otros Tratamientos o Castigos Degradantes, Crueles e Inhumanos, de 1984. Reglas Mínimas Estándar para el 
Tratamiento de Prisioneros, de 1955. Cuerpo de Principios para la Protección de Todas las Personas bajo cualquier 
Forma de Detención o Encarcelamiento, de 1988. Código de Conducta para los Funcionarios del Poder Ejecutivo, 
de 1979. Principios de Ética Médica importantes para el Papel del Personal de la Salud, particularmente Médicos, 
en la Protección de Prisioneros y Detenidos contra la Tortura u otro Tratamiento o Castigo Degradante, Cruel e 
Inhumano, de 1982.  
Desarrollo: Declaración sobre el Derecho al Desarrollo, de 1986.  
Investigación, experimentación y genética: Código de Nuremberg, de 1947. Declaración Universal sobre el Genoma 
Humano y los Derechos Humanos, de 1997. Declaración sobre el Uso del Progreso Técnico y Científico en Aras de 
la Paz y para Beneficio de la Humanidad, de 1975. Comentario General No. 20 del Comité de los Derechos 
Humanos,  de 1992.  
Protección de datos: Pautas para la Regulación de los Archivos de Datos Personales Computarizados, de 1990. 
Comentario General No. 16 del Comité de los Derechos Humanos, de 1988.  
Salud Nutricional: Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre y la Desnutrición, de 1974. 
Instrumentos resultantes de conferencias internacionales 
Declaración de Johannesburgo y Plan de Implementación de la Cumbre Mundial para un Desarrollo Sostenible, de 
2002. Consenso de Monterrey de la Conferencia Internacional sobre el Financiamiento del Desarrollo, de 2002. 
Declaración Política y Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento de la Segunda Asamblea 
Mundial sobre del Envejecimiento, de 2002. “Un Mundo Apto para los Niños” adoptado por la Sesión Especial de 
la Asamblea de las Naciones Unidas sobre los Niños, de 2002. Declaración y Plan de Acción de la Cumbre Mundial 
para los Niños, de 1990. Declaración del Compromiso sobre el VIH/SIDA “crisis global-acción global” adoptado 
por la Sesión Especial de la Asamblea de las Naciones Unidas sobre el VIH/SIDA, de 2001. Declaración de Durban 
y Programa de Acción de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y la 
Intolerancia relacionada, de 2001. Declaración del Milenio de las Naciones Unidas adoptada por la “Asamblea del 
Milenio de las Naciones Unidas” de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 2000. Declaración de Beijing 
y Plataforma para la Acción de la Cuarta Conferencia Mundial sobre las mujeres, de 1995, y su continuación, 
Beijing Plus 5, de 2000. Declaración de Roma sobre la Seguridad Alimentaria Mundial y el Plan de Acción de la 
Cumbre Mundial de Alimentos, de 1996, y su continuación, Declaración de la Cumbre Mundial de Alimentos: 
Cinco Años más Tarde, Alianza Internacional contra el Hambre, de 2002. Declaración de Estambul y la Agenda de 
Hábitat de la Segunda Conferencia de Naciones Unidas sobre Asentamientos Humanos (Hábitat II), de 1996. 
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Declaración sobre Ciudades y Otros Asentamientos Humanos en el Nuevo Milenio de la Sesión Especial de la 
Asamblea General para una evaluación y revisión completa de la implementación de la Agenda Hábitat, de 2001. 
Declaración de Copenhagen sobre el Desarrollo Social y el Programa de Acción de la Cumbre Mundial para el 
Desarrollo Social, de 1995, y su continuación, Copenhagen Plus 5, de 2000. Declaración de Viena y Programa de 
Acción adoptado por la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, de 1993. Declaración de Río sobre 
Ambiente y Desarrollo y Agenda 21 de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarrollo, de 
1992. Declaración de Estocolmo de la Conferencia de Naciones Unidas sobre el Ambiente Humano, de 1972. 
  
 
De los textos constitucionales sobre la salud, se desprende lo siguiente. En el texto constitucional 
argentino, el artículo 42 consagra exclusivamente el derecho de los consumidores y usuarios de 
bienes y servicios, en la relación de consumo, a la protección de su salud. Varias constituciones 
provinciales, sin embargo, hacen alusión al derecho a la salud, unas con mayor desarrollo que 
otras. En la Constitución colombiana, se hace una consagración más puntual del derecho a la 
salud. Los artículos 44, 49, 50, 54, 64, 78, 336 y 356, mencionan el derecho a la salud de los 
niños; la atención de la salud, el saneamiento ambiental y la salud como derecho deber; el 
derecho a la salud de los niños menores de un año; la garantía de trabajo acorde con las 
condiciones  de salud para los minusválidos; el acceso de los trabajadores agrarios a los servicios 
de salud; la protección de la salud de consumidores y usuarios; destino de ciertas rentas a los 
servicios de salud; destino de recursos del Sistema Nacional de Participaciones al servicio de 
salud; respectivamente. 
 
De otro lado, una revisión general de las leyes nacionales de Argentina, permite reconocer la 
expedición de un amplio número de normas, que podría obedecer a la ausencia de una ley que 
regule globalmente la materia. Entre tanto, en Colombia el número de leyes sobre el tema de la 
salud no es tan extenso, la existencia de la Ley 100 de 1993, que crea el Sistema de Seguridad 
Social Integral, puede explicar dicho fenómeno. 
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4.  LOS MECANISMOS 
 
4.1.  LA ACCIÓN DE AMPARO EN ARGENTINA 
 
Dentro de los mecanismos judiciales de protección del derecho a la salud en Argentina, están: las 
medidas autosatisfactivas, las sentencias anticipatorias y las acciones de amparo. Las primeras 
son requerimientos urgentes, formulados al órgano jurisdiccional por los justiciables, que se 
agotan con su despacho favorable, no siendo, entonces, necesaria la iniciación de una ulterior 
acción principal. Son medidas que se caracterizan por la satisfacción definitiva y única de la 
pretensión. No son medidas cautelares, ya que se generan en un proceso que es autónomo, en el 
sentido de que no es accesorio respecto de otro, agotándose en sí mismo176.  Ejemplo de medida 
autosatisfactiva es el pedido de una madre desempleada, de que su obra social continúe prestando 
servicio médico asistencial a su hijo oxigenodependiente más allá del plazo de cese de la 
cobertura 177. Las sentencias anticipatorias apuntan a la satisfacción inmediata, total o parcial de 
la pretensión contenida en la demanda, cuando de la insatisfacción pueda derivar un perjuicio 
irreparable. La sentencia o medida anticipatoria requiere: “a) la existencia de una fuerte 
probabilidad de que el derecho en discusión será reconocido en la sentencia de mérito; b) la 
existencia de un riesgo tal que permita inferir que, de no adoptarse la medida, se provocará un 
grave perjuicio al peticionante; c) que sólo se otorga después de la traba de la litis; d) previo 
otorgamiento de contracautela suficiente, y d) que no produzca efectos irreparables en la 
sentencia definitiva”178
Frente a las medidas autosatisfactivas y a las sentencias anticipatorias, cabe señalar que hacen 
parte de los denominados “procesos urgentes”, o “Tutela judicial diferenciada”, dentro de los 
. 
 
                                                 
176 ROJAS, Jorge. Una Cautela atípica. En: Revista de Derecho Procesal.-Nº 1. Medidas Cautelares. Rubinzal 
Culzoni Editores.1998, pág. 59. 
177 Tribunal Familia Lomas de Zamora, n. 3, 21/05/1999− S., M. I.). JA 2000−II−393.  
178 PEYRANO, Guillermo F. El derecho personalísimo a la salud y su protección. En: Revista de la Colección de 
Derecho Privado de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario. Editorial El Derecho, Buenos Aires 
2.007. Págs. 28 y 29. 
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cuales están también las medidas cautelares. En estos procesos “Se da prioridad al tiempo, 
celeridad, asegurando con ello la utilidad del resultado, es decir, la efectividad del proceso. 
Para lograr ese fin se reduce la cognición y se posterga la bilateralidad… todas las tutelas 
urgentes, aun las de contenido anticipatorio, tienen como finalidad la realización, en toda su 
plenitud, del principio de efectividad del proceso…”179
Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a 
los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así 
como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado
. 
 
En adelante, sin embargo, nos referiremos a la acción de amparo, consagrada en la Constitución 
de la Nación Argentina del 22 de agosto de 1994 de la siguiente forma: 
“Artículo 43- Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre 
que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades 
públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o 
amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por 
esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la 
inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.  
180
                                                 
179 PRADA ERRECART,  Cecilia. Respuesta de la justicia en tiempo oportuno. En: AEQUITAS Virtual. 
Universidad del Salvador, Facultad de Ciencias Jurídicas. Disponible en: 
http://www.salvador.edu.ar/juri/avnv/Tutela%20Judicial%20%20Dra%20Cecilia%20Prada%20Errecart.pdf 
180 Según Sabsay, ante la expresión  “el afectado” se ha presentado una visión restringida y una posición amplia. La 
primera, seguida por Rodolfo Barra y Juan Cassagne, vincula el término con el titular del derecho. La segunda, 
seguida por J. R. Walsh, O. A. Gozaíni, Germán Bidart y Augusto Morello, considera que la acción la puede 
emprender cualquier afectado. La Corte Suprema se orienta a un análisis casuista y concreto de la subsidariedad 
SABSAY, Daniel Alberto. El Amparo como garantía para la defensa de los derechos fundamentales. En: Revista 
Jurídica del Centro de Estudiantes Universidad de Buenos Aires, Facultad de Derecho. No. 6. Buenos Aires, 1996. 
Págs. 28 – 34. 
, el defensor del 
pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que 
determinará los requisitos y formas de su organización.  
Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella 
referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los 
privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir 
la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá 
afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.  
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Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o 
en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de 
desaparición forzada de personas, la acción de habeas corpus podrá ser interpuesta por el 
afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato aun durante la 
vigencia del estado de sitio”.  
 
Según el artículo 43 de la Constitución Nacional, no se requiere de procedimientos específicos ni 
formales. Se refiere tanto a todos los derechos tutelados por la Constitución, tratados o leyes. La 
legitimación es amplia al incluir a las asociaciones de usuarios y consumidores y al prever la 
tutela de derechos de incidencia colectiva. Este artículo incluye dos amparos diferentes: uno 
relativo a personas directamente lesionadas en sus derechos individuales; y el del segundo que 
tutela expresamente los derechos de incidencia colectiva en general. Se refiere a las personas 
físicas o jurídicas.  
 
En Argentina el amparo fue de creación pretoriana, tuvo recepción inicialmente por la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los leading cases “Siri”181 
(amparo contra actos estatales) de 1957 y “Kot”182
                                                 
181 Corte Suprema de Justicia de la Nación, diciembre 27 de 1957. Sin motivos conocidos la Policía de la Provincia 
de Buenos Aires había clausurado el diario “Mercedes” en la ciudad del mismo nombre. Ángel Siri, como director y 
administrador del periódico, se presentó ante un juez de la localidad alegando la violación de sus derechos a la 
libertad de imprenta y de trabajo consagrados en la Constitución Nacional, solicitando que se retirara la custodia 
policial y se retirara la clausura. Tras apelar la decisión del juez, la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Mercedes 
confirmó la sentencia. Como consecuencia el afectado dedujo un recurso extraordinario dejando en claro que no 
había interpuesto un recurso de 
 (amparo contra actos de particulares) en 
Habeas Corpus sino que se trataba de una petición a las autoridades por la violación 
de garantías constitucionales. La Corte revocó la sentencia de la cámara de apelaciones ordenando a la autoridad 
policial a cesar con la restricción impuesta. Dentro de los considerandos la Corte citó al constitucionalista Joaquín V. 
González en los siguientes términos: "No son, como puede creerse, las «declaraciones, derechos y garantías», 
simples fórmulas teóricas: cada uno de los artículos y cláusulas que las contienen poseen fuerza obligatoria para los 
individuos, para las autoridades y para toda la Nación. Los jueces deben aplicarla en la plenitud de su sentido, sin 
alterar o debilitar con vagas interpretaciones o ambigüedades la expresa significación de su texto. Porque son la 
defensa personal, el patrimonio inalterable que hace de cada hombre, ciudadano o no, un ser libre e independiente 
dentro de la Nación Argentina" 
182 Corte Suprema de Justicia de la Nación, septiembre 5 de 1958. Tras un conflicto con el personal, se desató una 
huelga en la firma Samuel Kot S.R.L., propietaria de una fábrica textil ubicada en el partido de San Martín, provincia 
de Buenos Aires. La huelga fue declarada ilegal por la "Delegación San Martín del Departamento Provincial del 
Trabajo"; por esta razón Kot ordenó a sus obreros retornar al trabajo y se verificaron despidos. Un mes y medio más 
tarde, el presidente del Departamento Provincial del Trabajo declaró nula la resolución de la Delegación San Martín 
e exigió a la empresa a reincorporar a los obreros que había despedido; Con la negación de la empresa, los obreros 
despedidos ocuparon la fábrica paralizándola totalmente. Juan Kot presentó ante un juez de la localidad una denuncia 
por usurpación pidiendo la desocupación de la fábrica. El juez rechazó la causa. Antes de dictarse la sentencia de la 
cámara de apelaciones, el propietario de la fábrica se presentó ante la misma deduciendo recurso de amparo, 
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1958183
En el caso del amparo colectivo los legitimados pueden ser: el afectado, el defensor del pueblo y 
las asociaciones no gubernamentales. El amparo procede “siempre que no exista otro remedio 
judicial más idóneo”. Frente a esto último, la Corte Suprema se orienta, como lo menciona 
Carnota “a un análisis casuista y concreto de la subsidiariedad”. Así las cosas, en Argentina todo 
amparo es constitucional, ya que la jurisdicción constitucional está disgregada entre todos los 
jueces (control constitucional disperso o difuso). El único tribunal que puede desestimar un 
recurso de amparo, ejerciendo poder selectivo sobre las causas, es la Corte Suprema de Justicia 
por medio del artículo 280 del Código Procesal Civil y Comercial
, posteriormente fue recogido por el legislador en las leyes 16.986 de 1966 (Ley 
Nacional de Amparo) y 17.454 de 1981 (Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y 
finalmente por el constituyente de la reforma de 1994 en el artículo 43 de la Constitución. La 
tutela de derechos vía amparo no contempla diferenciación entre “clases de derechos”, ya que se 
hace referencia a los derechos y garantías reconocidos por la Constitución, un tratado o una ley. 
Como titular del amparo puede ser “todo ciudadano”.  
 
184
La Ley 16.986 que reglamentó el procedimiento del  amparo contra actos del poder público 
estableció que el amparo no era un medio idóneo para declarar la inconstitucionalidad de las 
leyes, los decretos y las ordenanzas (artículo 2), limitando su ámbito a la restitución de una 
situación de hecho. La jurisprudencia fue moderando esa posición a partir de distintos fallos.  La 
doctrina mayoritaria ratificó la posibilidad de declarar la inconstitucionalidad de normas de 
alcance general en el amparo en el año 1967
.  
 
185
                                                                                                                                                              
argumentando lo resuelto  por la Corte en el caso Siri, para obtener la desocupación de la fábrica. La Cámara de 
Apelaciones en lo Penal de la Plata desechó el recurso planteado interpretando que se trataba de un recurso de 
Habeas Corpus. Kot interpuso una acción de amparo invocando los derechos constitucionales de la libertad de 
trabajo, de la propiedad y de la libre actividad.. La Corte en falló a favor de Kot, expresando que: “Nada hay, ni en 
la letra ni en el espíritu de la constitución, que permita afirmar que la protección de los llamados derechos humanos 
esté circunscripta a los ataques que provengan sólo de la autoridad". 
183 Esto respecto del amparo “nacional”, ya que antes de los “leading cases”, el amparo había sido consagrado en 
constituciones provinciales como las de Santa Fe (1921), Entre Ríos (1933)  y Santiago del Estero (1939). 
184 CARNOTA, Walter F. Dos visiones constitucionales divergentes sobre el amparo: los casos argentino y español. 
En: Cuestiones Constitucionales, Revista Mexicana de Derecho Constitucional. Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM, México, No. 9, julio – diciembre de 2003 
185 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Sentencia del 29 de marzo de 1967, caso “Outón”. 
, pero la jurisprudencia vaciló hasta que la Corte 
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en el año 1990186 ratificó la posibilidad de ejercer el control de constitucionalidad dentro del 
marco de una acción de amparo187
• El capítulo en libro de Christian Courtis “La aplicación de tratados e instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos y la protección jurisdiccional del derecho a la 
salud en la Argentina”
.  
 
El amparo es residual para la ley reglamentarista 16.986, pero no para la Ley Fundamental. La 
formulación del artículo 43 de la Constitución no ha incluido como requisito de admisibilidad del 
amparo la condición de la inexistencia de “otro medio administrativo más idóneo”. Por el 
contrario, se ha limitado a restringir la improcedencia de este proceso constitucional a la 
existencia de trámites judiciales, con lo cual se tornaría inconstitucional cualquier exigencia de 
agotamiento previo de la vía administrativa. 
 
El único tribunal que puede desestimar una pretensión sin motivación alguna es la Corte Suprema 
de Justicia, por medio del certiorari negativo incorporado en el artículo 280 del Código Procesal 
Civil y Comercial en 1990. Así, la Corte ejerce poder selectivo sobre las acciones a estudiar. 
 
 
4.2.  CASOS EMBLEMÁTICOS EN ARGENTINA 
 
El estudio de los casos argentinos se basa en los siguientes trabajos que han desarrollado de 
alguna manera el tema en cuestión: 
 
188
• El trabajo de Rodolfo Ariza "El Derecho a la Salud en la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación”
 
189
• Los casos referenciados por Eugenia Contarini y otros en “La justiciabilidad de los 
derechos económicos, sociales y culturales: un desafío impostergable”
. 
190
                                                 
186 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, Sentencia del 27 de diciembre de 1990, caso Peralta c. 
Estado nacional. 
187 DALLA VIA, Op. Cit. 
188 COURTIS, Cristian. La aplicación de tratados e instrumentos internacionales sobre derechos humanos y la 
protección jurisdiccional del derecho a la salud en la Argentina. En: justiciabilidad de los DESC en América Latina: 
experiencias comparadas. 
189 ARIZA CLERICI, Op. Cit. 
. 
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• El capítulo sobre “La construcción del derecho a la salud en la jurispudencia de la Corte 
Suprema Argentina” de Isaac Damsky.191
• Los casos relacionados por Carolina Farstein en “La  efectividad  y  cumplimiento  
de sentencias que reconocen derechos económicos, sociales y culturales”.
 
192
 
Para abordar los fallos, se definieron diez grupos de casos: 1) derecho a la salud como derecho 
fundamental; 2) amparo colectivo; 3) legitimación activa; 4) parámetros supranacionales; 5) 
afiliación y cobertura; 6) medicamentos y vacunas; 7) mínimo vital; 8) salud sexual y 
reproductiva; 9) derecho de la persona sobre su propio cuerpo – consentimiento informado; 10) 
grupos poblacionales (niños y niñas, enfermos de VIH – SIDA, privados de la libertad, personas 
con disminución psíquica, movilidad y comunicación reducida, mujer embarazada). 
  
DERECHO A LA SALUD COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
 
En San Martín, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo, conoció en diciembre 
de 2006, el caso “V. J. c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires”. Se presentó 
acción de amparo con el objeto de que se ordenara al Banco de Drogas que suministrara una 
droga contra el cáncer de mama. La Jueza de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo 
amparó la solicitud, considerando que resultaba formalmente procedente la vía intentada, en 
cuanto los remedios ordinarios previstos resultaban en principio insuficientes para contener el 
reclamo jurisdiccional del actor sin grave daño por lo menos potencial para su salud; que el 
derecho  a la salud es un derecho fundamental humano que se vincula con el derecho  a la vida; 
subrayando que cobra mayor relevancia cuando el compromiso en materia de salud está en 
cabeza del Estado provincial por imperativo de la Constitución Provincial, en tanto implica de su 
parte un accionar positivo en defensa de dicho derecho. En la apelación, la Cámara reafirmó que 
“los temas de salud en general poseen aristas específicas signadas por las patologías y las 
                                                                                                                                                              
190 CONTARINI,  Eugenia; FAIRSTEIN,  Carolina y otros. La justiciabilidad de los derechos económicos, sociales y 
culturales: un desafío impostergable. Programa Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Centro de Estudios 
Legales y Sociales (CELS), Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), Buenos Aires, diciembre de 
1999. 
191 DAMSKY, Op. Cit. 
192FAIRSTEIN, Carolina. Debate: La efectividad y 
cumplimiento de sentencias que reconocen derechos económicos, sociales y culturales.  
En:  http://www.palermo.edu.ar/derecho/imagenes/lectura.pdf.  
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necesidades propias de aquellas y colocan al juzgador en una situación que lo obliga a 
encontrar soluciones concretas para cada caso, en aras a proteger el derecho fundamental a la 
vida”. De tal forma, la Cámara consideró que correspondía confirmar la sentencia apelada en 
cuanto hizo lugar a la acción de amparo intentada y, en consecuencia desestimar el recurso de 
apelación interpuesto.    
 
AMPARO COLECTIVO 
 
El amparo colectivo en la jurisprudencia Argentina aparece en muchos fallos de los tribunales. En 
el caso “Viceconte, Mariela Cecilia c/ Estado Nacional - Ministerio de Salud y Acción Social”, la 
Cámara de Apelaciones, en junio de 1998, resaltó el rol del amparo colectivo como vía de 
participación y control ciudadano de los asuntos públicos. En el fallo  “ATE193
                                                 
193 Asociación de Trabajadores del Estado de Ensenada. 
 c/ Armada 
Argentina”, también conocido como el caso “Hospital Río Santiago”, la Cámara Federal tomó 
una decisión que revierte la interpretación restrictiva en cuanto al alcance de la legitimación en 
materia de amparo colectivo, según la cual se niega legitimación a una asociación si no tiene 
como objeto social específico la tutela del derecho que se encuentra afectado en el caso. La 
medida cautelar fue concedida por entenderse que existía una afectación al derecho a la salud de 
la población, y no así al empleo que es el derecho que integra el objeto social de la entidad 
gremial actora. En este sentido, la Cámara entendió que al tratarse del cierre de un hospital “el 
tema de la garantía de la estabilidad en el empleo publico (derecho cuya protección sí integra el 
objeto social de la entidad actora) engarza, en la situación dada, y de manera indisoluble con el 
derecho de incidencia colectiva y de expresa raigambre constitucional, que hace a la atención de 
la salud y debida asistencia medica de la generalidad”, destacando los inconvenientes y peligros 
que podría acarrear el cierre de un nosocomio para el interés colectivo en el mantenimiento y 
desarrollo de la red publica de asistencia a la salud.  
 
 
LEGITIMACIÓN ACTIVA 
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Como precedente de vanguardia respecto de la interpretación amplia del término “afectado”, se 
presentó en 1994 el caso “Schroder, Juan, c/ Estado Nacional, Secretaría de Recursos Naturales”. 
Se reconoció legitimación activa al Sr. Schroder, vecino de una localidad en la que se construiría 
una planta de tratamiento de residuos peligrosos, para interponer acción de amparo con el objeto 
de que se decretara la nulidad del concurso público convocado para la selección de proyectos de 
inversión, instalación y operación a tal fin. Sostuvo el tribunal que “según el artículo 43 de la 
Constitución, cuando se trata de la protección de los derechos relativos al ambiente, la acción 
podrá ser interpuesta por el afectado. Esta condición se encuentra debidamente cumplida con el 
interés personal y directo que, en el caso, ostenta el actor. Máxime si se tiene en cuenta que 
dedujo una pretensión exclusivamente anulatoria con la cual no pretende, además, el 
reconocimiento de una situación jurídica individualizada y su eventual restablecimiento". Otras 
Salas del fuero contencioso-administrativo federal extendieron el criterio a los distintos servicios 
públicos y grandes proyectos estatales. La legitimación amplia, implica entonces, que los efectos 
de la sentencia sean erga omnes, es decir que los efectos se extienden a todos aquellos que se 
encuentran en igual situación que el “afectado” presentado en la causa, con la consiguiente 
ventaja de reparar la situación jurídica infringida de una clase o categoría de individuos a través 
de una única resolución judicial. 
 
PARÁMETROS SUPRANACIONALES RESPECTO DEL DERECHO A LA SALUD 
 
La Corte Suprema, en el 2001, en el caso “Portal de Belén - Asociación Civil sin Fines de Lucro, 
c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación”, prohibió la fabricación, distribución  y  
comercialización  del  fármaco "Imediat", al considerarlo abortivo, sustentando su fallo a partir de 
lo dispuesto en los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional y que los aludidos 
pactos internacionales contienen cláusulas específicas que resguardan la vida de la persona 
humana desde el momento de la concepción. Se menciona el Pacto de San José de Costa Rica, la 
Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención Americana.  
 
La Corte Suprema, adhiriendo a los fundamentos expuestos en el dictamen del Procurador Fiscal 
de la Nación, en el caso “N., L. M. y otra, c/ Swiss Medical Group S.A”, de 2003, revocó la 
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decisión de segunda instancia que había dejado sin efecto una medida cautelar solicitada por los 
actores en contra de la empresa de servicios médicos demandada, consistente en asegurar los 
fondos suficientes para cubrir la totalidad de las prestaciones médicas destinadas a un niño. Se 
argumentó el interés superior del menor y la Convención sobre los Derechos del Niño, de 
jerarquía constitucional con arreglo al Artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional. El 
resultado es idéntico al de la argumentación adelantada por el Procurador General en “Etcheverry 
c/ Omint”: la empresa privada es condenada a cumplir la medida cautelar. 
 
 
AFILIACIÓN Y COBERTURA 
En el caso “Policlínica Privada c/ Municipalidad de Buenos Aires”, en 1998, la Corte consideró 
que, al no existir norma que obligue a las entidades de medicina prepaga a mantener la 
internación en terapia intensiva de un enfermo más allá de los períodos fijados en los contratos de 
adhesión, la Municipalidad no puede denegar el traslado a un nosocomio público, de modo tal, 
que aquella oposición implique la privación de cobertura asistencial a la niña.  
La accionante en el caso “Sánchez, Norma Rosa, c/ Estado Nacional y otro”, sufría de un  
estrangulamiento y aprisionamiento de la médula espinal, alega que no posee cobertura de obra 
social ni medicina prepaga y que debido a su discapacidad no puede efectuar tareas laborales por 
lo que no cuenta con ningún ingreso de orden económico. La Corte ordenó, en mayo de 2004, 
proveer los medios, elementos y fondos necesarios para proceder a la intervención quirúrgica de 
alta complejidad e internación y brindarle a la accionante la rehabilitación que requería. 
En el caso “F., S. C. c/ Obra Social de la Actividad de Seguros Reaseguros Capital y Ahorro”, de 
2005, la Corte Suprema se pronunció frente a los alcances de la protección del derecho a la salud 
relativo a la extensión del período de asistencia, dado que el accionante reclamaba la continuidad 
de una afiliación, revocando el pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y 
Comercial Federal. Con base en tres fundamentos la corte tomó la decisión: 1) la gravedad del 
caso por la presencia de una enfermedad grave que requería medidas urgentes; 2) por la 
desprotección del amparista y la jerarquización de la protección de la salud como derecho 
íntimamente vinculado con el derecho fundamental a la vida bajo la protección del Sistema 
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Interamericano de derechos humanos, determinando la obligación pública de garantizar el 
derecho mediante acciones positivas y medidas concretas. Se ordenó a la entidad demandada 
arbitrar las medidas pertinentes para permitir la continuidad de la cobertura médico asistencial.194
La Cámara Civil y Comercial de Bahía Blanca, en el caso “C. y otros c/ Ministerio de Salud y 
Acción Social de la Provincia de Buenos Aires”, conocido también como el caso “Hospital 
Leónidas Lucero”, sienta jurisprudencia en cuanto a la obligación del Estado no puede agotarse 
con la sola entrega de una partida de medicamentos a los enfermos de SIDA, colocándolos en un 
riesgo cierto de perder la vida o agravar sus padecimientos. El tribunal ordenó en septiembre de 
1997 al gobierno bonaerense suministrar en forma ininterrumpida medicamentos a treinta y 
cuatro enfermos de SIDA. La orden de entrega de medicamentos al Estado Nacional, se verifica 
también en el caso “Alcalá, Cristina Beatriz c/ Ministerio de Salud y Acción Social”, de marzo de 
1999. La Corte, confirmando la sentencia de Primera Instancia, ordenó al Estado Nacional la 
entrega regular, oportuna y continua a la amparista de los medicamentos prescriptos para 
proseguir el tratamiento tendiente a combatir el Síndrome de Inmunodeficiencia Adquirida 
(SIDA) y a proveer del material necesario para el examen En el fallo “RRS c/ Ministerio de Salud 
y Acción Social y otro”, se establece la obligación subsidiaria del Estado de suministrar los 
 
 
 
MEDICAMENTOS – VACUNAS 
En el caso “Viceconte, Mariela”, se interpuso una acción de amparo colectivo con la intención de 
obligar al Estado a fabricar Candid 1, una vacuna denominada huérfana pues su producción no 
resulta rentable para los laboratorios y que está destinada a combatir la fiebre hemorrágica 
argentina. En primera instancia este recurso fue rechazado sin embargo en el transcurso del año 
1998, la Cámara de Apelaciones hizo lugar a la acción y ordenó la producción de la vacuna para 
la prevención de la enfermedad. También en el fallo “Sánchez, Norma Rosa”, la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, se pronunció en el sentido de la obligación que tiene la autoridad pública 
de garantizar el derecho a la salud con acciones positivas, recordando que el medicamento por su 
condición de bien social integra el derecho a la salud. 
                                                 
194 En igual sentido se había pronunciado la Corte en el caso V.W.J c/ Obra Social de Empleados de Comercio y 
Actividades Civiles, diciembre de 2004.   
101 
medicamentos y material necesarios para el tratamiento de un paciente afectado del virus de 
inmunodeficiencia adquirida, esta vez cuando es la obra social, no la autoridad local como vimos 
en el caso Alcalá, quien incumple dicha cobertura. 195
En el caso “E., C. E. c/ Ministerio de Infraestructura y Vivienda y Servicios Públicos y otros”, los 
padres que actuaron en representación de su hijo, CE E, de 12 años de edad, promovieron acción 
de amparo contra el Ministerio de Infraestructura, Vivienda y Servicios Públicos, el Instituto de 
la Vivienda, el Ministerio de Desarrollo Humano de la Provincia de Buenos Aires, y la 
Municipalidad de Tres de Febrero, con el objeto de obtener el efectivo acceso a los derechos 
sociales de vivienda digna y alimentación, para ellos y su grupo familiar, solicitando, como 
medida cautelar, dos subsidios equivalentes, al alquiler mensual de una vivienda, y al salario 
mínimo vital móvil, para sortear la apremiante situación económico-social que padecen, agravada 
ésta por el delicado estado de salud de uno de sus hijos, CE E, de 12 años de edad.- Relatan que 
el menor padece discapacidad motora, con diagnóstico de enfermedad de Duchenne, que en la 
actualidad  se encuentra internado en el Hospital de Niños, que es dependiente de asistencia 
ventilatoria mecánica, y se halla traqueostomizado y gastrostomizado, siendo de suma 
importancia su externación, dado el alto riesgo de contagio de infecciones intrahospitalarias.- 
Que la internación domiciliaria debe realizarse en un sitio con adecuadas condiciones 
habitacionales y sanitarias: el ambiente debe ser amplio, con pisos de material, calefacción, 
ventilación adecuadas, y suministro continuo de electricidad. Que la vivienda habitada 
actualmente por los actores carece de las características descritas. El Juzgado Contencioso 
Administrativo, tomando en cuenta las directivas emanadas de los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos, de la Constitución Nacional y de la Provincia de Buenos Aires, pensando en 
el riesgo en cuanto al agravamiento del estado de salud del menor, situación que requería de una 
rápida "acción positiva" que le asegure la vigencia del derecho a la salud, dentro de la garantía 
constitucional a una "tutela judicial continua y efectiva" (arts. 15 de la CPBA y 22 de la Ley 
7.166), resolvió hacer lugar a la pretensión cautelar, ordenando al Poder Ejecutivo de la Provincia 
 
 
MÍNIMO VITAL 
 
                                                 
195 Para ampliar el tema del suministro de medicamentos, en relación con los enfermos de SIDA, ver también los 
casos  “Asociación Benghalensis y otros” ,  “Caso AV”,  más adelante.  
102 
de Buenos Aires, por intermedio del organismo competente, proveer provisoriamente a los 
actores, una vivienda que reúna las características indicadas y los alimentos indispensables para 
una nutrición adecuada de los actores y su grupo familiar. La Cámara Contencioso 
Administrativa de La Plata, en septiembre de 2006 confirmó el fallo. 
 
SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA 
La salud sexual y reproductiva y el derecho a la vida se ven enfrentados en el caso “Portal  de  
Belén  -  Asociación  Civil  sin  Fines  de  Lucro”, en tanto que la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación hace lugar a la acción de amparo interpuesta y ordena al Estado Nacional -Ministerio 
Nacional de Salud y Acción Social, Administración Nacional de Medicamentos y Técnica 
Médica-, que deje sin efecto la autorización, prohibiendo la fabricación distribución y 
comercialización del fármaco "Imediat". Se trata de un fármaco denominado "anticoncepción de 
emergencia", que en consideración de la Corte posee efectos abortivos, al impedir el anidamiento 
del embrión en su lugar propio de implantación, el endometrio. Por ello, la Corte recuerda que 
ella misma ha declarado que el derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona 
humana. 
DERECHO DE LA PERSONA SOBRE SU PROPIO CUERPO, CONSENTIMIENTO 
INFORMADO 
 
En el caso “C.A.M”, del año 2003, la persona amparista, interpone la acción tendiente a lograr la 
autorización judicial para la práctica de las intervenciones quirúrgicas necesarias tendientes a 
compatibilizar, en la medida de lo posible, sus ambiguos órganos genitales con los del sexo 
femenino y la consecuente rectificación de los datos consignados en la partida de nacimiento, 
documento de identidad, títulos de estudios cursados; declarando su pertenencia al sexo 
femenino, y por consiguiente sustituir los nombres de pila. Tras diversas pruebas periciales se 
llega a la conclusión de que el caso es sin duda un transexualismo masculino primario y así se 
sugiere hacer lugar a la petición realizada. El Juzgado en  lo Criminal y Correccional de La Plata 
planteó que “Constituye una realidad que pone de manifiesto el creciente entrelazamiento entre 
ética, medicina y derecho en las sociedades actuales, y aún más con una mirada más amplia, una 
lectura Bioética junto a su estrecha relación con los derechos humanos”. Con ello, se 
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fundamentó en los siguientes principios bioéticos para tomar decisión: a) Principio bioético de 
autonomía, b) Principio bioético de beneficencia-no maleficencia, y c) Principio bioético de 
justicia. En síntesis, el juez consideró que el transexual “sufre”, “padece”, se “asfixia”, presencia 
su “muerte civil”, su “drama existencial”, su “condena al ostracismo”. Se ordenó autorizar la 
intervención quirúrgica y/o todas las demás intervenciones médicas que resultaren convenientes 
conforme a las reglas del arte de curar a los efectos de lograr la adecuación de los órganos 
genitales exteriores (intervención quirúrgica femeneizante; la realización de una anotación 
marginal en la partida correspondiente al nacimiento de la persona amparista, consignando la 
rectificación; y la emisión de un nuevo Documento Nacional de Identidad. 
  
 
GRUPOS POBLACIONALES 
• NIÑOS Y JÓVENES   
En el mes de julio 1998 se presentó el caso “Colonia Valentina Norte c/ Autroidades Provinciales 
de Neuquén”. La Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Laboral y de Minería de 
Neuquén, haciendo lugar a la acción de amparo interpuesta por la Defensoría de Menores Nº 3, 
ordena al Poder Ejecutivo Provincial proporcionar a los menores y sus familias que habitan en el 
área de Colonia Valentina Norte Rural, la cantidad de 100 litros de agua potable por persona en 
excelentes condiciones de salubridad y los medios para que las familias de bajos recursos puedan 
almacenarlos en las mismas condiciones en que se entreguen. En dicho pronunciamiento también 
se dispuso que la medida debía cumplirse en el plazo de 48 horas de notificada la sentencia con la 
aclaración de que se trataba de una medida de emergencia, hasta tanto se de solución definitiva a 
la cuestión denunciada en autos. La Corte Suprema Provincial, fundada en los artículos 41 y 43 
de la Constitución Nacional y en la Convención de los Derechos del Niño reconfirma el fallo a 
favor de la población vulnerable, tomando como eje argumental la calidad de difusos que revisten 
los derechos humanos que se ponían en juego en este caso y los principios “pro homine” y “erga 
omnes” que deben primar en la interpretación del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. 
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La Defensora Oficial de Menores de la Provincia de Neuquén, en el caso “Menores Comunidad 
Paynemil c/ Poder Ejecutivo”, de 1997,  interpuso una acción de amparo a fin de garantizar la 
salud de los niños y jóvenes de la comunidad indígena mapuche Paynemil y Kaxipayiñ afectados 
por el consumo de agua contaminada con plomo y mercurio. En la acción se solicitó obligar al 
Estado a proveer agua potable en cantidad necesaria para la supervivencia de la población 
afectada, a realizar el diagnóstico y tratamiento de los menores afectados, y adoptar las medidas 
pertinentes para impedir en lo sucesivo la contaminación del suelo y el agua. La Cámara de 
Apelaciones en lo Civil confirmó la sentencia de primera instancia, haciendo lugar a la acción y 
condenando al Poder Ejecutivo Provincial a proveer una cantidad de agua potable diaria por 
habitante; asegurar la provisión de agua potable a los afectados por cualquier medio conducente a 
ese fin; poner en funcionamiento las acciones tendientes a determinar si existían daños por 
contaminación de metales pesados en los habitantes y, en caso afirmativo; realizar los 
tratamientos necesarios para su curación, y; tomar las previsiones necesarias para asegurar la 
preservación del medio ambiente de la contaminación. El tribunal entendió que había existido 
una omisión arbitraria del Estado provincial -la omisión de actuar con la debida diligencia- en la 
protección del derecho a la salud y al medio ambiente sano de la comunidad y, en particular, de 
los niños que la integran. A raíz del cumplimiento parcial de la sentencia (sólo se les proveía 
agua potable en forma diaria), los demandantes recurrieron a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos.  
 
En el caso “Defensoría de menores Nº 3 c/ Poder Ejecutivo municipal”, de 1997, la Cámara 
confirmó la sentencia del Juez de Primera Instancia que ordenó a la Provincia de Neuquén a que 
proceda a cubrir en forma permanente con personal idóneo, los tres cargos de enfermería 
requeridos para la Unidad de Cuidados Intensivos Pediátrica del Hospital Regional. El 
pronunciamiento de Primera Instancia que hace lugar al amparo se fundamenta en lo prescrito 
implícitamente en la Constitución Nacional y Provincial en cuanto al derecho a la vida y salud de 
los menores de edad, en el art. 24 de la Convención de los Derechos del Niño y en las normas 
tutelares del derecho a la vida y desarrollo progresivo contempladas en el Pacto de San José de 
Costa Rica. Así entiendo, que más allá de un nombramiento lo relevante del caso es la existencia 
o creación del cargo, ordenó a la Provincia de Neuquén a cubrir en forma permanente con 
personal idóneo los tres cargos de enfermería requeridos para la Unidad de Cuidados Intensivos 
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Pediátricos de dicho Hospital. La importancia de este fallo radica en haber sentado como 
antecedente que la obligación del Estado de crear y cubrir los cargos necesarios para la correcta 
atención de la salud, no puede agotarse en la solución del problema para el caso concreto. 
 
La Corte Suprema de Justicia en el caso “Policlínica Privada” consideró que, al no existir norma 
que obligue a las entidades de medicina prepaga a mantener la internación en terapia intensiva de 
un enfermo más allá de los períodos fijados en los contratos de adhesión, la Municipalidad no 
puede denegar el traslado a un nosocomio público, de modo tal, que aquella oposición implique 
la privación de cobertura asistencial a la niña.  Lo sostenido, adopta como fundamento lo 
dispuesto por el art. 26 de la Convención sobre los Derechos del Niño y el art. 20 in fine de la 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Las consecuencias que se desprenden de 
las consideraciones expuestas son: en primer lugar, el Estado, en este caso particular el Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires, no puede desentenderse de las obligaciones médico-asistenciales 
frente a los particulares, máxime cuando el interés en juego es la salud de un niño, alegando que 
la obligación debe ser satisfecha por otro agente sanitario; en segundo lugar, no es esencial que el 
requerimiento de asistencia sea planteado directamente por el interesado tal como resulta en la 
especie, la empresa prepaga ante el eventual cese de cobertura está legitimado activamente para 
ocurrir ante los tribunales y exigir al Estado su asistencia, responsabilidad subsidiaria; en tercer 
lugar, la protección del derecho a la salud es una obligación impostergable del Estado Nacional 
de inversión prioritaria. 
 
Otro caso de protección del derecho a la salud de los menores por vía de amparo, es el 
“Campodónico de Beviacqua, Ana Carina”. El Banco de Drogas Neoplásicas, dependiente del 
M.S. y A.S., puso de manifiesto que entregaba “por última vez” gratuitamente el fármaco a los 
padres del menor que sufría de un padecimiento grave en su médula ósea que disminuía sus 
defensas inmunológicas –Enfermedad de Kostman o Neutropenia-. La madre del menor con el 
patrocinio del defensor público oficial dedujo acción de amparo con el fin de hacer cesar el acto 
lesivo que privó de la prestación necesaria para el niño, con menoscabo de los derechos a la vida 
y a la salud garantizados por la Constitución Nacional y los tratados internacionales sobre 
derechos humanos con jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22, Ley Suprema). Tanto en primera 
como en segunda instancia se condenó al Estado Nacional a intervenir subsidiariamente para dar 
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adecuada tutela a los derechos del niño, sin perjuicio de que efectúe los trámites necesarios para 
lograr que esa asistencia sea realizada de modo regular y efectivo por los organismos que 
corresponden. 
En “Monteserrín Marcelino, Martín c/ Estado Nacional – Ministerio de Salud y Acción Social”, 
de 2001, el padre adoptivo de un menor afectado por parálisis cerebral, carente de recursos 
económicos como de cobertura médico asistencial privada o social exhortó al Estado a la 
provisión de un tratamiento de rehabilitación para su hijo. La Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en jurisprudencia pacífica tiene afirmado que “carece de relevancia que órgano del 
estado Nacional es el responsable de brindar la asistencia requerida por el actor para su hijo 
menor, pues lo fundamental es, en el régimen legal, que aquel debe asistirlo y, para ello, la ley 
determina la forma de financiar tales actividades (en el caso, la prevista en el art. 7, inciso e), 
sin que pueda servir de excusa para incumplir con el mandato legal, la pretendida alegación – 
no demostrada por otra parte, de falta de partida presupuestaria. Lo expuesto, claro está, en 
modo alguno impide que el Estado Nacional, si corresponde, recupere los costos que le insuma 
la atención del menor, por las vías pertinentes de quién en definitiva, resulte obligado a 
afrontarlas financieramente. ... de la responsabilidad que debe asumir el estado nacional en la 
asistencia y atención del niño discapacitado no cabe sustraerse en razón de demoras 
contingentes en la puesta en funcionamiento  del respectivo sistema sanitario en las provincias”   
Un caso de gran activismo judicial es el de “Martín, Sergio Gustavo y otros c/ Fuerza Aérea 
Argentina - Dirección General Bienestar Personal Fuerza Aérea”, de octubre de 2002. En este, la 
Corte acoge una demanda de amparo promovida por los padres de una niña con discapacidad 
afiliada a la obra social de la Fuerza Aérea, destinada a obligar a la entidad a hacerse cargo de su 
tratamiento integral. La particularidad del caso es que esa obra social no adhirió al Sistema de 
Prestaciones Básicas de Atención Integral a favor de las Personas con Discapacidad (ley 24.901). 
La mayoría de la Corte, remitiéndose a los fundamentos del Procurador General de la Nación, 
sostuvo que el Estado Nacional es el  garante primario del sistema de salud sin perjuicio de las 
que corresponden a las jurisdicciones locales, obras sociales y entidades de medicina prepaga. El 
Procurador funda la decisión de acoger la demanda en deberes de solidaridad que emanarían de 
los compromisos internacionales asumidos por el Estado Nacional en materia de asistencia 
integral a la discapacidad, y del interés superior del niño, consagrado como principio de rango 
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constitucional por la inclusión de la Convención sobre los Derechos del Niño en el Art. 75, inc. 
22 de la Constitución Nacional. Finalmente, la solución propuesta por el Procurador se funda en 
razones de urgencia: se subraya el peligro de frustración de derechos que cuentan con tutela de 
orden constitucional si la niña debiera esperar el inicio de un nuevo trámite dirigido a una entidad 
diferente.  
• ENFERMOS DE SIDA 
La Cámara Civil y Comercial de Bahía Blanca, en el caso “Hospital Leónidas Lucero”, ordenó al 
gobierno bonaerense suministrar en forma ininterrumpida medicamentos a 34 enfermos de SIDA, 
ratificando lo establecido en primera instancia por el juez, quien había ordenado al Ministerio de 
Salud bonaerense entregar las drogas retrovirales en forma continua a los 12 enfermos de SIDA 
que se atendían en el Hospital Municipal Leónidas Lucero y a los 22 que eran asistidos en otro 
hospital. La importancia del fallo de la Cámara radica en haber sentado como principio para este 
tipo de amparos, originados en la discontinuidad de provisión de fármacos destinados a pacientes 
de H.I.V., que la obligación del Estado no puede agotarse con la sola entrega de una partida de 
medicamentos, ya que no puede alegarse que en caso de reiterarse la omisión vuelvan a plantear 
los damnificados una acción de amparo, pues no sólo se violarían los derechos a la salud e 
integridad física, síquica y moral de estas personas sino también su dignidad, colocándolos en un 
riesgo cierto de perder la vida o agravar sus padecimientos. Este pronunciamiento, que diferencia 
suministro del remedio con continuidad de tratamiento, tiene enormes proyecciones en materia de 
exigibilidad del derecho a la salud y fija claramente el alcance del deber del Estado en esta 
materia. 
 
En el caso “Alcalá, Cristina Beatriz”, el fallo de la Cámara determina los alcances de la 
obligación de garante que le compete al Gobierno Nacional en la lucha contra la enfermedad, que 
resulta abarcativa de la obligación de brindar los recursos necesarios para suministrar, entre otros, 
el material para pruebas de diagnóstico, asistencia y tratamiento profesional, suministro de 
medicamentos y tratamiento hospitalario.  
 
El marco normativo sobre el que se erige la decisión de la Cámara en el caso “RRS”, está dado 
por la ley 24.455 que pone en cabeza de las obras sociales y asociaciones del sistema nacional la 
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cobertura para los tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos de las personas 
infectadas por alguno de los retrovirus humanos y los que padecen el síndrome de 
inmunodeficiencia adquirida, y por la ley 23.798 que declara de interés nacional la lucha contra el 
SIDA. En el caso se entendió que el alcance de la obligación de cobertura de las obras sociales 
previsto en la Ley 24455 incluye tanto a los afiliados obligatorios como a los voluntarios (como 
era el actor en este caso) y no solamente a los primeros como pretendía la obra social demandada. 
Por otro lado se tuvo en cuenta que cualquier suspensión del suministro de los medicamentos 
podría afectar la vida misma del paciente, por lo que acreditada fehacientemente la falta de 
fondos de la obra social para proveer los medicamentos, es el Estado Nacional el que debe asumir 
aquella obligación. 
 
En el “Caso AV”, a partir de la sentencia judicial que condena al Estado a regularizar la entrega 
de los medicamentos retrovirales a todas las personas viviendo con VIH / SIDA beneficiarias del 
Plan Nacional de SIDA, se ha generado un procedimiento en virtud del cual cada vez que un 
beneficiario particular del programa tiene un problema de retraso o falta de entrega de sus 
medicamentos y que continúa tras realizar la correspondiente intimación al  Ministerio  de  Salud,  
entones  puede  presentarse  ante  el  Juez  quien mantiene el expediente bajo su jurisdicción y 
ante cada denuncia de este tipo  libra  una  orden  de  cumplimiento  al  Ministerio  para  que 
efectivice  y/o regularice la entrega conforme lo ordenado en la sentencia.  Esta sentencia alcanza 
a todos los beneficiarios del Programa Nacional que  pueden  estar  localizados  en  cualquier  
lugar  del  país  y  que  si  tienen  un problema con la entrega de sus medicamentos deberían 
poder solicitar al juez que libre una orden al Ministerio para que se regularice la situación. Lo   
que si se  hizo  fue  pedirle al  juez  una  serie de  medida  de ejecución, entre las cuales se 
encontraba la de que se diera a publicidad la sentencia  en hospitales,  los  jueces  si  bien  
obligaron  al  Estado  a regularizar la situación, siguieron actuando como si se tratara de un litigio 
tradicional ordenando en cada caso nuevas intimaciones de cumplimiento sin  preocuparse  por  
asegurarse  de  que  al  mismo  tiempo  el  Estado estuviera adoptando las medidas estructurales 
necesarias para que este tipo de problemas dejara de producirse.   
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Varias entidades no gubernamentales que desarrollan actividades contra el Síndrome de 
Inmunodeficiencia Adquirida, en el caso “Asociación Benghalensis y otros”, promovieron acción 
de amparo a fin de que se obligara al Estado nacional -Ministerio de Salud y Acción Social de la 
Nación- a cumplir con la asistencia, tratamiento y rehabilitación de los enfermos del S.I.D.A. y, 
en especial, con el suministro de medicamentos, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución 
Nacional, la ley 23.798 y su decreto reglamentario 1244/91. El juez de primera instancia, la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso-administrativo Federal y la Corte Suprema, 
hicieron saber al Ministerio de Salud y Acción Social que debía adquirir y entregar, a cada uno de 
los efectores sanitarios del país, los reactivos y medicamentos incluidos en el Vademecum Básico 
del 13 de mayo de 1994 y los aprobados por la ANMAT durante 1995 y 1996. 
 
La Cámara Nacional Civil, en el caso “TJM c/Nubial S.A”, al confirmar la sentencia dictada por 
el juez de primera instancia que hizo lugar a una acción de amparo, impuso a una empresa de 
medicina prepaga la obligación de cubrir al demandante (afectado del virus de síndrome de 
inmunodeficiencia adquirida) los tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos 
correspondientes a su infección. La ley 24.754 por la que se impone a las empresas o entidades 
que prestan servicios de medicina prepaga prestar cobertura a las personas afectadas de SIDA 
había entrado en vigencia con posterioridad a que el actor se infectara, por lo que la demandada 
pretendía que dicha norma no la obligaba a cubrir ese caso concreto ya que ello implicaría una 
intromisión del legislador dentro de un contrato privado de fecha anterior a la entrada en vigencia 
de la ley. Al confirmar la condena impuesta en primera instancia, la Cámara sostiene que no se 
afecta el derecho de propiedad de la empresa, en tanto no se reclama que se le pague al actor 
suma alguna en concepto de gastos efectuados antes de la vigencia de la ley, sino con 
posterioridad a ella. La actividad comercial que desarrollan esas empresas – se sostuvo - tiende a 
proteger las garantías constitucionales del derecho a la vida y la integridad personal de sus 
contratantes asumiendo así un compromiso social que impide reconocerles “sin más la facultad 
de resolver el contrato”.  
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En el caso “Hospital Británico de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción 
Social)”, de marzo de 2001, una empresa de medicina prepaga, interpone acción de amparo 
contra el Estado Nacional tendiente a obtener la declaración de inconstitucionalidad de la ley 
24.754. Considera la accionante que la sanción de esa ley que ordena a las empresas o entidades 
que presten servicios de medicina prepaga a cubrir, como mínimo, las mismas prestaciones 
obligatorias dispuestas para las obras sociales, violenta sus garantías constitucionales de la 
propiedad, de la libertad contractual y de ejercer toda industria lícita. Cambiando el rumbo que 
podía perfilarse a partir de caso Nubial, en una interpretación restrictiva en cuanto a la extensión 
de la cobertura, la Cámara Nacional Federal de la Seguridad Social hace lugar a la acción y 
declara la inconstitucionalidad de la Ley 24.754. Para así decidir considera que la ley impugnada 
pretende situar a las empresas de medicina prepaga en igualdad de condiciones con las entidades 
de servicios sociales, y que ello es incorrecto pues podría acarrear a aquellas serios perjuicios 
económicos. La Cámara estima que la imposición a las entidades de medicina prepaga de la 
cobertura de determinadas patologías de exhorbitante costo económico como el SIDA y la 
drogadicción, afecta el contenido estructural de los contratos que dichas empresas celebran con 
los particulares y las obligan a competir en condiciones desiguales con las obras sociales. 
Finalmente los jueces entienden que su decisión en el sentido de acoger el amparo no implica 
mengua de los derechos de los particulares, en tanto la cobertura de los drogadependientes y de 
los afectados por el virus del SIDA puede ser obtenido por parte de las obras sociales o de los 
hospitales públicos, “sin mengua de los derechos de los particulares y de las organizaciones 
médicas que cumplen su función social basadas en las premisas propias que hacen al giro de la 
empresa, como entidades destinadas a satisfacer un fin económico.” Siguiendo el mismo hilo 
argumental añaden “...que la promoción de los derechos sociales o comunitarios perderá su 
sentido si se impulsara a costa de barrenar o menoscabar injustamente los derechos 
individuales, ya que ambos deben conjugarse en un justo equilibrio...”. 
 
• PRIVADOS DE LA LIBERTAD 
La acción en el caso “López, Marcelo, O”,  es promovida por una persona condenada en sede 
penal que debía cumplir una pena de prisión efectiva por tres años. Sin embargo, antes de quedar 
firme dicha sentencia, sufre un accidente de tránsito que le ocasiona lesiones craneanas de suma 
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gravedad, siendo necesaria su atención continua. En virtud de ello solicita autorización para 
cumplir la condena o bien en un Instituto de Salud Mental o bien en forma domiciliaria. En 
atención al delicado cuadro clínico que padecía el actor y teniendo en cuenta los deterioros que la 
realidad carcelaria le producirían, el Tribunal Oral Criminal No 1. de la Capital Federal, hizo 
lugar a lo requerido. Se sostuvo que el cuadro que afectaba al condenado obligaba a adoptar tal 
decisión en salvaguarda de su vida, su salud y su integridad física, priorizando el respeto de 
“principios de carácter absoluto” sobre otros valores presentes en la situación de hecho planteada 
como “el interés social de retribuir penalmente los procederes antijurídicos o de resguardar la 
seguridad pública.” Agrega el Tribunal que la “penosa situación por la que atraviesan en la 
actualidad las cárceles” hacen difícil llevar a cabo fielmente las obligaciones impuestas en la 
Constitución Nacional, la Declaración Universal de Derechos Humanos, los arts. 6º.1,7º y 10º del 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos, y en los arts. 4º.1, 5º.1 y 5º.2 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos; respecto al trato que debe brindarse a las personas privadas de libertad. 
  
• PERSONAS CON DISMINUCIÓN PSÍQUICA, MOVILIDAD Y 
COMUNICACIÓN REDUCIDA  
 
Ante la falta de adecuación de las instalaciones ferroviarias a las condiciones de accesibilidad de 
las personas con movilidad y comunicación reducida, se presentó el caso “Verbrugghe, María 
Inés”. En septiembre de 2000, la Corte Suprema de Justicia de la Nación confirmó el fallo de 
Cámara que había condenado a la empresa a ejecutar las obras necesarias para habilitar en todas 
las estaciones accesos alternativos a los molinetes, que permitan a las personas con discapacidad 
motora o movilidad reducida, acceder al servicio en condiciones igualitarias al resto de los 
usuarios.   
 
En el ya mencionado caso “Martín, Sergio Gustavo” la Corte amparó el derecho a la salud de una 
niña con discapacidad afiliada a la obra social de la Fuerza Aérea, y ordenó a la entidad a hacerse 
cargo de su tratamiento integral. El fallo se fundamentó en el deber de solidaridad que emanaría 
de los compromisos internacionales asumidos por el Estado Nacional en materia de asistencia 
integral a la discapacidad, y en el interés superior del niño. 
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• MUJER EMBARAZADA 
 
Una mujer embarazada, en situación de extrema pobreza, solicita mediante acción de amparo, en 
el caso “Yapura, Gloria Catalina c / Nuevo Hospital El Milagro y Provincia de Salta”, de 2006, 
que se obligue al hospital público en el que se atendía a que al momento de parir su cuarto hijo se 
le realice una ligadura tubaria. Las diferentes instancias provinciales rechazaron el amparo, 
planteo que fue admitido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La Corte adhirió a los 
argumentos favorables a la pretensión de la mujer esbozados por la Procuradora. Se afirmó que se 
encontraban comprometidas prerrogativas constitucionales que protegen el derecho a la salud en 
su más amplio sentido, entendido como el equilibrio psico-físico y emocional de una persona, 
relacionado con el derecho a la vida, a la libre determinación, a la intimidad, al desarrollo de la 
persona en la máxima medida posible y a la protección integral de la familia. 
     
 
4.3.  LA ACCIÓN DE TUTELA EN COLOMBIA 
 
La acción de tutela tiene rango constitucional, el artículo 86 de la Constitución Política de 1991 
así la consagra: 
“ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 
todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por 
quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o 
la omisión de cualquier autoridad pública.  
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 
tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 
impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión.  
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Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 
resolución.  
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 
encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de 
subordinación o indefensión”.  
 
La acción de tutela tuvo sus desarrollos legales con los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000. 
La revisión de sentencias de tutela por parte de la Corte Constitucional está reglamentada en los 
artículos 33 al 36 del mencionado Decreto 2591. Se señala en el artículo 33 que: “La Corte 
Constitucional designará dos de sus magistrados para que seleccionen, sin motivación expresa y 
según su criterio, las sentencias de tutela que habrán de ser revisadas. Cualquier magistrado de 
la Corte, o el Defensor del Pueblo, podrá solicitar que se revise algún fallo de tutela excluido 
por éstos cuando considere que la revisión puede aclarar el alcance de un derecho o evitar un 
perjuicio grave. Los casos de tutela que no sean excluidos de revisión dentro de los 30 días 
siguientes a su recepción, deberán ser decididos en el término de tres meses”. También se 
consagra el procedimiento para la decisión en sala: ARTÍCULO 34. DECISION EN SALA. La 
Corte Constitucional designará los tres magistrados de su seno que conformarán la Sala que 
habrá de revisar los fallos de tutela de conformidad con el procedimiento vigente para los 
tribunales del Distrito Judicial. Los cambios de jurisprudencia deberán ser decididos por la Sala 
Plena de la Corte, previo registro del proyecto de fallo correspondiente. ARTICULO 35. 
DECISIONES DE REVISION. Las decisiones de revisión que revoquen o modifiquen el fallo, 
unifiquen la jurisprudencia constitucional o aclaren el alcance general de las normas 
constitucionales deberán ser motivadas. Las demás podrán ser brevemente justificadas. La 
revisión se concederá en el efecto devolutivo, pero la Corte podrá aplicar lo dispuesto en el 
artículo 7 de este Decreto. ARTICULO 36. EFECTOS DE LA REVISION. Las sentencias en que 
se revise una decisión de tutela sólo surtirán efectos en el caso concreto y deberán ser 
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comunicadas inmediatamente al juez o tribunal competente de primera instancia, el cual 
notificará la sentencia de la Corte a las partes y adoptará las decisiones necesarias para 
adecuar su fallo a lo dispuesto por ésta.  
 
 
4.4.  CASOS EMBLEMÁTICOS EN COLOMBIA 
 
 
Para el análisis de casos colombianos se tendrán en cuenta los siguientes trabajos: 
 
• Los grupos de casos sobre el derecho a la salud, presentados por el profesor Rodolfo 
Arango196
• La investigación del profesor Arango
 sobre la jurisprudencia constitucional colombiana: 1) el derecho fundamental a 
la salud por conexidad; 2) reconocimiento del derecho fundamental a la salud a personas o 
grupos dignos de protección especial; 3) delimitación del contenido del derecho; 4) 
problemas de acceso al servicio; y 5) calidad del servicio de salud.  
197
• Los casos que incluye el profesor Diego López Medina en “Sistema de salud” y “derecho a 
la salud”: Historia de su interrelación en la jurisprudencia constitucional
 sobre “El derecho a la salud en la jurisprudencia 
constitucional”. 
198
• El grupo de casos presentado por el profesor Rodrigo Uprimny
.  
199
• El trabajo de Oscar Parra
 en “El derecho a la salud 
en la jurisprudencia constitucional colombiana”  
200
• Los casos presentados por Mónica Arbeláez en “Derecho a la salud en Colombia” 
 en lo referente al derecho a la salud en la jurisprudencia 
colombiana. 
201
                                                 
196 ARANGO RIVADENEIRA, Rodolfo. El Concepto de Derechos Sociales Fundamentales. Universidad Nacional 
de Colombia – LEGIS, Bogotá, 2005. págs 218 - 224 
197 ARANGO RIVADENEIRA, Rodolfo. El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional. Fundación Ford – 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2004. 
198 LÓPEZ MEDINA, Diego. Op. Cit. 
199 UPRIMNY YEPES, Rodrigo. El derecho a la salud en la jurisprudencia constitucional colombiana. En: La Salud 
pública Hoy: Enfoques y dilemas contemporáneos en Salud Pública. Editor: Saúl Franco Agudelo. Memorias de la 
Cátedra Manuel Ancizar, I semestre de 2002.Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2005.Págs. 327 – 331. 
200 PARRA VERA, Oscar El derecho a la salud en la Constitución, la jurisprudencia y los instrumentos 
internacionales. Defensoría del Pueblo. Bogotá, 2003. 
, “Diez 
años de protección constitucional del derecho a la salud: La jurisprudencia de la Corte 
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Constitucional Colombiana (1991-2001)” y “La protección constitucional del derecho a la 
salud: la jurisprudencia de la Corte Constitucional Colombiana”. 
 
En el mismo sentido que se abordaron los fallos de la jurisprudencia argentina, se definieron 
grupos de casos iguales: 1) derecho a la salud como derecho fundamental; 2) amparo colectivo; 
3) legitimación activa; 4) parámetros supranacionales; 5) afiliación y cobertura; 6) medicamentos 
y vacunas; 7) mínimo vital; 8) salud sexual y reproductiva; 9) derecho de la persona sobre su 
propio cuerpo – consentimiento informado; 10) grupos poblacionales (niños y niñas, enfermos de 
VIH – SIDA, privados de la libertad, personas con disminución psíquica, movilidad y 
comunicación reducida, mujer embarazada). 
 
DERECHO A LA SALUD COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
 
En la sentencia T-571 de 1992, el proceso de acción de tutela es promovido contra el Hospital 
Universitario de Caldas y llegó a la Sala de Revisión de la Corte Constitucional por la vía 
ordinaria de la remisión que hizo el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Caldas. La 
peticionaria fue remitida por el Hospital de Aranzazu, Caldas al Hospital Universitario de Caldas 
para la atención de un parto por presentar estrechez pélvica, siendo hospitalizada el día 21 de 
marzo de 1991. Le fue practicada a la accionante una operación cesárea, en la que le inyectaron 
anestésico en la columna vertebral y luego anestesia general, dando lugar al nacimiento de una 
niña normal. Afirma la peticionaria que se le colocó una inyección en la columna vertebral en 
momentos en que padecía fuertes contracciones. Se le dio salida a la paciente del Hospital, 
anotándose en la ficha quirúrgica que egresaba en buenas condiciones generales. De vuelta al 
Hospital Universitario de Caldas, se le practicaron una serie de exámenes, con el resultado que 
padecía "Aracnoiditis Adhesiva Extensa" de carácter definitivo. A los 17 días de hospitalizada 
fue enviada para su casa manifestándole que en un término de tres días estaría recuperada y 
caminando. Le formularon una droga que tuvo que suspender porque empezó a cubrirse de 
vellosidades en todo el cuerpo y le empezó una obesidad que completó la deformidad de su 
cuerpo. Al contrario de lo expresado por el Hospital, la parálisis se fue extendiendo cada día más 
                                                                                                                                                              
201 ARBELÁEZ RUDAS, Mónica. Derecho a la salud en Colombia: El acceso a los servicios del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. Centro de Investigación y Educación popular, CINEP; Institut de Pret Públic – 
Barcelona; Ediciones Antropos Ltda.., Bogotá, 2006. 
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hasta llegar a la cintura, hasta el punto que fue necesario mantenerla en forma permanente con 
sonda por imposibilidad de controlar la orina. En la acción de tutela se solicitó que no se hiciera 
efectiva la orden del Hospital Universitario de Caldas y que por tanto tiene derecho a permanecer 
en el mencionado establecimiento y a recibir de éste el tratamiento médico adecuado para 
recuperar la salud y así evitar la muerte. El tribunal accedió a la solicitud de tutela. La Corte 
consideró que: “Los derechos fundamentales por conexidad son aquellos que no siendo 
denominados como tales en el texto constitucional, sin embargo, les es comunicada esta 
calificación en virtud de la íntima e inescindible relación con otros derechos fundamentales, de 
forma que si no fueron protegidos en forma inmediata los primeros se ocasionaría la vulneración 
o amenaza de los segundos. Es el caso de la salud, que no siendo en principio derecho 
fundamental, adquiere esta categoría cuando la desatención del enfermo amenaza con poner en 
peligro su derecho a la vida… La salud es uno de aquellos derechos que por su carácter 
inherente a la existencia de todo ser humano se encuentra protegido en nuestro ordenamiento, 
especialmente en aras de una igualdad real y efectiva, en las personas que por su condición 
económica, física o mental se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta... El derecho a la 
salud contiene una serie de elementos, que se enmarcan, en primer lugar como un resultado - 
efecto del derecho a la vida, de manera que atentar contra la salud de las personas equivale a 
atentar contra su propia vida. El reconocimiento del derecho a la salud prohibe conductas de los 
individuos que causen daño a otro, imponiendo a éstos las sanciones y responsabilidades a que 
haya lugar. Por ello se afirma que el derecho a la salud es un derecho fundamental… El término 
prestacional de un derecho está dado por su capacidad para exigir de los poderes públicos y en 
ocasiones de los particulares, una actividad de hacer o dar… La Corte cree que el perjuicio que 
la acción de tutela debe evitar en forma transitoria puede ser parcial, que no es necesario que la 
potencialidad de la causa dañina se haya agotado o pueda agotarse; por esto cuando se hace 
evidente la posibilidad de un perjuicio que sólo sea susceptible de compensación mediante un 
pago dinerario o cuando tal perjuicio está en curso, aunque no se haya agotado, es precisamente 
cuando cabe la tutela transitoria, pues se trata cabalmente de impedir que se cause daño en otra 
forma irreparable o de que continúe produciéndose. La Corte confirmó la sentencia de tutela 
proferida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Caldas. 
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En la T-561 de 2003, el Hospital del Sur diagnosticó a una señora de 56 años de edad, 
Adenocarcinoma Gástrico Tipo Intestinal – Cáncer-, por lo que la remitió al Hospital de Kennedy 
para que le practicaran la correspondiente cirugía. Afirma la peticionaria que la hospitalización le 
fue negada hasta tanto no presentara el carné del SISBEN y que, una vez practicada la encuesta, 
obtuvo 59.64 puntos por lo que fue clasificada en el nivel 4 de atención del Sistema. Expresa que 
instaura la acción de tutela para que se amparen sus derechos a la salud y a la vida y se ordene a 
la entidad accionada autorizar y practicar los procedimientos médico quirúrgicos y se suministren 
los instrumentos, aparatos y medicamentos ordenados por el médico y tratamiento integral hasta 
la recuperación total de la salud y por el tiempo que requiera. El Juzgado Setenta y Dos Penal 
Municipal de Bogotá decidió no tutelar los derechos a la salud, la vida y la seguridad social 
invocados por la accionante. El Juzgado Sexto Penal del Circuito confirmó la sentencia 
impugnada. La Corte consideró que: El propósito del régimen subsidiado es financiar la atención 
en salud a las personas que no tienen capacidad de cotizar. La vinculación al sistema se hace a 
través del pago de una cotización subsidiada, total o parcialmente, con recursos fiscales o de la 
solidaridad de que trata la Ley 100…” Se cuestionó la Corte: ¿Es tutelable el derecho de la salud 
cuando está en conexidad con un derecho fundamental? La respuesta fue la siguiente: “Por regla 
general, el derecho a la salud es un derecho prestacional que, por sí sólo, no adquiere el 
carácter de derecho fundamental puesto que, según lo ha expresado esta Corporación202
                                                 
202   Corte Constitucional. Sentencia SU-480-97 M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
, los 
derechos prestacionales requieren para su efectividad normas presupuestales, procedimientos y 
organización que hagan viable la prestación del servicio y que sirvan para mantener el 
equilibrio del sistema. Sin embargo, a pesar del carácter prestacional del derecho a la salud, 
éste puede ser protegido a través de la acción de tutela cuando esté en conexidad con un derecho 
fundamental. En conclusión, el derecho a la salud es un derecho prestacional, que puede 
adquirir la connotación de fundamental cuando con su afectación resulten vulnerados o 
amenazados derechos fundamentales como la vida, la integridad de la persona, la dignidad 
humana u otro derecho fundamental. La Corte resolvió: Amparar el derecho a la salud, en 
conexidad con el derecho a la vida de la señora y, en consecuencia, revocar las sentencias 
proferidas en el proceso de la referencia.  
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Como sentencia hito, se tiene la T-760 de 2008. Se trata de la revisión de 22 acciones de tutela 
originadas por situaciones que vulneran el derecho constitucional a la salud en Colombia. La 
Corte determinó que las autoridades violaron sus deberes y órdenes constitucionales.  La 
sentencia incluyó un resumen de la jurisprudencia constitucional colombiana sobre el derecho a 
la salud. Conforme a la jurisprudencia desarrollada previamente por la Corte Constitucional de 
Colombia, el derecho a la salud de los peticionantes se puede exigir por medio de acciones de 
tutela cuando (1) existe una relación identificable con "derechos fundamentales", como el 
derecho a la vida; (2) cuando el caso es presentado por una persona que representa a un grupo 
vulnerable como niños, embarazadas o ancianos; (3) cuando el servicio de salud en cuestión está 
incluido en la política de salud nacional, la cual define las obligaciones del Estado respecto del 
contenido mínimo del derecho a la salud. La Corte también reafirmó el derecho a la salud como 
derecho fundamental y examinó las obligaciones legales internacionales del Estado respecto de la 
salud, especialmente la Observación General Nro. 14 del Comité de Derechos Económicos y 
Culturales de la ONU. La Corte impartió órdenes relacionadas con los 22 casos específicos y 
compelió a las autoridades, incluyendo al Ministerio de Protección Social y los organismos de 
supervisión y regulación de la salud, a modificar la regulación que causa problemas estructurales 
dentro del sistema. Un elemento central de lo dispuesto por la Corte es la actualización, 
aclaración y unificación de los planes de cobertura de salud (Conocido como Plan Obligatorio de 
Salud o POS). Asimismo, la Corte ordenó que se acelere la asignación recursos al sistema, y que 
se mejore la evaluación y supervisión de las empresas privadas que proveen servicios de salud. 
La Corte, en esta sentencia, imparte órdenes generales de políticas públicas, generando un gran 
debate nacional.  
 
 
TUTELA COLECTIVA 
 
La sentencia T-1451 de 2000, inicia con la acción de tutela instaurada por Arturo Quiceno 
Herrera y otros contra el Consorcio Concesión Ciénaga-Barranquilla y el Municipio de Ciénaga-
Magdalena. El departamento del Magdalena y el Consorcio Concesión Ciénaga-Barranquilla 
celebraron contrato de obra pública de concesión, cuyo objeto principal consistía en la 
rehabilitación, mejoramiento, conservación y mantenimiento de la calzada existente,  que une las 
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ciudades de Barranquilla y Ciénaga. Durante el proceso de construcción de la mencionada vía y 
después de una  inspección practicada por uno de los ingenieros del Consorcio, éste reportó 
inconvenientes en la ejecución del contrato, por cuanto las redes y tuberías de alcantarillado 
estaban en la superficie, dificultando los trabajos de adecuación contratados. Se acordó bajar la 
tubería de conducción y domiciliaria de acueducto a la profundidad adecuada. De esta manera, y 
ejecutadas las obras, la variante Ciénaga-Barranquilla se dio al servicio en 1998. De acuerdo con 
lo expuesto por los actores, a los pocos días de instalada la referida tubería de alcantarillado y de 
puesta en funcionamiento la nueva vía, fueron apareciendo a lo largo de la avenida fugas de 
aguas servidas o de alcantarillas de los registros, poniendo en peligro la salud y la vida sobre todo 
de la comunidad infantil que habita a lo largo y ancho del sector, e igualmente, contaminando el 
medio ambiente con olores insoportables. En la sentencia de primera instancia se concedió el 
amparo solicitado por los actores. El Juzgado Primero Penal del Circuito de Ciénaga decidió 
confirmar el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Ciénaga. La Corte 
Constitucional consideró que: “Hoy, es necesario que el juez constitucional exija la 
demostración fehaciente de que la vulneración de un derecho colectivo conlleva además la 
afectación o amenaza de violación de derechos fundamentales, como requisito de procedibilidad, 
pues sólo en dicho caso prevalece la acción de tutela. De no demostrarse, la tutela será un 
mecanismo improcedente frente a otras acciones, como la acción popular que desarrolla la ley 
472 de 1998, a la que pueden acudir las personas afectadas para obtener no sólo la protección 
de sus derechos individuales sino que trascienden el plano personal pues aquejan a toda la 
comunidad de la cual forman parte. Si bien es cierto que situaciones como las que describen los 
demandantes pueden eventualmente afectar derechos fundamentales, también lo es que el 
rebosamiento de aguas servidas en el perímetro urbano genera un problema de orden colectivo 
que afecta la salubridad pública, es decir, de interés de toda la comunidad, afectación para cuya 
protección fueron diseñadas precisamente las acciones populares. No basta la simple afirmación 
sobre  la vulneración de un derecho fundamental en estos casos, pues si bien es cierto que de la 
afectación de un derecho colectivo se pueden desprender consecuencias para derechos 
fundamentales, ello no es suficiente para que se haga procedente la acción de tutela, dado que se 
requiere demostrar la afectación del derecho fundamental, en cabeza de quien hace uso de la 
acción de tutela. En caso contrario, la acción popular se convertirá en el mecanismo idóneo 
para lograr no sólo el restablecimiento del derecho colectivo, sino los individuales que pueden 
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resultar lesionados, como miembros de la comunidad afectada”. En tal sentido revocó el fallo 
proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Ciénaga y denegó el amparo solicitado 
por los actores. 
 
 
LEGITIMACIÓN ACTIVA  
El fallo de tutela T-284 de 2005 se basa en el escrito de la actora, que plantea la situación general 
de la población desplazada que se encuentra en la ciudad de Ibagué y afirma que no ha recibido 
atención de ninguna de las entidades demandadas. Expresa que representa a los desplazados por 
la violencia llegados a Ibagué. Sin embargo, no acompañó el respectivo poder para actuar en 
nombre de esta población en la demanda. Anexó fotocopia de la certificación suscrita por el señor 
Henry Rivera Acosta, representante de la Asociación de Familias Desplazadas de Colombia - 
Asofadecol, en la que dice que la actora, Alcira Pulido Ocampo, está inscrita en dicha 
Asociación. Esta certificación en la que consta que está inscrita en una determinada Asociación, 
no lleva consigo la representación de las personas que la integran. Y, por consiguiente, la actora 
no está legitimada por este sólo hecho para iniciar una acción de tutela en nombre y 
representación de todos los desplazados que se encuentran en la ciudad de Ibagué. Adicional a 
esto, la actora acompañó a su escrito fotocopias de comunicaciones dirigidas a entidades del 
Estado y las contestaciones a ellas, pero el peticionario de tales comunicaciones no es la actora de 
esta tutela, sino el señor Henry Rivera, quien las elevó en su condición de representante de la 
Federación de Desplazados del Tolima – Fedestol. Se plantea la improcedencia de tutela, 
adicionalmente,  por cuanto no demostró ni siquiera sumariamente vulneración de derechos 
fundamentales En conclusión, esta acción de tutela es improcedente por falta de legitimación 
activa de la actora para actuar en nombre y representación de los desplazados llegados a Ibagué. 
  
 
PARÁMETROS SUPRANACIONALES RESPECTO DEL DERECHO A LA SALUD 
Para el fallo T-636 de 2007, relata la actora que es beneficiaria de su esposo, y que ha quedado 
embarazada en varias oportunidades pero por razones desconocidas los embarazos terminan en 
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abortos, motivo por el cual se le han efectuado procedimentos para saber cuáles son las razones 
de esos abortos. Solicita que se le amparen los derechos constitucionales fundamentales que 
estima fueron desconocidos por la entidad demandada y exige que se ordene al gerente de la E. P. 
S. la realización de los exámenes. La Corte fundamenta la decisión, entre otros, con los siguientes 
argumentos: “Los mecanismos de protección interna de los derechos constitucionales 
fundamentales se refuerzan con aquellos previstos en los documentos internacionales 
encaminados a asegurar la vigencia de los derechos humanos…”. La Corte reitera además lo 
señalado en la sentencia T-704 de 2006: “El Estado que suscribe, aprueba y ratifica un Tratado 
o Convenio Internacional sobre Derechos Humanos se compromete a que todas las autoridades 
que actúan a nombre del mismo cumplirán con las obligaciones derivadas de aquellos Tratados. 
El Estado se obliga tanto frente a los individuos que habitan en su territorio como respecto de 
los otros Estados que junto a él aprobaron el texto de los instrumentos internacionales de 
protección de los Derechos Humanos. Las obligaciones derivadas de los Tratados 
Internacionales sobre Derechos Humanos son múltiples y comprometen a todos los sectores 
estatales sin excepción: político, administrativo y judicial. En tal sentido, deben los Estados: (i) 
interpretar los derechos constitucionales fundamentales de conformidad con lo dispuesto en los 
Pactos internacionales aprobados por el Estado; (ii) ajustar la legislación interna así como los 
mecanismos internos de protección a lo establecido en tales Pactos; (iii) abstenerse de 
promulgar normas que contraríen esos Tratados sobre la protección de los Derechos Humanos; 
(iv) evitar que por la acción u omisión de las autoridades o agentes estatales se desconozcan las 
obligaciones establecidas en los acuerdos internacionales – con independencia del cargo en el 
cual se desempeñen las autoridades o agentes estatales o el nivel en que realicen sus funciones - 
sea en el plano nacional o en el territorial -incluso cuando se trata de la omisión de prevenir o 
reprimir acciones ilícitas de los particulares; (v) procurar vías ciertas, ágiles y efectivas de 
acceso a la justicia”. 
 
AFILIACIÓN Y COBERTURA 
 
La garantía de continuidad en el servicio de salud es el tema central de la T-060 de 1997. La 
actora refiere que sufre de una enfermedad que la tiene minusválida impidiéndole conseguir un 
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trabajo; que estaba recibiendo atención medica en la Caja Nacional de Prevision por parte del 
padre fallecido y que a la fecha no le permiten tener acceso a ese servicio médico. El Juzgado 
Sesenta y cuatro Penal Municipal no accedió a la protección de la accionante para que se le 
prestara el servicio médico. La Corte consideró que: Es obligación primordial, tanto, de las 
entidades estatales como de los particulares que participen en la prestación del servicio público 
de salud, garantizar su continuidad. Primero debe ser la valoración  médica y luego la exclusión 
del sistema, si es que da lugar a ello. Pero no al revés: quitarle el servicio y luego obligarla a 
trámites burocráticos para readquirirlo, ya que esto atenta contra la continuidad del servicio de 
salud. Como se rompió la continuidad, hay la amenaza contra los derechos fundamentales a la 
vida e integridad personal puesto que, si la actora tiene una incapacidad permanente y no se la 
atiende, pese a tener derecho a ello, surge la amenaza de violación a tales derechos.  
 
 
MEDICAMENTOS – VACUNAS 
La sentencia SU-225 de 1998 parte de los siguientes hechos. Cuatrocientos dieciocho (418) 
padres de familia, en nombre y representación de sus hijos menores de edad, por intermedio de la 
Fundación para la Defensa del Interés Público - FUNDEPUBLICO -, entablaron acción de tutela 
contra el Ministerio de Salud y la Secretaría Distrital de Salud de Santa Fe de Bogotá, D.C., ante 
el Juzgado 12 de Familia de Bogotá, D.C. La acción se interpone por el no suministro en forma 
gratuita de la vacuna contra los virus que producen las enfermedades conocidas como meningitis 
Meningococcica y meningitis por Haemophilus Influenzae. El representante judicial de los 
actores manifestó que, en su mayoría, se trata de madres cabeza de familia o de trabajadores del 
sector informal, residentes en la localidad de Puente Aranda, Santa Fe de Bogotá, D.C., que 
carecen de los recursos suficientes para sufragar la atención en salud que requieren sus hijos 
menores de edad y tampoco se encuentran vinculados a alguna institución prestadora del servicio 
público de seguridad social. Por providencia de julio 17 de 1997, el Juzgado 12 de Familia de 
Santa Fe de Bogotá, D.C., tuteló los derechos a la vida, a la salud y a la seguridad social de los 
hijos de los demandantes y ordenó al Ministerio de Salud y a la Secretaría Distrital de Salud de 
Santa Fe de Bogotá D.C. que, en el término de 48 horas, "se apersonen de la situación que se ha 
planteado respecto de la población infantil de la zona de Puente Aranda de esta ciudad, 
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disponiendo lo necesario para que de inmediato se procese el estudio pertinente que conlleve a 
que los menores accionantes reciban en forma gratuita las dosis o vacunas que sean de su caso 
en específico, para prevenir o controlar la enfermedad de la meningitis". La Corte consideró que: 
“En el Estado social de Derecho, la comunidad política debe un trato preferencial a quienes se 
encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y están impedidos para participar, en 
igualdad de condiciones, en la adopción de las políticas públicas que les resultan aplicables”. 
La doctrina del mínimo vital fue el sustento del fallo. La Corte Constitucional, luego de valorar 
las diferentes pruebas y consultar a expertos, resolvió confirmar la decisión proferida por el Juez 
12 de Familia de Santafé de Bogotá D.C.  
 
MÍNIMO VITAL 
 
En la SU-225 de 1998, la Corte Constitucional ordenó que se les suministrara a los menores 
accionantes de forma gratuita las dosis o vacunas necesarias, para prevenir o controlar la 
enfermedad de la meningitis. La doctrina del mínimo vital fue el sustento del fallo: “se refiere a 
una institución de justicia elemental que se impone aplicar, como repetidamente lo ha hecho la 
Corte Constitucional, en situaciones humanas límites producidas por la extrema pobreza y la 
indigencia cuando quiera que frente a las necesidades más elementales y primarias, el Estado y 
la sociedad no responden de manera congruente y dejan de notificarse de las afectaciones más 
extremas de la dignidad humana”. 
 
SALUD SEXUAL Y REPRODUCTIVA 
 
La sentencia C-355 de 2006, hace una distinción entre la vida como un bien constitucionalmente 
protegido y el derecho a la vida como un derecho subjetivo de carácter fundamental. La Corte 
afirma que la vida como valor o derecho no tiene un carácter absoluto y “debe ser ponderada con 
los otros valores, principios y derechos constitucionales”. En tal sentido se afirma que la 
protección del nasciturus no tiene el mismo grado e intensidad que la protección que se debe dar 
a la persona humana, es decir a la mujer. Haciendo un análisis del reconocimiento que sobre la 
vida establecen los instrumentos internacionales que constituyen el bloque de constitucionalidad, 
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la Corte concluye que: “de las distintas disposiciones del derecho internacional de los derechos 
humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad no se desprende un deber de 
protección absoluto e incondicional de la vida en gestación; por el contrario, tanto de su 
interpretación literal como sistemática surge la necesidad de ponderar la vida en gestación con 
otros derechos, principios y valores reconocidos en la Carta de 1991 y en otros instrumentos del 
derecho internacional de los derechos humanos, ponderación que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha privilegiado”. En cuanto al reconocimiento de los  derechos sexuales y 
reproductivos, la Corte plantea “… res pecto de las mujeres es evidente que hay situaciones que 
la afectan sobre todo y de manera diferente, como son aquellas concernientes a su vida, y en 
particular aquellas que conciernen a los derechos sobre su cuerpo, su sexualidad y 
reproducción”. Se señala el Programa de Acción de El Cairo, que estableció: “los derechos 
reproductivos implican que todas las personas tienen el derecho a “decidir libremente el número 
y el espaciamiento de hijos y a disponer de la información, la educación y los medios necesarios 
para poder hacerlo”.La salud reproductiva “entraña la capacidad de disfrutar de una vida 
sexual satisfactoria y sin riesgo y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, 
cuando y con qué frecuencia”. También se recuerda que la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer (Plataforma de Beijing, 1995), adoptó medidas para la acción nacional e internacional 
encaminadas al incremento del empoderamiento social, económico y político de las mujeres, el 
mejoramiento de su salud y el acceso a educación pertinente y la promoción de los derechos 
reproductivos. Se enfatiza en que las legislaciones restrictivas sobre el aborto vulneran el derecho 
a la vida de las mujeres. El derecho a la intimidad de las mujeres “se viola cuando el Estado o los 
particulares interfieren el derecho de la mujer a tomar decisiones sobre su cuerpo y su 
capacidad reproductiva. El derecho a la intimidad cobija el derecho a que el médico respete la 
confidencialidad de su paciente, y por lo tanto, no se respetaría tal derecho, cuando se le obliga 
legalmente a denunciar a la mujer que se ha practicado un aborto”. Finalmente, la Corte 
Constitucional decidió que, como regla general, la penalización del aborto se ajusta a la 
Constitución Política. No obstante lo anterior, condicionó la exequibilidad del artículo 122 del 
Código Penal, a que se entienda que no se incurre en el delito de aborto cuando, con la voluntad 
de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: a) Cuando la 
continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificado por 
un médico; b) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada 
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por un médico; c) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente 
denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo, o de 
inseminación artificial o de transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto. 
 
 
DERECHO DE LA PERSONA SOBRE SU PROPIO CUERPO, CONSENTIMIENTO 
INFORMADO 
 
El tema del derecho de la persona sobre su propio cuerpo y el consentimiento informado, se 
abordó en la SU-337 de 1999. Dentro de la acción de tutela promovida por la madre de la menor 
impúber N.N., se relata que cuando la menor tenía tres años, durante un examen pediátrico, se 
encontraron genitales ambiguos, y se dictaminó  que la menor tenía “seudohermafroditismo 
masculino”. Según el médico tratante, esta intervención quirúrgica es prioritaria para la niña. Los 
médicos han manifestado además la necesidad de hacer la cirugía a la niña antes de que llegue a la 
pubertad. Por ello, la progenitora  solicita que se le permita la intervención quirúrgica a la menor. El 
tribunal negó la tutela. La Corte constitucional consideró que: “En la medida en que las 
investigaciones biológicas y las prácticas médicas recaen sobre seres vivos, y en especial sobre 
personas, es obvio que si bien pueden ser benéficas para el paciente, también pueden ser dañinas y 
deben por ende estar sometidas a controles para proteger la inviolabilidad y la dignidad de las 
personas... la ciencia en general, y la ciencia médica en particular, no pueden ser consideradas 
impermeables a la ética ni al derecho… Si los individuos son libres y agentes morales autónomos, 
es obvio que es a ellos a quienes corresponde definir cómo entienden el cuidado de su salud, y por 
ende, los tratamientos médicos deben contar con su autorización… Igualmente, si las personas son 
inviolables, sus cuerpos también lo son, por lo cual no pueden ser intervenidos sin su permiso… La 
autorización explícita del paciente puede no ser necesaria en determinados casos, por cuanto el 
principio de autonomía puede ceder ante las exigencias normativas de los otros principios 
concurrentes, dadas las particularidades de la situación concreta, tal y como sucede en las 
emergencias médicas o eventos asimilables. El principio de autonomía tiene entonces una 
prevalencia prima facie, pero no absoluta, sobre los valores concurrentes, y en especial sobre el 
principio de beneficiencia. Por consiguiente, en general el médico debe siempre obtener la 
autorización para toda terapia, salvo que, excepcionalmente, las particularidades del caso 
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justifiquen apartarse de esa exigencia. Esto significa que el equipo médico que quiera abstenerse de 
obtener el consentimiento informado tiene la carga de probar convincentemente la necesidad de ese 
distanciamiento, pues si no lo hace, la prevalencia prima facie del principio de autonomía se vuelve 
definitiva y hace ineludible la obtención del permiso de parte del paciente… No cualquier 
autorización del paciente es suficiente para legitimar una intervención médica: es necesario que el 
consentimiento del paciente reúna ciertas características, y en especial que sea libre e informado… 
Finalmente, el paciente que toma la decisión debe ser lo suficientemente autónomo para decidir si 
acepta o no el tratamiento específico, esto es, debe tratarse de una persona que en la situación 
concreta goce de las aptitudes mentales y emocionales para tomar una decisión que pueda ser 
considerada una expresión auténtica de su identidad personal… Los padres y tutores pueden tomar 
ciertas decisiones en relación con el tratamiento médico de los niños, incluso, a veces, contra la 
voluntad aparente de éstos. Sin embargo, ello no quiere decir que los padres puedan tomar, a 
nombre de su hijo, cualquier decisión médica relativa al menor, por cuanto el niño no es propiedad 
de nadie sino que él ya es una libertad y una autonomía en desarrollo, que tiene entonces protección 
constitucional… La Corte resolvió confirmar la sentencia proferida por el juez de tutela; proteger el 
derecho a la identidad sexual, al libre desarrollo de la personalidad y a la igualdad de la menor NN; 
por tanto, ordenó constituir un equipo interdisciplinario que atienda su caso y brinde el apoyo 
psicológico y social  necesario a la menor y a la madre; a este equipo corresponderá entonces 
establecer cuando la menor goza de la autonomía suficiente para prestar un consentimiento 
informado para que se adelanten las cirugías y los tratamientos hormonales, obviamente si la 
paciente toma esa opción. 
 
 
GRUPOS POBLACIONALES 
• NIÑOS Y JOVENES 
En la sentencia T-116 de 1995, instaurada por la madre de una menor contra el padre de la 
misma, según el relato de la madre, la menor de cinco años nació de una relación 
extramatrimonial entre ella y el demandado. De acuerdo con la demanda, no habiéndole sido 
posible convivir con el padre -a quien sindica de irresponsabilidad en el cumplimiento de sus 
deberes como padre y de haberlas maltratado verbalmente y de hecho-, la accionante se trasladó a 
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la casa de sus padres y con su trabajo atendió todas las necesidades de la niña. Dice que el padre 
de la menor vivió por espacio de tres años en ese mismo hogar pero que, en cuanto no pudo 
superar su vulgar comportamiento, tuvo que irse. No obstante, volvió la demandante a convivir 
con el demandado, buscando que su hija tuviera un hogar, pero al poco tiempo -señala en su 
narración- siguieron los malos tratos de palabra y de hecho, lo cual le estaba causando perjuicios 
emocionales a la niña. Optó ella, en consecuencia, por regresar a casa de sus padres. Su 
excompañero la amenazó de muerte, lo mismo que a sus progenitores y familiares; además afirma 
que en varias oportunidades llegó a romper los vidrios del apartamento donde ella habitaba y que 
los atacó a ella y a sus padres con palabras soeces. Manifiesta que su pequeña hija fue raptada por 
el padre en el curso de una acción violenta adelantada cuando esperaban transporte. La Sentencia 
revisada es la proferida el 10 de octubre de 1994 por el Juzgado 82 Penal Municipal de Santa Fe 
de Bogotá, mediante la cual se negó la protección solicitada. La Corte Constitucional consideró 
que: El niño, por la debilidad que le es característica y por la indefensión en que se encuentra, es 
sujeto de especial protección constitucional. Las autoridades públicas tienen la obligación de 
velar, dentro de sus respectivas órbitas de competencia, por que los niños no sean objeto de la 
brutalidad de sus padres y deben evitar a toda costa que sean aquéllos quienes sufran las 
consecuencias de los conflictos conyugales de éstos, tanto en el campo físico como en el moral. 
El padre no tiene el derecho a disponer del cuerpo de su hijo para infligirle malos tratos, 
torturas, golpes o vejaciones, ni para privarlo de libertad, pues están de por medio la dignidad y 
la integridad del menor, que son objeto de prevalente amparo constitucional. En este sentido, se 
decidió revocar el fallo proferido por el Juzgado 82 Penal Municipal de Santa Fe de Bogotá, 
D.C., conceder la tutela instaurada y, en consecuencia tutelar los derechos a la vida y a la 
integridad personal de la accionante, de su hija y de su familia; ordenar al padre de la menor 
abstenerse de ejecutar cualquier acto de violencia física o moral contra la señora, su hija o su 
familia; ordenar a las autoridades de policía con competencia en la vivienda de la madre y la 
menor, que ejerzan vigilancia permanente y cercana sobre la conducta del señor; confiar al 
Juzgado Ochenta y dos Penal Municipal de Santa Fe de Bogotá, D.C., el control y verificación 
sobre el exacto cumplimiento de este fallo; advertir al padre de la menor que el desacato a lo 
resuelto en la providencia le acarreará, cada vez que en él incurra, las sanciones establecidas en el 
artículo 52 del Decreto 2591 de 1991; remitir copias del expediente y de la providencia a la 
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Directora del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para que inicie las diligencias 
tendientes a proteger a la menor.  
• ENFERMOS DE SIDA 
En la T-484 de 1992, el demandante, pone de presente que cuando adquirió la enfermedad (HIV 
positivo), ya se encontraba amparado por el Seguro  Social y que le estaban dando una prórroga 
por unos días para atenderlo. El Juzgado Cuarto Superior de Tuluá Valle tuteló los derechos del 
accionante. La Corte consideró que: El derecho a la salud conforma, en su naturaleza jurídica, 
un conjunto de elementos que pueden agruparse en dos grandes bloques:  el primero, que lo 
identifica como un  predicado inmediato del derecho a la vida, de manera que  atentar contra la 
salud de las personas equivale a atentar contra su propia vida.  Por estos aspectos, el derecho a 
la salud resulta un derecho fundamental.  El segundo bloque de elementos, sitúa el derecho a la 
salud con un carácter asistencial, ubicado en las referencias funcionales del denominado Estado 
Social de Derecho, en razón de que su reconocimiento impone acciones concretas. La frontera 
entre el derecho a la salud como fundamental y como asistencial es imprecisa y sobre todo 
cambiante, según las circunstancias de cada caso, pero en principio, puede afirmarse que el 
derecho a la salud es fundamental cuando está relacionado con la protección a la vida. Los 
derechos fundamentales, solo conservan esta naturaleza, en su manifestación primaria, y pueden 
ser objeto allí del control de tutela.  Como es necesario proteger el derecho a la salud del actor, 
no cabe duda de que él puede reclamarlo de cualquier institución de asistencia pública, donde se 
presten tales servicios, en forma gratuita, en virtud del deber general del Estado de garantizar la 
salud de este tipo de enfermos. La Corte confirmó parcialmente el fallo, Ordenando al Instituto de 
Seguros Sociales a que definiera en concreto los derechos médico asistenciales o relativos a la 
pensión de invalidez u otra que pudiere corresponderle al actor. 
 
De varias tutelas instauradas por enfermos del SIDA contra empresas promotoras de salud se 
acumularon los expedientes por cuanto presentaban una coincidencia en los hechos narrados y el 
derecho principal cuya protección se buscaba con la presentación de las acciones de tutela. La 
Corte para proferir su fallo en la SU-480 de 1997, consideró: La realización del servicio público 
de la Seguridad Social (art. 48) tiene como sustento un sistema normativo integrado no 
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solamente por los artículos de la Constitución sino también por el conjunto de reglas en cuanto 
no sean contrarias a la Carta. Todas esas normas contribuyen a la realización del derecho 
prestacional como status activo del Estado. … El Estado está obligado a prestar el plan de 
atención básica en salud y las EPS, especialmente deben prestar el plan obligatorio de salud y el 
plan obligatorio de salud del régimen subsidiado, dentro de los parámetros que el mismo Estado 
ha fijado… Hay que admitir que al delegarse la prestación del servicio público de salud a una 
entidad particular, ésta ocupa el lugar del Estado para algo muy importante cual es la 
prestación de un servicio público; pero eso no excluye que la entidad aspire obtener una legítima 
ganancia. Así está diseñado el sistema. …El sistema de seguridad social en Colombia es, 
pudiéramos decir, mixto. Lo importante para el sistema es que los recursos lleguen y que se 
destinen a la función propia de la seguridad social… Para la efectividad del derecho a la salud 
es vital el funcionamiento eficiente del sistema de seguridad social, por lo tanto, los preceptos 
relativos al funcionamiento del fondo de Solidaridad deben obedecerse y por ello todas las EPS 
sin excepción, deben cumplir las funciones prevista… Cuando está de por medio la vida, la EPS 
debe facilitar el tratamiento que el médico tratante señale y se debe dar el medicamento 
necesario… Ha sido reiterada la jurisprudencia que ordena que se suministre a los enfermos del 
sida los antiretrovirales que el médico tratante indique. Y, en general, cuando está de por medio 
la vida, se tiene que cumplir con el tratamiento señalado… La relación paciente-EPS implica que 
el tratamiento asistencial lo den facultativos que mantienen relación contractual con la EPS 
correspondiente, ya que es el médico y sólo el médico tratante y adscrito a la EPS quien puede 
formular el medicamento que la EPS debe dar. Si el medicamento figura en el listado oficial, y es 
esencial y genérico a menos que solo existan de marca registrada, no importa la fecha de 
expedición del decreto o acuerdo que contenga el listado. Y, si está de por medio la vida del 
paciente, la EPS tiene la obligación de entregar la medicina que se señale aunque no esté en el 
listado
• PRIVADOS DE LA LIBERTAD   
. La Corte se pronunció confirmando algunas sentencias y revocando otras. 
En la T-494 de 1993 se trata el derecho a la salud de una persona privada de la libertad. Ante el 
Juzgado 25 Penal Municipal de Cali se interpuso acción de tutela en contra de la Fiscalía 
Regional de Cali, con el fin de que se amparara al señor Mora López, el derecho a la vida, a un 
trato humano y no degradante y al debido proceso derechos éstos consagrados en los artículos 11, 
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12 y 29 respectivamente, de la Constitución Política de Colombia. Afirma el peticionario que su 
representado se encuentra detenido en la cárcel del Circuito Judicial de Mocoa (Putumayo), en 
virtud de medida de aseguramiento que le dictó la Fiscalía Regional de Cali, dentro de la 
investigación que se adelantó por presunta infracción al Estatuto Nacional de Estupefacientes. 
Según lo expresa el peticionario, el señor Mesías Eduardo Mora sufre de cálculos en los riñones, 
enfermedad esta que se agravó desde su ingreso a la cárcel en Mocoa. Sostiene que, en concepto 
rendido por la médico oficial de la cárcel de Mocoa, se afirmó que el estado de salud del 
interno es grave mientras permanezca en este centro carcelario puesto que su tratamiento 
definitivo no puede realizarse en esta ciudad y la postergación de este puede ocasionar daños 
renales irreversibles. El Juzgado Veinticinco Penal del Circuito de Cali resolvió no acceder a la 
acción de tutela al considerar que no se violó ningún derecho fundamental. La Corte consideró 
que: Es cierto que la salud y la integridad física son objetos jurídicos identificables, pero nunca 
desligados de la vida humana que los abarca de manera directa. Por ello cuando se habla del 
derecho a la vida se comprenden necesariamente los derechos a la salud e integridad física, 
porque lo que se predica del género cobija a cada una de las especies que lo integran. Es un 
contrasentido manifestar que el derecho a la vida es un bien fundamental, y dar a entender que 
sus partes -derecho a la salud y derecho a la integridad física- no lo son… No corresponde a la 
naturaleza de la acción de tutela referirse a hechos consumados que ya no producen efectos 
lesivos, ni mucho menos a restablecer lo que no está lesionado en el caso en estudio, al conceder 
la Fiscalía el traslado del recluso con la finalidad de atender a sus problemas de salud, no tienen 
peso las afirmaciones del actor, por cuanto la causa del peligro señalada por él ya no existe. 
Sobre dicha inexistencia no puede recaer la acción de tutela, por falta de objeto material. La 
Corte confirmó el fallo proferido por el Juzgado Veinticinco Penal del Circuito de Cali, pero no 
por las razones expuestas en dicha providencia, sino por cuanto han cesado los hechos que 
motivaron al actor para impetrar la acción de tutela. 
• PERSONAS CON DISMINUCION PSIQUICA, MOVILIDAD O 
COMUNICACIÓN REDUCIDA.   
Un buen ejemplo del tema en cuestión, se encuentra en la T-478 de 1995. La accionante, afectada 
de Tuberculosis pulmonar, debe asistir al Hospital a fin de someterse a un tratamiento de control 
de mal que la aqueja. Por lo anterior, el rendimiento laboral es mínimo. Sus hijos requieren de 
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tratamiento médico y asilar permanente, pues padecen de enfermedades mentales crónicas, las 
cuales les impiden desenvolverse tanto social como laboralmente. Los problemas mentales de los 
antes citados los lleva a tomar actitudes agresivas que han desembocado en ataques físicos contra 
las personas que los rodean, inclusive a su madre. La accionante se dirigió al Director del 
Hospital San Pablo con el fin de obtener el asilamiento de los hijos en tal centro asistencial. La 
entidad manifestó que el departamento de Bolívar no cuenta con asilo psiquiátrico. La Corte 
consideró que: La propia Constitución, bajo una fórmula programática, compromete al Estado 
en la ejecución de una política de previsión, rehabilitación e integración social para los 
disminuidos psíquicos, prestándoles la atención especializada que requieran. Ahora bien, 
actualmente a ésta última disposición superior, el legislador le ha creado ciertas condiciones de 
eficacia, las cuales pueden generar, con el cumplimiento de los requisitos exigidos por la norma 
citada, derechos subjetivos en cabeza de las personas cuya condición mental es deficiente… 
Aquellos beneficiarios del Régimen subsidiado que por sus condiciones de salud o necesidades 
de ayudas de diagnóstico y tratamiento, requieran de servicios de una complejidad mayor que la 
brindada por la institución prestadora de servicios que los haya atendido, deberán ser referidos 
por ésta, de acuerdo con los protocolos vigentes, a los hospitales públicos del subsector oficial 
de salud o a los privados con los cuales el Estado tenga contrato de prestación de servicios. … 
La peticionaria hace girar la violación de los derechos fundamentales en la negativa del 
Hospital San Pablo de Cartagena en darle a sus hijos tratamiento asilar, o sea, una atención de 
carácter permanente, sin embargo, dentro del contenido obligacional del mencionado centro 
hospitalario no se encuentra la  prestación del precitado tratamiento. La accionante podría 
inscribir a sus hijos en el régimen subsidiado dentro del sistema general de seguridad social, 
para que, atendiendo a su situación excepcional, se evalúe si es factible suministrar las 
atenciones debidas. La Corte decidió: revocar la Sentencia del 7 de junio de 1995, proferida por 
el Juzgado 4º Penal del Circuito de Cartagena, y en su lugar, negar la acción de tutela instaurada, 
por las razones expuestas en la parte motiva. 
 
• MUJER EMBARAZADA 
 
El fallo T-694 de 1996 relaciona el derecho a la salud respecto de una mujer embarazada. En esta 
sentencia la accionante pide que se ordene a la entidad accionada prestar el servicio médico a que 
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tiene derecho durante el período de gestación y lactancia, ya que fue declarada insubsistente en el 
cargo de mecanógrafa, y se le entregó orden de examen médico de retiro reglamentario. En la 
tutela interpuesta ante el  Juzgado 15 Civil del Circuito se pide solamente que se preste el servicio 
médico. El Juzgado denegó la tutela. La Corte Constitucional consideró que: Es inherente a la 
naturaleza humana proteger a la mujer embarazada y al hijo producto del embarazo, esto 
aparece expresamente consagrado  en tratados y convenios internacionales que, al ser 
reconocidos por el congreso, prevalecen en el orden interno… Hay un derecho a acciones 
positivas del Estado en favor de la madre y del recién nacido consagradas en las normas 
constitucionales e internacionales; estos derechos son constitucionales y subjetivos, luego son 
fundamentales. Esos derechos correlativamente implican un deber para el Estado, que 
corresponde al principio de solidaridad, piedra angular del Estado social de derecho. De 
especial énfasis en cuanto hace referencia a la protección de los sectores más vulnerables de la 
población. Tratándose de la mujer abandonada y desempleada que necesita atención tanto para 
ella como para el recién nacido, operativamente el cubrimiento recaerá en el Fondo de 
solidaridad. Denominándolo ahora Red de Solidaridad Social.  
 
Otro ejemplo es la T-1642 de 2000. Manifiesta la actora que su padre, es pensionado de 
ECOPETROL desde el 16 de diciembre de 1997, por razón de lo cual, tanto él como el grupo 
familiar que él representa tienen derecho a ciertos beneficios previstos en el Manual de Normas y 
Procedimientos Administrativos de dicha empresa. El citado manual establece que para los planes 
de salud y educación se consideran inscritas las hijas solteras del trabajador, que vivan con él y 
no laboren por su cuenta, pero también se estipula como cancelación de dichos planes “el 
nacimiento de un hijo o hijos a una hija soltera, aún cuando viva con sus padres y no esté 
trabajando”. Afirma la demandante que en la actualidad tiene 20 años, es soltera, vive con sus 
padres, depende económicamente de ellos y se encuentra en el octavo mes de embarazo, 
circunstancia que la obligó a suspender el V semestre de medicina, sin que pueda, por lo mismo,  
trabajar ni devengar un salario para su subsistencia, ni esta en capacidad de conformar un grupo 
familiar independiente para asumir las obligaciones del nacimiento y sostenimiento de su hijo. 
Señala la accionante que sin el apoyo económico de ECOPETROL deberá abandonar sus estudios 
de medicina porque no cuenta con medios para financiarlos. El Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, mediante el fallo del 23 de marzo de 2000, negó la tutela solicitada. El Consejo 
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de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, mediante sentencia del 18 de mayo de 2000, 
revocó la providencia impugnada y en su lugar rechazó por improcedente la tutela, bajo el 
argumento de que la demandante no ha sido privada de atención médica durante su embarazo. La 
Corte consideró que: No puede ser aceptable la tesis sostenida por la empresa, según la cual, 
una hija, por el hecho de ser madre, adquiere independencia económica al punto que se 
justifique su exclusión del grupo familiar. En consecuencia, si por el hecho de ser madre, como 
lo prevé el reglamento de ECOPETROL, se le suspenden los beneficios adquiridos en su 
condición de hija de un trabajador de la empresa, esa suspensión constituye una sanción que va 
a afectar indudablemente el  derecho de esa persona al libre ejercicio de su personalidad, es 
decir, a la posibilidad de buscar y de encontrar su propia opción de vida personal. Por tanto, 
resultan inconsecuentes los alcances del mencionado reglamento con los beneficios que percibe 
la accionante, que han surgido en razón del vínculo con el grupo familiar y su situación 
económica, y no por su condición de madre, pues jamás esta situación puede servir de excusa 
para excluir a una mujer del ejercicio de un derecho fundamental…Puede afirmarse que el 
hecho de que la hija de un pensionado o trabajador de ECOPETROL, se convierta en madre, no 
se deduce ni que organizó una nueva familia ni, menos todavía, que ha logrado su independencia 
económica como para asumir por su cuenta la responsabilidad de su sostenimiento y la de su 
hijo. En tal virtud, debe admitirse que la demandante no ha constituido un núcleo familiar 
independiente y, no sólo continúa perteneciendo al grupo familiar de su padre, sino que necesita 
de esa relación de pertenencia, al menos hasta que concluya sus estudios universitarios. La 
Corte revocó las sentencias proferidas por el Consejo de Estado y el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, inaplicó parte de una disposición del Manual de Normas y Procedimientos 
Administrativos de ECOPETROL ser manifiestamente contrario a la Constitución. Ordenó a 
ECOPETROL renovar la inscripción de la accionante con todos los beneficios que ello conlleva, 
hasta que termine sus estudios universitarios y/o cumpla los 25 años de edad y continúe  
dependiendo económicamente de su padre. 
 
• POBLACION DESPLAZADA  
 
La SU-1150 de 2000 trata el tema de los derechos de la población desplazada. En los procesos de 
revisión de los fallos adoptados por la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, el Juzgado 
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Octavo Penal del Circuito de Cali y la Sala de Familia del Tribunal Superior de Santafé de 
Bogotá, la Corte consideró que: Los connacionales obligados a abandonar sus hogares por 
medio de la violencia son en su mayor parte campesinos pobres, con un bajo nivel de instrucción 
escolar. Además, la mayoría de las personas desplazadas son menores de edad y mujeres. Ellos 
se trasladan principalmente a las ciudades, en las cuales tienen pocas posibilidades de acceder a 
una vivienda digna y a un trabajo estable. Frecuentemente, el resultado de la migración forzosa 
a la que se ven sometidos es el agravamiento de las ya de por sí precarias condiciones de vida 
que tenían en el campo… No existe discusión acerca de que el desplazamiento forzado apareja 
una violación múltiple, masiva y continua de los derechos de las personas obligadas a migrar. 
Por una parte, es claro que estas personas tienen que abandonar su domicilio en razón del 
riesgo que observan para su vida e integridad personal, peligro que se deriva de las amenazas 
directas que les son formuladas o de la percepción que desarrollan por los múltiples actos de 
violencia que tienen lugar en sus sitios de residencia. El desplazamiento forzado comporta 
obviamente una vulneración del derecho de los nacionales a escoger su lugar de domicilio, al 
igual que de su derecho al libre desarrollo de la personalidad. Asimismo, dado el ambiente 
intimidatorio que precede a los desplazamientos, estas personas ven conculcados sus derechos 
de expresión y de asociación. De igual manera, en razón de las precarias condiciones que deben 
afrontar las personas que son obligadas a desplazarse, se presenta un atropello de los derechos 
de los niños, de las mujeres cabeza de familia, de los discapacitados y de las personas de la 
tercera edad. Además, todas las personas forzadas a abandonar sus lugares de origen sufren un 
detrimento en sus ya de por sí muy afectados derechos económicos, sociales y culturales, y 
frecuentemente son sometidos a la dispersión de sus familias… Es importante enfatizar que los 
desplazados son las principales víctimas de la violencia que flagela al país. El hecho del 
desplazamiento forzado comporta para ellos una ruptura violenta con su devenir existencial y la 
violación múltiple y continua de sus derechos. Es por eso que el Estado y la sociedad misma les 
deben prestar una atención especial. Cualquier acto de discriminación contra ellos constituye 
una vulneración flagrante del principio de igualdad, atacable ante los jueces de tutela. En 
principio, cualquier tipo de diferenciación - no positiva - que se base en la condición de 
desplazado debe considerarse como violatoria del derecho de igualdad… La Nación debe asumir 
los costos finales que genera la  atención a las personas desplazadas. El desplazamiento forzado 
es un problema del orden nacional, generado fundamentalmente en dinámicas nacionales y, en 
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consecuencia, su atención debe correr por cuenta de la Nación. Se dispone que el Presidente de 
la República debe iniciar en un término no mayor de 3 meses, contados a partir de la notificación 
de esta sentencia, las gestiones necesarias para garantizarle a las personas y familias en cuyo 
nombre se instauró esta acción de tutela – y que se hallan identificadas en el numeral 47 de los 
fundamentos jurídicos – el derecho al albergue temporal y su inclusión en los programas 
existentes referidos a la población desplazada, en el caso de que aún no hayan sido beneficiados 
por estas medidas. Estas gestiones deberán haber finalizado dentro de los 6 meses siguientes a la 
notificación de esta sentencia. Igualmente, se determina que le corresponde a la Defensoría del 
Pueblo velar por la divulgación y promoción de los derechos de los desplazados, en relación con 
lo que se establece en la sentencia.  
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4.5.  ANÁLISIS COMPARADO DE MECANISMOS 
 
 
4.5.1.  SOBRE EL AMPARO Y LA TUTELA 
 
La Acción de Amparo y la Acción de Tutela como garantías constitucionales han tenido 
delineados sus elementos esenciales en instrumentos internacionales como las declaraciones 
Americana y Universal de Derechos Humanos, el PIDCP y la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Estas acciones son aporte de Iberoamérica al derecho procesal de los 
derechos humanos203
Existen cuatro aspectos que responden a la esencia de estas garantías constitucionales: a) el 
derecho de acceso a la justicia, b) que el juez no anteponga cuestiones técnicas para resolver lo 
planteado, c) que se acate el derecho a la contradicción, y d) que la sentencia sea la consecuencia 
de una resolución justa y fundada en los derechos que fueron alegados
. 
 
204
 
.  
 
El amparo surge en Argentina como creación pretoriana en los "leading cases" Siri y Kot de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Posteriormente se consagra con 
rango constitucional en la reforma de 1994. En los casos mencionados se admitió, pese a la 
ausencia de regulación procesal, la existencia de una acción destinada a la protección de los 
derechos no alcanzados por el hábeas corpus, en sentido de asegurar el goce y ejercicio plenos de 
las garantías individuales para la efectiva vigencia del Estado de Derecho. En el caso Siri se 
protegía la libertad de prensa frente a una violación del poder público. En el caso Kot, se admitió 
la acción respecto de una violación proveniente de particulares. 
                                                 
203 FIX-ZAMUDIO, Héctor. Amparo y Tutela. En: 
http://www.colegionacional.org.mx/SACSCMS/XStatic/colegionacional/template/pdf/1996/08%20-
%20Articulos_%20Hector%20Fix-Zamudio_%20Amparo%20y%20tutela.pdf. Pág. 61 y 62.  
204 FIX-ZAMUDIO, Héctor. Amparo y Tutela. Op. Cit. Cita a GOZAINI. Oswaldo Alfredo. Tutela judicial y 
derecho de amparo. 
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La acción de tutela tiene origen y rango constitucionales. Producto de las deliberaciones de la 
Asamblea Nacional Constituyente, la tutela adquiere vida con la Constitución Política de 1991, 
de manera tardía, si se tiene en cuenta que en países como México se tienen antecedentes desde 
1841, además que existía el mecanismo en pleno desarrollo en España, y en países vecinos como 
Venezuela, Brasil y Argentina. 
 
La acción de amparo protege los derechos o garantías explícita o implícitamente reconocidas por 
la Constitución Nacional, con excepción de la libertad individual tutelada por el habeas corpus. 
Se presenta contra todo acto u omisión de autoridad pública o particulares que, en forma actual o 
inminente, lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta los 
derechos mencionados. (Art. 1 Ley 16.986 de  1966). 
 
La acción de tutela protege los derechos constitucionales fundamentales, vulnerados o 
amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares 
encargados de la prestación del servicio público de educación, salud, servicios públicos 
domiciliarios. También se puede presentar contra otros particulares, quienes controlan una 
entidad privada o sean beneficiarios reales de la situación que motivó la acción, siempre y cuando 
el solicitante tenga una relación de subordinación o indefensión con tal organización; contra 
quienes violan o amenacen violar la prohibición de esclavitud, la servidumbre y la trata de seres 
humanos en todas sus formas; contra quienes se hubiera hecho la solicitud en ejercicio del habeas 
data; contra quienes se solicite rectificación de informaciones inexactas o erróneas; contra el 
particular que actúa o deba actuar en ejercicio de funciones públicas. (Arts. 1, 2, 5, 42 Decreto 
2591 de 1991). La acción de tutela se dirige contra la autoridad pública o el representante del 
órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si estos hubieran actuado en 
cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o 
aprobación, la acción se entiende dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el 
fallo. (Art. 13 Decreto 2591 de 1991). 
 
El Amparo no es admisible en los siguientes casos:  a) cuando existen recursos o remedios 
judiciales o administrativos que permitan obtener la protección constitucional de que se trate;  
b) cuando el acto impugnado emana de un órgano del Poder; c) cuando la intervención judicial 
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comprometa directa o indirectamente la regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de un 
servicio público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado; d) cuando la 
determinación de la eventual invalidez del acto requiriera una mayor amplitud de debate o de 
prueba o la declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos u ordenanzas; e) cuando la 
demanda no hubiera sido presentada dentro de los quince días hábiles a partir de la fecha en que 
el acto fue ejecutado o debió producirse. (Art 2 Ley 16.986 de 1966). 
 
La Tutela no es admisible en los siguientes casos: a) cuando existan otros recursos o medios de 
defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable; b) cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de hábeas 
corpus; c) cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás 
mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política205. Sin embargo, el titular puede 
solicitar la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan 
intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable; d) 
cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando 
continúe la acción u omisión violatoria del derecho; e) cuando se trata de actos de carácter 
general, impersonal y abstracto. (Art. 6 Decreto 2591 de 1991). f) Cuando se trata de derechos 
que sólo tienen rango legal, o para hacer cumplir leyes, decretos, reglamentos o cualquiera otra 
norma de rango inferior206
                                                 
205 Cuando  se trata de derechos relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la 
moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se definen en 
ella. Cuando se trata de daños ocasionados a un número plural de personas. (En estos casos proceden las Acciones 
Populares).  
206 Para los casos de cumplimiento de leyes o actos administrativos procede la Acción de Cumplimiento. (Artículo 87 
de la C.P.). 
. (Art. 2 Decreto 306 de 1992). 
 
Para conocer de la acción de amparo, el juez competente es el de Primera Instancia con 
jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorizó o tuviera o pudiera tener efecto. Se observan 
las normas sobre competencia por razón de la materia, salvo que aquéllas, engendraran dudas 
razonables al respecto, en cuyo caso el juez requerido debe conocer de la acción. Cuando un 
mismo acto u omisión afecte el derecho de varias personas, entiende el juzgado que hubiera 
prevenido, disponiéndose la acumulación de autos, en su caso. (Art. 4 Ley 16.986 de  1966). 
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Son competentes para conocer en primera instancia de la acción de tutela, a prevención, los 
jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurra la violación o la amenaza que 
motivó la presentación de la solicitud. De las acciones dirigidas contra la prensa y los demás 
medios de comunicación son competentes los jueces de circuito del lugar. (Art. 37. Decreto 2591 
de 1991). Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden 
nacional, son repartidas para su conocimiento, en primera instancia, a los Tribunales Superiores 
de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura. A los Jueces del 
Circuito o con categorías de tales, se les reparte para su conocimiento, en primera instancia, las 
acciones de tutela que se interponen contra cualquier organismo o entidad del sector 
descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental. A 
los Jueces Municipales se les reparte para su conocimiento en primera instancia, las acciones de 
tutela que se interponen contra cualquier autoridad pública del orden distrital o municipal y 
contra particulares. Las acciones de tutela dirigidas contra la aplicación de un acto administrativo 
general dictado por una autoridad nacional son repartidas para su conocimiento al Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, siempre que se ejerzan como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Si la acción de tutela se promueve contra más de 
una autoridad y éstas sean de diferente nivel, el reparto se hace al juez de mayor jerarquía. 
Cuando la acción de tutela se promueve contra un funcionario o corporación judicial, se reparte al 
respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, 
se reparte al superior funcional del Juez al que esté adscrito el Fiscal.  Lo accionado contra la 
Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, se reparte a la misma corporación y se resuelve por la Sala de 
Decisión, Sección o Subsección que corresponda. Cuando se trata de autoridades administrativas 
en ejercicio de funciones jurisdiccionales, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, 
Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura. (Art. 1 Decreto 1382 de 2000). Cuando 
en la localidad donde se presenta la acción de tutela funcionan varios despachos judiciales de la 
misma jerarquía y especialidad de aquél en que, conforme al artículo anterior, resulta competente 
para conocer de la acción, la misma se someterá a reparto que se realizará el mismo día y a la 
mayor brevedad. (Art. 2 Decreto 1382 de 2000). 
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Puede presentar Acción de Amparo toda persona individual o jurídica, por sí o por apoderados, 
que se considere afectada. Puede también ser presentada por las asociaciones que sin revestir el 
carácter de personas jurídicas justifiquen, mediante la exhibición de sus estatutos, que no 
contrarían una finalidad de bien público. (Art. 5 Ley 16.986 de 1966). 
 
La Acción de Tutela la puede presentar toda persona, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre. (Art. 1 Decreto 2591 de 1991). También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el 
titular de los mismos no está en condiciones de promover su propia defensa, manifestándose en la 
solicitud. También puede ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales. (Arts. 
10, 46, 47, 48, 49 Decreto 2591 de 1991). 
 
La demanda de Amparo debe interponerse por escrito, conteniendo: a) el nombre, apellido y 
domicilios del accionante; b) la individualización, en lo posible, del autor del acto u omisión 
impugnados; c) la relación circunstanciada de los extremos que hayan producido o estén en vías 
de producir la lesión del derecho o garantía constitucional; d) la petición, en términos claros y 
precisos. (Art. 6 Ley 16.986 de 1966). e) La prueba instrumental de que se disponga, o la 
indicación del lugar en donde se encuentra; f) la indicación de los demás medios de prueba que 
pretenda hacer valer; g) el número de testigos no puede exceder de cinco por cada parte, siendo 
carga de éstas hacerlos comparecer a su costa a la audiencia, sin perjuicio de requerir el uso de la 
fuerza pública en caso de necesidad; h) no se admite la prueba de absolución de posiciones. (Art. 
7  Ley 16.986 de 1966). 
 
En la solicitud de tutela se tiene en cuenta: a) expresar, con la mayor claridad posible, la acción o 
la omisión que la motiva, el derecho que se considera violado o amenazada o del agravio, y la 
descripción de las demás circunstancias relevantes para decidir la solicitud; b) el nombre y el 
lugar de residencia del solicitante; c) no es indispensable citar la norma constitucional infringida, 
siempre que se determine claramente el derecho violado o amenazado; d) la acción puede ser 
ejercida sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de 
comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia; e) no es 
necesario actuar por medio de apoderado; f) en caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa 
escribir o sea menor de edad, la acción puede ser ejercida verbalmente, caso en el cual el juez 
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debe atender inmediatamente al solicitante, pero, sin poner en peligro el goce efectivo del 
derecho, puede exigir su posterior presentación personal para recoger una declaración que facilite 
proceder con el trámite de la solicitud, u ordenar al secretario levantar el acta correspondiente sin 
formalismo alguno. (Art 14. Decreto 2591 de 1991).  
 
Las siguientes reglas se toman en cuenta en el procedimiento a seguir con la recepción del 
Amparo. a) Cuando la acción es admisible, el juez requiere a la autoridad que corresponda un 
informe circunstanciado acerca de los antecedentes y fundamento de la medida impugnada, el 
que debe ser evacuado dentro del plazo prudencial que fije, siendo la omisión del pedido de 
informe causa de nulidad del proceso; b) el requerido debe cumplir la carga de ofrecer prueba en 
oportunidad de contestar el informe, en la forma establecida para el actor; c) producido el 
informe o vencido el plazo otorgado sin su presentación, si no hay prueba del accionante a 
tramitar, se dicta sentencia fundada dentro de las 48 horas, concediendo o denegando el amparo. 
(Artículo 8 Ley 16.986 de 1966). d) Si alguna de las partes ha ofrecido prueba, debe ordenarse su 
inmediata producción, fijándose la audiencia respectiva, la que debe tener lugar dentro del tercer 
día. (Artículo 9 Ley 16.986 de 1966). e) Si el actor no comparece a la audiencia por sí o por 
apoderado, se lo tendrá por desistido, ordenándose el archivo de las actuaciones, con imposición 
de costas; f) si fuera el accionado quien no concurre, se recibirá la prueba del actor si la hay, y 
pasarán los autos para dictar sentencia. (Artículo 10 Ley 16.986 de 1966). g) Evacuado el 
informe o realizada, en su caso, la audiencia de prueba, el juez dicta sentencia dentro del tercer 
día; h) si existe prueba pendiente de producción por causas ajenas a la diligencia de las partes, el 
juez puede ampliar dicho término por igual plazo. (Artículo 11 Ley 16.986 de 1966). i) La 
sentencia que admita la acción debe contener la mención concreta de la autoridad contra cuya 
resolución, acto u omisión se concede el amparo; la determinación precisa de la conducta a 
cumplir, con las especificaciones necesarias para su debida ejecución; el plazo para el 
cumplimiento de lo resuelto. (Artículo 12 Ley 16.986 de 1966). j) La sentencia firme declarativa 
de la existencia o inexistencia de la lesión, restricción, alteración o amenaza arbitraria o 
manifiestamente ilegal de un derecho o garantía constitucional, hace cosa juzgada respecto del 
amparo, dejando subsistente el ejercicio de las acciones o recursos que puedan corresponder a las 
partes, con independencia del amparo. (Artículo 13 Ley 16.986 de 1966). k) Las costas se 
imponen al vencido, pero no hay condena en costas si antes del plazo fijado para la contestación 
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del informe cesa el acto u omisión en que se fundó el amparo. (Artículo 14 Ley 16.986 de 1966). 
l) Sólo son apelables la sentencia definitiva, la resolución de declarar la acción manifiestamente 
inadmisible y las que dispongan medidas de no innovar o la suspensión de los efectos del acto 
impugnado; m) el recurso debe interponerse dentro de 48 horas de notificada la resolución 
impugnada y será fundado, debiendo denegarse o concederse en ambos efectos dentro de las 48 
horas; en este último caso se eleva el expediente al respectivo Tribunal de Alzada dentro de las 
24 horas de ser concedido; n) si es denegado, entiende dicho Tribunal en el recurso directo que 
debe articularse dentro de las 24 horas de ser notificada la denegatoria, debiendo dictarse 
sentencia dentro del tercer día. (Artículo 15 Ley 16.986 de 1966). ñ) Es improcedente la 
recusación sin causa y no pueden  articularse cuestiones de competencia, excepciones previas, ni 
incidentes. (Artículo 16 Ley 16.986 de 1966).   
 
El procedimiento de la Acción de Tutela se guía por las siguientes reglas. a) Los derechos 
protegidos por la acción de tutela se deben interpretar de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. (Art. 4 Decreto 2591 de 
1991). b) Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, debe suspender la aplicación del acto concreto que 
lo amenace o vulnere; sin embargo, a petición de parte o de oficio, se puede disponer la ejecución 
o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público; en 
todo caso el juez puede ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no 
hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante; c) la suspensión de la 
aplicación se notifica inmediatamente a aquél contra quien se hubiera hecho la solicitud por el 
medio más expedito posible. (Art. 7 Decreto 2591 de 1991). d) Aún cuando el afectado disponga 
de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procede cuando se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (Art. 8 Decreto 2591 de 1991). e) El juez puede 
requerir informes al órgano o a la autoridad contra quien se hubiera hecho la solicitud y pedir el 
expediente administrativo o la documentación donde consten los antecedentes del asunto. (Art. 
19 Decreto 2591 de 1991). f) Proferido el fallo que conceda la tutela, la autoridad responsable del 
agravio debe cumplirla sin demora; si no lo hace dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, 
el juez se dirige al superior del responsable y le requiere para que lo haga cumplir y abra el 
correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél; g) pasadas otras cuarenta y ocho horas, 
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ordena abrir proceso contra el superior que no hubiera procedido conforme a lo ordenado y 
adopta directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo; h) el juez puede 
sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia. (Art. 27 
Decreto 2591 de 1991). i) Dentro de los diez días siguientes a la presentación de la solicitud el 
juez dicta fallo, el cual debe contener la identificación del solicitante, la identificación del sujeto 
o sujetos de quien provenga la amenaza o vulneración, la determinación del derecho tutelado, la 
orden y la definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la tutela, el 
plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que en ningún caso puede exceder de 48 
horas; cuando la violación o amenaza de violación deriva de la aplicación de una norma 
incompatible con los derechos fundamentales, la providencia judicial que resuelva la acción 
interpuesta debe además ordenar la inaplicación de la norma impugnada en el caso concreto. (Art 
.29 Decreto 2591 de 1991). j) Presentada debidamente la impugnación el juez remite el 
expediente dentro de los dos días siguientes al superior jerárquico correspondiente; k) se profiere 
el fallo dentro de los 20 días siguientes a la recepción del expediente; l) el juez remite el 
expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión. (Art. 32. Decreto 2591 de 1991). 
m) Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo puede ser impugnado por el 
Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano 
correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato; n) los fallos que no sean 
impugnados se envían al día siguiente a la Corte Constitucional para su revisión. (Art .31 Decreto 
2591 de 1991). ñ) La persona que incumpla una orden de un juez proferida con base en estas 
reglas, incurre en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 
salarios mínimos mensuales,  salvo que ya se hubiera señalado una consecuencia jurídica distinta 
y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. (Art.52 Decreto 2591 de 1991). 
 
 
 
 
4.5.2.  SOBRE LOS CASOS ANALIZADOS 
 
Isaac Damsky refiere como hito histórico para la estructuración del derecho fundamental a la 
salud en Argentina, la reforma constitucional de 1994, que facilitó el desarrollo de ámbitos de 
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internacionalización del ordenamiento jurídico, y que determinó la protección constitucional del 
derecho, proveniente de los tratados internacionales de derechos humanos, conforme la cláusula 
constitucional del artículo 75, inciso 22, de la Constitución. La protección constitucional del 
derecho a la salud, es entonces, a partir de 1994, la proveniente de los tratados internacionales de 
derechos humanos, y principalmente de la Convención Americana de Derechos Humanos. Así se 
entendió por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al afirmar que la jurisprudencia de la 
Convención “debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en la 
medida en que el Estado argentino reconoció la competencia de la Corte Interamericana para 
conocer en todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Convención 
Americana”207. El máximo tribunal, ha tenido desde entonces como norte los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos. Desde esa perspectiva se ha hecho lectura al andamiaje 
normativo del nivel federal en Argentina: la Ley 23.660 que establece el régimen legal de las 
obras sociales, la Ley 23.661 que crea el Sistema Nacional del Seguro Social, el Decreto 486 de 
2002 que establece el Programa Médico Obligatorio de Emergencia y la Ley de Migraciones, Ley 
25.871208
Para el caso colombiano, el profesor López Medina señala cuatro etapas en el desarrollo de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional referida al derecho a la salud. Afirma que en una 
primera etapa, entre 1992 y 1993, previa a la Ley 100 de 1993, la jurisprudencia constitucional 
aportó importantes precedentes que resultarían fundamentales para definir el papel de los jueces 
en el equilibrio de intereses del sistema de salud, con ello, los conflictos de interés en salud 
resultaron ser fácilmente judicializables y justiciables, en momentos en que los organismos 
comisionados para la modulación de tales conflictos, como la Superintendencia Nacional de 
Salud, no mostraron la capacidad técnica y operativa para resolverlos. En esta primera etapa 
jurisprudencial, se sienta la fundamentalización del derecho a la salud; la primera sentencia en 
este sentido es la T-02 de 1992 , Magistrado Ponente Martínez Caballero; posteriormente la 
sentencia T-406 de 1992, Magistrado Ponente Angarita, en la que se manifiesta que el derecho al 
saneamiento público y a la salud pueden ser fundamentales por su conexidad con intereses como 
la vida, la integridad personal o la dignidad humana. En igual sentido, las sentencias de 1992 T-
.   
 
                                                 
207 Recurso de Casación “Giroldi, Horacio David y otros”. 1995. 
208 DAMSKY. Isaac Augusto. Op. Cit. 
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522,  T-571, T-484, T-499, T-505 y T-548. Se presentan casos por la incapacidad del sistema de 
ofrecer tratamiento a una persona enferma de SIDA, excesiva mora en la programación de 
cirugías frente a enfermedades graves, y desprotección en la que se encuentran grupos sociales 
específicos tales como niños y ancianos209
En la tercera etapa que ubica López entre los años 1997 y 2000, se presentan dos intentos fallidos 
por desmontar el POS jurisprudencial. El primero de ellos, con la Sentencia SU-111 de 1997 
(M.P. Cifuentes). En este fallo se hace mención de las posibilidades de corrupción que el POS 
jurisprudencial estaba abriendo. El criterio de conexidad es visto como demasiado amplio y anti-
técnico, por tanto, se aborda no con la integración de vida, integridad personal o dignidad 
.  
 
La segunda etapa de la jurisprudencia, la ubica López, con la implementación de la Ley 100 de 
1993, hasta 1997. En esta etapa se recogen las líneas principales del sistema en el modelo de 
“pluralismo estructurado” y genera los primeros choques entre el “sistema de salud” y el derecho 
a la salud”. Según el autor, con la definición del POS, se enfrentaba la capacidad e idoneidad del 
médico, por un lado, y la idea del médico como aplicador rutinario de protocolos, de otro. La 
Corte Constitucional, ante la pretensión de excluir la terapéutica del SIDA, manifestó, por 
ejemplo en la T-271 de 1995, que no era jurídica ni socialmente aceptable. Es así como durante 
este período se presenta una jurisprudencia defensora del derecho a la salud, hasta culminar 
finalmente en la SU-043 de 1995 cuando la Corte afirma que no se puede esgrimir el argumento 
de que una enfermedad es incurable para negar la atención al paciente. Ante el tema financiero, 
primero la Corte condenó a realizar de manera directa y con cargo a su presupuesto general o al 
de sus entidades descentralizadas por servicios las intervenciones en salud y saneamiento público 
que llegó a conceder (por ejemplo en la Sentencia T-114 de 1997); y en un segundo momento 
buscó mecanismos para trasladar la carga financiera de su jurisprudencia al sistema en su 
conjunto, y no a las EPS’s individualmente consideradas (Sentencia SU-480 de 1997). En cuanto 
a la financiación de tratamientos no-POS para los afiliados del régimen subsidiado, la Corte 
entendió que en estos casos la responsabilidad final caía en manos del Estado y que las ARS’s no 
tenían la obligación, como sí las EPS’s, de prestar directamente los servicios (Sentencia T-478 de 
1995). 
                                                 
209 LÓPEZ MEDINA, Diego.  Op. Cit. 
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humana sino con el criterio de “mínimo vital”. El mínimo vital-salud sirve fundamentalmente 
como un proceso ejecutivo en salud y no uno declarativo. Esta dirección jurisprudencial, sin 
embargo, no cobró fuerza dentro de la corporación, ya que con la C-251 de 1997, la Corte al 
declarar la constitucionalidad del Protocolo de San Salvador,  manifiesta la posibilidad de que los 
DESC sean derechos fundamentales y, por tanto, directamente justiciables. La Corte se manifestó 
en contra de la insuficiente protección de salud a niños y adolescentes (T-640 de 1997) y la 
inadecuada protección a pacientes con SIDA (SU-480 de 1997). En Sentencia T-366 de 1999 la 
Corte conecta el  derecho a la seguridad social con la salud y a la vida. El criterio de conexidad 
entre la salud y la integridad personal, la vida y la dignidad humana, se sigue argumentando, por 
ejemplo las Sentencias T-283 de 1998,T-328 de 1998 y T-329 de 1998. El segundo intento de 
desmonte del POS jurisprudencial lo constituyó el Decreto 266 de 2000, que establecía que para 
evitar la desviación de recursos de la seguridad social y conductas de fraude, para efecto del 
trámite de reclamación de las prestaciones de Plan Obligatorio de Salud de los afiliados, se 
establece que éstas se prestarán en el territorio nacional “conforme a la tecnología apropiada 
disponible en el país”. Durante este período, también se verifican fallos en los cuales la Corte 
incorpora la orden de prestar elementos o procedimientos que eran considerados estéticos, como 
prótesis que remplaza una extremidad (T-991 de 2000) y prótesis ocular (T-1387 de 2000); 
órdenes que se ampliarían posteriormente con la mamoplastia funcional (T-755 de 2007 y T-822 
de 2007), y cirugía reconstructiva de senos afectados por quemaduras (T-018 de 2008). 
La cuarta etapa de la jurisprudencia constitucional, se ubica después del año 2000. Se caracteriza 
por el aumento vertiginoso que se había iniciado a partir de 1999, en el número de acciones de 
tutela en materia de salud. En el año 2002 se volvería a desafiar la estabilidad del POS 
jurisprudencial, cuando el Ministerio del Interior propuso el Proyecto de Acto Legislativo 10 de 
2002 que buscaba eliminar el papel que los jueces constitucionales habían construido como 
adjudicadores del Sistema de Salud, eliminar por vía constitucional la “fundamentalización” de 
los derechos económicos, sociales y culturales y limitar la posibilidad de interponer tutela contra 
particulares.   
 
Así expuesto brevemente el contexto jurisprudencial, diríamos que en Argentina, dentro de los 
casos revisados, se encuentra que los temas de salud colocan al juzgador en una situación que lo 
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obliga a encontrar soluciones concretas para cada caso en aras de proteger el derecho 
fundamental a la vida210. En Colombia, la jurisprudencia ha sido más explícita en la 
consideración del derecho a la salud como fundamental. Ha dicho la Corte que el derecho a la 
salud adquiere la categoría de fundamental, “cuando la desatención del enfermo amenaza con 
poner en peligro su derecho a la vida”, es decir, es un derecho fundamental por conexidad211. Ha 
sostenido la Corte, igualmente, que “puede adquirir la connotación de fundamental cuando con 
su afectación resulten vulnerados o amenazados derechos fundamentales como la vida, la 
integridad de la persona, la dignidad humana u otro derecho fundamental”212
La acción de amparo es considerada como una vía de participación y control ciudadano en los 
asuntos públicos
.  
 
 
213, y ha sido expuesto de manera inequívoca que procede de forma colectiva. El 
interés colectivo ha sido amparado en muchos casos, como por ejemplo, cuando se amparó a los 
trabajadores de un hospital por los inconvenientes y peligros que se podrían generar ante el cierre 
de este214. También se registra la orden dada para la ejecución de obras en instalaciones 
ferroviarias para el acceso de personas con discapacidad motora o movilidad reducida215. Entre 
tanto, la tutela colectiva tiene un requerimiento previo para que proceda. Se trata de que la acción 
de tutela prevalece cuando se demuestra que “la vulneración de un derecho colectivo conlleva 
además a la afectación o amenaza de violación de derechos fundamentales, como requisito de 
procedibilidad”216
En Argentina se consideró que dentro del término “el afectado”, cabía la legitimación por activa 
de un grupo poblacional vulnerable para pedir una vacuna
; se requiere demostrar la afectación de un derecho fundamental en cabeza de 
quien hace uso de la acción. De no ser así, los ciudadanos cuentan con las acciones populares 
para la defensa de derechos colectivos. 
 
217
                                                 
210 Caso “V.J.” 
211 T-571 de 1992. 
212 T-561 de 2003. 
213 Caso “Viceconte, Mariela”. 
214 Caso “ Verbrugghe, María inés”. 
215 Caso “Hospital Río Santiago”. 
216 T-1451 de 2000. 
217 Caso “Viceconte, Mariela”. 
, también se admitió legitimación de 
una entidad gremial para representar derechos colectivos de los trabajadores afectados por el 
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cierre de un hospital218. La legitimación por activa también la pueden ejercer las organizaciones 
de lucha contra el SIDA, al tenor del artículo 43 de la Constitución, las asociaciones, en lo 
relativo a los derechos de incidencia colectiva219. El término “el afectado” se amplió a un vecino 
de una localidad para solicitar amparo por derechos relativos a la salud y el ambiente220. La Corte 
colombiana consideró improcedente una acción de tutela presentada por una persona que decía 
representar a un grupo de desplazados por la violencia, pero que no acompañó el respectivo poder 
para actuar. Se planteó la improcedencia de tutela, adicionalmente,  por cuanto no demostró ni 
siquiera sumariamente vulneración de derechos fundamentales221
Ha sido amplia la referencia a tratados internacionales en la jurisprudencia argentina. Entre los 
casos y razones jurídicas para el amparo del derecho a la salud, se encuentra la obligación estatal 
de prevención y tratamiento de enfermedades epidémicas y endémicas, basada en el artículo 
12.2.c del PIDESC y la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre
.  
 
222; la 
prohibición de fármaco por considerarse abortivo, fundamentada en el Pacto de San José, la 
Convención de los Derechos del Niño y la Convención Americana223. Con la jurisprudencia de 
tutela, La Corte colombiana ha manifestado que “Los mecanismos de protección interna de los 
derechos constitucionales fundamentales se refuerzan con aquellos previstos en los documentos 
internacionales encaminados a asegurar la vigencia de los derechos humanos…”224
                                                 
218 Caso “Hospital Río Santiago”. 
219 Caso “Asociación Benghalensis y otros”. 
220 Caso “Schroeder, Juan”. 
221 T-284 de 2005. 
222 Entre otros, los casos “Viceconte, Mariela”, “Asociación Benghalensis”, “Campodónico de Beviacqua, Ana 
Carina”.  
223 Caso “Portal de Belén”. 
224 T-636 de 2007. 
. Igualmente 
se ha consignado que “Las obligaciones derivadas de los Tratados Internacionales sobre 
Derechos Humanos son múltiples y comprometen a todos los sectores estatales sin excepción: 
político, administrativo y judicial. En tal sentido, deben los Estados: (i) interpretar los derechos 
constitucionales fundamentales de conformidad con lo dispuesto en los Pactos internacionales 
aprobados por el Estado; (ii) ajustar la legislación interna así como los mecanismos internos de 
protección a lo establecido en tales Pactos; (iii) abstenerse de promulgar normas que contraríen 
esos Tratados sobre la protección de los Derechos Humanos; (iv) evitar que por la acción u 
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omisión de las autoridades o agentes estatales se desconozcan las obligaciones establecidas en 
los acuerdos internacionales – con independencia del cargo en el cual se desempeñen las 
autoridades o agentes estatales o el nivel en que realicen sus funciones - sea en el plano nacional 
o en el territorial -incluso cuando se trata de la omisión de prevenir o reprimir acciones ilícitas 
de los particulares; (v) procurar vías ciertas, ágiles y efectivas de acceso a la justicia”225
La Corte Suprema argentina, ha manifestado que el Estado debe cubrir la asistencia  después de 
terminados los contratos entre particulares y usuarios
. 
 
226, que las personas sin recursos 
económicos y sin cobertura en salud de obra social, lo deben ser por el Estado227, que se debe dar 
continuidad de cobertura médico asistencial más allá de la afiliación, cuando la gravedad del caso 
o la desprotección del amparatista lo amerite228. Ha considerado la Corte que la cobertura de 
salud es análoga al contrato de seguro, ya que el simple hecho de la “adhesión” torna aplicable 
los principios de protección de la ley del consumidor229. En estos casos se ha basado la Corte 
entre otros, en la íntima vinculación del derecho a la salud con el derecho a la vida, bajo la 
protección del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. En Colombia la Corte 
Constitucional ha hecho expresa la obligación primordial tanto de las entidades estatales como de 
los particulares que participan en la prestación del servicio público de salud de garantizar su 
continuidad; de tal forma que no se puede quitar el servicio de salud para después obligar al 
usuario a trámites para readquirirlo a través de valoración médica230
La Corte Suprema de Justicia de la Nación ordenó a la autoridad pública a garantizar la 
internación, los estudios, insumos, intervención y rehabilitación de la amparatista, que no tenía 
cobertura alguna y no contaba con los fondos económicos, se fundamentó en la obligación de la 
autoridad pública de garantizar el derecho a la salud con acciones positivas
 
231
                                                 
225 T-704 de 2006. 
226 Caso “Policlínica privada”. 
227 Caso “Sánchez, Norma Rosa”. 
228 Caso “FSC”. 
229 Caso “Etcheverry, Roberto E.”. 
230 T-060 de 1997. 
231 Caso “Sánchez, Norma Rosa”. 
. En la revisión de 
22 acciones de tutela, la Corte Constitucional de Colombia, consideró que existían violaciones a 
las obligaciones constitucionales de respetar, proteger y cumplir el derecho a la salud por parte de 
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las autoridades competentes. La sentencia resumió que el derecho a la salud de los peticionantes 
se puede exigir por medio de acciones de tutela cuando “(1) existe una relación identificable con 
"derechos fundamentales", como el derecho a la vida; (2) cuando el caso es presentado por una 
persona que representa a un grupo vulnerable como niños, embarazadas o ancianos; (3) cuando 
el servicio de salud en cuestión está incluido en la política de salud nacional….” La Corte 
también reafirmó el derecho a la salud como derecho fundamental y examinó las obligaciones 
legales internacionales del Estado respecto de la salud, especialmente la Observación General 
Nro. 14 del Comité de Derechos Económicos y Culturales de la ONU. Se dispuso la 
actualización, aclaración y unificación de los planes de cobertura de salud (Conocido como Plan 
Obligatorio de Salud o POS). 232
Mediante amparo se ha ordenado al Estado argentino la producción de vacunas huérfanas para la 
prevención de enfermedad
 
233, se ha afirmado que el medicamento por su condición de bien social 
integra el derecho a la salud y la obligación de la autoridad pública de garantizar este derecho con 
acciones positivas234. De manera similar, se ha ordenado a autoridades públicas y obras sociales, 
la entrega de medicamentos a enfermos del SIDA a través de acciones de amparo235. La tutela ha 
permitido que la Corte Constitucional colombiana se manifieste en términos de que “la 
comunidad política debe un trato preferencial a quienes se encuentran en circunstancias de 
debilidad manifiesta [los menores] y están impedidos para participar, en igualdad de 
condiciones, en la adopción de las políticas públicas que les resultan aplicables”. 
Fundamentándose en la doctrina del mínimo vital, la Corte ordenó la provisión de vacunas contra 
la meningitis a los menores involucrados en el caso236
En sentencia de amparo, se ordenó en Argentina al poder ejecutivo la provisión a los actores de 
una vivienda con las características especiales indicadas por un profesional de la salud y los 
alimentos indispensables para una nutrición adecuada. El juzgador se fundamentó en la doctrina 
del mínimo vital, en las observaciones generales del Comité de DESC, en las directivas emanadas 
de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Nacional y de la 
.  
                                                 
232 T-760 de 2008. 
233 Caso “Viceconte Mariela”. 
234 Caso “Sánchez, Norma Rosa”. 
235 Por ejemplo los casos “Hospital Leonidas Lucero”, “Alcalá, Cristina Beatriz” y “RRS”. 
236 SU-225 de 1998. 
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provincia, justificando la necesidad de una rápida “acción positiva” que asegurara la vigencia del 
derecho a la salud, dentro de la garantía constitucional a una “tutela judicial continua y 
efectiva”237.  En jurisprudencia de tutela, la Corte colombiana señaló que a doctrina del mínimo 
vital “se refiere a una institución de justicia elemental que se impone aplicar, como 
repetidamente lo ha hecho la Corte Constitucional, en situaciones humanas límites producidas 
por la extrema pobreza y la indigencia cuando quiera que frente a las necesidades más 
elementales y primarias, el Estado y la sociedad no responden de manera congruente y dejan de 
notificarse de las afectaciones más extremas de la dignidad humana”238
El máximo tribunal argentino prohibió la fabricación de un fármaco conocido como 
anticonceptivo de emergencia, por considerar que el derecho a la vida es el primer derecho 
natural de la persona humana
. 
 
239
                                                 
237 Caso “E CE”. 
238 SU-225 de 1998. 
239 Caso “Portal de Belén” 
. Entre tanto, frente al tema del aborto, la jurisprudencia 
colombiana ha hecho una distinción entre la vida como un bien constitucionalmente protegido y 
el derecho a la vida como un derecho subjetivo de carácter fundamental. Se afirma que la vida 
como valor o derecho no tiene un carácter absoluto, pues debe ponderarse con otros valores, 
principios y derechos constitucionales. Haciendo un análisis del reconocimiento que sobre la vida 
establecen los instrumentos internacionales que constituyen el bloque de constitucionalidad, la 
Corte concluye que: “de las distintas disposiciones del derecho internacional de los derechos 
humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad no se desprende un deber de 
protección absoluto e incondicional de la vida en gestación” y respecto de las mujeres: “es 
evidente que hay situaciones que la afectan sobre todo y de manera diferente, como son aquellas 
concernientes a su vida, y en particular aquellas que conciernen a los derechos sobre su cuerpo, 
su sexualidad y reproducción”. Se señalan instrumentos como el Programa de Acción de El 
Cairo, la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer (Plataforma de Beijing, 1995); se enfatiza 
en que las legislaciones restrictivas sobre el aborto vulneran el derecho a la vida de las mujeres. 
Por lo anterior, la Corte Constitucional decidió despenalizar el aborto en tres situaciones ya 
referidas. 
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El derecho de la persona sobre su propio cuerpo encuentra amparo en la orden de autorizar 
intervención quirúrgica para adecuar órganos genitales exteriores (intervención quirúrgica 
femeneizante) y cambios de documentos de identificación, con fundamento en principios 
bioéticos y la consolidación de una “saludable salud” en sentido integral240. En cuanto al mismo 
tema, contrastado con el consentimiento informado, frente a una situación de 
“seudohermafroditismo masculino”, de una menor de edad, la Corte Constitucional, basada en la 
premisa de que “la ciencia en general, y la ciencia médica en particular, no pueden ser 
consideradas impermeables a la ética ni al derecho”, afirmó que “El principio de autonomía tiene 
entonces una prevalencia prima facie, pero no absoluta, sobre los valores concurrentes, y en 
especial sobre el principio de beneficiencia”,  pues el consentimiento del paciente debe reunir 
ciertas características, en especial que sea libre e informado, pero los padres no pueden tomar a 
nombre de sus hijos cualquier decisión médica relativa al menor, ya que el consentimiento 
cualificado exige madurez del paciente241
La jurisprudencia del máximo tribunal argentino ha dado especial protección al derecho a la salud 
de los niños y el de las personas con VIH – SIDA.  Con relación al el derecho a la salud de niños 
y jóvenes, la jurisprudencia de los tribunales y juzgados se basa en el interés superior del niño, en 
los compromisos internacionales adquiridos por la Nación Argentina, específicamente en la 
Convención sobre los Derechos del Niño. Así, ha ordenado provisión de agua potable y medios 
para almacenarla
.  
 
242, además de los tratamientos para el consumo de agua contaminada243; 
también ha ordenado cubrir cargos para el servicio pediátrico244, la asistencia en salud por parte 
del Estado más allá de los actos de adhesión de medicina prepaga245; el suministro de 
medicamentos246, la asistencia247 y el tratamiento integral248 del discapacitado  por parte del 
Estado. En Colombia, se ha protegido el derecho a la salud de las personas con pronóstico no 
favorable de curación249, mujeres embarazadas o luego del parto250, minorías étnicas251
                                                 
240 Caso “C.A.M.” 
241 SU-337 de 1997. 
242 Caso “Colonia Valentina Norte”. 
243 Caso “Menores Comunidad Paynemil”. 
244 Caso Defensoría de Menores No. 3”. 
245 Caso Policlínica Privada. 
246 Caso “Campodónico de Beviacqua, Ana Camila”. 
247 Caso “Monteserrín, Marcelino”. 
248 Caso “Martín, Sergio Gustavo”. 
249 T-00l de 1995, SU-043 de 1995 y T-920 de 2000. 
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en situación de desplazamiento forzoso252, madres solteras253, adultos mayores en situación de 
indigencia254, enfermos de sida255, personas con discapacidades físicas o mentales256.  
Fundamentando su decisión en la doctrina del mínimo vital en situaciones humanas límites 
producidas por la extrema pobreza y la indigencia, y en el carácter de fundamental de los 
derechos de los niños, la Corte ordenó el suministro de vacunas257. Consideró, igualmente, que 
las autoridades públicas deben velar  por que los niños no sean objeto de la brutalidad de sus 
padres y que su dignidad e integridad  son objeto de prevalente amparo constitucional258. Las 
acciones de amparo que más se presentan por los portadores de SIDA, tienen que ver con la 
discontinuidad en la provisión de los fármacos259 y los tratamientos, el suministro de pruebas 
diagnósticas y tratamiento hospitalario260, la obligación de cobertura de las obras sociales a 
afiliados y beneficiarios261, La entrega de reactivos y medicamentos incluidos en el Vademecum 
Básico262, y la garantía que deben brindar las empresas de medicina prepaga en el cubrimiento de 
tratamientos médicos, psicológicos y farmacológicos263. Los fundamentos jurídicos para las 
decisiones sobre los anteriores casos, han sido la obligación del estado de proteger los derechos a 
la salud, a La integridad física y moral, la dignidad humana; la garantía que debe brindar el 
gobierno nacional en la lucha contra la enfermedad.  Especial importancia tiene un procedimiento 
creado vía jurisprudencial, en virtud del cual, los beneficiarios del Plan Nacional del SIDA, que 
tuvieran retrasos o falta de entrega de medicamentos, podían presentarse ante el juez que tenía el 
expediente, para que librara orden de cumplimiento a la autoridad, sin embargo el procedimiento 
se desdibujó y los jueces continuaron atendiendo los casos como si se tratara de litigios 
tradicionales264
                                                                                                                                                              
250 T-l06 de 1996, T-694 de 1996, T-662 de 1997, T-844 de 2002. 
. Finalmente, en una interpretación restrictiva en cuanto a la extensión de la 
251 C-088 de 2001. 
252 SU-1150 de 2000, T-1635 de 2000, T-327 de 2001, T-098 de 2002, T-025 de 2004, entre otras. 
253 T-1642 de 2000. 
254 T-004 de 2002 y T-149 de 2002. 
255 T-484 de 1992, T-505 de 1992, T-1119 de 2002; T-849 de 2001; T-271 de 1995, T-328 de 1998, T-376 de 2003 y 
T-919 de 2003. 
256 T-478 de 1995, T-556 de 1998, T-338 de 1999, SU-1167 de 2001. 
257 SU-225 de 1998. 
258 T-116 de 1995. 
259 Caso “Hospital Leonidas Lucero” 
260 Caso “Alcalá, Cristina Beatríz”. 
261 Caso “RRS”. 
262 Caso Asociación Benghalensis y otros”. 
263 Caso “TJM”. 
264 Caso “AV”. 
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cobertura, la Cámara Nacional Federal de la Seguridad Social, declaró la inconstitucionalidad de 
la Ley 24.754265, por que pretendía situar en igualdad de condiciones a las empresas de medicina 
prepaga con las obras sociales, pensando en los perjuicios económicos que se podrían acarrear a 
las primeras, al tener que cubrir enfermedades como el SIDA. La Cámara justificó su decisión en 
que “la promoción de los derechos sociales o comunitarios perderá su sentido si se impulsara a 
costa de barrenar o menoscabar injustamente los derechos individuales, ya que ambos deben 
conjugarse en un justo equilibrio…”266. La jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana 
en materia de tutela ha señalado que la protección del derecho a la salud del enfermo puede 
reclamarse de cualquier institución de asistencia pública donde se presten tales servicios, en 
forma gratuita, en virtud del deber general del Estado de garantizar la salud de estas personas267. 
En cuanto a las EPS, ha dicho que: “Cuando está de por medio la vida, la EPS debe facilitar el 
tratamiento que el médico tratante señale y se debe dar el medicamento necesario”,  un requisito 
es que las determinaciones provengan del médico tratante, es decir, del médico contratado por la 
EPS adscrito a ella, y que está tratando al respectivo paciente, y si lo recetado no figura en la lista 
de medicamentos que el Ministro de Salud o la Entidad correspondiente elabora, de todas 
maneras la entidad afiliadora lo debe proporcionar, en estos casos, se repite contra el FOSYGA 
con la subcuenta de "seguro de riesgos catastróficos y accidentes de tránsito". Si existe retardo en 
las cotizaciones, no superior a seis meses, la EPS puede reclamar al patrono incumplido, y si la 
mora es de un trabajador independiente, se pierde el derecho de atención durante la mora268
Frente a las personas privadas de la libertad, se ha dicho en Argentina, que pueden cumplir la 
condena en instituciones de salud mental o en forma domiciliaria, con el fin de salvaguardar su 
vida, su salud y su integridad física
. 
269
                                                 
265 Buena parte de la jurisprudencia sobre el SIDA hace referencia a la Ley 23.798 y el Decreto Reglamentario 1244 
de 1991, a la Ley 24.455 y a la Ley 24.754,  
266 Caso “Hospital Británico”. 
267 T-484 de 1992. 
268 T-480 de 1997. 
269 Caso “López, Marcelo O.”. 
. Las decisiones en esta materia hacen referencia a la 
Constitución de la Nación, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto de derechos 
Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos Humanos, respecto al trato que debe 
darse a las personas privadas de la libertad. En Colombia, no se tuteló un caso en el que, un 
condenado se agravó en el establecimiento carcelario del padecimiento de cálculos renales, por 
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que según la Corte “No corresponde a la naturaleza de la acción de tutela referirse a hechos 
consumados que ya no producen efectos lesivos, ni mucho menos a restablecer lo que no está 
lesionado”270
El amparo de personas con movilidad y comunicación reducidas se ha presentado por parte de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación al condenar a una empresa de trenes a realizar obras para 
el acceso a su servicio
. 
271. También al proteger el derecho a la salud de una niña con 
discapacidad272. Se fundamentan las decisiones en los compromisos internacionales adquiridos 
por el Estado argentino en materia de asistencia integral a la discapacidad. En Colombia, se 
presentó un caso en el que nos podía brindar asilo institucional permanente a personas 
disminuidas psíquicas, sin embargo, la Corte se manifestó en términos del compromiso del 
Estado en la ejecución de una política de previsión, rehabilitación e integración social para estas 
personas, prestándoles la atención especializada que requieran, caso en el cual, el régimen 
subsidiado debe brindarlo273
La Corte Suprema de Justicia de la Nación ante solicitud de ligadura tubaria después del parto, de 
una mujer que iba a tener su cuarto hijo, consideró que el derecho a la salud en su más amplio 
sentido, debe entenderse como “el equilibrio psico-físico y emocional de una persona, el derecho 
a la vida, a la libre determinación, a la intimidad, al desarrollo de la persona en la máxima 
medida posible y a la protección integral de la familia"
.  
 
274. La protección de la mujer ha sido 
amplia en la jurisprudencia constitucional colombiana. En Colombia, la Corte se ha expresado en 
términos de la protección a la mujer embarazada y al hijo producto del embarazo, como lo 
consagran tratados y convenios internacionales que, al ser reconocidos por el congreso, 
prevalecen en el orden interno”275.  Se ha tutelado igualmente a las madres solteras, aduciendo el 
libre ejercicio de la personalidad, la posibilidad de buscar y encontrar su propia opción de vida 
personal276
                                                 
270 T-494 de 1993. 
271 Caso “Verbrugghe, María Inés”. 
272 Caso “Martín, Sergio Gustavo”. 
273 T-478 de 1995. 
274 Caso “Yapura, Gloria Catalina”. 
275 T-694 de 1996. 
276 T-1642 de 2000. 
. 
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La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha tutelado, entre otros, el derecho a la salud de 
población campesina, adulto mayor, mujer cabeza de familia, población indigente y madres 
comunitarias; pero vale resaltar la protección a la población desplazada, que comúnmente son 
campesinos pobres, con un bajo nivel de instrucción escolar, entre los cuales, la mayoría son 
menores de edad y mujeres. Ha dicho la Corte que este fenómeno comporta vulneración del 
derecho a escoger el lugar de domicilio, al igual que el  derecho al libre desarrollo de la 
personalidad y los derechos de expresión y de asociación. Se violan los derechos de los niños, de 
las mujeres cabeza de familia, de los discapacitados y de las personas de la tercera edad; se 
genera un detrimento en los derechos económicos, sociales y culturales. Ha sostenido la Corte 
que “Cualquier acto de discriminación contra ellos constituye una vulneración flagrante del 
principio de igualdad, atacable ante los jueces de tutela.., [y que] La Nación debe asumir los 
costos finales que genera la  atención a las personas desplazadas”277
De otro lado, la Corte Constitucional colombiana ha sido prolífica en sentencias que versan sobre 
problemas de acceso al servicio
. 
 
278 y la calidad de los servicios de las entidades públicas y 
privadas279
 
. 
 
No podríamos dejar de mencionar que a la Corte Suprema de la Nación en Argentina, ha llegado 
un número limitado de casos sobre el derecho a la salud, comparado con los que ha fallado la 
Corte Constitucional en Colombia,  y la ausencia de algún leading case que haya motivado una 
reflexión profunda del tribunal argentino sobre el contenido del derecho. El hecho de que a la 
Corte Constitucional colombiana lleguen en revisión el total de los fallos de tutela promovidos 
por los diversos jueces, para que ete alto tribunal, como órgano de cierre de la jurisdicción 
constitucional seleccione los que crea necesarios para su estudio, explica igualmente el gran 
número de casos que ha estudiado la Corte desde su creación; situación que no ocurre en 
Argentina con la Corte Suprema de Justicia de la Nación, pues a esta llegan los fallos de amparo 
proferidos por los demás jueces, mediante el recurso extraordinario, con el cumplimiento de los 
requisitos procedimentales pertinentes. 
                                                 
277 SU-1150 de 2000. 
278 Por ejemplo: T-042, 281, 347 de 1996, T-688 de 1998, T-010 de 1999, T-190, 227, 229 Y 539 de 2000.  
279 Por ejemplo T-322 de 1994 
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En Colombia se destaca el sin número de debates que ha despertado la Sentencia T-760 de 2008 
de la Corte Constitucional. Se ha afirmado que consiste en un acto de cogobierno de los jueces, 
en la medida en que se dictaron órdenes relacionadas con la política pública, como la de ordenar 
a las autoridades competentes la actualización y unificación de los planes de beneficios para los 
regímenes contributivo y subsidiado, y el efectivo suministro por las Entidades Promotoras de 
Salud. La Corte, mediante la sentencia mencionada, señala que deben darse  oportunidades 
suficientes de participación directa y efectiva a las organizaciones que representen los intereses 
de los usuarios del sistema de salud y de la comunidad médica en el proceso de establecimiento 
de los planes de beneficios, y solicita que a los afiliados se les entregue una carta con los 
derechos del paciente, una carta de desempeño y calidad de las diferentes EPS a las que se puede 
afiliar en el respectivo régimen. Finalmente, otro de los elementos de la polémica, fue la decisión 
de la Corte, de ordenar al Ministerio de Protección Social que adopte las medidas necesarias para 
asegurar la cobertura universal sostenible del Sistema General de Seguridad Social en Salud, en 
fecha fijada. Hay que decir, que el debate sobre los actos de la Corte sigue abierto en Colombia.  
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4.6. SÍNTESIS DE ORGANISMOS, INSTRUMENTOS Y MECANISMOS 
 
 
Como se señaló anteriormente, Argentina y Colombia comparten una característica común de 
fragmentación y segmentación  en los servicios de salud  relacionada con la capacidad de pago 
de los usuarios, que tienen efectos en la garantía de equidad y universalidad del derecho. 
 
Los dos países se ubican en el modelo intensivo de contratos y se verifica un sector público con 
limitaciones presupuestales. En Argentina, se da una mayor cobertura de servicios para 
asalariados, producto de que el subsector de las Obras Sociales surgió del control de los 
sindicatos de trabajadores, mientras que en Colombia quedó en manos del estado, antes de la Ley 
100 de 1993. Sin embargo, la cobertura es mayor en Argentina que en Colombia, clasificándose 
el primero como país pionero y el segundo como intermedio. Los dos sistemas de salud 
reproducen la estructura social desigual y el beneficio económico prima sobre el acceso universal 
e igualitario a los servicios.  
 
En Argentina se han efectuado reformas parciales al sistema de salud, en Colombia, la reforma 
estructural implicó conflictos entre el proyecto del Estado Social de Derecho y el modelo 
económico neoliberal que sustenta el modelo de aseguramiento con mercado regulado. 
 
El Poder Judicial argentino cuenta con “unidad de mando” en cabeza de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, lo que no sucede en el ordenamiento colombiano. Sin embargo, la 
estructura organizacional y funcional de las jurisdicciones argentinas es compleja en la medida 
en que coexisten las organizaciones judiciales federal y provincial.  
 
La recepción de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, se consagra de 
manera explícita en el artículo 75 de la Constitución de la Nación Argentina y en el artículo 93 
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de la Constitución Política de Colombia. En materia del derecho a la salud, el texto 
constitucional argentino consagra exclusivamente el derecho de los consumidores y usuarios a la 
protección de la salud, pero son varias constituciones provinciales las que registran este derecho 
como fundamental y desarrollan su contenido. Entre tanto, la Constitución de Colombia consagra 
más puntualmente el derecho en varios artículos, ubicándolo dentro del capítulo de los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales.  
 
La contrastación de las instituciones constitucionales – procesales del amparo y la tutela nos 
permite reconocer dos mecanismos estratégicos para la efectividad de los derechos. Así mismo, 
encontramos el origen pretoriano y posterior consagración constitucional de la primera y la 
génesis de la segunda en el texto constitucional. Por vía de amparo se protegen los derechos o 
garantías reconocidos explícita o implícitamente en la Constitución. El amparo se presenta contra 
todo acto u omisión de autoridad pública que, en forma actual o inminente, atente contra los 
derechos mencionados. La acción de tutela, en términos generales, protege los derechos 
fundamentales y fundamentales por conexidad, y se presenta contra autoridad pública, y en 
algunos casos contra particulares.  
 
Una de las principales diferencias entre la acción de amparo y la tutela, es que la primera se 
puede presentar para la defensa de derechos individuales y colectivos, mientras que para el caso 
de la tutela, se requiere que de la vulneración de derechos colectivos, se verifique la afectación 
de un derecho fundamental en cabeza de quien presente la acción, de lo contrario se ha de acudir 
a las acciones populares. 
 
El amparo no se puede presentar contra sentencias judiciales280, la tutela sí procede contra 
sentencias judiciales cuando ellas sean constitutivas de una vía de hecho281, cuando se violan 
derechos fundamentales282
                                                 
280 En Argentina sólo existe la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, diseñada por la jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, a partir del Caso Rey c/ Rocha de 1909. Conforme con el caso, la sentencia 
arbitraria era la que no contaba con sustento normativo alguno, estando basada en la mera voluntad del juzgador; 
pero los supuestos de simple interpretación defectuosa de las leyes, no constituían casos de arbitrariedad. A partir de 
1955, el nuevo Tribunal adoptó una actitud más abierta hacia la procedencia del recurso extraordinario por sentencia 
arbitraria.  
. En Argentina cabe el rechazo in limine de la acción, pero solo la 
281 Sentencia T-613 de 2005.  
282 C-543 de 1992 
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Corte por medio del certiorari negativo incorporado en el articulo 280 del código procesal civil y 
comercial en 1990, puede desestimar una pretensión sin motivación alguna, reteniendo poder 
selectivo sobre el caudal de causas. En Colombia, la Corte Constitucional selecciona a motu 
propio los fallos de tutela que entran a revisión. 
 
En los casos analizados encontramos que la jurisprudencia colombiana es más precisa en señalar 
el carácter fundamental del derecho a la salud. Al tener la dimensión de colectivo, por la vía del 
amparo se han protegido muchos casos de derechos colectivos en los cuales se compromete el 
derecho a la salud. Un caso emblemático es el del Hospital Río Santiago283
La obligatoriedad del precedente en materia constitucional no está establecida en Argentina y la 
doctrina elaborada por la Corte Suprema acerca de la fuerza vinculante de los precedentes de la 
Corte es vacilante
.  La acción es 
interpuesta por la Asociación de Trabajadores del Estado de Ensenada y se funda, por un lado, en 
la violación del derecho a la estabilidad laboral, por otro lado en la defensa del derecho a la 
salud. Como fundamento jurídico se invoca la normativa contenida en instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos. Con la acción de amparo se impidió el cierre del 
hospital en mención. 
Tanto en la jurisprudencia argentina como en la colombiana, ha sido amplia la referencia a 
tratados internacionales. Igualmente se consagra la protección de los usuarios en materia de 
salud, más allá de la afiliación, casos en los cuales, las entidades públicas deben cubrir la 
asistencia. En los dos países se ha protegido el medicamento como un bien social y se ha 
ordenado el suministro de vacunas huérfanas; también la doctrina del mínimo vital se ha hecho 
presente en la jurisprudencia argentina y colombiana en casos de protección de situaciones 
humanas límites por extrema pobreza. 
284
                                                 
283 Caso “ATE” u “Hospital Río Santiago”. 
284  GARRO, Alejandro M. Eficacia y autoridad del precedente constitucional en america latina: las lecciones del 
derecho comparado. En: Revista Española de Derecho Constitucional. Año 8. Núm. 24. Septiembre-Diciembre 
1988. Págs 102 - 107.   
. Así lo ha afirmado, por ejemplo, Alejandro Garro, al mencionar como la 
Corte Suprema de Justicia se ha referido al deber moral de los jueces inferiores de conformar sus 
decisiones en casos análogos a los fallos de aquel alto Tribunal. Sin embargo, también se ha 
dicho que los jueces podrán apartarse de la jurisprudencia de la Corte cuando la misma 
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violenta sus propias convicciones o cuando se controviertan sus fundamentos. En suma, la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en materia constitucional reviste, a lo sumo, un 
carácter ejemplar, pero de ninguna manera obligatorio… En caso de desconocerse la doctrina 
establecida por la Corte en temas constitucionales, la parte agraviada puede interponer el 
recurso extraordinario de inconstitucionalidad. Cabe destacar que, si bien el recurso 
extraordinario otorga la oportunidad de recurrir al más alto tribunal para que corrija una 
desviación de los tribunales inferiores en la interpretación del Derecho federal, no es inusual 
que algunos tribunales argentinos desconozcan de manera frontal los fallos de la Corte 
Suprema, especialmente cuando se trata de temas altamente controvertidos, mientras que otros 
jueces consideran inconcebible apartarse de la doctrina de la Corte por la inseguridad jurídica 
que tal postura desencadenaría… Esta diversidad de criterios no resulta sorprendente, ya que, 
como se apuntó anteriormente, la misma Corte autoriza apartarse de sus precedentes con tal 
que los jueces inferiores justifiquen con argumentos razonables por qué deciden apartarse de la 
decisión del más alto tribunal. Tampoco resulta claro en los pronunciamientos de la Corte qué 
entidad deben revestir las razones arguméntales del fallo discrepante del inferior para merecer 
un apartamiento de la doctrina establecida por la Corte, ni tampoco existe precisión sobre si el 
apartamiento es justificado en caso de que la jurisprudencia no sea «consolidada» o qué debe 
entenderse por tal”. 
 
En Colombia la Corte Constitucional ha dicho que la parte motiva de las sentencias, denominada 
“cosa juzgada implícita” o ratio decidendi tiene efectos erga omnes en sentencias de 
constitucionalidad, de unificación y de tutela.285 Sin embargo, quien decide modificar el 
precedente debe exponer las razones y fundamentos que lo llevan a ese cambio, o incurre en vía 
de hecho y la sentencia puede ser tutelada por violación al principio de igualdad286
En los casos revisados se encuentra el tema del aborto. La presencia de la Iglesia Católica influye 
en este aspecto, toda vez que en Colombia se celebraron concordatos con la Santa Sede 
Apostólica desde el año 1887, luego de la promulgación de la Constitución de 1886,bajo la 
influencia política de Rafael Núñez, luego en 1942, en 1973 se renueva y se reforma en 1992. La 
Corte Constitucional, mediante sentencia C-027 de 1993 declaró inexequibles varios artículos 
 
                                                 
285 Sentencia T-292 de 2006, magistrado ponente Manuel José Cepeda Espinosa. 
286 Sentencia T-123 de 1995. 
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sustanciales, dejando sin piso el Concordato y el paralelismo entre Estado e Iglesia, abriendo 
puertas a la despenalización del aborto, enfatizando en que las legislaciones restrictivas sobre el 
aborto vulneran el derecho a la vida de las mujeres, en Sentencia C-355 de 2006. Mientras que 
en Colombia la Constitución de 1886 inicia con el texto “En nombre de Dios, fuente suprema de 
toda autoridad…”; el artículo 38 consagró que “La Religión Católica, Apostólica y Romana, es 
la de la Nación...”; en Argentina, la Constitución de 1853 consagró la libertad de cultos (art. 14) 
y sembró bases para la separación Iglesia – Estado. Con estas influencias, desde 1922 la 
legislación argentina, en el Código Penal de la Nación consagra ciertas excepciones definidas en 
el artículo 86 para la penalización del aborto287. Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación sólo se ha manifestado sobre el aborto en dos ocasiones: en el año 2001, avalando la 
realización de una “inducción del parto” en un caso de anencefalia (destacando expresamente 
que no se trataba de un aborto), y en el año 2002, prohibiendo la comercialización de la 
anticoncepción de emergencia por considerarla abortiva, sin una sola referencia a las 
consecuencias de la prohibición del fármaco en la vida y en la salud de las mujeres 288
                                                 
287 “El aborto practicado por un médico diplomado con el consentimiento de la mujer encinta, no es punible: 1. Si 
se ha hecho con el fin de evitar un peligro para la vida o la salud de la madre y si este peligro no puede ser evitado 
por otros medios; 2. Si el embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer 
idiota o demente”. 
288 PUJÓ, Soledad;  DERDOY, Malena. Algunas Notas Críticas sobre el Tratamiento Judicial del Aborto en 
Argentina. Disponible en: www.anuariocdh.uchile.cl 
.  
Tanto por vía de amparo como de tutela, se ha protegido el derecho de la persona sobre su propio 
cuerpo y el consentimiento informado. En perspectiva de grupos poblacionales, igualmente, se 
ha protegido el derecho a la salud, entre otros, de niños y jóvenes, personas discapacitadas, 
mujeres embarazadas, personas privadas de la libertad y enfermos de SIDA. Frente a estos 
últimos, sin embargo, la Cámara Nacional Federal de la Seguridad Social, declaró en Argentina 
la inconstitucionalidad de la Ley 24.754 (régimen aplicable a la medicina prepaga), por que 
pretendía situar en igualdad de condiciones a las empresas de medicina prepaga con las obras 
sociales, pensando en los perjuicios económicos que se podrían acarrear a las primeras, al tener 
que cubrir enfermedades como el SIDA. En su justificación, la Cámara dio preponderancia al 
derecho individual de empresa sobre los derechos sociales.   
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Buena parte de los fallos ordenan la entrega de medicamentos, que son adquiridos en su mayoría 
de empresas farmacéuticas transnacionales, con la renuncia de los gobiernos a ejercer sus 
funciones de reguladores del mercado.  
 
Finalmente, se hace pertinente destacar algunas de las tesis jurisprudenciales que, no 
necesariamente por vía de amparo o tutela, propician la justiciabilidad del derecho a la salud en 
los dos países. Respecto de Argentina, hay que señalar, que antes de la reforma constitucional de 
1994 en Argentina, la Corte Suprema  ya había sentado una serie de principios respecto a la 
justiciabilidad directa ante los tribunales locales de los derechos humanos reconocidos en 
instrumentos internacionales, y había establecido nuevas pautas para la aplicación del derecho 
internacional de los derechos humanos en el ámbito interno. La Corte reconoció que una 
interpretación armoniosa de los postulados constitucionales exige otorgarle a los tratados 
internacionales jerarquía superior a las leyes federales. Consideró la Corte, que los derechos 
tutelados internacionalmente, al ser ratificados por el Estado argentino, podían ser 
inmediatamente reclamados por los individuos sujetos a la jurisdicción local. Pero se ha 
avanzado mucho más, otra de las tesis formuladas por el máximo tribunal ha sido la de seguir la 
jurisprudencia de los órganos encargados de interpretar el instrumento internacional, al momento 
de decidir una cuestión que involucre la aplicación de un tratado internacional. La Corte también 
deja claro, que  los tribunales no pueden ignorar el papel que deben desempeñar como garantes 
del accionar legítimo del Estado, en el caso de estar en juego la eventual responsabilidad 
internacional por el incumplimiento de sus obligaciones asumidas al momento de ratificar un 
tratado289
En relación con la jurisprudencia de la Corte Interamericana, como intérprete de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha manifestado 
que debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en la medida en 
que el estado argentino reconoció la competencia de la Corte Interamericana para conocer en 
todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Convención.  En materia de 
justiciabilidad de los derechos sociales, se sostiene que en el caso del PIDESC, los jueces 
nacionales deben tener en cuenta la interpretación del Comité de Derechos Económicos, Sociales 
.  
  
                                                 
289 “Ekmekdjian, Miguel A.”, 1992. 
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y Culturales ante una controversia en sede interna, so pena de provocar, en caso contrario, una 
opinión negativa sobre el cumplimiento de las obligaciones del Estado en sede internacional290
Sobre el derecho a la salud, en particular, la Corte Suprema es clara en aseverar que la protección 
de este derecho es una obligación impostergable del Estado Nacional, y de inversión 
prioritaria
.  
 
291. En consecuencia, se sostiene la tesis de que el derecho a la preservación de la salud  
está comprendido en el derecho a la vida, y que tiene rango constitucional,  a partir de lo 
dispuesto en los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional292
La jurisprudencia del tribunal ha afirmado, igualmente, que el derecho a la salud no es un 
derecho meramente teórico de carácter  programático
.  
 
293. Así, ratifica la Corte, que el derecho a 
la salud, desde el punto de vista normativo, está reconocido en tratados internacionales con rango 
constitucional: Art. 12 del PIDESC, Arts. 4 y 5 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, Art. 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. El máximo tribunal 
argentino manifiesta que este derecho es extensivo no sólo a la salud individual sino también a la 
colectiva, y que la acción de amparo es imprescindible para la salvaguarda del derecho 
fundamental de la vida y de la salud294
Consideraciones importantes relativas a las obligaciones internacionales del Estado en materia de 
protección de la salud laboral, ha expresado la Corte Suprema. La prohibición de regresividad o 
prohibición de retroceso social en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales se 
tiene clara como compromiso del Estado Parte del PIDESC, (Art. 2.1). También es expresa la 
prohibición de regresividad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Art. 26). En 
consecuencia, cobra vida la tesis del deber de adoptar medidas para lograr progresivamente la 
plena efectividad de los derechos reconocidos. Se considera que el principio de la dignidad 
humana tiene valor normativo, como fundamento definitivo de los derechos humanos, tal como 
se señala en el contexto del Art. 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: “toda 
persona tiene derecho a la satisfacción de los derechos económicos y sociales indispensables a su 
.  
 
                                                 
290 "Giroldi, Horacio D. y otro", 1995. 
291 “Policlínica Privada”, 1998. 
292 “Campodónico de Beviacqua”, 2000. 
293 “Hospital Británico de Buenos Aires”, 2001. 
294 “Asociación de Esclerosis Múltiple de Salta”, 2003. 
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dignidad y al libre desarrollo de su personalidad”. La Corte recuerda, además, que otro principio 
con valor normativo, es el de la justicia social; recogido en el Preámbulo de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, los Preámbulos de la Carta de la Organización de los 
Estados Americanos y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos295
En Colombia, podemos resumir las tesis jurisprudenciales de la Corte Constitucional que 
evidencian la justiciabilidad del derecho a la salud, de la siguiente manera. En un primer 
momento, recién iniciadas las sesiones la Corte, se afirmó que la salud forma parte de la vida y 
de la dignidad humana
.  
 
296. Con ello, la fundamentalidad de un derecho no depende sólo de la 
naturaleza del derecho, sino que se deben considerar las circunstancias particulares del caso297. 
La Corte, en la elaboración del factor de conexidad del derecho a la salud con derechos 
fundamentales, consideró que el derecho a la salud está íntimamente ligado al derecho 
fundamental a la vida298.  En la misma perspectiva se expresó que el carácter fundamental del 
derecho a la salud emana directamente de la naturaleza y la dignidad de la persona, y que si el 
derecho a la vida es fundamental, el derecho a la salud, que deriva de él, lo es necesariamente299
Moldeando más la justiciabilidad del derecho, la Corte manifestó que el derecho a la salud es 
fundamental, no solo cuando se pone en peligro la vida, también cuando se afecta de manera 
directa y grave el mínimo vital necesario para el desempeño físico y social
.  
 
300. Adicionalmente, 
en contexto de los atributos de los derechos humanos, se ha dicho que la salud es un derecho en 
constante interdependencia con otros derechos humanos en la satisfacción de bienestar de la 
persona y la dignidad humana301
En la perspectiva de discriminación positiva, la Corte ha desarrollado jurisprudencia protectora 
de grupos en debilidad manifiesta, considerando que deben recibir por parte del Estado un trato 
.  
 
                                                 
295 “Aquino, Isacio”, 2004. 
296 T-426 , T-484, T-499, T-534, T-571 de 1992. 
297 T-571 de 1992. 
298 T–116 de 1993. 
299 T–366 de 1993. 
300 T–597 de 1993. 
301 T-576 de 1994. 
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preferencial que los coloque en situación de realidad igualdad y que el derecho a la salud, por ser 
inherente a la persona, es necesario e irrenunciable302
El compromiso del Estado con acciones positivas que redunden en la satisfacción del derecho a 
la salud, lo deriva el tribunal constitucional colombiano del carácter social del Estado, así, lo 
vincula con el cuidado de la salud del individuo y de la comunidad, como cometido específico, 
ya que en las condiciones actuales sólo la instancia pública es capaz de organizar y regular el 
servicio de salud para que sea efectivo
.  
 
303. Recalando en el tema de la conexidad, la Corte 
Constitucional indicó que el derecho a la salud se torna fundamental cuando se ubica en 
conexidad con el derecho a la vida o el derecho a la integridad personal integridad 
personal304
Más recientemente, la jurisprudencia constitucional ha configurado nuevas razones de tutela del 
derecho a la salud. Se ha considerado que este derecho es justiciable vía tutela, cuando se 
presenta la conexidad con un derecho constitucional fundamental, o cuando se presenta el 
fenómeno de la transmutación que lo convierte en derecho fundamental
.  
 
305.  La jurisprudencia 
constitucional ha pasado de proteger el derecho a la salud por conexidad con derechos 
fundamentales a proteger el derecho “fundamental autónomo a la salud”306
                                                 
302 SU-256 de 1996. 
303 SU–11 de 1997. 
304 C-177 de 1998. 
305 T-662 de 2006. 
306 T-760 de 2008. 
. 
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Tabla 6. Comparación de organismos, instrumentos y mecanismos. 
  
ORGANISMOS 
 ARGENTINA COLOMBIA 
 
SISTEMA DE 
SALUD 
Fragmentación en los servicios de salud. Relación con la capacidad de pago de los usuarios. 
Sector público con limitaciones presupuestales. 
Se permite la doble afiliación No se permite doble afiliación- 
Los sitemas de salud reproducen la estructura social desigual y la heterogeneidad estructural 
de sus sociedades 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
SUBSISTEMAS / 
REGÍMENES 
Subsistema Público Recursos del sistema 
impositivo, Servicios de salud gratuitos a 
través de red de hospitales públicos y 
centros de salud. La mayor parte de ellos 
son provinciales y sólo una mínima 
proporción depende del nivel nacional. 
Régimen Subsidiado. Acoge a la población 
pobre y vulnerable quien no cuenta con un 
ingreso económico que le permita cotizar al 
sistema (ingreso menor a dos salarios mínimos 
legales vigentes) por lo tanto quienes ingresan a 
él reciben subsidios totales o parciales, los 
cuales se financian con dos recursos 
fundamentales: las trasferencias de la nación a 
los departamentos y municipios y el Fondo de 
Solidaridad y Garantía, FOSYGA, que a su vez 
se nutre con una contribución equivalente a un 
punto de la cotización de los trabajadores del 
régimen contributivo que ganen más de cuatro 
salarios mínimos, y de aportes de la nación. Las 
personas que ingresan al régimen subsidiado 
son escogidas por los Entes Territoriales, 
teniendo en cuenta criterios de priorización. 
 
Subsistema de Obras Sociales. Obras 
Sociales sindicales y Programa de 
Asistencia Médico Integral (PAMI) a los 
jubilados del régimen nacional de 
previsión social. Seguro social para la 
protección de los trabajadores 
asalariados (y sus familiares directos) 
cuyo aporte es obligatorio y se realiza a 
través de las contribuciones tanto del 
empleador como del empleado. 
Régimen Contributivo. Todas las personas 
vinculadas a través de contrato de trabajo, los 
servidores públicos, los pensionados y jubilados 
y los trabajadores independientes con capacidad 
de pago, hacen un aporte mensual (cotización) 
al sistema de salud pagando directamente a las 
EPS lo correspondiente según la ley para que a 
su vez éstas contraten los servicios de salud con 
las IPS o los presten directamente a todas y 
cada una de las personas afiliadas y sus 
beneficiarios. Se adquiere el derecho a recibir 
los beneficios del Plan Obligatorio de Salud 
(POS). 
 
Subsistema Privado. Empresas de 
Medicina Prepaga o Mutuales. Se 
financia a partir del aporte voluntario de 
sus usuarios 
Régimen Especial. Pertenecen a este régimen 
los  miembros de las Fuerzas Militares y de la 
Policía Nacional, los civiles del Ministerio de 
Defensa y de la Policía Nacional vinculados 
antes de la vigencia de la ley 100/93, los 
miembros no remunerados de las corporaciones 
públicas, los servidores públicos y los 
pensionados de ECOPETROL, los afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio y Servidores Públicos de Educación 
Superior, de las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional.   
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ORDENAMIENTO 
JURISDICCIONAL 
Unidad de mando en cabeza de la 
CSJN. Coexiste una organización 
judicial federal y una provincial. 
 
Cada jurisdicción tiene un órgano de 
cierre. Una organización judicial 
nacional. 
El orden jurídico federal tiene 
preeminencia sobre el provincial. 
La justicia provincial entiende en 
los casos en que debe aplicarse el 
derecho común, mientras que la 
federal entiende en las causas en 
las que el Estado Nacional es 
parte. 
 
El derecho común es resorte de toda la 
jurisdicción ordinaria, está en cabeza de 
la Corte Suprema de Justicia. La 
jurisdicción de lo contencioso 
administrativo atiende los casos en que 
el Estado debe ser parte, el máximo 
órgano es el Consejo de Estado. 
 
 
 
 
CONTROL 
CONSTITUCIONAL 
Todos los jueces nacionales o 
provinciales pueden llevar a cabo 
el control constitucional. 
Todos los jueces tienen la facultad para 
conocer de la acción de tutela, que es 
uno de los controles por vía de acción; 
el Consejo de Estado y los Tribunales 
Administrativos conocen de las 
acciones públicas de nulidad; y la Corte 
Constitucional conoce de las acciones 
públicas de inconstitucionalidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN 
ARGENTINA Y 
CORTE 
CONSTITUCIONAL 
COLOMBIANA 
CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN. La 
Corte Suprema está integrada por 
nueve (9) jueces inamovibles si 
conservan buena conducta, 
designados mediante decisión 
discrecional del Presidente. La 
Corte no tiene división en salas y 
todas sus decisiones son tomadas 
en pleno La Corte Suprema de 
Justicia de la Nación tiene la 
última palabra en materia de 
inconstitucionalidad de las normas 
Sin embargo, carece de facultades 
para derogar las normas así 
declaradas. Por ello quienes vean 
afectados sus derechos deben 
recurrir a la justicia y solicitar la 
declaración de 
inconstitucionalidad en cada caso. 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL. Está 
integrada por nueve (9) magistrados 
elegidos por el Senado de la República 
para períodos individuales de ocho 
años, de sendas ternas que le presentan 
el Presidente de la República, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado. Los Magistrados no pueden ser 
reelegidos. La Corte está organizada 
internamente con la Sala Plena, Salas 
de Tutela (o de Revisión) y Salas de 
Selección. 
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INSTRUMENTOS 
 ARGENTINA COLOMBIA 
 
RECEPCIÓN DE 
TRATADOS 
INTERNACIONALES 
 Artículo 75, numeral 22 de la 
Constitución de la Nación 
Argentina. 
Artículo 93 de la Constitución Política 
de Colombia. El “Bloque de 
constitucionalidad” da rango 
constitucional a instrumentos 
internacionales. 
 
 
 
INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES 
CON VIGENCIA EN EL 
ORDENAMIENTO 
INTERNO 
Declaración Universal de los Derechos humanos; Declaración americana de 
los derechos y deberes del hombre; Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales; Protocolo adicional a la Convención 
americana sobre derechos humanos en materia de derechos económicos, 
sociales y culturales "Protocolo de San Salvador"; Convención sobre los 
Derechos del Niño; Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer. Otros instrumentos harían parte de los 
odenamientos internos, de acuerdo con el principio del Pacta Sunt Servanda 
contenido en el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA 
El artículo 42 consagra 
exclusivamente el derecho de los 
consumidores y usuarios de bienes y 
servicios, en la relación de consumo, 
a la protección de su salud. Varias 
constituciones provinciales, sin 
embargo, hacen alusión al derecho a 
la salud, unas con mayor desarrollo 
que otras. 
 
El derecho a la salud es fundamental 
en las Constituciones Provinciales 
de: Catamarca, La Rioja, Santa Fé, 
Santiago del Estero y Tucumán. 
Como bien social, la salud aparece en 
las constituciones de Chubut; 
Córdoba; Neuquén; Río Negro; Salta; 
Tierra del Fuego, Antártida e Islas 
del Atlántico Sur. También se 
consagra a los medicamentos como 
bien social en las constituciones de la 
Provincia de Buenos Aires, La Rioja, 
Río Negro, San Juan, San Luis, 
Santiago del Estero y Tucumán. La 
salud como derecho – deber se 
encuentra en las constituciones de 
Chubut; Córdoba; Jujuy; Río Negro; 
Salta; Tierra del Fuego, Antártida e 
Islas del Atlántico Sur.  
Los artículos 44, 49, 50, 54, 64, 78, 336 
y 356, mencionan el derecho a la salud 
de los niños; la atención de la salud, el 
saneamiento ambiental y la salud como 
derecho deber; el derecho a la salud de 
los niños menores de un año; la garantía 
de trabajo acorde con las condiciones  
de salud para los minusválidos; el 
acceso de los trabajadores agrarios a los 
servicios de salud; la protección de la 
salud de consumidores y usuarios; 
destino de ciertas rentas a los servicios 
de salud; destino de recursos del 
Sistema Nacional de Participaciones al 
servicio de salud; respectivamente. 
 
170 
 
MECANISMOS 
 ARGENTINA COLOMBIA 
 
 
 
 
PRECEDENTE 
JUDICIAL 
La obligatoriedad del precedente en 
materia constitucional no está establecida 
en Argentina y la doctrina elaborada por 
la Corte Suprema acerca de la fuerza 
vinculante de los precedentes de la Corte 
es vacilante. 
La Corte Constitucional ha dicho que la parte 
motiva de las sentencias, denominada “cosa 
juzgada implícita” o ratio decidendi tiene 
efectos erga omnes en sentencias de 
constitucionalidad, de unificación y de tutela. 
Sin embargo, quien decide modificar el 
precedente debe exponer las razones y 
fundamentos que lo llevan a ese cambio, o 
incurre en vía de hecho y la sentencia puede ser 
tutelada por violación al principio de igualdad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
ACCIONES 
ACCIÓN DE AMPARO. Protege los 
derechos o garantías reconocidos 
explícita o implícitamente en la 
Constitución. 
No se puede presentar contra sentencias 
judiciales. 
AMPARO COLECTIVO. Consagrado 
en el Art. 43 de la Constitución 
Nacional: Contra cualquier forma de 
discriminación y en lo relativo a los 
derechos que protegen al ambiente, a la 
competencia, al usuario y al consumidor, 
así como a los derechos de incidencia 
colectiva en general. 
Es el único mecanismo previsto 
expresamente en el ordenamiento 
jurídico para la tutela de derechos de 
incidencia colectiva. 
 
ACCIÓN DE TUTELA. En términos 
generales, protege los derechos fundamentales 
y fundamentales por conexidad. 
Sí procede contra sentencias judiciales cuando 
ellas sean constitutivas de una vía de hecho. 
TUTELA COLECTIVA. Para que prospere 
una tutela que proteja un derecho colectivo, se 
exige la demostración fehaciente de que la 
vulneración de un derecho colectivo conlleva 
además la afectación o amenaza de violación de 
derechos fundamentales, como requisito de 
procedibilidad, pues sólo en dicho caso 
prevalece la acción de tutela. De no 
demostrarse, la tutela será un mecanismo 
improcedente frente a otras acciones, como la 
acción popular. 
 
 
JUEZ 
COMPETENTE 
El juez competente es el de Primera 
Instancia con jurisdicción en el lugar en 
que el acto se exteriorizó o tuviera o 
pudiera tener efecto. 
 
Son competentes para conocer en primera 
instancia de la acción de tutela, a prevención, 
los jueces o tribunales con jurisdicción en el 
lugar donde ocurra la violación o la amenaza 
que motivó la presentación de la solicitud. 
 
 
 
 
 
 
 
 
LEGITIMACIÓN 
PASIVA  
Autoridades públicas y personas 
privadas: grandes empresas, 
corporaciones, sindicatos, asociaciones, 
etc., que pueden perjudicar los derechos 
de las personas. 
Derivadas de los casos “Siri” y “Kot”. 
 
Cualquier autoridad pública o de los 
particulares encargados de la prestación del 
servicio público de educación, salud, servicios 
públicos domiciliarios. También se puede 
presentar contra otros particulares, quienes 
controlan una entidad privada o sean 
beneficiarios reales de la situación que motivó 
la acción, siempre y cuando el solicitante tenga 
una relación de subordinación o indefensión 
con tal organización; contra quienes violan o 
amenacen violar la prohibición de esclavitud, la 
servidumbre y la trata de seres humanos en 
todas sus formas; contra quienes se hubiera 
hecho la solicitud en ejercicio del habeas data; 
contra quienes se solicite rectificación de 
informaciones inexactas o erróneas; contra el 
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particular que actúa o deba actuar en ejercicio 
de funciones públicas. 
 
 
 
LEGITIMACIÓN 
ACTIVA 
Puede presentar Acción de Amparo toda 
persona individual o jurídica, por sí o por 
apoderados, que se considere afectada. 
Puede también ser presentada por las 
asociaciones que sin revestir el carácter 
de personas jurídicas justifiquen, 
mediante la exhibición de sus estatutos, 
que no contrarían una finalidad de bien 
público. 
 
La Acción de Tutela la puede presentar toda 
persona, por sí misma o por quien actúe a su 
nombre. También se pueden agenciar derechos 
ajenos cuando el titular de los mismos no está 
en condiciones de promover su propia defensa, 
manifestándose en la solicitud. También puede 
ejercerla el Defensor del Pueblo y los 
personeros municipales. 
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4.7. CONCLUSIONES  
 
El desarrollo de la presente investigación ha permitido reconocer que tanto en Argentina como 
en Colombia subsisten problemas de inequidad y universalidad en los servicios de salud. En los 
dos países, los ciudadanos deben soportar largas esperas para obtener un simple turno de 
atención de urgencias de salud; o encuentran que la prestación médica o el medicamento que 
requieren no se contemplan dentro de la canasta básica que se les ofrece. En Colombia se llega 
incluso a presentar el llamado “paseo de la muerte”, se trata del fallecimiento de personas, 
muchas veces niños, después de un ir y venir en una serie de graves inconvenientes que han 
obstaculizado completamente el acceso a atención médica oportuna y necesaria.  
 
En los sistemas de salud se resalta la fragmentación en los servicios que refleja la inequidad 
social.  
 
Los sectores públicos se encuentran limitados por factores presupuestarios que se evidencian en 
el cierre de hospitales del Estado. El sistema intensivo en mecanismos de contratación, propio de 
los dos países, redunda en el hecho de que las personas no cuenten con oportunidades reales y 
equitativas de acceso a servicios de calidad, a no ser si se cuenta con buena capacidad de pago. 
En este esquema, queda gran parte de la población desprotegida o con servicios mínimos.  
 
Las declaratorias de emergencia en el sector salud, tanto en Argentina como en Colombia, nos 
presentan un panorama crítico en los sistemas y modelos con que se han venido prestando los 
servicios. Problemas de provisión y acceso a vacunas, medicamentos e insumos; altos precios de 
los mismos; problemas de recaudo de las Obras Sociales y las EPS; incumplimiento en las 
preestaciones del Programa Médico Obligatorio y el Plan Obligatorio de Salud; inconvenientes 
en la lucha contra el sida y las conductas adictivas; entre otros. Sin embargo, el problema no 
parece darse en los ingresos de las entidades, ya que las obras sociales en Argentina, terminaron 
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recaudando en 2009 alrededor de 15.000 millones de pesos argentinos (USD $ 
3,853,564,622.74), con un crecimiento respecto de 2008, del 30%307; y las EPS del régimen 
contributivo afiliadas a la Asociacion Colombiana de Empresas de Medicina Integral - ACEMI 
reportaron ingresos operacionales por $9,86 billones de pesos colombianos (USD $ 
5,056,410,256.41) durante 2009, 19,60% más que el año anterior308
                                                 
307 Cifras disponibles en: http://www.slideshare.net/ecattaneo/argentina-2009-balance-de-la-situacin-social-poltica-
y-econmica-3385766 
308 Cifras disponibles en: 
http://www.acemi.org.co/Docs/financiera/Resumen%20Ejecutivo%20Entidades%20Diciembre%202009.pdf 
. Esto evidencia como la 
salud ha sido entendida más como un buen negocio, que en la perspectiva de derecho humano. 
 
En el plano internacional se cuenta con varios tratados internacionales en materia de derechos 
humanos, que consagran el derecho a la salud, además, se destaca la Observación General 
número 3 de 1990, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que trata sobre 
“La índole de las obligaciones de los Estados Partes”; y la Observación general número 14, sobre 
“El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 12)” de 2000. 
 
Frente a los compromisos internacionales adquiridos por los Estados en materia del derecho a la 
salud, surgen las obligaciones de respeto, protección y garantía que deben ser cumplidas, en 
términos de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad, como contenidos del derecho. 
Con ello, la vía jurídica, puede complementar la tarea de la realización plena de los derechos en 
el avance hacia el Estado social, para ello se debe contar con importantes instrumentos como los 
principios de Limburgo que buscan la garantía de un mínimo de derechos independientemente 
del desarrollo económico de los países 
 
El derecho a la salud ha sido reconocido como derecho humano fundamental, bien por la 
aplicación de las normas de derecho internacional en Argentina, bien por la jurisprudencia 
constitucional, en el caso de Colombia. Sin embargo, la realidad muestra que la plena garantía 
del derecho a la salud cuenta con obstáculos importantes, como lo son el argumento de la 
carencia de recursos o el de la insuficiencia normativa de los derechos sociales.  
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El amparo y la tutela se han convertido en mecanismos idóneos para la garantía del derecho a la 
salud. Las altas cortes, los tribunales de menor jerarquía y los juzgados, tanto en Argentina como 
en Colombia, han producido importantes precedentes que dan cuenta del carácter justiciable de 
este derecho. Se destaca el caudal de casos que llegan a la Corte Constitucional en Colombia309
Podemos concluir que tanto en Argentina como en Colombia, se ha desplegado un importante 
activismo judicial en materia del derecho a la salud. Este activismo se evidencia, por un lado, en 
el acceso cada mes más frecuente y estratégico a los tribunales por parte de organizaciones no 
gubernamentales y de particulares para presentar acciones de amparo y de tutela. Importantes 
organizaciones como el Centro de Estudios Legales y Sociales – CELS, la Red DESC y el 
Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos – ILSA, participan activamente en 
la promoción y defensa del derecho a la salud. Por otro lado, el activismo judicial se presenta 
como el ejercicio de la judicatura en la solución de casos, enviando señales innovadoras a los 
demás poderes, a los jueces inferiores y a la sociedad en general, tendientes a generar un cambio 
, 
para selección en revisión. Lo anterior no implica que la solución para la plena garantía del 
derecho deba darse en términos judiciales, ya que en términos de equidad, una política de Estado 
comprometida con el disfrute de la salud sería la aspiración en el contexto del Estado social. De 
todas formas, con el amparo y la tutela, muchas personas han podido contar con una vía rápida 
para obtener la protección de la que depende en muchos casos sus vidas, frente a la burocracia y 
tramitología de los sistemas de salud.  
 
Con el amparo, sin embargo, pueden existir problemas de eficacia en el pronunciamiento 
judicial, lo que no sucede de igual forma con la tutela, ya que a este mecanismo de incorporó el 
incidente de desacato, que reduce el incumplimiento de la sentencia. 
 
De los mecanismos y la jurisprudencia estudiada, se pueden derivar importantes núcleos 
temáticos como la dimensión colectiva del derecho a la salud, los derechos de la mujer frente al 
tema del aborto, las estrategias para hacer menos gravosa la situación de los enfermos de SIDA, 
el uso de mecanismos como el amparo para evitar el cierre de hospitales. 
 
                                                 
309 A la Corte Constitucional llegaron entre los años 2006 y 2008 un total de 346.424 tutelas que reclamaban 
atención en salud. 
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en la legislación, o en la jurisprudencia, o en las costumbres respectivamente310
 
. Este activismo 
se resalta en varias de las sentencias estudiadas, entre ellas, el caso argentino “Viceconte, 
Mariela c. Estado Nacional (Ministerio de Salud y Ministerio de Economía de la Nación)” del 2 
de Junio de 1998, fallo de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso- 
Administrativo Federal. En Colombia, se destaca, por ejemplo, la  Sentencia T-760 del 31 de 
Julio de la Corte Constitucional. 
Las tesis jurisprudenciales expuestas tienen una clara consecuencia para la labor judicial frente al 
derecho a la salud. En Argentina, un primer corolario es que las fuentes del derecho internacional 
de los derechos humanos señalan contenidos más amplios y específicos del derecho que las 
fuentes de orden local. Una segunda consecuencia es que ante la demanda de amparo motivada 
en relación con un tratado ratificado, la justicia local debe seguir la jurisprudencia de los órganos 
encargados de la interpretación y la aplicación del instrumento respectivo.  
 
En correspondencia con el derecho a la salud, la Corte Suprema de Justicia lo abarca dentro del 
derecho a la vida y le asigna rango constitucional por lo dispuesto en la ratificación de tratados 
internacionales, entendiéndolo como un verdadero derecho humano que no se reduce a lo 
programático, pues requiere de acciones positivas por parte del Estado, tanto en su dimensión 
individual como colectiva. Finalmente, las cláusulas de progresividad y no regresividad 
incentivan la garantía del derecho a la salud hacia una plena efectividad, en contexto con los 
principios de dignidad humana y justicia social. 
 
La labor de la Corte Suprema, como se dijo, ha sido catalogada como precursora del activismo 
judicial, dada su condición de órgano judicial de cierre y  por su responsabilidad en las 
obligaciones jurídicas tanto en el plano local como en el plano internacional. Éste señalado 
activismo, sin embargo, tal como lo muestran algunos de los fallos estudiados, no ha alcanzado 
para que la Corte aplique de forma directa las interpretaciones auténticas de los órganos 
internacionales autorizados.  
 
                                                 
310 GÁLVEZ BAUTISTA, Julio Alejandro. Activismo Judicial. Disponible en: 
http://www.paginasprodigy.com.mx/juliton/DOCUMENTOS/Activismo%20Judicial.pdf  
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Se puede concluir, además, que a partir de la reforma constitucional de 1994, la jurisprudencia 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha centrado en el reconocimiento y protección 
del derecho a la salud de los niños y  de los enfermos de VIH – SIDA. Así se constata en el 
caudal de fallos que preferentemente ha asumido la Corte Suprema. 
 
En Argentina, el Estado nacional es el garante último del sistema de salud, independientemente 
de las obligaciones que correspondan a otros actores públicos y privados. El Estado está 
facultado a imponer obligaciones en materia de cobertura de tratamientos de salud a actores no 
estatales, tales como obras sociales y empresas de medicina prepaga, en cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales. Los actores no estatales que forman parte del sistema de salud 
tienen con respecto a sus afiliados o potenciales afiliados obligaciones específicas que exceden el 
carácter meramente mercantil de la relación, dado que su actividad está destinada a resguardar un 
derecho fundamental.  
 
En Colombia, las reiteradas tesis jurisprudenciales, clarifican el avance en perspectiva de 
justiciabilidad del derecho a la salud, promovido por la Corte Constitucional. Primero con el 
desarrollo del factor de conexidad del derecho a la salud con derechos fundamentales como la 
vida; luego con la asociación del derecho a la salud con el mínimo vital necesario para el 
desempeño físico y social; posteriormente con la tutela del derecho, al presentarse el fenómeno 
de la transmutación que lo convierte en derecho fundamental; finalmente con la protección del 
derecho “fundamental autónomo a la salud”. Se destaca igualmente el desarrollo jurisprudencial 
en favor de  grupos en debilidad manifiesta. 
 
El activismo judicial mencionado se ha hecho presente en la Corte Constitucional con la 
declaración del “estado de cosas inconstitucional” en materia del derecho a la salud, y las 
órdenes de política pública dictadas por el máximo tribunal constitucional. 
 
Los derechos sociales interesan, en especial a los sectores y grupos más vulnerables, por ello se 
entiende la razón por la cual las democracias occidentales han encontrado en los derechos 
sociales, un instrumento de legitimación de sus  ordenamientos jurídicos. En correspondencia, la 
justiciabilidad del derecho a la salud, materializada entre otras justificaciones por los 
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mecanismos del amparo y la tutela, y la jurisprudencia en salud, debe entenderse como un logro 
del Estado social de derecho. Sin embargo, la situación ideal sería aquella en la cual no resultase 
necesario acudir a ningún juez para ejercer plenamente el derecho a la salud, porque el Estado lo 
garantiza plenamente. 
 
La consagración del derecho a la salud en el plano internacional es amplia, sin embargo existe la 
necesidad de superar las limitaciones para su justiciabilidad; tarea en la cual la academia, las 
organizaciones profesionales y los movimientos y organizaciones sociales deben seguir jugando 
importante protagonismo. 
 
Es importante pensar el derecho a la salud, más allá de su consagración constitucional y legal, 
por ello se considera necesario un debate social sobre la funcionalidad de los organismos; la 
interpretación judicial a la luz de los niveles de las obligaciones estatales de respeto, de 
protección y de satisfacción; y el alcance de los mecanismos actuales, de tal forma que se 
acerquen la fundamentabilidad del derecho y la eficiencia en la garantía. 
 
Se requiere un mecanismo para presentar denuncias o peticiones individuales por la violación del 
derecho a la salud en el Sistema de Naciones Unidas y fuerza vinculante para las 
recomendaciones del Comité de DESC. Es del todo importante ampliar las definiciones del 
contenido mínimo esencial (CME) y de los factores determinantes básicos de la salud (FDBS). 
 
En el Sistema Interamericano se hace necesario seguir impulsando las denuncias por violación al 
derecho a la salud, especialmente en cuanto a la atención y tratamiento de pacientes con 
enfermedades catastróficas. 
 
Es exigente el desarrollo teórico y jurídico en la fundamentación de la dimensión colectiva e 
individual del derecho a la salud, en los conceptos de víctima, reparación del daño y evitabilidad 
futura de reincidencia en la violación. Es imperativo, igualmente, el abordar la dimensión de la 
justicia sanitaria, que es el núcleo duro del derecho a la salud como derecho humano 
fundamental311
                                                 
311 ECHEVERRI L., María Esperanza. Op. Cit. 
. 
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En el abanico de propuestas que han surgido en foros internacionales, se encuentran: el diseño y 
la implementación de una defensoría especializada en DESC; el establecimiento de una 
jurisdicción especializada de seguridad social. En argentina existe el fuero de la seguridad social, 
pero se dedica a atender casos previsión como jubilaciones y pensiones. Con lo anterior, la 
creación de una Constitución Social Mundial, unificando los sistemas nacionales y regionales, y 
de un Tribunal Social Internacional, orientado a proteger y garantizar los derechos sociales 
fundamentales, son propuestas pertinentes.312
                                                 
312 ARANGO RIVADENEIRA, Rodolfo. Estado social de derecho y derechos humanos. Separata especial de revista 
Número. Disponible en: http://www.revistanumero.com/39sepa6.htm 
 
  
 
Se hace urgente consolidar medidas para determinar los incumplimientos de los Estados en 
materia de salud ante el marco del derecho internacional de los derechos humanos. Es 
fundamental para el goce efectivo del derecho a la salud, la participación social en la definición 
de las políticas públicas y presupuestos que aseguren la asignación de recursos económicos 
suficientes.  
 
Tanto en Argentina como en Colombia, se han desarrollado eventos con participación, entre 
otros, de organizaciones no gubernamentales, representantes de entidades del Estado, 
representantes en corporaciones públicas y  académicos, en los cuales se ha visto necesario crear 
un marco jurídico constitucional y legal que otorgue unidad y coherencia a todo el sistema de 
salud, en armonía con las líneas trazadas por la jurisprudencia en la materia.  
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